PAGE  
43

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 363ª
Sesión 96ª, en martes 26 de enero de 2016
Especial
(De 11:51 a 14:2)

PRESIDENCIA DE SEÑOR PATRICIO WALKER PRIETO, PRESIDENTE,

Y SEÑORA ADRIANA MUÑOZ D’ALBORA, VICEPRESIDENTA
SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................

Reflexiones sobre legislación urgente y llamado a defensa de institución parlamentaria…………………………………………………………………


Acuerdos de Comités…………………………………………………………

V.
ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (10.442-05) (queda pendiente la discusión en general)………………………
A n e x o s
ACTAS APROBADAS:

Sesión 90ª, extraordinaria, en martes 12 de enero de 2016……….…...................

Sesión 91ª, ordinaria, en martes 12 de enero de 2016.......................................

DOCUMENTOS:
1. Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para la participación de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA) (S 1.854-05)………………………….

2. Certificado de la Comisión de Educación y Cultura recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones (10.457-04)………………………………………………………

3. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones (10.457-04)………………………………………………………………………………
4. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (10.442-05)………………..

5. Oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que comunica que ha aprobado, con la excepción que señala, las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, y propone la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto (9.790-07)………………………………….
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Walker Prieto, Ignacio
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--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos Varela; de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido, y de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma.
Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco Aguayo.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 11:51, en presencia de 26 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 90ª, extraordinaria, y 91ª, ordinaria, ambas en 12 de enero de 2015, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Dos de Su Excelencia la Presidenta de República:



Con el primero solicita el acuerdo del Senado para la participación de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA) (boletín N° S 1.854-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Con el segundo comunica que se ausentará del país entre los días 26 y 28 de enero, en visita a la ciudad de Quito, República de Ecuador, con motivo de la IV Cumbre de CELAC.



Informa, además, que durante su ausencia será subrogada por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos Varela, con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.

Certificado e informe



De las Comisiones de Educación y Cultura y de Hacienda, respectivamente, recaídos en el proyecto de ley que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones (boletín N° 10.457-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documento 2 y 3).



--Queda para tabla.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Mensajes 



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



-El que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (boletín N° 10.442-05), y



-El que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos ilícitos (boletín N° 9.885-07).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que establece normas para la defensa de la libre competencia (boletín N° 9.950-03).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Informe 



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (boletín N° 10.442-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Queda para tabla.
)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y señores Senadores, cito...

El señor ALLAMAND.- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Han pedido intervenir dos señores Senadores.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

REFLEXIONES SOBRE LEGISLACIÓN URGENTE Y LLAMADO A DEFENSA DE INSTITUCIÓN PARLAMENTARIA
El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, quiero aprovechar esta intervención para compartir una reflexión con la Sala, y particularmente, no en forma de protesta, para hacerle ver a Su Señoría, con mucha deferencia pero al mismo tiempo con mucha firmeza, lo que yo considero un maltrato, a estas alturas permanente, al Senado de la República.



No tengo que señalarle a usted mi aprecio; el respeto profesional que le tengo; mi valoración por su rol como parlamentario desde hace tanto tiempo.



Señor Presidente, estamos convocados a revisar un proyecto extraordinariamente complejo, con un comparado de ¡586 páginas!



En el día de ayer la Comisión de Hacienda del Senado -y quiero destacarlo- realizó, como lo hace siempre, un trabajo encomiable; de un esfuerzo que, a estas alturas, es también físico, pues las sesiones se prolongan en forma casi indefinida.



Dicho órgano debe estar analizando iniciativas de distinta naturaleza. Ayer sesionó durante todo el día. Y, hacia el final, se le pide revisar el proyecto sobre carrera docente -aquí está-, que tiene, en dos tomos, ¡300 páginas!



Señor Presidente, la Sala de esta Alta Corporación es distinta de una Comisión, por lo siguiente: porque se le debe permitir a cada Senador que no forma parte de esta última a lo menos la posibilidad física de imponerse de las materias que van a ser objeto de votación.



Estamos convocados para hoy y para mañana.



En el primer caso, para tratar un asunto extraordinariamente complejo: la reforma tributaria.



A su turno, la carrera docente involucra 2 mil 300 millones de dólares, en régimen. Y yo diría que es la modificación más relevante que ha tenido la profesión docente en Chile durante las últimas décadas.



En la práctica, señor Presidente, por esta forma de legislar, a matacaballo, nosotros, los parlamentarios, estamos impedidos de cumplir nuestras obligaciones constitucionales y legales mínimas.



Porque en este Hemiciclo no hay nadie que haya tenido siquiera la oportunidad física de imponerse de los contenidos de las iniciativas.



Señor Presidente, usted es el Presidente del Senado. Y yo no tengo duda de que le habrá representado al Ejecutivo esto que estoy expresando, respecto de lo cual me asiste la certeza de que los señores Senadores, más allá de que quieran o no compartirlo en público, piensan exactamente lo mismo.



No dudo de que lo ha hecho, señor Presidente. Pero también debo manifestarle que ha sido completamente ineficaz.



Entonces, aquí estamos frente a un problema institucional: esto degrada al Parlamento; esto degrada al Senado.



Y si nosotros, a sabiendas de que no estamos pudiendo cumplir con nuestras obligaciones, miramos para el techo, nos hacemos cómplices de ese incumplimiento.



Aquí vamos a empezar a pronunciarnos sobre materias de una complejidad enorme. Y estoy seguro de que ni los propios Senadores de la Comisión de Hacienda -y vuelvo a rendirles un homenaje por su conocimiento, por su dedicación- han tenido oportunidad para saber si se ha estado votando bien o votando mal.



Estamos votando muchas cosas a ciegas. Y la pregunta es por qué.



¡Si este proyecto debió corregirse mucho antes!



¡El proyecto sobre carrera docente prevé como entrada en vigencia el año 2017! ¡Durante 2016 hay solo un encasillamiento!



¿Por qué debemos seguir haciendo las cosas mal, cuando podemos hacerlas bien? ¿Por qué no podemos cumplir con nuestras tareas?



¡Por qué seguimos ahondando, señor Presidente, en el desprestigio del Congreso y en el desprestigio de la función parlamentaria!



Porque, cuando las leyes salen mal, ¿a quién le echan la culpa? ¡Al Congreso! “Se legisló mal”, “Se legisló de tal manera”.



Entonces, señor Presidente, quiero efectuarle un ruego, encarecidamente.



Ello, más allá de lo que haga esta semana: ¡si aquí nadie sabe si vamos a sesionar hoy, mañana, el jueves, el viernes, en la noche, de madrugada...!



¡Qué Senado serio funciona así!



Entonces, señor Presidente -y discúlpeme por haber sido tan elocuente en mis expresiones-, le pido por favor que haga respetar los fueros de esta Institución.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de seguir dando la palabra, quiero señalar lo siguiente.



En primer lugar, nosotros hemos tenido conversaciones con los Presidentes de las Comisiones para analizar el grado de avance de los proyectos de ley.



El Gobierno estableció prioridades -seis, siete-, y este Presidente, públicamente y en reuniones con el Ejecutivo, ha defendido en todo minuto los ritmos que las Comisiones han estimado que deben tener.


Por ejemplo, es muy probable que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia no alcance a aprobar la Agenda Corta de Seguridad Ciudadana.



Lo mismo ocurre con el proyecto de ley que combate y sanciona la colusión: el relativo a la libre competencia.



El Gobierno ha estimado que no hay acuerdo en el ámbito de la reforma laboral. De manera que la iniciativa pertinente queda para marzo.



Estoy dando tres ejemplos concretos de situaciones en que, conversando con el Ejecutivo y con los parlamentarios que integran las Comisiones respectivas, este Presidente ha defendido la necesidad de legislar bien, en coordinación con los Presidentes de las Comisiones y con varios otros Senadores que han expresado lo mismo.



Por consiguiente, en ningún minuto ha habido una exigencia al Senado para aprobar los siete proyectos en enero, pues queremos legislar bien.



Debo reconocer que sí hemos sido inflexibles en los plazos de la Agenda de Probidad y Transparencia, porque esta semana deben estar aprobados los seis proyectos de ley a que nos comprometimos. 



Ya aprobamos cuatro: autonomía constitucional del SERVEL, pérdida del cargo, probidad en la función pública y educación cívica en los colegios. Y hay dos que tenemos que aprobar, sí o sí, esta semana: partidos políticos y fortalecimiento de la democracia. Si no, en las próximas elecciones municipales no vamos a contar con un nuevo sistema de financiamiento para las campañas, el que es fundamental.



En eso hemos sido inflexibles, no en lo que señalaba usted, Senador señor Allamand.



Hemos compartido que acá no se puede actuar con frenesí legislativo.



Las urgencias, en un régimen presidencial, las pone el Gobierno. Pero, naturalmente, las Comisiones que han tomado la decisión de, en vez de aprobar los proyectos ahora, esperar un mes, hasta marzo, han tenido el apoyo de este Presidente, de esta Mesa. Y en eso no vamos a cambiar de opinión.



Sí, antes de darle la palabra a Su Señoría, yo iba a citar a reunión de Comités. Entre otras cosas, para ver cómo vamos a tramitar un proyecto de ley de la máxima importancia y que tiene “discusión inmediata”: el que reforma la reforma tributaria, que a todos nos preocupa.



Se han inscrito varios Senadores.



No obstante que iba a citar a reunión de Comités, le voy a dar la palabra al Honorable señor Horvath.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Me permite una interrupción?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Cuestión de Reglamento, Su Señoría?

El señor WALKER (don Ignacio).- Solo eso, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker, para plantear una cuestión de Reglamento. Después intervendrá el Senador señor Horvath, quien, según entiendo, se referirá a otra materia.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, en la Comisión de Educación despachamos ayer el proyecto sobre carrera docente, que ahora está en Hacienda.



Únicamente, quiero que se solicite el beneplácito de la Sala a los efectos de fijar plazo para presentar indicaciones hasta la 1 de esta tarde.



Ayer discutimos los textos, pero la aprobación fue ad referendum. Y esperamos la apertura de un término prudente, de una hora (de aquí hasta la 1), para el ingreso formal de aquellas.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no voy a repetir lo que planteó aquí el colega Allamand, quien es Senador de mi bancada. Solo quiero decir que nosotros, desde la Oposición, estamos cooperando en lo que podemos para que los proyectos señalados funcionen; o sea, nadie podrá decir después que los estamos objetando.



En tal sentido, vamos a dar el plazo que se pide -entiendo que es solo hasta la 1-, para permitir que el proyecto respectivo camine.



Sin embargo, me parece de mínima seriedad y coherencia que en las iniciativas que estamos tramitando se dé el tiempo necesario para verlas con aplomo, atendido su peso.



Leo, señor Presidente, lo que dice don Ricardo Escobar, ex Director del Servicio de Impuestos Internos, sobre la norma antielusión: “Ininteligible y ridícula”. ¡Y envía esto a la Comisión de Hacienda del Senado...!



Entonces, ¡cómo vamos a examinar en un par de horas o solo en una sesión algo que, según expresa un ex Director de Impuestos Internos, no está bien!



Yo les pido por favor que escuchemos lo que se ha planteado aquí. Y si usted, señor Presidente, va a citar a reunión de Comités, busquemos una fórmula para solucionar el problema.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Por eso estamos citando a reunión de Comités: porque el diagnóstico es compartido.



Queremos buscar soluciones razonables, realistas, que nos permitan legislar bien y a tiempo.



Les pido a los Senadores que quieran referirse a este punto que dejen su intervención para la reunión de Comités, la que se citará a tal efecto.



Tiene la palabra en seguida el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Yo no soy Comité, señor Presidente, pero debo informar que tenemos citada en paralelo a la Comisión de Medio Ambiente.



En consecuencia, pido recabar la autorización necesaria a los fines de que, mientras se reúnen los Comités, dicho órgano técnico reciba a organizaciones que vinieron desde los extremos de nuestro país y trabaje con ellas sintonizado con la Sala.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes vamos a resolver el otro punto, Su Señoría.



El Senador señor Prokurica dijo que daba su asentimiento a los efectos de fijar plazo hasta la 1 para presentar indicaciones al proyecto sobre estatuto docente.



¿Hay acuerdo sobre el particular?

La señora PÉREZ (doña Lily).-  Sí.

El señor LARRAÍN.- Okay.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



Voy a seguir dando la palabra, pero les pido a Sus Señorías, por favor, que veamos en reunión de Comités cómo tramitaremos la reforma tributaria.



Puede intervenir el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, he escuchado los términos que usó el Senador Andrés Allamand, y creo haber hecho un alegato bastante similar (quizás no con la brillantez de Su Señoría) en la Cámara de Diputados al menos en tres de los cuatro años del Gobierno del Presidente Piñera, particularmente en enero. Porque hay una tradición en cuanto a que durante ese mes existe una intensidad de trabajo distinta.



Yo me acuerdo de cuando se discutió una reforma educacional; de cuando se debatió la reforma tributaria para financiar la autoconstrucción: la Cámara Baja no tuvo posibilidad de estudiar los cambios planteados -en aquel entonces postergamos solo lo del cobre-, en fin.



Ahora bien, tocante a los proyectos que nos ocupan ahora, debo decir que varios llevan bastante tiempo en el Congreso (no en el Senado; lo reconozco). Lo que ocurrió fue que en la Nueva Mayoría -y en esto seamos honestos todos- decidimos, políticamente, que necesitábamos avanzar a otro ritmo en al menos siete de ellos.



Ese fue nuestro acuerdo como Nueva Mayoría -no fue solo del Gobierno-: que necesitábamos avanzar en tales iniciativas y sacarlas durante este mes o avanzar lo más posible en cada una de ellas.



Cada tema tiene gran importancia.



Para nosotros, lo laboral es urgente. A mí me da vergüenza, cada vez que estoy con trabajadores, saber de la desigualdad que hay en ese sector. Y aquí tenemos un nuevo cuadro básico, elemental, que poner.



En lo tributario, es necesario corregir problemas de cuya existencia sabemos. 



¿Cuánto tiempo los hemos estudiado? ¡No sé!



El Ministerio de Hacienda postergó la reforma pertinente desde hace seis meses, porque dijo: “Primero, el Presupuesto”. Y la tiró para después de este. Pero las cuestiones fundamentales se conocían desde antes.



En probidad, ¿podemos postergar más los dos proyectos pendientes? ¡No! Y por eso debíamos apurarnos.



En cuanto a la colusión, es una vergüenza lo que ocurre en nuestro país. Ya sabemos lo que ha sucedido en los casos recientes.



¡Para qué hablar de la carrera docente! Somos conscientes de que hay que sacarla adelante. Tuvo mucho tiempo de debate. ¡Casi un año! Hubo una huelga de sesenta a setenta días. Se realizó un trabajo bastante a fondo, y algunos de nosotros lo seguimos.



Con relación a todo lo que se está alegando aquí, pienso que el Parlamento debe modernizarse; tiene que vincularse con la ciudadanía. Y una de las cosas que ha de hacer es ser más oportuno; tiene que trabajar a otro ritmo en cada materia.



En todos estos proyectos existe premura, particularmente desde la perspectiva del cambio estructural en que estamos empeñados. Entonces, debe legislarse con urgencia sobre ellos.



La verdad es que cuanto hicimos suponía laborar durante más horas. Algunas Comisiones trabajaron muchas más.



Ahora, si teníamos este compromiso, no entiendo por qué no sesionamos el jueves y el viernes de la semana pasada -al menos desde el punto de vista de la Nueva Mayoría-, y quizás, la semana anterior.



Hacer cambios estructurales supone enfrentar situaciones de ese tipo.



Son transformaciones mayores. Se requiere, por lo tanto, dar los tiempos necesarios para discutir.



La Oposición y nosotros tenemos derecho a debatir. Pero también nos asiste el derecho a poner un límite y destinar todo el tiempo que sea menester.



Repito: podríamos haber trabajado mucho más.



Proyecto sobre fortalecimiento de la democracia: se va a aprobar.



Opino que la iniciativa volverá acá, de todas maneras. Y va a haber correcciones. ¿En qué aspecto? En el de los procedimientos; porque, como  todos sabemos, en el texto están inmaduros.



Pero quienes llevamos desde el año 2003 peleando por los conceptos que vienen en esa iniciativa quedamos muy contentos con que al menos legislemos en torno a ellos. Es otra forma de ver la relación política-dinero.



Y eso nos parece tremendamente valioso.



Vamos a tener que corregir los procedimientos -insisto-, porque están inmaduros.



Yo habría puesto, incluso, un período de transición. Pero este es otro asunto.



Desgraciadamente, estas cosas no son redonditas ni perfectas. 



Aquí hay una opción política de la Nueva Mayoría en el sentido de expresar: “Es necesario avanzar en las reformas estructurales, hacer estos cambios”. Y, a decir verdad, quizá nos faltó consistencia en los tiempos para haber trabajado más días durante este último mes.



Yo quiero decirles que esto no es por descuido: es porque creemos que tenemos que trabajar más.



Y si fuera por el Senador que habla, llamaría a esta Corporación y al Congreso a hacerlo en febrero para completar los siete proyectos que hemos esperado sacar, porque eso es lo que corresponde a una opción política de quienes quieren gobernar y hacer cambios en el país.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay muchos inscritos para intervenir.



Tal como lo ofrecí, voy a citar a reunión de Comités.

El señor COLOMA.- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Para una cuestión de Reglamento, Su Señoría?



Puede usar de ella.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, se trata de algo que tiene que ver directamente con la Cuenta, y tengo derecho a dar a conocer mi posición. Se ha reiterado la urgencia con relación al proyecto que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones -la carrera docente- y se ha calificado de “discusión inmediata” la correspondiente a la iniciativa que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras normas legales sobre el particular.



Quiero, por esta vía, formular los siguientes planteamientos.



Primero, coincido plenamente con lo expuesto por mi Honorable colega Allamand. ¿Aquí estamos legislando con miras al éxito de un Gobierno o a los aplausos que pueda obtener, o para el bien del país? ¿Este frenesí legislativo tiene por objeto sacarse una foto el 31 de enero para afirmar: “Somos muy eficientes” o apunta a que seamos capaces de decirle al país qué asuntos importantes han sido bien resueltos?



Honestamente, siento una profunda desilusión, como miembro de la Comisión de Hacienda, por la forma en que se están tratando los temas.



Y que quede constancia de que ello no es responsabilidad de ninguno de sus miembros, ni menos de su Presidente, a quien no le es grato, según me consta, que se les asigne “discusión inmediata” a materias que se sabe que revisten una tremenda complejidad.



El texto despachado por la Cámara contiene un artículo 8° ¡de más de cien páginas! Como surgió la cuestión del vencimiento del plazo y era preciso tratar hoy la normativa, casi se da por asumido que el contenido de ellas es razonable, pero no hubo opción de un análisis realmente en detalle. Y como ha intervenido una sola Comisión, queda una profunda incertidumbre acerca de si el trabajo legislativo está bien hecho, característica por la cual se ha tratado de velar siempre.



En seguida, me encuentro ante otra disyuntiva, señor Presidente. La señora Ministra de Educación nos pide despachar lo antes posible el proyecto sobre la carrera docente. Deseo consignar que cuarenta de sus artículos son de competencia de la Comisión de Hacienda: treinta de ellos, en forma directa, y diez, por concepto de derogaciones. Y nos solicitan ver si es posible una aglutinación.



Cabe recordar que la anterior es la reforma más grande en la materia. Se encuentran involucrados, como se ha dicho, dos mil trescientos millones de dólares, en un momento en que se ha señalado que el país enfrenta graves problemas de crecimiento y, por lo tanto, de ingreso.



Entonces, en ese escenario -¡si esto no es por molestar!-, a mí me parece que entrar en un frenesí es la peor de las opciones. Creo que le estamos haciendo un flaco favor a Chile. Y no porque un conjunto de dirigentes políticos pertenecientes a una coalición se comprometan con determinada iniciativa quiere decir que actuar a matacaballo, con la máxima presión, va a ser bueno para el país.



Abrigo la convicción de que el texto respectivo contiene muchos errores. Me quedé anoche revisando hasta tarde los aspectos vinculados con la carrera docente y mantengo una infinidad de dudas.



Ahora, ¡nos dicen que ello se tiene que estar votando mañana! Es imposible realizar un trabajo mínimamente serio que me permita explicarle a mi hija profesora que nos esforzamos al máximo por hacer algo bueno si nos puntualizan que la Comisión de Hacienda, para los cuarenta artículos que tiene que ver, complejísimos -no me cabe duda de que el señor Presidente los ha visto-, dispone de seis o siete horas.



Entonces, voy a ser exigente, claro, pero no me digan después que tal criterio está dilatando o complicando un proyecto, en circunstancias de que lo único que quiero -imagino que al igual que todos mis Honorables colegas- es que el articulado sea bueno.



El peligro es el voluntarismo. ¡El riesgo de anotar los clics es tremendamente peligroso!


Quiero darle un dato, señor Presidente, que puede servirle en la reunión de Comités. Casualmente, pedí un informe respecto a las urgencias, como a usted le consta, y deseo dar a conocer que, a la misma altura, el vilipendiado Gobierno anterior había planteado mil de ellas, en tanto que el actual, bienamado para algunos, lleva mil cuatrocientas -o sea, lo excede en más de un tercio-, lo que no significa una mayor eficiencia, sino un mayor vértigo para sacar iniciativas. Este factor nunca ha sido un consejero positivo para las buenas decisiones.



Todos hemos hecho aquí un esfuerzo grande. Lo mínimo es tratar que las cosas salgan bien, y creo que ello no está ocurriendo, lamentablemente. Ojalá que los Comités puedan corregirlo.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A continuación le daré la palabra a uno solo de los inscritos, sin perjuicio de que los demás puedan hacer uso de ella, naturalmente, después de la reunión a que he hecho referencia.



Puede intervenir el Senador señor Zaldívar, Presidente de la Comisión de Hacienda.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, realmente comprendo el debate suscitado. Me parece que concurren numerosos argumentos, a favor o en contra, en relación con el punto que nos ocupa. Es cierto que estamos efectuando una tramitación vertiginosa de muchos proyectos -nadie puede negarlo-, más aún si se considera su complejidad.



Hubiera querido que el Honorable señor Montes prescindiese de su observación de que tenemos que trabajar más, porque ya lo estamos llevando a cabo, y mucho. Se puede dar hacia afuera la impresión de que no lo hacemos, y eso es malo. Juzgo que fue un lapsus de Su Señoría y que es mejor dejar constancia de ello.


Nos esforzaremos todo lo que sea preciso.


Incluso, muchas veces tenemos que revisar los articulados. Lo que se dijo aquí es muy cierto. El Congreso es responsable, en definitiva, de cualquier error que se cometa a propósito de una iniciativa. Y eso es muy delicado.



Es preciso sacar adelante estas materias y que nos demos el tiempo necesario para ello. Ojalá en la reunión de Comités se acuerde un buen sistema para poder despacharlas.



Lo único que quiero hacer presente es que en lo tributario ha mediado una labor prelegislativa y una mayor información en cuanto a lo que le corresponde a la Comisión de Hacienda. Espero que en lo atinente a educación exista la misma posibilidad.



Ahora, la Comisión de Constitución ha dicho algo razonable: “No estoy en condiciones de despachar este asunto en el tiempo de que dispongo”. Y se requiere tenerlo presente. Los órganos técnicos tendrán que tomar una decisión, en un momento dado, y comunicarle al Ejecutivo si pueden avanzar o no.



Las fechas “míticas” no me gustan. ¿Por qué el 31, y no el 15 o el 1°?



Lo otro que sería bueno, a mi juicio, es que nunca más se pudiera repetir el cronograma publicado hoy día en la prensa, porque creo que no es positivo para el Congreso.



Por último, señor Presidente, le pido solicitar en la reunión de Comités una autorización para que usted le permita a la Comisión de Hacienda sesionar en forma simultánea con la Sala las veces que sea necesario durante la semana, a fin de que pueda despachar los proyectos que le competen.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Cito a reunión de Comités, después de la cual se respetará el derecho de quienes quieran hacer uso de la palabra.



Se suspende la sesión.

)----------(



--Se suspendió a las 12:18.



--Se reanudó a las 12:47.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Los acuerdos de Comités son los siguientes.



En primer lugar, se determinó priorizar el proyecto sobre probidad. ¿Qué significa eso? Como la Cámara de Diputados rechazó algunas normas del articulado respecto del fortalecimiento de la democracia, se dará cuenta de ello y se constituirá una Comisión Mixta antes de la sesión de Sala de la tarde. Quedaré facultado para poner en tabla lo que en ese órgano técnico se resuelva y una vez que llegue el pronunciamiento de la otra rama del Congreso, lo que también se podría traducir en colocarlo en el primer lugar de la sesión de mañana, caso en que podría suspenderse la tramitación de la reforma tributaria.



Por tratarse de algo que se conocerá en Comisión Mixta, esperamos que sea breve.

El señor ALLAMAND.- ¿Votaremos hoy y mañana?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En segundo término, se resolvió llevar a cabo la discusión general de la iniciativa sobre tributación con diez minutos para que cada Senador fundamente su pronunciamiento.



Después se llevará cabo la discusión particular. En cada una de las votaciones se le dará la palabra al señor Ministro de Hacienda o al señor Subsecretario de la Cartera -se autoriza la presencia de este último en la Sala-, para el efecto de conocer una explicación sobre lo que cabe resolver.



Obviamente, en todos los pronunciamientos será posible fundamentar cada posición por el tiempo contemplado en el Reglamento.

El señor COLOMA.- ¿Solo el fundamento?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es.



Mañana se proseguirá hasta el despacho total del articulado. La sesión extraordinaria partirá a las 11:30, a fin de darles tiempo tanto a la Comisión de Hacienda como a otras para despachar algunos proyectos de ley.



Si la iniciativa sobre la carrera docente no se alcanza a votar ese día -es lo probable-, la trataremos el jueves, con todo el tiempo que se requiera, hasta completar su tratamiento.



Con posterioridad nos ocuparemos en el acuerdo del Senado para la participación de tropas chilenas en la Misión de las Naciones Unidas en la República Centroafricana.



Los Comités decidieron todo lo anterior por unanimidad.

El señor HARBOE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, le solicito a la Mesa recabar la anuencia de la Sala para abrir la votación respecto del proyecto tributario, sobre la base de respetarse el tiempo de cada uno de los que intervengan, porque se está trabajando paralelamente, fuera de Comisión, en el proyecto sobre la agenda corta contra la delincuencia. Tendremos que sesionar entre las 14 y las 16.

El señor COLOMA.- Que se llame a votar después.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si no hay objeciones, se abrirá la votación.



No hay acuerdo.

V. ORDEN DEL DÍA
SIMPLIFICACIÓN DE TRIBUTACIÓN DE RENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.442-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 93ª, en 19 de enero de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 96ª, en 26 de enero de 2016.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión discutió la iniciativa en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado en su oportunidad por la Sala, y aprobó la idea de legislar por tres votos a favor, de los Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar; uno en contra, del Honorable señor Coloma, y una abstención, del Senador señor García.



La acogió en particular con las distintas votaciones que consigna en su informe y diversas enmiendas que sancionó por unanimidad.



El texto propuesto se consigna tanto en dicho texto como en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro para efectuar una exposición general previa.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, me gustaría dar una breve explicación de los contenidos del articulado y de sus objetivos.



El proyecto intenta simplificar y precisar algunos elementos de la reforma tributaria aprobada el año pasado casi por la unanimidad de esta Corporación, como se recordará, con 30 votos a favor.



Ello mostró una gran responsabilidad fiscal del país: como había gastos permanentes, se requerían ingresos permanentes -se dijo en ese momento-, lo cual es muy cierto. La reforma educacional avanza en distintos aspectos y necesita financiamiento, y la reforma tributaria se efectuó para ello.



Mas el ajuste o acuerdo final dejó un sistema más complejo que el ideal, con dos mecanismos que compiten y varios problemas de implementación de los cuales se hace cargo la simplificación y precisión en debate.



¿Cuáles son los objetivos principales de la iniciativa?



Primero, realizar cambios en la reforma tributaria sin tocar su capacidad recaudatoria. Queremos una simplificación que mantenga la obtención de tres puntos del PIB verificada el año pasado.



Ello resulta clave, dados los gastos en educación y la situación macroeconómica por la que atraviesa Chile.



Varios países de la región están iniciando discusiones tributarias para hacerse cargo de la baja en la recaudación por el ciclo económico y la disminución del precio de las materias primas.



Un segundo objetivo es mantener el esquema progresivo de la reforma tributaria, la cual, según el Banco Mundial, es pagada en su gran gran mayoría por las personas que poseen más riqueza en Chile. Y queremos, en esta simplificación, conservar esa característica.



En tercer lugar, aspiramos a mantener algunos incentivos al ahorro e inversión existentes en la reforma respectiva.



Y por último, deseamos mantener y perfeccionar algunas herramientas para el control de la evasión y de la elusión que se dieron en ese momento.



El presente proyecto, señor Presidente, tuvo un proceso prelegislativo largo.



Hace un rato el Senador Montes mencionó que había sido decisión nuestra enviar la iniciativa en análisis después y no antes del Presupuesto. Y eso es cierto, pero nos permitió sostener un sinnúmero de reuniones con muchos actores del mundo tributario: abogados tributaristas, oficinas de contabilidad, distintos centros de estudio y también varios asesores legislativos de Senadores y Diputados.



El que nos ocupa es un tema particularmente complejo. En otros países, la normativa tributaria la ven expertos, prácticamente. Y quiero señalar que el proyecto en examen es difícil. 



Pero no lo es tanto. Al final, hace tres cosas básicas.



La primera es una simplificación que permitirá limpiar los problemas que produce la coexistencia de los dos sistemas que dejó la reforma tributaria: el atribuido y el semiintegrado.



¿Cuáles son esos problemas? 



Primero, cuando existían cascadas de propiedades y una empresa escogía el sistema atribuido y otra el semiintegrado, y así hacia abajo, se generaban posibilidades de elusión y complejidades de administración que se hacían muy difíciles de sobrellevar.



Segundo, en el caso de mallas circulares o propiedades cruzadas el sistema atribuido entra en un problema de cálculo que no es trivial: cómo se calculan los impuestos que paga cada parte. Porque una empresa hace un cálculo que depende de sus resultados, y otra efectúa su cálculo dependiendo de esa primera, y así se produce un sistema de convergencia que dificulta mucho el procedimiento.



Y, por último, una cuestión que apareció en la discusión tributaria en su momento: en el sistema atribuido a un contribuyente final le puede llegar una cuenta por impuestos y no necesariamente sabe por qué.



Por ejemplo, la persona puede ser dueña de una acción de una empresa que tiene otra empresa, la que a su vez posee otra empresa, y así sucesivamente, hasta llegar a una empresa con utilidades, pero que no las reparte. Y, sin embargo, debe pagar los impuestos correspondientes.



Con la simplificación propuesta acá nos hacemos cargo de los tres problemas mencionados. 



Y la simplificación planteada es bastante sencilla en el sentido siguiente: deja el sistema semiintegrado como base, de manera que todas las empresas lo pueden usar. Por su parte, el sistema atribuido queda como una opción para todos, excepto para las llamadas “sociedades complejas”. 



Cualquier sociedad anónima, por ejemplo, o más genéricamente una sociedad en que haya personas jurídicas como dueñas, ha de usar solo el sistema semiintegrado. 



Y al final del día, eso significa que los tres problemas que enumeré al comienzo: el de las cascadas, el de las mallas circulares y el de la asignación de impuestos, desaparecen.



Por otra parte, el artículo 14 ter también se simplifica. En este caso, las sociedades dueñas tienen que corresponder a sistemas atribuidos en la primera capa.



En seguida, avanzamos en un cambio de registros.



Hubo grandes discusiones acerca de la cantidad de registros contables existentes. En verdad, en la ley en proyecto se establece una simplificación importante en lo relativo a cómo se llevan los registros. 



Y también se introduce un cambio en el orden de imputación de las distintas utilidades, de modo de dejar el sistema más simple.



En resumen, el primer objetivo se orienta a que en el sistema de impuesto a la renta, en vez de una coexistencia y de la posibilidad de usar de manera paralela los dos sistemas, el semiintegrado y el atribuido, se plantean un orden y restricciones a fin de evitar problemas de implementación.



En segundo lugar, el proyecto de ley perfecciona la aplicación del IVA a la construcción. Hay varios cambios acá. Los más importantes se centran, primero, en que ninguna vivienda con subsidio estatal va a pagar dicho impuesto; en segundo lugar, en que el IVA se empleará cuando haya una compra efectiva y no cuando exista una promesa (hoy día, en la ley se establece el pago en las promesas, lo que significa una complicación importante de implementación) y, por último, deja al leasing en iguales condiciones que un crédito hipotecario cualquiera al desgravar la parte de los intereses de las cuotas del IVA respectivo.



En tercer lugar, el presente proyecto de ley se vincula con la norma general antielusión. Fue un paso muy importante en la reforma tributaria, pero quisimos precisar la vigencia de esa norma, de manera de establecer, sin lugar a dudas, que no se persigue la aplicación retroactiva. El texto fue mejorando durante el proceso de discusión y llegamos a una redacción que -yo diría- todos los técnicos valoran como una precisión absoluta respecto de su aplicación no retroactiva.



Sí queda algo debatible en la iniciativa y que nosotros defendemos. Nos gusta la norma general antielusión como existe. Van a escuchar probablemente a algunos Senadores señalar que debiese ser distinta. Pero el asunto no tiene que ver con la aplicación retroactiva, sino con cómo se diseña la cláusula.



Si me da unos minutos adicionales, señor Presidente, me gustaría enumerar algunos temas centrales en la discusión, para los cuales tenemos respuestas claras.



El primero dice relación con la posibilidad de simplemente integrar, en vez de implementar un sistema semiintegrado. 



Hoy día en Chile existe un sistema integrado y muchos analistas han preguntado por qué no lo mantenemos. El problema es simplemente de recaudación. Si uno quiere mantener un sistema integrado y recaudar lo mismo que esta reforma, tendríamos eventualmente que subir el impuesto de primera categoría o, alternativamente, el global complementario. 



¿Cuánto? Bueno, si uno se va por el impuesto de primera categoría habría que subir de 27 a 31,5 por ciento, aproximadamente, para recaudar lo mismo. Si se trata del global complementario, manteniendo el 27 por ciento, habría que incrementarlo de 35 a algo así como 44 por ciento. 



Ambos números nos parecen demasiado elevados. Y por eso creemos que el sistema semiintegrado es el adecuado, y lo mismo puede decirse de las tasas que hoy día se hallan en la ley.



Un segundo gran tema se relaciona con qué pasa con un rango de pymes para las cuales no poder acceder al sistema atribuido puede significar un problema. Podemos entrar en detalles en la discusión en particular, pero solo les digo que ese rango de pymes es pequeñísimo. Porque la gran gran mayoría seguirá en su 14 ter, con el sistema atribuido, o puede transformarse, a través de cambios societarios bastante simples, en una sociedad que entre al sistema atribuido.



En tercer lugar, se produjo una gran discusión respecto de la diferenciación que existirá entre lo que pagan en impuestos un chileno y un extranjero. Al final, los chilenos dueños del capital, por renta del capital deberán pagar, si están en los tramos más altos de impuestos, 44,5 por ciento, y los extranjeros, 35 por ciento. Y hubo y ha habido, incluso por la prensa, discusiones acerca de si lo anterior es justo o no.



Lo primero que quiero decir es que se trata de una realidad habitual en las distintas jurisdicciones en el mundo. Muy pocas tienen igualdad de tasas. ¿Y por qué? Bueno, porque el extranjero, además, debe pagar en casa impuestos adicionales a los que cancela acá. 



Por lo tanto, en materia de impuesto final compite un gravamen con el otro.



En segundo lugar, en nuestra historia siempre ha sido así. En un momento, el global complementario era en Chile de 50 por ciento, y el impuesto adicional, de 35 por ciento. 



Hace pocos años esa diferenciación era 45 versus 35; solo recientemente es 40 y 35.



Por lo tanto, tener nueve puntos de diferencia no es, en nuestra opinión, algo ni poco habitual ni problemático.



Cuarto gran tema. Ha habido discusiones respecto de la diferenciación entre la tributación a las rentas del capital versus las rentas del trabajo.



En el largo plazo, lo que tendremos es que las rentas provenientes del trabajo van a pagar 35 por ciento y las rentas provenientes del capital, para el dueño final, algo así como 44,5 por ciento.



¿Es esto injusto, problemático?



Desde el punto de vista teórico, no lo es. Desde el punto de vista práctico, otras jurisdicciones también tienen diferenciaciones. Pero, más importante que eso, debemos considerar que las rentas del capital pueden reinvertirse a la tasa corporativa de 27 por ciento. Es perfectamente factible calcular cuánto es el impuesto de verdad pagado después de aprovechar esta posibilidad.



Para ponerlo muy en simple: cuando uno reinvierte, en el fondo el Fisco le está postergando impuestos, le está prestando esa plata de impuestos a UF más cero.



Si ese beneficio se considera, uno llega a que la tasa de impuesto efectiva a la renta proveniente del capital, dadas las tasas de reinversión existentes en Chile, es muy similar a la tasa de impuesto de la renta derivada del trabajo: en torno a 35 por ciento.



Por lo tanto, de nuevo, no pensamos que sea un problema.



Hay un último tema: la carga tributaria para las empresas. Esto, sin duda, va a ser parte de la discusión en particular. Sí quiero decir que la tasa de 27 por ciento como tal es relativamente alta en comparación con la internacional. No podemos esconder que ese porcentaje está sobre el promedio.



Pero -y aquí viene la parte crucial-, en pocas jurisdicciones existe un crédito a partir de lo que paga la empresa respecto de los impuestos finales.



Y, si uno considera ese elemento central, que actualmente existe en Chile por el sistema integrado -y va a existir por el sistema semiintegrado en el futuro-, sucede que lo que paga el capital, a nivel de empresa, no es distinto -ni lo será en el futuro- respecto del promedio que paga en los países desarrollados.



Cuando uno hace una comparación tomando en cuenta este crédito, no parece que Chile vaya a tener una tasa de impuesto corporativo particularmente alta. Tampoco estamos en el rango bajo. Tenemos que decir que, con este cambio, hemos dejado a Chile en el promedio de los países desarrollados.



Esos son, a mi parecer, los cuatro grandes temas de discusión que ha habido respecto de la ley en proyecto. En cada uno de ellos tenemos detalles que ciertamente podemos compartir.



Finalmente, señor Presidente, quiero decir que el informe financiero de esta iniciativa muestra que el efecto es prácticamente cero. No es cero año a año: hay algunos períodos en que se recauda algo más y otros en que se recauda algo menos. Pero todos están dentro del error de proyección que puede tener un informe financiero.



Por lo tanto, para fines prácticos, desde nuestro punto de vista esto no cambia la recaudación esperada de la reforma tributaria aprobada.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A usted, señor Ministro.



Saludamos también al Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Hacienda, Senador señor Andrés Zaldívar.

 El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, a mi juicio, la intervención del señor Ministro nos ayuda a hacer más comprensible este proyecto de ley, que de por sí es muy difícil. Las materias tributarias son, ciertamente, muy complejas.



Tenemos un sistema tributario bastante complicado. Incluso, en la Comisión de Hacienda se planteó la necesidad de que la Presidenta de la República hiciera ejercicio de la facultad que le concede la norma constitucional del artículo 64, de tal manera de hacer un texto refundido de la Ley de Impuesto a la Renta y de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.



Porque ha sido tal la magnitud de las reformas que se han hecho en el tiempo que resulta bastante complejo y difícil tener un entendimiento del sistema tributario en su conjunto.



El Gobierno se ha comprometido a cumplir esa tarea dentro del año. La Comisión de Hacienda le ha pedido que en el mes de julio nos dé cuenta de los avances que se hagan en el ejercicio de esa facultad que le concede expresamente la Constitución, sin necesidad de una delegación que pueda hacer el Parlamento a la Presidenta de la República.



En ese contexto, hemos visto -y quiero ser franco- que la Comisión de Trabajo llevó a cabo una labor bastante intensa. Nos trajo un proyecto mucho más completo que en otras ocasiones, lo que, en cierto sentido, facilita nuestro trabajo en la Comisión de Hacienda.



Por otra parte, perfectamente alguien podría preguntarse cómo vamos a despachar en un tiempo tan breve las 300 y tantas páginas que vienen en el boletín comparado que tenemos en nuestros escritorios.



Efectivamente, creo que ese es un tema. Después que hicimos la reforma tributaria, que ahora estamos corrigiendo -y ojalá que no tengamos que volver nuevamente sobre ella-, vimos que surgió un montón de dificultades en su aplicación (el Ministro no lo señaló, pero nosotros se lo hicimos presente). No se sabía cómo iba a operar la interacción de dos sistemas, el atribuido y el semiintegrado, más un tercero, el 14 ter, para las pequeñas y medianas empresas.



Se le pidió, incluso, al Servicio de Impuestos Internos que hiciera una marcha blanca y que viera la manera como podía funcionar el sistema.



Finalmente, se llegó a la conclusión que se había previsto aquí, en el Parlamento -por eso, pienso que es muy importante que tengamos ocasión de trabajar y estudiar estas cosas con mucha tranquilidad-, y se la hicimos ver al Ministro de Hacienda de la época: que el sistema, tal como fue presentado primitivamente, era inoperable.



Luego de una serie de negociaciones que tuvieron lugar aquí, en el Congreso, llegamos casi por unanimidad a aplicar algo bastante complejo: dos sistemas tributarios que tenían que interactuar entre ellos.



La conclusión, después de la experiencia que nos dio el tiempo que pasó, fue que había que corregir la ley.



El Ministro -tengo que reconocerlo- realizó un trabajo prelegislativo donde se escuchó no a los parlamentarios, sino a los técnicos: los auditores, la gente que maneja el sistema tributario, los profesores en materia tributaria y el Servicio de Impuestos Internos, que debe tener una voz muy determinante en este tipo de reformas, porque es el llamado a aplicar la ley día a día.



Con toda esa participación, se llegó al proyecto que debatimos hoy, donde debemos hacer un acto de fe, porque ninguno de nosotros domina la materia. Yo mismo, que tengo bastante experiencia en el tema de Hacienda y tributario, no me atrevo a decir que conozco exactamente la legislación tributaria. Normalmente, debo asistirme por personas especializadas para poder llegar a tener opinión concreta sobre uno u otro tema.



Me parece que este proyecto de ley, tal como lo trajo el Gobierno a través de su Ministro de Hacienda, logra el objetivo de simplificar el sistema tributario.



Lo anterior fue reconocido por el Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, don Juan Alberto Rojas, funcionario que lleva más de 30 años en esa institución. Él nos dijo en la Comisión algo que es cierto: “Miren, este sistema, tal como viene ahora, va a ser mucho más simple, incluso, que lo que existía anteriormente”.



Además, todos los expertos en auditoría reconocieron que se simplificaba mucho el sistema, porque se eliminaban más de cien “registros”, como llaman ellos a los instrumentos que les permiten llegar a una conclusión tributaria.



Eso también viene en este proyecto de ley. Y hay que reconocerlo.



En segundo término, me gustaría ser bien franco: no me agrada mucho este sistema tributario. Lo planteé aquí en la discusión de la anterior reforma y lo he señalado en otras oportunidades. Yo era partidario de un sistema absolutamente desintegrado, como en otras partes del mundo: más simple, más sencillo. Pero es mi opinión. El país ha tomado otro camino: el de un sistema semiintegrado o integrado. El proyecto de ley en debate nos lleva de un sistema integrado a uno semiintegrado, con algo nuevo: la renta atribuida. Y hace una diferenciación clara de los tres sistemas que va a haber en materia tributaria.



El primero es el sistema atribuido. Se determina quiénes pueden concurrir a este mecanismo, que es de excepción. 



El sistema general es el semiintegrado y se aplica a todo aquel que no quepa dentro de la definición de sistema atribuido, dirigido a contribuyentes finales, personas naturales contribuyentes del global complementario o del impuesto adicional, que son empresas individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades, sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones y las sociedades por acciones. Eso está corregido.



Como acabo de señalar, el sistema semiintegrado es la regla general y comprende a todas las empresas que no se acojan al sistema atribuido.



Por último, hay un tercer sistema que es muy positivo para las micro, pequeñas y medianas empresas. Corresponde al artículo 14 ter, que ofrece un mecanismo tributario mucho más simple, con bastantes más beneficios y que abarca a todas las personas que en los últimos tres años hayan tenido rentas inferiores a 50 mil UF.



Esos son los tres sistemas.



Asimismo, en el trabajo realizado por la Comisión se hizo un esfuerzo muy positivo -así lo reconocieron todos los que participaron en ella- en relación con el IVA, donde se introducen varias correcciones. Una es la prórroga del plazo de aplicación del impuesto en el ámbito de la construcción, y hay otras que veremos cuando analicemos el proyecto en particular.



También estudiamos las disposiciones sobre elusión. Se precisó algo muy importante para los contribuyentes: que no tendrán efecto retroactivo. O sea, se fijan reglas claras desde este momento hacia el futuro. Y se precisa que tampoco podrá interpretarse que tienen efecto retroactivo los contratos de tracto sucesivo -aquellos que producen efectos sucesivos en el tiempo-, los cuales muchas veces pueden ser calificados dentro de la normativa sobre elusión.



En esta materia, personalmente le planteé al Gobierno que, así como se habló al comienzo de su compromiso en cuanto a que el Presidente de la República fijara un texto refundido en materias tributarias, existe la necesidad de que en el tema de la elusión de impuestos se considerara con mucha urgencia lo relativo a los tribunales tributarios. Es fundamental, para que haya equilibrio en las relaciones entre los contribuyentes y el Estado, que existan tribunales tributarios con jurisdicción clara e imperio.



La normativa antielusión no puede ser administrada solo por el Director del Servicio de Impuestos Internos, por los funcionarios de esta entidad y ni siquiera por el Ministro, sino que cada diferencia de opiniones debe ser llevada ante el tribunal especializado para que sea este quien analice una situación de posible elusión, por cuanto los efectos de esta pueden ser muy delicados para un contribuyente.



De ahí que el Ejecutivo se ha comprometido, en relación con un proyecto de ley que ahora está en la Cámara de Diputados, a traer acá una normativa que fortalezca los tribunales tributarios, a fin de darle garantías al contribuyente de que no estará sometido a ninguna acción arbitraria o poco clara que afecte sus intereses.



En lo personal, hago mucha fe en el trabajo técnico realizado por el Servicio de Impuestos Internos y por el Ministerio de Hacienda y en el cual participaron no solo gente del Gobierno, sino también empresarios, empresas auditoras. En esta materia se escuchó a todo el mundo.



Si bien en la Comisión no desarrollamos la misma labor que llevamos a cabo en la anterior reforma tributaria, que se está modificando ahora, sí escuchamos a varios expertos. Y debemos reconocer que varias de las observaciones que ellos formularon en la discusión particular del proyecto fueron recogidas por el Gobierno, presentándose las indicaciones respectivas para los efectos de introducir las correcciones pertinentes.



Espero que no haya ninguna otra corrección necesaria que hacer.



Sin embargo, como conclusión -se lo quiero decir a la Sala-, creo que la iniciativa planteada por el Ejecutivo y por el Ministro de Hacienda subsana en forma sustancial los errores cometidos en la reforma tributaria. Ojalá que ninguno de ellos vuelva a repetirse en esta oportunidad.



Por lo tanto, la normativa que aprobaremos hoy va a mejorar mucho el sistema tributario en su aplicación futura.



Gracias.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado, con la excepción que señala, las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (boletín N° 9.790-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”), y propone la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto (Véase en los Anexos, documento 5).



--Se toma conocimiento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, se designa a los miembros de la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia para integrar la referida Comisión Mixta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para que la Comisión Mixta funcionara en paralelo con la Sala si fuera necesario? 

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.



--Así se acuerda.
)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en estricto rigor, este proyecto debiera llamarse “reforma a la reforma tributaria”, porque eso es lo que es. 



El Senador Zaldívar lo dijo con todas sus letras: la reforma tributaria, tal como quedó, fue un error. Y tenemos que reconocerlo.



A pesar de todos los esfuerzos que hicimos como Renovación Nacional y UDI, de todas las advertencias que formulamos y de todo lo que trabajamos para corregir esa iniciativa, la conclusión final es que de todas maneras su texto quedó mal.



Se quiso mantener, para las empresas, dos sistemas tributarios: el de renta atribuida y el de integración parcial, buscando que ambos convivieran, en circunstancias de que todos los técnicos afirmaban que era imposible la convivencia o coexistencia de ambos mecanismos.



Este proyecto viene a corregir lo que se hizo mal.



Permítame, señor Presidente, dar lectura a parte de una carta que envió el señor Ricardo Escobar Calderón, profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y ex Director del Servicio de Impuestos Internos durante la Presidencia de don Ricardo Lagos. 



Dice lo siguiente: 



“Durante la tramitación del proyecto que culminó en la Ley 20.780, conocida como la Reforma Tributaria de 2014, hice presente a esa Comisión la inconveniencia del diseño que tenía ese proyecto. Mi opinión no cambió con el diseño que un poco después resultó del acuerdo político que en definitiva permitió aprobar esa ley.



 “El principal problema que tiene la ley 20.780 es la existencia e interacción de dos regímenes principales de tributación a la renta de las empresas, el llamado sistema atribuido y el denominado semi-integrado. 



“La pretensión de hacer un sistema según el cual las rentas devengadas en cualquier empresa fueran simultáneamente reconocidas y consideradas devengadas proporcionalmente por cadenas de empresas (sociedades, fondos mutuos, fondos de inversión, etc.) hasta llegar a propietarios personales naturales residentes en Chile o personas residentes en el extranjero, es un ejercicio de voluntarismo político sin precedente”.



Lo dice el ex Director del Servicio de Impuestos Internos del Presidente Ricardo Lagos. ¡Un ejercicio de voluntarismo político sin precedente!



Y agrega:  “La complejidad de los mecanismos de contables, de control e información hacia los dueños y al SII, separando las rentas de uno y otro sistema (…), constituyen una pesadilla para que los contribuyentes puedan cumplir adecuadamente y para que el Servicio de Impuestos Internos pueda ejercer su labor de fiscalización. Mi predicción era que si se continuaba en esa senda se llevaría a contribuyentes y al SII a un colapso del sistema de impuesto a la renta el año 2017”.



¡A un colapso del sistema de impuesto a la renta el año 2017! 



¡Ni más ni menos, señor Presidente!



En este proyecto se tomó la decisión de que siguieran coexistiendo los dos sistemas -el de renta atribuida y el de integración parcial para las empresas-, decisión que, en mi opinión, sigue siendo un error económico, porque debiéramos tener un solo sistema: a mi juicio, el de integración total; adecuando las tasas, por supuesto, para que la recaudación no se viera disminuida, pero un solo sistema y de integración total. 



No dar ese paso, en esta oportunidad, es, a mi parecer, un error, y es la razón por la que no votaré favorablemente este proyecto -me abstendré-, aun reconociendo que muchas de las materias que trata y que se corrigen respecto de la reforma tributaria original son consecuentes y razonables.



No hay ninguna duda de que restringir la aplicación del régimen de renta atribuida a las personas naturales y a las sociedades constituidas por personas naturales representa un avance, así como también lo es dejar el sistema de integración parcial solo a las grandes empresas, a las empresas de mayor complejidad jurídica. 



Otro avance es la clarificación de las normas del IVA a la construcción, a la vivienda, al leasing habitacional. Estas aclaraciones y la postergación que se hace de las disposiciones pertinentes al 1° de enero del año 2017 son, asimismo, medidas correctas.



Por otro lado, se entrega certeza jurídica a la normativa antielusión al no hacerla retroactiva, tal como lo acordamos en el protocolo de acuerdo que dio paso a la aprobación de la reforma tributaria. Ahí todos coincidimos en que el Servicio de Impuestos Internos debía tener facultades para declarar que una contabilidad o un sistema tributario puede ser elusivo, estar construido con la única finalidad de no tributar los impuestos correspondientes, pero, al mismo tiempo, aclaramos que este precepto, que era nuevo en nuestro ordenamiento jurídico, regiría de aquí hacia delante.



Sin embargo, el SII dictaminó, a través de una de sus circulares, que era posible aplicarla hacia atrás, sembrando, por supuesto, numerosas dudas, justo en momentos en que la situación económica obligaba, más que nunca, a dar certeza jurídica. 



Si queremos que el país progrese, que recupere altos niveles de inversión, altos niveles de crecimiento económico; si queremos mantener nuestros empleos y aumentarlos, que sean cada día más estables, que las remuneraciones reales suban y que nuestros trabajadores estén mejor, necesitamos certeza jurídica. 



Y en eso avanza sustantivamente el artículo 8° transitorio del proyecto, al dejar claro que la norma antielusión no es aplicable en forma retroactiva, sino solo hacia delante.



Podría enumerar muchas otras materias en las que tenemos coincidencia y que de hecho hemos votado a favor, pero quiero insistir en que estamos perdiendo la oportunidad de hacer algo más.



El Ministro de Hacienda, aquí presente, ha reconocido que una tasa del 27 por ciento para el impuesto de primera categoría es “algo alta”, y ha sostenido que, como tasa terminal, el 44,45 por ciento de impuestos personales nos deja en el rango de países desarrollados. Pero ocurre que nosotros todavía no somos un país desarrollado, sino un país que está en la mitad de ese camino. Y crear las condiciones para llegar al desarrollo, para permitir que todos nuestros compatriotas vivan mejor, para que el progreso llegue a todos los rincones de nuestra patria, para que todos tengan oportunidad de trabajar, de emprender, requiere, inevitablemente, de mejores condiciones para invertir y mayor seguridad jurídica para que la tributación sea certera.



Por lo tanto, el paso que no estamos dando es lo que me impide votar a favor de esta normativa, aun cuando comparto varios de sus artículos. 



Creo que, una vez más, hemos perdido una gran oportunidad de hacer más por la economía chilena.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero partir haciendo una afirmación global respecto de la reforma tributaria que elaboramos. 



A diferencia de lo que señalaron los dos parlamentarios que me antecedieron en el uso de la palabra, creo que la reforma tributaria fue necesaria; cumple objetivos fundamentales para el desarrollo del país, porque va a generar recursos para la reforma educacional y otras reformas, y permite algo esencial, que es empezar a corregir una serie de distorsiones y desigualdades que existen en nuestro sistema.



Es cierto que, más allá de las opciones generales, hay errores en los procedimientos que, en verdad, es difícil percibir para los no expertos.



Originalmente, se planteaba solo el sistema atribuido. Con posterioridad, este se combinó con el sistema semiintegrado y terminamos con dos sistemas con bastantes dificultades para conciliarse. Lo que hace este proyecto es, precisamente, buscar la manera de conciliarlos, definiendo y limitando quiénes pueden acceder a uno u otro. Los expertos que fueron escuchados coinciden, en general, en que estas normas dan viabilidad a la interacción entre ambos. 



En un hecho que me sorprende, el Senador García ha citado solo una parte de lo que señaló Ricardo Escobar, para quien este proyecto de ley constituye una buena solución al principal problema que generó la reforma tributaria del 2014. O sea, él valora esta iniciativa. Es bueno precisarlo, porque, de las palabras que se citaron de él parecería que estuviera en contra. Y es al revés. Otra cosa es la discusión de las normas antielusión.



Aquí se corrigen las interpretaciones confusas que había; se clarifican algunos aspectos imprecisos en relación con las operaciones de IVA vinculadas a la vivienda, y se insiste en cerrar claramente algunos de los forados.



Yo quiero recordar las modificaciones que hicimos en la reforma tributaria, porque algunos que hoy cambiaron de posición dicen que no son importantes.



Todas estaban ligadas con igualdad tributaria. Aquí avanzamos en justicia tributaria. Había gente que pagaba poco. Y el sistema estaba lleno de excepciones. Tenemos 11 mil millones de dólares anuales en franquicias tributarias, la mayor parte de las cuales se generaron en otro contexto, para otra economía, para otro crecimiento, y la verdad es que no hemos tenido la capacidad de replantearlas,  de reorientarlas, aunque sí de achicarlas, en algunos casos.



Terminamos con el carry back; terminamos con los retiros para reinversión; terminamos con los retiros en exceso; se limitó el uso de la renta presunta; se terminó con el FUT; se regularon y controlaron los trust; a partir de este año se termina con el goodwill, en fin. 



Lo propuesto acaba con una serie de aspectos que permitían abusar y provocar evasión, elusión, los cuales eran legales. 



La reforma no solo recauda, sino que también genera esos cambios. Además, proporciona mejores condiciones para fiscalizar y controlar. 



La norma general antielusión -está en debate en Europa, en el mundo entero- implica un tremendo avance, porque dispone la primacía de la sustancia por sobre la forma que dan las partes a los actos. Y eso permite, por lo tanto, sancionar el abuso y la simulación, sin perjuicio de reconocer la buena fe y la economía de opción.



Además, se incorpora un precepto especial sobre elusión en materia de uso de sociedades de inversión en Chile, que era la fuente de gran parte de la elusión y también de la evasión. Este señala que las sociedades de inversión que se dediquen a la generación de rentas pasivas no podrán ser utilizadas abusivamente con el propósito de diferir el pago de impuestos finales. Y conocemos los miles de casos que hay y la gran cantidad de recursos evadidos o eludidos a través de la actual forma de actuar. 



De otro lado, se establece algo muy importante: la declaración anual de inversiones en el exterior, incluyendo el control de los trusts, y también de los recursos en paraísos fiscales. O sea, se tendrá que decir qué inversiones se hicieron cada año, y, a través de esa información, ellos se podrán fiscalizar a través de la utilización de los distintos mecanismos existentes. 



Tengo preocupación en cuanto a la simplificación -en general, la valoro- de toda la cuestión técnica y procedimental, que es muy específica y no pretendo entenderla en su totalidad -no es mi especialidad ni me dedico a esto-, sino solo respecto de algunas cosas fundamentales. Ello porque en cuanto a la flexibilización de la renta presunta hay muchos sectores, de distintos colores políticos, que la consideran como un problema que hay que terminar. Por eso, en la reforma le pusimos más trabas, controles, regulación, límites.



Acá se ablandan algunas condiciones y creemos que respecto a la renta presunta hay que tener una línea de largo plazo para ir poniéndole término. La mayor parte de las empresas hoy tienen contabilidad completa, porque lo requieren en muchas de sus operaciones. 



Todo lo que se refiere a la habitualidad en la venta de inmuebles, contenida en la Ley del IVA, está bien. Pero debemos reflexionar sobre el particular, pues, a diferencia de lo que dicen algunos, a las leyes tributarias hay que hacerles ajustes permanentemente, aunque Impuestos Internos tiene facultad para efectuarlos.



Me parece bastante complejo que, a través del concepto de habitualidad que se adopta, lo sugerido pueda acabar siendo también una forma de eludir tributos.



Tocante al impuesto sustitutivo sobre los saldos del FUT, pienso que hay que ver cómo evoluciona. 



La prórroga del plazo para retasaciones de bienes raíces la acepto solo por seis meses -inicialmente se hablaba de dos-, y en consideración a los atochamientos administrativos que se provocaron.



Sin embargo, la verdad es que esto era una obligación que se había generado y se suponía que todos la conocían. 



Mirando hacia adelante, creo que la reforma tributaria y esta norma simplificatoria permitirán al país avanzar a nuevas etapas, y posibilitará que el Estado obtenga mayores recursos para financiar los bienes públicos a los cuales nos hemos referido, que requieren el actual nivel de desarrollo, pero sin los problemas de inestabilidad y de inseguridad que tenían los procedimientos de la reforma original.



A mi juicio, la reforma tributaria no fue un error. Era necesaria para Chile, por eso ustedes también votaron a favor. Sin embargo, reconozco que en los procedimientos hubo un conjunto de errores. 



Por eso se presentó este proyecto de 120 o de 180 páginas -no sé cuántas-: con el propósito de corregir procedimentalmente distintas insuficiencias. Y, además, estoy convencido de que habrá que efectuar nuevas modificaciones en el futuro -desconozco en cuánto tiempo-, porque así es la legislación en estas materias. 



Opino que para seguir avanzando necesitamos, por cierto, preocuparnos del modelo productivo, de la matriz productiva, pues no podemos seguir solo exportando materias primas. Pero en lo tributario, hay que cerrar forados pendientes y terminar con privilegios que no fueron corregidos. 



Aquí, en materia de inversiones en el exterior deben existir límites en lo que se refiere a rentas pasivas. 



El carry forward, que se iba a suprimir y que no se hizo, está pendiente. 



Acabar con el tratamiento de los PPUA es algo que también quedó inconcluso. 



Eliminar la renta presunta, como ya decía, es igualmente un tema que debemos seguir discutiendo y observando. 



Debo manifestar que los socialistas respaldamos con convicción este proyecto, sabiendo que su enfoque es precisar los mecanismos para aplicar la reforma anterior. No se trata de terminar con ella, sino de corregir un conjunto de mecanismos de aplicación, acerca de cuyas dificultades se han recogido bastantes ideas de los propios contadores de las empresas. 



Creemos que hay que aprobar esta iniciativa, con el objeto de seguir implementando la reforma realizada. 



Al final de cuentas, el resultado de la reforma va a depender mucho de la fiscalización y del control que realice el Servicio de Impuestos Internos, respecto de lo cual no sabemos cuánta gente ya ha contratado, qué grado de calificación tiene, para ver cómo se lleva a cabo. 



La norma antielusión es de una tremenda fortaleza, y esperamos que se desplieguen todas sus potencialidades a fin de asegurar que se disminuya la elusión y de ayudar a enfrentar numerosas dificultades de nuestro sistema tributario. 



Quiero concluir con una idea de la OCDE acerca del gran problema que tenemos en materia del impuesto a la renta de las personas: la base tributaria es angosta, y su principal aspecto tiene que ver con la propiedad inmobiliaria en Chile, que es un paraíso para los negocios inmobiliarios, pues no existe una forma de abordarlo. Y un informe reciente de dicho organismo señala que eso explica buena parte de la desigualdad en la distribución de los ingresos en nuestro país, ya que se trata de manera inadecuada. 



Ha habido gran resistencia sobre el particular, pero respecto a este tema debemos reflexionar y pensar hacia adelante. 



En consecuencia, hay que votar a favor de este proyecto tanto en general como en particular. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, haré dos comentarios previos y después un análisis en general de la iniciativa. 



El primer comentario -originalmente lo expresé en la mañana- apunta a que, a mi entender, esta importante reforma debió haber sido parte de un análisis mucho mayor del Parlamento. 



No se trata de que el proyecto no se haya visto, porque sería injusto decirlo. No obstante, claramente, en vista de las urgencias que simultáneamente se informaban, el plazo fatal para la entrega de conclusiones vencía el día de hoy, y hubo artículos que, obviamente -particularmente el 8°-, fueron casi objeto de una profesión de fe en cuanto a que no presentaban un problema mayor, pero pueden motivar dificultades interpretativas. 



Digo lo anterior porque quiero que las cosas funcionen bien y no siento, a diferencia de otros proyectos, que aquí hubo el espacio o la preocupación especial por parte del Ejecutivo para que la materia fuera realmente conversada con la profundidad que se merece. 



El segundo comentario tiene que ver con un hecho de la causa: dentro de los invitados -no fueron tantos como la otra vez- no hubo ninguno que no coincidiera en la necesidad de reformar la reforma tributaria. 



Una de las cosas que me llamó la atención es que nadie la defendió, e incluso casi todos plantearon cambios que había que introducir a la iniciativa en debate, calificándola como insuficiente, o menor. Y tampoco nadie dijo que con lo propuesto se daba una especie de tranquilidad o de serenidad a quienes trabajaban en el ámbito del emprendimiento o en un área más técnica, como las materias tributarias. 



Lo señalo, pues no es menor que no haya habido alguien que no dijera que se debían realizar más cosas por estar en una encrucijada muy compleja.



En el país nos encontramos bailando un poquito en la cuerda floja, por hallarse evidentemente trancado su crecimiento. Y, a mi juicio, la forma definitiva en que se implementó la reforma tributaria es responsable de parte de ese trancazo, de ese frenazo, que se ha intentado negar por muchas autoridades de Gobierno, pero que las porfiadas cifras demuestran con claridad que hay un componente interno muy potente que, lamentablemente, se sigue extendiendo en el tiempo. 



Me parece que eso no deja de ser significativo, señor Presidente.



Ahora, respecto del contenido mismo de la reforma, quiero ser muy claro: obviamente hay cosas que estaban cantadas, y es bueno que se hayan incorporado, por eso las aprobamos. Uno no siente ningún vértigo al votar normas en forma negativa; sin embargo, cuando son positivas uno debe aprobarlas. Y eso lo vamos a destacar durante la tramitación posterior de este proyecto, en el debate particular. 



Por ejemplo, en materia de leasing, las operaciones iniciadas con anterioridad al 1° de enero de 2016 no serán gravadas con IVA, lo cual había sido objeto de malinterpretación.



En el caso de operaciones inmobiliarias ya exentas del pago del IVA se precisa que las promesas de compraventa sobre esas mismas operaciones también deben quedar exentas.


Y, tratándose de ventas de  viviendas financiadas con subsidios del Estado que excepcionalmente se realicen en forma directa por la constructora al beneficiario del subsidio, se podrá invocar el beneficio del crédito especial del IVA a la construcción de forma similar a como ocurría con los contratos generales de construcción.


Ello lo planteé en la discusión anterior, pero fue rechazado, y veo que hoy está bien recogido.



Respecto de la norma general antielusión,  esta se aplicará sobre los hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos, realizados o concluidos a partir de la vigencia de esta disposición. Es decir, la ley, en materia de antielusión, no es retroactiva; no hay un cambio de regla, lo cual obviamente sería muy complejo desde toda perspectiva.



Se incluye la ampliación de plazos de retasación de inmuebles.



Se agregan normas en función de la renta presunta.



En definitiva, hay un conjunto de elementos que, si usted me pregunta, eran necesarios, y que uno aplaude.



Por eso que en la discusión (el Ministro, el Subsecretario, los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos podrán dar fe de ello) todas nuestras preguntas fueron tendientes a tratar de mejorar el proyecto, no a entorpecerlo.



Junto con lo anterior, hay dos elementos centrales.



Uno que asume, para los creyentes, la calidad de pecado mortal. Y otro que es un problema grave de interpretación.



El primero es de pecado mortal porque, a diferencia de lo que afirma el Ministro -quiero ser superclaro- esta iniciativa no es neutra tributariamente, ¡no es neutra tributariamente! Al final, con la aplicación de las normas determinadas las pymes pagarán el costo del proyecto: 120 mil millones de pesos. No lo hará el Gobierno, sino los emprendedores.



Ello se produce porque, en lo medular, se les termina la posibilidad de opción entre el sistema atribuido y el semiintegrado, obligándolas a utilizar el segundo, que sabemos que es más caro. Es decir, no es que el atribuido sea bueno, lo que pasa es que es barato al lado del otro, ¡que es carísimo!



Se obliga a un número importante de pequeñas y medianas empresas a pagar una tasa más alta, pues hay un impuesto directo de 9,4 por ciento adicional a lo establecido.



Con razón la Asociación de Emprendedores de Chile reclama contra esta arbitrariedad, que perfectamente pudo haber sido corregida de manera diferente, por medio de la eliminación de ese impuesto adicional.



Seamos claros: quienes votan a favor lo hacen -entre otras cosas- por aumentar los impuestos a un porcentaje de empresas. Y, según esa Asociación, ello afectaría a 40 mil personas (dejo esa cifra en interrogante porque no sé exactamente cuántas serán, pero es una gran cantidad) que, debido a esta reforma, van a pagar más tributos.



Reitero: en esta materia eso es un pecado mortal, pues genera un efecto final de tal gravedad que deja de ser algo destinado a mejorar errores, y pasa a ser recaudador.



Los emprendedores ya están -admitámoslo- con un nivel alto de impuestos. Nadie dice que estos son bajos, yo no lo he oído. Algunos hacen comparaciones en función de las corporaciones, de las personas, pero nadie sostiene que hoy en Chile los tributos son bajos. Al revés, son obstáculos para el desarrollo y el crecimiento.



Una parte de la falta de proyectos en nuestro país se debe a la nueva tasa que se ha instalado, la cual, en algunos casos, es muy superior a la media de la OCDE. Este sacrosanto instrumento -cada uno lo interpreta como quiere- ha sido utilizado por los funcionarios de Gobierno como justificador de la reforma. Pero esta misma organización habla, en general, de que solo tres países han aumentado los impuestos ante este escenario de crisis; siendo Chile, curiosamente, uno de ellos. Pareciera que todos los otros se equivocaran y nosotros hiciéramos las cosas bien, cosa que estimo que no es así.



Existe un tema de interpretación legítimo muy relevante respecto a perder la opción de modificar la norma de elusión, la cual quedó mal planteada. Eso fue objeto de una larga discusión de muchos de los invitados; pero, al final, no se resolvió, lo que considero muy serio.



Según el texto de la ley vigente: “Los hechos imponibles contenidos en las leyes tributarias no podrán ser eludidos mediante el abuso de las formas jurídicas.” -en ello estamos todos de acuerdo- “Se entenderá que existe abuso en materia tributaria cuando se evite total o parcialmente la realización del hecho gravado, o se disminuya la base imponible o la obligación tributaria, o se postergue o difiera el nacimiento de dicha obligación, mediante actos o negocios jurídicos que, individualmente considerados o en su conjunto, no produzcan resultados o efectos jurídicos o económicos relevantes para el contribuyente o un tercero, que sean distintos de los meramente tributarios a que se refiere este inciso.”.



Y eso nadie lo discute.



¿Dónde está el problema?



Dice la normativa: “Es legítima la razonable opción de conductas y alternativas contempladas en la legislación tributaria.”.



Nosotros pedimos cambiar esa frase por la siguiente: “Es legítima la razonable opción de conductas y alternativas en cuanto no sean contrarias a la ley.”. Porque lo que se afecta es la economía de opción; que una norma de esta naturaleza, en vez de ser reglada, sea discrecional.



No se trata de desconfiar de Impuestos Internos -así me lo planteó uno sus funcionarios-, sobre todo cuando acabamos de aumentar su dotación y hemos colaborado en todas las iniciativas en que lo han solicitado.



Sin embargo, pensando en el Chile de los próximos 20 años, me parece correcta la existencia de un concepto reglado en términos de que se evite la realización de todo lo impedido por ley.



Pero estar…



Se encuentra por terminar mi tiempo, ¿me da un minuto adicional, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor COLOMA.- Gracias.



Decía que estar sujeto a lo que una autoridad, por muy legítima que sea, diga respecto a su intención acerca de un hecho resulta arbitrario.



¿Qué pasa si en esta legítima opción entre semiintegrado o atribuido alguien opta por el sistema atribuido en función de pagar menos impuestos? Podría ser concebida como una práctica elusiva; o, al final, que se creyera que lo único sensato es pagar la opción más cara.



Desde una perspectiva de país, eso no es razonable. Siempre hay que buscar la sana competencia, y pagar lo que se debe.



Sin embargo, se ha instalado una lógica según la cual la única fórmula de quedar exento es pagar lo más posible, no sea que después se interprete que traté de evitar algo y reciba una pena de elusión, que es gravísima.



Señor Presidente, son los grandes inconvenientes que veo -particularmente el primero-, y por eso voto en contra de esta reforma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, seré extremadamente breve.



Voy a concurrir con mi voto favorable a esta iniciativa de reforma tributaria que persigue simplificar la reforma que aprobamos el 2014.



Me quiero hacer cargo de lo realizado aquel año, porque tuvimos un debate largo, en particular en el Senado, con alrededor de 83 audiencias, las cuales se tomaron muy en serio.



Cada una de las personas que asistieron a la Comisión tuvo entre 20 a 30 minutos de calidad para exponer sus argumentos.



Vinieron profesores universitarios, académicos, abogados expertos de la industria, ex Presidentes del Banco Central, ex Ministros de Hacienda; tuvimos una pléyade de visitantes que hicieron que el proyecto original sufriera una profunda modificación.



El sistema inicial presentado por mi Gobierno, a 20 días de haber asumido la Presidenta Michelle Bachelet, establecía un procedimiento de pago de tributos de renta devengada a través de un proceso de renta atribuida.



Y este último concepto, debido de la discusión que hubo, fue generando dudas o preocupaciones respecto de su implementación; de sus alcances; de si existiría capacidad para fiscalizarlo adecuadamente, y de si iba a funcionar.



Producto de aquello se llegó a un entendimiento, y creamos un sistema mixto, el cual está conformado por un mecanismo de renta atribuida y otro semiintegrado, que deriva de la modificación de los parámetros del sistema semiintegrado inicial, con un crédito menor al que había anteriormente y un alza de la tasa de impuestos.



Al final -y esto quiero resaltarlo-, la propuesta de reforma tributaria en ese momento permitía cumplir tres propósitos simultáneamente. 



Destaco los dos principales: primero, aumentar la carga tributaria en 3 puntos del producto interno bruto, lo que en ese entonces se calculaba en alrededor de 8 mil millones de dólares -destinados a financiar bienes públicos; en particular, la educación-, y segundo, procurar que esa mayor recaudación fuera aportada, fundamentalmente, por aquellos compatriotas a los que les va mejor en Chile. En el fondo, quienes generaban más renta contribuirían de mayor forma. 



Era evidente que el sistema tributario chileno tenía desequilibrios desde el punto de vista de los esfuerzos.



En la actualidad hay diferencias entre los impuestos a la renta y los tributos indirectos, los que siguen siendo tremendamente importantes. Hemos ido equilibrando estos factores a lo largo de los últimos quince años, ¡pero aún subsisten diferencias!



Pues bien, yo me alegré -lo manifiesto sin ninguna sorna y con mucha tranquilidad y convicción- de que en su minuto haya sido posible llegar a un acuerdo para dicha reforma legal. 



La Oposición podría haber dicho: “No comparto cien por ciento el proyecto”; “Puede estar bien inspirado, pero no me convence el sistema que se piensa aprobar”; “No voy a ser un obstáculo, así que me voy a abstener”; o “Por último, voy a aprobar lo propuesto, pero no firmaré un acuerdo a ese efecto”. 



Sin embargo, sí se suscribió un acuerdo. De hecho, creo que ha sido el único que se ha firmado con la Oposición en estos casi dos años de Gobierno. 



Reitero que eso me alegró -lo digo muy respetuosamente, pues muchos Senadores concurrieron de buena fe a la firma de ese documento-, por cuanto entendí que había un diagnóstico compartido: era necesario recaudar más recursos para financiar bienes públicos y hacerlo de manera más equilibrada.



Sigo creyendo que tal finalidad continúa vigente. 



Este año vamos a financiar -a través de una glosa presupuestaria, pese a todas las complicaciones que hubo- la gratuidad en educación superior a más de 140 mil familias chilenas. En efecto, cuando la Presidenta Bachelet concurra al Congreso el próximo 21 de mayo, habrán transcurrido dos meses durante los cuales dichas familias habrán pagado cero pesos por la universidad de sus hijos, ¡algo que antes era impensable! 



¡Eso es producto de la reforma tributaria!



He querido precisar ese contexto para que no nos confundamos respecto de lo que estamos haciendo hoy acá. El Ejecutivo asumió, en un acuerdo con los Senadores de Oposición y de Gobierno, el compromiso de evaluar durante un período razonable la implementación de la reforma tributaria.



Les recuerdo que esta fue publicada en septiembre de 2014. Ha transcurrido un año y fracción. Luego de ese lapso, el Gobierno ha llegado a la convicción de que deben introducirse mejoras, simplificaciones, aclaraciones y, también, rectificaciones a dicha legislación.



Por lo tanto, este proyecto busca efectuar tales precisiones, entre las cuales quiero detenerme en dos.



La primera guarda relación con algo que señaló el Senador Coloma, a quien le digo -por su intermedio, señor Presidente- que el aumento potencial de la carga tributaria es muy menor. Es de 0,1 por ciento. 

El señor PROKURICA.- ¡Pero no es inocuo!

El señor COLOMA.- ¡Para nada!

El señor LAGOS.- Si queremos ser puristas, hay que reconocer ese incremento de 0,1 por ciento. Pero, si seguimos siendo puristas, debemos afirmar que tal aumento no lo sobrellevarán las pequeñas y medianas empresas. ¡No es así!



Según lo propuesto, cualquier alza potencial, dado que no todas las empresas van a poder optar a un sistema distinto del semiintegrado, lo pagarán casi íntegramente las grandes empresas o las sociedades de inversión. Las pymes van a cancelar, con suerte, no más que un 2,5 por ciento de ese potencial.



Son cálculos, Senador Coloma, sobre un aspecto opinable.



Lo señalo para que no introduzcamos un elemento que no es cierto.



Y lo segundo que deseo valorar de la ley que aprobamos el 2014 y que ahora estamos mejorando es lo relativo a la cláusula antielusión. 



Me parece bien, para la seguridad jurídica y para honrar el compromiso de 2014, que tengamos claro que no habrá en esta materia un efecto retroactivo. Pero lo hecho con relación a las normas antielusión es un salto cualitativo, sustantivo, y un cambio estructural en la forma como se va a fiscalizar el pago de los impuestos en Chile.



Antes de la reforma de 2014, el mecanismo para la fiscalización del cobro de los tributos implicaba apegarse literalmente a la letra de la ley. A mi juicio, el espíritu de esta casi no primaba. Ahora se introduce un cambio absolutamente radical: tener una mirada más amplia y más flexible para determinar si las decisiones que toman las empresas se hacen en función de sus negocios o si apuntan a pervertir el sistema tributario con abusos.



De hecho -y en esto varios colegas estuvieron de acuerdo en la Comisión-, hay compañías que se dedican a comprar empresas con pérdidas  para disminuir el pago de impuestos y no para generar renta ni cambiar el giro del negocio. 



Algo similar ocurrió con el FUT. Se abusó con el uso de este fondo, lo que llevó a realizar esta reforma tributaria el 2014.



En consecuencia, pienso que hoy se avanza sustantivamente al decirle al Servicio de Impuestos Internos que podrá enfocar el lente más atrás para mirar la película de manera más amplia y tener otros criterios.



Nadie podría decir: “Tal perspectiva generará inseguridad e incerteza”. Ello va a depender de los parámetros que adopten el Servicio de Impuestos Internos, los tribunales tributarios, las cortes de apelaciones y la Corte Suprema.



Dificulto que las disposiciones antielusión vayan a afectar a las pequeñas y medianas empresas. En realidad, son para aquellos que siempre están frisando la legalidad o lo razonable. En mi opinión, dichas normas causarán el efecto de desincentivar ese tipo de prácticas.



Y esto no lo inventamos nosotros. Las cláusulas antielusión existen en otras legislaciones comparadas (por ejemplo, en Europa). Y ayudarán a fiscalizar de mejor manera.



De todo lo que hemos planteado, incluido el aumento de los tributos  de manera más equitativa, lo relativo a las normas antielusión, si el SII las aplica como corresponde, constituye un cambio sustantivo en la forma de recaudar impuestos.



Y termino con la frase que está inscrita en el frontis del Servicio de Impuestos Internos de Estados Unidos: “Los impuestos son lo que uno paga para contar con una sociedad civilizada”.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ha llegado la hora de término de  la presente sesión. Retomaremos el debate en la tarde.

El señor PIZARRO.- ¿No vamos a votar en general ahora?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Usted quiere abrir la votación de la idea de legislar y que sigan interviniendo los oradores que están inscritos?



¿Habría acuerdo para ello?

El señor LAGOS.- No.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo. ¿Ni siquiera para que hablen los Senadores inscritos, que son cinco?

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, sigamos en la sesión de la tarde, cuando estemos todos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo.



--Queda pendiente el debate en general del proyecto.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 14:2.









Manuel Ocaña Vergara,








     Jefe de la Redacción
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SESIÓN 90ª, EXTRAORDINARIA, EN MARTES 12 DE ENERO DE 2016


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre; la Subsecretaria de la misma Cartera, señora Silva; y la Coordinadora de Labor Legislativa, señora Lubbert.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

CUENTA

Informes


Segundo informe de la Comisiòn Especial encargada de conocer proyectos relativos a Probidad y Transparencia, e informe de la Comisiòn de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (Boletín Nº 9.790-07).


-- Quedan para Tabla.

- - -


La Sala acuerda autorizar, a petición del Honorable Senador señor Tuma, a la Comisión de Economía para que sesione simultáneamente con ella entre las 17 y 19 horas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia. 

(Boletín Nº 9.790-07)

El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.

El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “discusión inmediata”.

Agrega que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de fecha 5 de agosto de 2015, cuenta con un segundo informe de la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a Probidad y Transparencia y con informe de la Comisión de Hacienda.

Hace presente que para los efectos reglamentarios las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones y que deben darse, de consiguiente, por aprobadas, son las siguientes, a menos que se solicite su discusión o votación: el numeral 4 (que pasa a ser el numeral 5 del artículo 1°); los numerales 4, 5, 10, 11, 12, 15, 20, 21, 22, 24 y 25 (que pasaron a ser, a su vez, 6, 7, 12, 13, 14, 17, 26, 27, 29, 33 y 34), todos ellos del artículo 2°; los numerales 4, 6 y 7 (el 7 pasó a ser numeral 8) del artículo 3° y el artículo 4°.

Connota enseguida que de todos esas normas, hay varias que son de quórum orgánico constitucional, a saber, el número 5 del artículo 1°; los números 6, 7, 12, 13, 14, 17, 26, 27, 29, 33 y 34 del artículo 2°; los numerales 4, 6 y 8 del artículo 3°, y el artículo 4° del proyecto, que requieren para su aprobación en particular de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, debiéndose dejar constancia de haberse alcanzado el quórum constitucional requerido.

Añade que la Comisión Especial efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de aquellas que serán puestas en votación, en su oportunidad, en discusión y votación y la Comisión de Hacienda, por su parte, efectuó modificaciones al texto despachado por la Comisión Especial, la mayoría de las cuales aprobó por unanimidad. 

Hace presente, asimismo, que de estas enmiendas unánimes, las recaídas en los numerales 4, 6, 9, 10, 13, 14, 15, 16, 17 y 19 del artículo 1°; en los numerales 3, 4, 15, 16, 18, 19, 20, 22, 25, 28, 30, 31 y 32 del artículo 2°; en los numerales 5 y 7 del artículo 3°; los numerales 1 a 10 y 13 a 15 del artículo 5º; el artículo 9º y la disposición sexta transitoria, todas, aun siendo unánimes en ambas Comisiones o no modificadas en una de ellas, requieren para su aprobación el voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, por cuanto tienen rango orgánico constitucional.

Expresa a continuación que estas enmiendas unánimes se votan sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existieren indicaciones renovadas.

Finalmente señala que la Comisión de Hacienda acordó por unanimidad solicitar a la Sala que se vote en forma separada el artículo 6º bis, que se agrega mediante el número 2 del artículo 1º, que está en la página 4 del comparado y que fue incorporado por unanimidad en la Comisión Especial.

- - -

Se suspende la sesión para una reunión de Comités.

Se reanuda la sesión.

- - -


El Presidente declara aprobadas las normas que no fueron objeto de modificaciones ni de indicaciones ya individualizadas en la síntesis expuesta por el señor Secretario General.

Se deja constancia que la aprobación es por la unanimidad de los 23 Honorables Senadores presentes, alcanzando el quórum constitucional requerido para las normas que tienen rango de ley orgánica constitucional, también debidamente señaladas en su oportunidad; ello de conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -

El Presidente pone en votación todas las normas que tienen enmiendas, que fueron aprobadas en forma unánime y que requieren reunir el quórum de las disposiciones de ley orgánica constitucional.

A saber son las siguientes: en el artículo 1°, los números 4, 6, 9, 10, 13, 14, 15, 16, 17 y 19; en el artículo 2°, los números 3, 4, 15, 16, 18, 19, 20, 22, 25, 28, 30, 31 y 32; en el artículo 3°, los números 5 y 7; en el artículo 5°, los números 1 a 10 y 13 a 15; el artículo 9°, y la disposición sexta transitoria. 

El resultado de la votación es de 30 votos a favor.

Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio; y Zaldívar.

Se deja constancia de haberse reunido el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

El Presidente solicita la anuencia de la Sala para el ingreso de la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Silva, y de la Coordinadora de Labor Legislativa, señora Lubbert. Se accede.

- - -

Enseguida, el señor Secretario General informa que la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

ARTÍCULO 1°

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

“1.- Agrégase al artículo 3° el siguiente inciso final:

“Respecto de cada candidato se deberá señalar la cuenta bancaria prevista en el artículo 16 de la ley N° 19.884.”.”.

NUMERAL 1

Ha pasado a ser numeral 2, con las siguientes modificaciones:

-Ha sustituido su enunciado por el siguiente:

“2.- Agrégase el siguiente artículo 6° bis, nuevo:”

-Ha sustituido el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 6° bis.- En la fecha que corresponda efectuar la declaración de las candidaturas, todos los candidatos deberán realizar una declaración de patrimonio e intereses, en los términos que señala la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. Asimismo, deberán cumplir con dicha obligación quienes realicen una declaración de precandidatura, según lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 19.884. El Servicio Electoral dispondrá de formularios en su página web para facilitar la presentación de la declaración de patrimonio e intereses.”.

-Ha incorporado en el inciso segundo, a continuación de la expresión “las declaraciones”, la frase “de precandidaturas” y la siguiente oración final “Vencido dicho plazo se entenderán como no presentadas las declaraciones de precandidaturas e inscripciones a candidaturas de aquellos precandidatos y candidatos que no hubieren subsanado errores o imprecisiones de la declaración de patrimonio e intereses”.

-Ha suprimido el inciso tercero.

-Ha sustituido en el inciso cuarto, que pasa a ser inciso tercero, la palabra “entregará” por “remitirá” e intercalado, a continuación del término “Hacienda”, la frase “, sin perjuicio de publicarlas en su página web”.

NUMERAL 2

Ha pasado a ser numeral 3, con las siguientes enmiendas:

-Ha sustituido el enunciado por el siguiente:

“3.- En el artículo 30:”.

letra a)

-Ha reemplazado los incisos primero y segundo propuestos por los siguientes, manteniendo el tercer inciso propuesto en los mismos términos:

“Artículo 30.- Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, todo evento o manifestación pública y la publicidad radial, escrita, en imágenes, en soportes audiovisuales u otros medios análogos, siempre que promueva a uno o más precandidatos, candidatos o partidos políticos constituidos o en formación, con fines electorales. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.

No se entenderá como propaganda electoral aquellas actividades tales como la difusión de ideas o de información sobre actos políticos o las actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación, ni aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo.”.

letra c)

-Ha incorporado en el inciso cuarto propuesto, la siguiente oración final: “El incumplimiento de esta obligación será considerado una contravención al principio de probidad contemplado en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

letra d)

-Ha sustituido el inciso propuesto por los siguientes:

“Las empresas periodísticas de prensa escrita y las radioemisoras podrán publicar o emitir la propaganda electoral que libremente contraten, pero no podrán discriminar en el cobro de las tarifas entre las distintas candidaturas o proposiciones, según se trate de elecciones o plebiscitos.

 La propaganda electoral por medio de la prensa y radioemisoras solo podrá desarrollarse desde el sexagésimo hasta el tercer día anterior al de la elección o plebiscito, ambos días inclusive. Solo se podrá efectuar propaganda electoral en los medios de prensa o radioemisoras que, a más tardar diez días antes del inicio del período de propaganda, informen al Servicio Electoral de sus tarifas, en la forma establecida por éste, debiendo ser publicadas en la página web del respectivo medio y del Servicio Electoral. Los medios de prensa o radioemisoras podrán adecuar oportunamente y con la debida antelación dichas tarifas, debiendo informar de ello al Servicio Electoral.

NUMERAL 3

Ha pasado a ser numeral 4, con las siguientes enmiendas:

-Ha sustituido su enunciado por el siguiente:

“4.- En el artículo 31:”.

letra b)

-Ha reemplazado el inciso final propuesto por el siguiente:

“Se prohíbe la propaganda electoral en cinematógrafos y salas de exhibición de videos.”.

NUMERAL 4

Ha pasado a ser numeral 5, con la siguiente enmienda:

-Ha sustituido su enunciado por el siguiente:

“5.- En el artículo 31 bis:”.

NUMERAL 5

Ha pasado a ser numeral 6, con las siguientes enmiendas:

-Ha reemplazado, en el inciso primero, la palabra “En” por “Durante” y la locución “inciso quinto” por “inciso sexto”.

-Ha suprimido el inciso segundo propuesto.

-Ha reemplazado, en el inciso tercero, que pasa a ser segundo, la frase “este artículo” por “el inciso primero”.

NUMERAL 6

Ha pasado a ser numeral 7, con las siguientes enmiendas:

-Ha sustituido el inciso primero propuesto, por el siguiente:

“Artículo 32.- Sólo podrá realizarse propaganda electoral en los lugares que, de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley de Urbanismo y Construcciones, puedan ser calificados como plazas o parques y estén expresamente autorizados por el Servicio Electoral para la realización de la propaganda electoral, pudiendo requerir para ello la información que estime necesaria a cualquier órgano público competente.”.

-Ha reemplazado en el inciso segundo propuesto, la frase “plazas, parques o bandejones” por “plazas y parques” y suprimido la locución “, conforme al procedimiento descrito en el inciso anterior,”.

-Ha intercalado, en el inciso tercero propuesto, a continuación del pronombre “ellos”, la frase “y con el fin de no entorpecer el uso de estos espacios por la ciudadanía”.

-Ha reemplazado, en el inciso cuarto, la frase “plazas, parques y bandejones” por “plazas y parques”.

-Ha sustituido, en el inciso quinto, la palabra “veinticinco” por “dos”.

-Ha intercalado, en el inciso sexto, a continuación de la palabra “elementos”, la expresión “no fijos”.

-Ha incorporado el siguiente inciso octavo, nuevo:

“Asimismo, estará prohibida toda clase de propaganda que, pese a ubicarse en lugar autorizado, destruya, modifique, altere o dañe de manera irreversible los bienes muebles o inmuebles que allí se encuentren.”.

-Ha incorporado, en el inciso octavo que pasó a ser inciso noveno, la siguiente oración final: “Cuando las municipalidades infrinjan la obligación que establece este inciso, el Servicio Electoral remitirá los antecedentes a la Contraloría General de la República para que ésta haga efectivas las responsabilidades administrativas que procedan.”.

-Ha intercalado, en el inciso noveno, que pasó a ser décimo, a continuación del vocablo “inclusive”, la siguiente frase: “, con excepción de la contemplada en el inciso sexto, que podrá realizarse desde el sexagésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive”. 

NUMERAL 7

Ha pasado a ser numeral 8, con las siguientes enmiendas:

-Ha sustituido, en el inciso primero, la frase “carteles, afiches adheridos, avisos luminosos o pintura” por la siguiente: “carteles, afiches o letreros” y ha reemplazado el vocablo “veinticinco” por “seis”.

-Ha reemplazado en el inciso primero la expresión “la propaganda” por la siguiente oración final: “La propaganda que se localice en espacios privados deberá ser declarada como gasto, la que será valorizada por el Servicio Electoral para los efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.”.

 -Ha eliminado en el inciso final la palabra “independientes”.

NUMERAL 8

Ha pasado a ser numeral 9, con las siguientes enmiendas:

-Ha intercalado, en el enunciado, a continuación del vocablo “ter”, la expresión “, nuevo”.

-Ha sustituido la palabra “cuarto” por “décimo quinto” e intercalado, a continuación del vocablo “elección”, la expresión “o plebiscito”.

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

“10.- Derógase el artículo 33.”.

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

“11.- Agréganse los siguientes artículos 34 y 34 bis, nuevos:

“Artículo 34.- Los candidatos deberán llevar un registro de sus brigadistas, de sus sedes y de los vehículos que utilicen en sus campañas, de conformidad a las instrucciones generales que imparta el Servicio Electoral.

Se considerarán brigadistas las personas que realicen acciones de difusión o información en una campaña electoral determinada y reciban algún tipo de compensación económica.

Los candidatos, los jefes de campaña o las personas que estén a cargo de coordinar las labores de los brigadistas deberán denunciar los hechos que pudieren constituir delitos o faltas que involucren, de cualquier manera, a sus brigadistas, dentro de las 72 horas siguientes de haber tomado conocimiento de ellos.

Artículo 34 bis.- El candidato será subsidiariamente responsable de los daños dolosamente causados por actos delictuales de uno o más de sus brigadistas por actos de propaganda electoral. La responsabilidad de los brigadistas se determinará según las reglas generales.

El candidato podrá repetir en contra de los causantes del daño.

El juez que conozca de la correspondiente acción de responsabilidad por daños podrá ordenar, de inmediato, la retención del reembolso a que tuviere derecho el respectivo candidato conforme a la ley N° 19.884.”.”.

NUMERAL 9

Ha pasado a ser numeral 12, sustituido por el siguiente:

“12.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- Carabineros deberá denunciar al Servicio Electoral las infracciones a lo dispuesto en los artículos 30, 32 y 32 bis. No obstante, cualquier persona podrá formular las denuncias que procedan, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.556 o directamente ante Carabineros.

El Servicio Electoral ordenará retirar a la municipalidad respectiva los elementos de propaganda que contravengan las disposiciones mencionadas.”.”.

ooooooo

Ha incorporado los siguientes numerales nuevos:

“13.- Intercálase en el inciso cuarto del artículo 55, a continuación de la palabra “ejemplares”, la siguiente frase “, uno impreso y otro en formato digital,”.

14.- Reemplázase en el inciso segundo del artículo 67, la expresión “número 4°” por “número 3)”.

15.- En el artículo 70:

a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “y, por último, el de Diputados” por la siguiente: “, el de Diputados y, por último, el de Consejeros Regionales”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “el comicio” por “los comicios”.

16.- Reemplázase en el numeral 3) del inciso primero del artículo 71, la palabra “cuaderno” por “Padrón de Mesa”.

NUMERAL 10

Ha pasado a ser numeral 17, con las siguientes enmiendas:

-Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

 “17.- En el artículo 124:”.

-Ha sustituido la letra a) por la siguiente:

“a) Reemplázase la expresión “30 o 31, será sancionado con multa a beneficio municipal de veinte a cien” por “30, 31 bis, 31 ter y 32 ter será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a doscientas”.”.

NUMERAL 11

Ha pasado a ser numeral 18, con las siguientes enmiendas:

-Ha sustituido el enunciado por el siguiente:

“18.-En el artículo 126:”.

-Ha incorporado el siguiente literal b), nuevo, pasando el actual a ser literal c):

“b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El candidato o partido que hiciere propaganda electoral fuera de los plazos establecidos en los artículos 30, 31, 31 ter y 32 será sancionado con multa de veinte a doscientas unidades tributarias mensuales, a beneficio municipal, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 3° de la ley N° 19.884. Los gastos efectuados en dicha propaganda serán valorizados al doble de su precio para efectos de calcular el límite que establece el artículo 4° de la ley N° 19.884.”.

Ha sustituido el enunciado del literal b), que ha pasado a ser c) por el siguiente:

“c) Reemplázase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente”.

NUMERAL 12

Ha pasado a ser numeral 19, con las siguientes enmiendas:

Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

“19.- En el artículo 144:”.

Ha sustituido la letra a) propuesta por la siguiente:

“a) Reemplázase la frase “en los artículos 124, 125, 126, 127, 138, 139 y 142” por la siguiente “en los artículos 138 y 139”.

ARTÍCULO 2°

Numeral 1

Ha reemplazado su enunciado por el siguiente:

“1.- En el inciso primero del artículo 2°:”.

letra a)

La ha sustituido por la siguiente:

“a) Reemplázase, en el encabezamiento, la oración “se entenderá por gasto electoral todo desembolso en que se incurra para el financiamiento de los equipos, oficinas y servicios de los partidos políticos y candidatos,” por la siguiente: “se entenderá por gasto electoral todo desembolso o contribución avaluable en dinero, efectuado por el precandidato en lo que corresponda, el candidato, un partido político o un tercero en su favor,”.

ooooooo

 Ha incorporado los siguientes literales, nuevos:

“b) Sustitúyese la letra a) por la siguiente:

“a) Todo evento o manifestación pública, propaganda y publicidad escrita, radial, audiovisual o en imágenes, dirigidos a promover a un candidato o partidos políticos, cualquiera sea el lugar, la forma y medio que se utilice. Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto  en las normas del Párrafo 6° del Título I de la ley N° 18.700.”.

c) Reemplázase en la letra c) la palabra “Arrendamiento” por la frase “Derechos de uso o arrendamiento”

d) Suprímese la letra g), pasando las letras h) e i) a ser letras g) y h)”, respectivamente.”.”.

letra b)

Ha pasado a ser letra e), sustituida por la siguiente:

“e) Reemplázase la letra h), que ha pasado a ser letra g), por la siguiente:

“g) Gastos menores y frecuentes de campaña, tales como la alimentación de personas, mantención de vehículos o de las sedes u otros similares. Estos deberán ser rendidos y no podrán exceder el 10 % del límite total autorizado al candidato o partido político. Será responsabilidad del administrador electoral mantener la documentación de respaldo o justificarla debidamente en conformidad al artículo 31, letra b), de esta ley.”.

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

“2.- En el artículo 3°:

 1) Reemplázase en el inciso primero la frase “entre el día que venza el plazo para declarar candidaturas y el día de la elección respectiva” por la siguiente: “entre los 200 días corridos anteriores a la elección definitiva y el día de ésta”.

2) Sustitúyese el inciso tercero por los siguientes:

 “Entre los noventa y los doscientos días corridos anteriores a una elección, quienes aspiren a convertirse en candidatos podrán, de forma voluntaria, efectuar una declaración de precandidatura ante el Servicio Electoral. En dicha oportunidad, los precandidatos deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio contenida en el artículo 6° bis de la ley N° 18.700 e informar al Servicio Electoral sobre la apertura de la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de esta ley.

 En dicho período, los precandidatos podrán percibir los aportes permitidos en el artículo 9° y efectuar gastos electorales, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 42 de la ley N° 20.640, que Establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes. 

 Los precandidatos que finalmente declaren su candidatura continuarán utilizando su cuenta bancaria electoral, conforme a las reglas generales que esta ley establece. Quienes hubieren efectuado una declaración de precandidatura, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero y, finalmente no declaren su candidatura, deberán presentar su cuenta general de ingresos y gastos ante el Servicio Electoral de acuerdo al tenor del artículo 41 y, con posterioridad, cerrar la cuenta bancaria electoral. En este último caso, si los montos recibidos como aportes no hubieren sido gastados por el precandidato deberán ser devueltos a los aportantes conforme al artículo 12, a prorrata de sus aportes.”.

Numeral 2

Ha pasado a ser numeral 3, con las siguientes enmiendas:

-Ha sustituido su enunciado por el siguiente:

“3.- En el artículo 4°:”.

 -Ha incorporado el siguiente literal, nuevo:

“e) Intercálase en el inciso séptimo, a continuación de la locución “Diario Oficial”, la frase “y en el sitio web del Servicio”, y reemplázase la expresión “ciento veinte” por “doscientos”.

ooooooo

 Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

“4.- En el inciso primero del artículo 5° bis:

 1) Reemplázase en el literal a), el guarismo “30” por “10”.

 2) Reemplázanse en el literal b), el guarismo “30” por “10” y el guarismo “50” por “25”.

 3) Reemplázase en el literal c), el guarismo “50” por “25”.”.”.

Numeral 3

Ha pasado a ser numeral 5, con las siguientes enmiendas:

-Ha reemplazado su enunciado por el siguiente:

“5.- En el artículo 9°:”.

letra a)

-La ha sustituido por la siguiente:

 “a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes:

“Artículo 9°.- Ninguna persona podrá aportar en una misma elección y a un mismo candidato las siguientes sumas en las situaciones que se indican:

 a) En el caso de candidatos a alcalde o concejal, una suma que exceda del diez por ciento del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna. Si dicho porcentaje excede las doscientas cincuenta unidades de fomento, el aporte no podrá superar esta suma.

 b) Tratándose de candidatos a consejero regional, una suma que exceda de doscientas cincuenta unidades de fomento.

 c) En el caso de candidatos a diputado o senador, una suma que exceda de trescientas quince unidades de fomento.

 d) Tratándose de candidatos presidenciales, una suma que exceda de quinientas unidades de fomento.

La situación prevista en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento setenta y cinco unidades de fomento.

El Servicio Electoral publicará, en la misma fecha que la ley determina para declarar candidaturas y precandidaturas, el máximo de aportes de origen privado permitido.”.

letra b)

La ha reemplazado por la siguiente:

“b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser quinto:

“Podrán efectuar aportes a campañas electorales las personas que hayan cumplido los 18 años de edad. No podrán efectuar aportes a candidato alguno o partido político los Consejeros del Servicio Electoral y sus funcionarios directivos, y las personas naturales que tengan nacionalidad extranjera y residan en el extranjero.”.

ooooooo

Ha incorporado los siguientes literales:

“c) Sustitúyese el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, por el siguiente:

“Los aportes personales que los mismos candidatos efectúen en sus propias campañas no podrán ser superiores al veinte por ciento del gasto electoral permitido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4°. En el caso de las candidaturas a concejales, dicho monto no podrá sobrepasar las cuarenta unidades de fomento o el veinte por ciento del límite de gasto autorizado, cuando este porcentaje sea equivalente a un monto inferior a 40 unidades de fomento. Con todo, deberán justificar fehacientemente su origen mediante la acreditación de la fuente de dichos aportes, tales como la venta u otro acto jurídico sobre bienes muebles o inmuebles, la suscripción de créditos, los giros en cuentas bancarias, la enajenación de títulos constitutivos de obligaciones en dinero y cualquiera otra alteración de su patrimonio personal destinada al financiamiento electoral. El monto total de aporte propio que se haya realizado, se determinará una vez descontados los reembolsos efectuados según lo dispuesto en el artículo 15.”.

d) Agrégase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser séptimo, a continuación de la palabra “electoral”, las siguientes frases “, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la comunicación del aporte. Transcurrido dicho plazo se entenderán aceptados”.

letra c)

Ha pasado a ser letra e), reemplazándose las palabras “quinientas” y “mil” por “mil” y “dos mil”, respectivamente.

Numerales 4 y 5 

Han pasado a ser numerales 6 y 7, sin enmiendas.

Numeral 6

Ha pasado a ser numeral 8, con la siguiente enmienda:

Ha sustituido el enunciado por el siguiente:

“8.- En el artículo 14:”.

Numeral 7

Ha pasado a ser numeral 9, con las siguientes enmiendas:

Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

“9.- En el artículo 15:”.

literal a)

-Ha intercalado, a continuación de la voz “Sustitúyese”, la frase “, en el inciso segundo,”

-Ha suprimido los literales b) y c).

Ha incorporado el siguiente literal nuevo:

“b) Agrégase el siguiente inciso final:

“No se procederá al reembolso que regula este artículo, respecto de los montos que estén en disputa, mientras existan procedimientos sancionatorios administrativos o penales pendientes en contra del candidato o del partido, o se hagan efectivos contra éstos los derechos de repetición que regula el artículo 32 de la ley N° 18.700. Una vez determinadas las multas mediante resolución o sentencia firme, la Tesorería General de la República las hará efectivas en los montos adeudados.”.”.

Numeral 8

Ha pasado a ser numeral 10, sustituyendo el texto del artículo 16 propuesto por el siguiente:

“Artículo 16.- Todos los aportes a que se refiere el artículo 9° serán públicos, salvo los aportes anónimos contemplados en el artículo siguiente, constarán por escrito, consignarán el nombre completo y número de cédula de identidad del aportante y deberán efectuarse únicamente a través del sistema de recepción de aportes del Servicio Electoral, por medio de transferencia electrónica o depósito bancario.

Cada candidato y partido político, para recibir los aportes por medio del sistema aludido en el inciso anterior, deberá abrir una cuenta bancaria única e informar de ella al Servicio Electoral. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña canalizados a través del Servicio Electoral, mediante el sistema de recepción de aportes y, con cargo a tales fondos, cubrir los gastos electorales. Al momento de abrir la cuenta, el candidato o el partido deberán autorizar irrevocablemente al Servicio Electoral, ante la entidad bancaria respectiva, a tomar conocimiento, en cualquier momento y a su solo requerimiento, de todos y cada uno de los movimientos que esta cuenta registre, de conformidad a lo señalado en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican.

 Las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña solamente podrán recibir depósitos o transferencias efectuadas por el Servicio Electoral y no podrán tener líneas de crédito asociadas. Se incluyen entre los depósitos y transferencias los créditos contratados por los candidatos y los partidos políticos conforme al artículo 14 bis de esta ley, los que también serán intermediados por el Servicio Electoral a través del sistema de recepción de aportes.

  Los fondos contenidos en las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña serán inembargables.

Los aportes que se efectúen mediante transferencias electrónicas se harán a la cuenta del Servicio Electoral, de acuerdo al sistema de recepción de aportes de dicho Servicio. Tratándose de depósitos bancarios, deberán efectuarse en la cuenta del Servicio Electoral, utilizando el formulario que para el efecto dispondrá este Servicio, en el cual se deberá dejar constancia de la identificación de las personas aportantes, indicando su número de cédula de identidad, y de los destinatarios de tales aportes. El Servicio Electoral dispondrá los medios necesarios para resguardar que mediante su sistema de recepción de aportes sólo los efectúen personas naturales mayores de edad y que se respeten los máximos señalados para cada aporte en los artículos 9° y 17. Los aportes recibidos por el Servicio Electoral deberán ser informados al candidato o partido político, según corresponda, dentro de los dos días hábiles siguientes a su recepción. Luego de dicha comunicación, el candidato podrá aceptar o rechazar los aportes, de conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 9°.

El candidato o partido político deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria única desde la presentación de la cuenta a que alude el artículo 41 y hasta la aprobación o rechazo definitivos de la misma, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder al cierre de la cuenta bancaria única.”.

Numeral 9

Ha pasado a ser numeral 11, reemplazado por el siguiente:

“11.- En el artículo 17:

a) Sustitúyese en el inciso primero las frases “veinte unidades de fomento. No obstante, cualquier aportante podrá solicitar se consigne su identidad y el monto de su contribución” por “cincuenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; treinta unidades de fomento para las candidaturas a senador; veinte unidades de fomento para las candidaturas a diputado y alcalde; y, diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal y consejero regional.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser inciso tercero:

 “Los aportes anónimos que una persona realice no podrán ser, en total, superiores a cien unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, respecto de los aportes anónimos, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de sus aportantes y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.”.

Numeral 10

Ha pasado a ser numeral 12, sin enmiendas.

Numeral 11

Ha pasado a ser numeral 13, sin enmiendas.

Numeral 12

Ha pasado a ser numeral 14, sin enmiendas.

Numeral 13

Ha pasado a ser numeral 15, sustituido por el siguiente:

“15.- En el artículo 21:

a) Reemplázanse los incisos primero a cuarto por el siguiente:

“Artículo 21.- También serán públicos los aportes mensuales que reciban los partidos políticos fuera del período señalado en el artículo 3°.

b) Sustitúyese en el inciso quinto, que pasa a ser inciso segundo la frase “La recaudación de los aportes a que se refiere este artículo, y que no tengan carácter de reservados, se hará directamente al partido o a la entidad recaudadora, si la hubiera,” por la siguiente: “La recaudación de los aportes se hará directamente al partido,”.

c) Suprímese en el inciso sexto, que pasa a ser inciso tercero, las locuciones “, o la entidad recaudadora, en su caso,” y “y que deban ser públicas”.

Numeral 14

Ha pasado a ser numeral 16, con las siguientes enmiendas:

Ha intercalado, en la segunda oración, a continuación del pronombre demostrativo “Estos”, el vocablo “sólo”.

Ha sustituido, en la cuarta oración, la frase “En el segundo caso,” por “En el segundo caso podrán aportar hasta veinte unidades de fomento mensuales y”.

Numeral 15

Ha pasado a ser numeral 17, sin enmiendas.

ooooooo

 Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

“18.- Agrégase en el Párrafo 4° del Título II, en forma previa al artículo 25, el siguiente artículo 24 bis, nuevo:

“Artículo 24 bis.- Se prohíbe a los precandidatos y candidatos efectuar, con ocasión de la campaña electoral, y fuera de lo dispuesto en el artículo 2°, erogaciones o donaciones en dinero, o en especies, en favor de organizaciones o de personas jurídicas o de personas naturales distintas de su cónyuge o parientes.”.”.

Numeral 16

Ha pasado a ser numeral 19, intercalándose a continuación de la expresión “este Título,” la locución “los precandidatos,”.

Numeral 17

Ha pasado a ser numeral 20, intercalándose, a continuación de la palabra “políticos”, la frase “y el Fisco”.

ooooooo

 Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

“21.- Agréganse en el artículo 27 los siguientes incisos nuevos:

 “Del mismo modo, se prohíbe a los funcionarios públicos utilizar bases de datos o cualquier medio a que tengan acceso en virtud de su cargo para fines políticos electorales.

 Los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores, Jefes Superiores de Servicio, Jefes de División, Jefes de Departamento o Directores Regionales de Servicios Nacionales no podrán, con ocasión del ejercicio de su cargo, ordenar ni incentivar a los funcionarios bajo su dependencia a promover, por medio de aportes o de cualquier modo, a precandidatos, candidatos o campañas electorales.

 Las infracciones a este artículo se considerarán una infracción grave al principio de probidad.”.

ooooooo

 Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

“22.- Agrégase en el artículo 27 A, el siguiente inciso final, nuevo:

“Tratándose de personas jurídicas, serán sancionadas con multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado, aplicándose esta sanción, además, a todos los miembros de su directorio que hayan concurrido favorablemente al acuerdo.”.”.

Numeral 18

Ha pasado a ser numeral 23, sustituido por el siguiente:

“23.- Agrégase, a continuación del artículo 27 A, el siguiente artículo 27 bis, nuevo:

“Artículo 27 bis.- El que usando procedimientos distintos a los contemplados en esta ley y en la ley N° 18.603, otorgue u obtenga aportes para candidatos o partidos políticos, cuyo monto excediere en un 50% lo permitido por la ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes obtenidos, será castigado con presidio menor en su grado medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido.

Tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica, se impondrá la pena señalada en el inciso anterior, sin importar el monto del aporte, aplicándose lo dispuesto en el artículo 58 del Código Procesal Penal.

 El ofrecimiento o la solicitud de los aportes sancionados por los incisos anteriores serán castigados con multa equivalente al doble de lo ofrecido o solicitado.

 El que utilice los aportes o fondos obtenidos del Fisco, que regulan las leyes referidas en el inciso primero, en una finalidad distinta a la cual están destinados en virtud de la ley será castigado con presidio menor en su grado medio. El tercero que, a sabiendas, se haya beneficiado de tales actos, será castigado con presidio menor en su grado mínimo.”.”.

Numeral 19

 Ha pasado a ser numeral 24, reemplazado por el siguiente:

“24.- Incorpóranse los siguientes artículos 27 ter y 27 quáter, nuevos:

 “Artículo 27 ter.- El administrador electoral, el administrador general electoral o el administrador general de fondos de un partido político que en sus rendiciones de cuentas al Servicio Electoral a sabiendas proporcione antecedentes falsos o certifique hechos falsos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.

Artículo 27 quáter.- Las investigaciones de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter sólo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el Servicio Electoral.

 Los tribunales con competencia en lo penal deberán remitir al Consejo Directivo del Servicio Electoral las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos tipificados en el artículo 27 bis, en un plazo de cinco días hábiles desde que se encuentren en dicho estado.”.”.

ooooooo

 Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

“25.- Agrégase, a continuación del artículo 28, el siguiente artículo 28 bis, nuevo:

 “Artículo 28 bis.- Se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, las siguientes:

 a) Haber sobrepasado en un 25% el límite al gasto electoral permitido por esta ley, siempre que dicho porcentaje sea superior a 40 unidades de fomento.

 b) Haber sufrido el rechazo de la cuenta general de ingresos y gastos de campaña electoral presentada por el Administrador Electoral del respectivo candidato, por contener ésta una diferencia superior al 20% entre el gasto electoral declarado y lo determinado por el Servicio Electoral.

 c) Recibir aportes con infracción a lo dispuesto por el artículo 26 de la presente ley.

 d) Resultar condenado por los delitos previstos en los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 27 bis; del artículo 27 ter y en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700.

 Corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral determinar que se han verificado las infracciones señaladas en las letras a), b) o c) precedentes.

Cuando el Consejo Directivo determine que se han verificado infracciones graves, deberá remitir su resolución y los antecedentes al Tribunal Calificador de Elecciones para los efectos previstos en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República. Con este mismo objeto, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos referidos en la letra d) del inciso primero, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas.

 El Tribunal Calificador de Elecciones conocerá de estas infracciones graves a través de un procedimiento racional y justo, regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de los 10 días hábiles siguientes.”.”.

Numeral 20

Ha pasado a ser numeral 26, sin enmiendas.

Numeral 21

Ha pasado a ser numeral 27, sin enmiendas.

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral 28, nuevo:

“28.- En el inciso primero del artículo 37, intercálase, a continuación de la palabra “renuncia”, la frase “notificada al candidato e informada al Director del Servicio Electoral” y suprímese el punto que se ubica luego del vocablo “ley”.

Numeral 22

Ha pasado a ser numeral 29, sin enmiendas.

ooooooo

Ha incorporado los siguientes numerales 30 y 31, nuevos:

30.- En el artículo 42, reemplázanse las cuatro primeras oraciones por las siguientes: “El Director del Servicio Electoral se pronunciará respecto de la cuenta de ingresos y gastos electorales dentro de los cuarenta y cinco días siguientes de expirado el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. Tratándose de los actos eleccionarios regulados por la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, el plazo de análisis de la cuenta será de setenta y cinco días.”.

31.- Reemplázase en el artículo 43 la expresión “de decimoquinto” por “del décimo” y agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, y aun cuando no se haya recibido respuesta a las observaciones formuladas, el Director del Servicio Electoral resolverá la aprobación o el rechazo de la cuenta, dentro de los quince días siguientes.”.”.

Numeral 23

Ha pasado a ser numeral 32, sustituido por el siguiente:

“32.- En el artículo 44:

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “carta certificada,” por “correo electrónico o carta certificada, en su caso,”.

b) Reemplázase, en el inciso tercero, la locución “al Administrador General Electoral o al Administrador Electoral, según el caso” por “al candidato que corresponda y su Administrador Electoral, quienes serán solidariamente responsables y al Administrador General Electoral, según el caso.”.

Numeral 24

Ha pasado a ser numeral 33, sin enmiendas.

Numeral 25

Ha pasado a ser numeral 34, sin enmiendas.

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

“35.- Sustitúyese en el artículo 54 la expresión “o infracciones” por “, infracciones o delitos”.”.

ARTÍCULO 3°

Numeral 1

Aprobado, sin modificaciones.

Numeral 2

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“2.- Agrégase, a continuación del artículo 33, el siguiente nuevo:

 “Artículo 33 bis.- El Estado, a través del Servicio Electoral, otorgará a los partidos políticos aportes trimestrales que deberán ser destinados a la atención de los gastos de funcionamiento del partido, la adquisición de bienes inmuebles, el pago de deudas, el desarrollo de actividades de formación cívica de los ciudadanos, la preparación de candidatos a cargos de elección popular, la formación de militantes, la elaboración de estudios que apoyen la labor política y programática, el diseño de políticas públicas, la investigación, el fomento a la participación femenina y de los jóvenes en la política y, en general, a las actividades contempladas en el artículo 2° de esta ley. Los estudios e informes que los partidos elaboren con cargo a estos fondos serán públicos, salvo que su publicidad, comunicación o conocimiento afecte las decisiones estratégicas que pudieren adoptar los partidos políticos.

Al menos un diez por ciento del total aportado a cada partido deberá utilizarse para fomentar la participación política de las mujeres. 

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 34, los partidos políticos deberán constituir anualmente una provisión destinada a la contratación de auditorías externas.

Los partidos políticos, para acceder a los aportes referidos en el inciso primero, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

 i) Estar constituidos de conformidad a lo dispuesto en el Título II de esta la ley, en al menos tres regiones contiguas; y, en cualquier caso, contar en cada una de dichas regiones con un número mínimo de 500 afiliados.

 ii) Dar cumplimiento íntegro a las normas legales que regulan su funcionamiento y organización interna. 

 El aporte total a repartir para cada año estará constituido por el equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el número de votos válidamente emitidos en la última elección de diputados a favor de candidatos inscritos en algún partido político y de candidatos independientes asociados a algún partido, según lo señale en la declaración de candidatura respectiva, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3° bis de la ley N°18.700. Sin perjuicio de lo anterior, dicho aporte nunca podrá ser inferior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el cuarenta por ciento del total de personas con derecho a sufragio inscritas en el Padrón Electoral que haya utilizado el Servicio Electoral para la última elección de diputados, ni superior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el sesenta por ciento del referido total de personas. El resultado de este cálculo será dividido en cuatro partes iguales, a repartir trimestralmente en los meses de enero, abril, junio y octubre de cada año. 

 La distribución de cada monto trimestral se determinará según las siguientes reglas, cuyo cumplimiento será también verificado de manera trimestral:

 a) El veinte por ciento del monto trimestral a repartir se distribuirá entre todos los partidos políticos que cumplan con los requisitos para optar al aporte, de manera proporcional al número de regiones en las que estén constituidos, y siempre que tengan en cada una de ellas al menos 500 afiliados. En el caso de los partidos que estén constituidos en la totalidad de las regiones del país, se les distribuirá lo que correspondiere como si estuviesen constituidos en una región adicional.

 b) El ochenta por ciento restante del referido monto trimestral se distribuirá sólo en favor de cada partido con representación parlamentaria y que cumpla con los requisitos para optar al aporte, a prorrata de los votos válidamente emitidos a su favor en la elección a que se refiere el inciso anterior. 

Para impetrar el aporte establecido en la letra b) de este artículo, se observarán las siguientes reglas:

 1. Si un parlamentario elegido como independiente no asociado a un partido político se afilia a alguno o concurre a la formación de uno nuevo, dicho partido podrá acceder al financiamiento establecido en esta letra, caso en el cual se computarán en su favor los votos obtenidos por el parlamentario. Estos votos sólo se contabilizarán para determinar el porcentaje de aporte que corresponde a cada partido. 

 2. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de él, se le restará al referido partido del total del aporte que recibe, el equivalente al 50 por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados, siendo restados del monto total anual referido en el inciso quinto de este artículo. 

 3. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de éste y se afiliare a otro partido, este último no aumentará el total del aporte que le correspondería recibir por los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario, mientras que al partido del cual se desafilió se le restará del total del aporte que recibe, el equivalente al 50 por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados, siendo restados del monto total anual referido en el inciso quinto de este artículo. 

El Servicio Electoral no efectuará transferencias a los partidos que se encuentren en mora de pagar multas al Fisco, determinadas en un procedimiento administrativo sancionatorio, o sus cuentas o balances anuales no hayan sido aprobadas por el mismo Servicio. Tampoco se efectuarán aportes a los partidos que no cumplan con la actualización de su registro general de afiliados exigida por el artículo 20 de esta ley. En caso que el Estado no repartiera todos los fondos disponibles, los excesos no serán distribuidos.

Si al término del año calendario el partido no justificare el uso o destinos de los recursos obtenidos por el aporte, los dineros percibidos sin justificar deberán ser devueltos a la Tesorería General de la República dentro de los treinta días siguientes a la resolución del Servicio Electoral que así lo determine.

En el caso que el partido no haya cumplido con el porcentaje de gasto mínimo establecido en el inciso segundo, le será descontado de sus respectivos aportes del año siguiente un monto equivalente a lo que faltare para cumplir el referido mínimo.

 Para todos los efectos de este artículo, el valor de la unidad de fomento será el vigente al de la fecha del cálculo anual del total del aporte.”.”.

Numeral 3

Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

“3.- En el artículo 34:”.

letra a)

Ha sustituido, en el inciso segundo propuesto, en las letras a) y c), los términos “aportaciones” y “las aportaciones” por “aportes” y “los aportes”, respectivamente, y en la letra g) la expresión “(corrientes)” por “o gastos corrientes”.

letra b)

Ha intercalado en el inciso propuesto, a continuación de la expresión “Además,”, la frase “tratándose de los partidos políticos que reciban aportes conforme al artículo 33 bis,”.

Numeral 5

-Ha sustituido, en el inciso primero, la locución “responsable civil y penalmente del uso indebido de los fondos que el Estado entregue al partido” por el siguiente texto: “colaborador directo de la Directiva Central, en el cumplimiento de las normas y procedimientos internos. Será, además, responsable en conformidad a las normas generales por el uso indebido de los fondos que el Estado entregue al partido, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan afectar al personal a su cargo o a otras personas que hayan vulnerado la correcta utilización de dichos fondos. Este Administrador deberá contar con un título técnico o profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración.”.

-Ha sustituido, en el inciso final, la expresión “deberá ser” por “podrá ser”.

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

 “7.- En el artículo 43:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la locución “de oficio o a petición de cualquier ciudadano” por la frase “, previa resolución del Consejo Directivo del Servicio Electoral que así lo disponga”.

b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “Asimismo, en” por la preposición “En” y elimínase la locución “de oficio”.

Numeral 7

Han pasado a ser numeral 8, sin modificaciones.

ARTÍCULO 5°

Numerales 1, 2 y 3

Los ha sustituido por los siguientes:

“1.- Reemplázase el inciso primero del artículo 57 por el siguiente:

 “Artículo 57.- El Servicio Electoral es un organismo autónomo de rango constitucional, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto será cumplir con las funciones que le señale la ley. Su domicilio será la capital de la República.”.

2.- Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:

“Artículo 58.- El Servicio Electoral estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República únicamente en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos. Las contrataciones y nombramientos de su personal serán enviadas a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.

Los actos del Servicio Electoral no están afectos al trámite de toma de razón.”.

3.- Reemplázase el artículo 60 por el siguiente:

“Artículo 60.- El Servicio Electoral tendrá por objeto:

1) Administrar, supervigilar y fiscalizar el proceso de inscripción electoral, la elaboración y actualización de los padrones electorales y el acto electoral.

2) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre campañas electorales y su financiamiento.

3) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas que regulen las actividades propias y ámbitos de acción de los partidos políticos, con pleno respeto por la autonomía de éstos y su financiamiento.

 4) Las demás materias que ésta u otras leyes establezcan.

Al Servicio Electoral le serán aplicables las normas del Título IV del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

4.- Sustitúyese el artículo 61 por el siguiente:

“Artículo 61.- Los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo y su Director. Al Consejo Directivo corresponderá la dirección superior del Servicio.

Al Director del Servicio le corresponderá la dirección administrativa y técnica del mismo.”.

5.- En el artículo 62:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por el siguiente:

“Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Luego de recibida la propuesta del Presidente de la República, se realizará una audiencia pública de presentación del candidato a consejero ante la Comisión del Senado que corresponda.”.

b) Agrégase en el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración final: “La representación del Consejo en eventos protocolares nacionales e internacionales, así como en las gestiones que se desarrollen ante cualquier entidad extranjera, le corresponderá al Presidente del Consejo o a quien, en subsidio, determine el Consejo.”.

c) Suprímese en el inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto, la frase “de conformidad con el inciso primero,”.

d) Agrégase, a continuación del inciso sexto, que ha pasado a ser quinto, el siguiente nuevo:

“Corresponderá al Presidente del Consejo comunicar los acuerdos que adopte dicha instancia sobre las materias de su competencia, al Director del Servicio, al Tribunal Calificador de Elecciones y a los Tribunales Electorales Regionales, según corresponda.”.

6.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 63, la frase “en sala legalmente constituida” por la siguiente “en sesiones ordinarias o extraordinarias, de conformidad a la ley”.

7.- Elimínase el inciso primero del artículo 64.

8.- En el artículo 65:

a) Modifícase el inciso primero de la siguiente manera:

i) Intercálase en el literal c), a continuación de la palabra “Renuncia”, la frase “por razones fundadas”.

ii) Sustitúyese en el literal f) las frases “Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero. Serán faltas graves”, por las siguientes: “Mal comportamiento o negligencia manifiesta en el cumplimiento de las obligaciones como consejero. Se entenderá como mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones,”.

iii) Agrégase el siguiente literal g), nuevo:

“g) Infracción grave a la Constitución o las leyes”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la primera oración por las siguientes: “La existencia de las causales establecidas en las letras d), e), f) y g) serán declaradas por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto, y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.”.

c) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “el Tribunal” por “la Corte Suprema”.

9.- En el artículo 66:

a) Reemplázase en el inciso cuarto la locución “una vez y no más de tres veces” por la siguiente: “cuatro veces”.

b) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente:

“Los acuerdos requerirán del voto favorable de la mayoría de sus miembros presentes.”.

c) Reemplázase en el inciso séptimo la palabra “tomar” por “adoptar” y la expresión “letra h)” por “letra g)”.

d) Modifícase el inciso octavo de la siguiente manera:

i) Intercálase, a continuación de la expresión “de otra persona”, la frase “, o lo tengan su cónyuge, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad”.

ii) Reemplázase la locución “o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad,” por la frase “, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad,”.

iii) Suprímese la expresión “, de un 10% o más de su capital”.

e) Intercálase el siguiente inciso noveno, nuevo, pasando el actual noveno a ser décimo:

 “Los consejeros deberán abstenerse de intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que se tenga interés personal o en que lo tengan el cónyuge, conviviente civil, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Asimismo, deberán abstenerse de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.

10.- En el artículo 67:

a) Reemplázase en el encabezado la palabra “Consejo” por “Consejo Directivo del Servicio Electoral”.

b) Suprímese en el literal b) la frase “y adoptar las medidas necesarias para asegurar su normal funcionamiento”.

c) Suprímese en el literal d), la expresión “y del Subdirector”.

d) Elimínase el literal e), reordenándose los siguientes.

e) Reemplázase en el literal f), que ha pasado a ser literal e), la expresión “la Nómina”, por “las Nóminas”.

f) Sustitúyese en la letra h), que ha pasado a ser g), la frase “Designar y remover al Director y Subdirector del Servicio Electoral” por “Designar y remover al Director del Servicio Electoral, conforme a lo dispuesto en el artículo 68”.

g) Agréganse los siguientes literales h), i), j) k), y l) nuevos, pasando el literal i) a ser literal ll):

 “h) Dictar normas e instrucciones acerca de la aplicación de las normas electorales, de partidos políticos y de control del gasto electoral, especialmente aquellas que correspondan a la aplicación de las leyes números 18.700, 18.603 y 19.884 que deban aplicarse en Chile o en el extranjero, según corresponda. La normativa y las resoluciones que emanen de este Consejo serán obligatorias y deberán ser sistematizadas a fin de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas por el público en general. Esta facultad no obsta a lo establecido en el artículo 61 de la ley N° 18.603.

 i) Aprobar las políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.

 j) Pronunciarse sobre las infracciones señaladas en las letras a), b) y c) del artículo 28 bis de la ley N° 19.884.

k) Requerir el pronunciamiento del Tribunal Calificador de Elecciones en los casos en que la ley lo ordene.

 l) Contribuir al desarrollo de la vida democrática del país, fomentando la educación cívica electoral de los ciudadanos.”.

11.- En el artículo 68:

a) Intercálase en el encabezamiento, a continuación de la palabra “funciones”, la expresión “y atribuciones”.

b) Elimínase en el literal c), la frase “, previo acuerdo del Consejo Directivo”.

c) Agrégase en el literal d), la siguiente oración final: “Asimismo, el Director del Servicio propondrá al Consejo el aumento de presupuesto para la contratación del personal transitorio necesario para los procesos electorales.”.

d) Reemplázase el literal e), por el siguiente: 

 “e) Ejecutar los actos, dictar las resoluciones y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Servicio, tales como, contratar bienes y servicios para el cumplimiento de sus funciones.”.

e) Agrégase en el literal f), a continuación de la palabra “Servicio”, la siguiente frase “, salvo la dictación de la resolución final de procedimientos sancionatorios”.

f) Suprímese el literal h), pasando los actuales literales i) y j) a ser literales h) e i), respectivamente.

g) Reemplázase los actuales literales k), l), m) y n) por los siguientes literales, nuevos, j), k), l), m), n), ñ), o), p), q), r), s), t) y u):

“j) Designar y remover a los Subdirectores de conformidad a las normas del Título VI de la ley N° 19.882. 

k) Proponer al Consejo Directivo el presupuesto del Servicio. 

l) Proponer al Consejo Directivo del Servicio Electoral los miembros de las Juntas Electorales.

 m) Proponer al Consejo Directivo los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados a los que se refiere la ley.

n) Proponer al Consejo Directivo, con la colaboración de los Subdirectores, las normas e instrucciones de carácter general que disponga el Párrafo 6°, Título I de la ley N° 18.700, la ley N° 18.603, la ley N° 19.884 y aquellas políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.

 ñ) Supervigilar y fiscalizar a las Juntas Electorales establecidas en la ley N° 18.700 y velar por el cumplimiento de las normas electorales, debiendo denunciar ante la autoridad que corresponda a las personas que las infringieren, sin perjuicio de la acción pública o popular que fuere procedente.

 o) Informar al Consejo Directivo del Servicio, plena y documentadamente, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio.

p) Requerir personalmente o a través de los Subdirectores, los antecedentes necesarios de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.

 q) Disponer, para la fiscalización o investigación de las materias de competencia del Servicio Electoral, la citación o el requerimiento de antecedentes a candidatos, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores generales de fondos de partidos políticos y miembros de las directivas centrales de partidos políticos; y el ingreso a los domicilios registrados ante el servicio electoral por aquellas personas y a las sedes oficiales de candidatos y partidos políticos.

Si de la investigación resultare fundamental el acceso a cuentas corrientes de las personas mencionadas en el párrafo anterior o el ingreso a sus domicilios particulares, deberá siempre requerir el consentimiento del afectado o la autorización judicial correspondiente.

 r) Resolver los procedimientos administrativos que esta ley establece, y  aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en esta ley.

 s) Elevar al Consejo Directivo los antecedentes respecto de infracciones graves a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 t) Disponer la publicación en el sitio web institucional de todas aquellas resoluciones, instrucciones o normas de carácter general que el Servicio dicte.

 u) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes y ejecutar las normas e instrucciones de general aplicación que dicte el Consejo.”.

h) Agrégase los siguientes incisos nuevos:

“El Director del Servicio Electoral durará cinco años en su cargo, pudiendo ser renovado hasta por dos períodos consecutivos. Cesará en su cargo por las siguientes causales:

 1) Expiración del plazo por el que fue nombrado.

2) Haber cumplido los 75 años de edad.

3) Renuncia voluntaria, aceptada por el Consejo Directivo del Servicio Electoral.

4) Incapacidad síquica o física sobreviniente para el desempeño del cargo.

5) Inhabilidad sobreviniente.

6) Incumplimiento grave de sus obligaciones.

Las causales señaladas en los números 3), 4), 5) y 6) serán declaradas por el Consejo Directivo del Servicio Electoral, previa audiencia del Director afectado.

Cuando el Director cese en su cargo por expiración del plazo por el que fue nombrado, tendrá derecho a la indemnización que señala el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El Director del Servicio Electoral estará afecto a los párrafos 5° y 6° del Título VI de la ley N° 19.882. En este caso, el convenio de desempeño será celebrado entre el Consejo Directivo y el Director del Servicio Electoral y tendrá una duración de 5 años. Al Consejo le corresponderá determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.”.

12.- Reemplázase el artículo 69 por el siguiente:

“Artículo 69.- La Dirección del Servicio contará con tres Subdirecciones que serán sus colaboradoras inmediatas y tendrán las funciones y atribuciones que se indican en los párrafos 4°, 5° y 6° de este Título.

 Los Subdirectores deberán informar al Director del Servicio, dentro de las 48 horas siguientes desde que tomen conocimiento de toda información o antecedente que corresponda fiscalizar o supervisar respecto de otro organismo o servicio de la administración del Estado.

 Los Subdirectores estarán afectos al Título VI de la ley N° 19.882.

 El Director del Servicio tendrá derecho a asistir a las sesiones del Consejo Directivo, con derecho a voz.”.

13.- Sustitúyese en el artículo 70, la expresión “al Subdirector” por “a los Subdirectores”.

14.- Intercálanse los siguientes Párrafos 4°, 5°, 6° y 7°, nuevos, pasando el actual Párrafo 4° a ser Párrafo 8°:

“Párrafo 4°

De la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral

 Artículo 70 A.- Corresponderán a la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral, las siguientes funciones y atribuciones:

 a) Administrar los Padrones Electorales, para lo cual deberá formar, mantener y actualizar el Registro Electoral. 

b) Elaborar y presentar al Director una propuesta de los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados en los términos señalados en la ley.

 c) Elaborar propuestas sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral, las que serán ordenadas y resueltas por el Director del Servicio.

 d) Resolver las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento.

 e) Recepcionar, ponerles cargo y otorgar recibo de las declaraciones de candidaturas que les presenten los partidos políticos, pactos electorales y candidatos independientes. Asimismo, recibir el retiro de candidaturas independientes.

 f) Recepcionar los pactos electorales que los partidos políticos le presenten y recibir las comunicaciones referidas a los mismos.

 g) Comunicar a las Juntas Electorales las designaciones de las personas y sus respectivos subrogantes que estarán a cargo de los trabajos electorales y de los nombramientos de apoderados, por cada distrito y circunscripción senatorial.

 h) Proponer al Director la resolución que determine el número mínimo necesario de patrocinantes para candidaturas independientes.

 i) Colaborar con el Director en el ejercicio de las facultades y atribuciones que la ley N° 18.700 le encomienda en lo relativo al acto electoral.

 j) Determinar, para cada circunscripción electoral en el territorio nacional, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios. 

 k) Determinar las características de la urna de conformidad a la ley.

l) Fiscalizar que los candidatos cumplan con la normativa electoral al inscribir sus candidaturas.

m) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a la normativa sobre votaciones populares y escrutinios.

n) Desempeñar las demás atribuciones que ésta u otras leyes le encomienden.

Párrafo 5°

De la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral

 Artículo 70 B.- Corresponderán a la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral las siguientes funciones y atribuciones:

a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de las normas sobre aportes y gastos electorales, campañas electorales y propaganda electoral.

 b) Recepcionar, conocer y analizar las rendiciones de cuentas de campaña de los candidatos y los partidos políticos, y pronunciarse a su respecto, observándolas y proponiendo su aprobación o rechazo. Para lo anterior, podrá realizar y ordenar auditorías al estado  financiero del candidato o del partido, con cargo a quien es objeto de la misma, según corresponda.

 c) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a las normas de la ley N° 19.884 y al párrafo 6° del título I de la ley N° 18.700.

 d) Mantener un sitio web que dé publicidad a la información relativa a los gastos, sean o no electorales, en que incurran los candidatos y los partidos políticos, así como del financiamiento de los mismos y de las demás materias que la ley dispone sean publicadas en dicha plataforma.

 e) Disponer el diseño e impresión de libros, formularios y demás documentos que sean necesarios para el control de los ingresos y gastos electorales.

f) Proponer al Director del Servicio la contratación de personal necesario para el desarrollo de actos electorales y plebiscitarios.

g) Desempeñar las demás funciones que ésta u otras leyes le encomienden. 

Párrafo 6°

De la Subdirección de Partidos Políticos

 Artículo 70 C.- Corresponderán a la Subdirección de Partidos Políticos las siguientes funciones y atribuciones:

  a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de la normativa sobre transparencia, elecciones internas, aportes y gastos de partidos políticos, y en general todas las obligaciones establecidas en la ley N° 18.603.

 b) Supervisar el cumplimiento de lo establecido en los artículos 21 y 21 bis de la ley N° 19.884.

 c) Recibir las oposiciones a la formación de partidos políticos y sustanciar dicho procedimiento de oposición de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.603.

 d) Llevar el Registro de Partidos Políticos actualizado correspondiente a cada región, según lo disponga el Director.

e) Llevar el Registro general actualizado de los afiliados de los partidos políticos y recibir las renuncias de afiliación que le presenten.

 f) Recibir en custodia las declaraciones de intereses y patrimonio que deban efectuar aquellos miembros de las Directivas de los Partidos que señale la ley y velar por el cumplimiento de las normas que las regulan.

g) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por los incumplimientos o infracciones a la normativa sobre partidos políticos.

 h) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes.

Párrafo 7°

Del procedimiento administrativo sancionador

Artículo 70 D.- Los procedimientos administrativos a que dé lugar la aplicación de esta ley se sujetarán a las reglas de este artículo:

 1.- Podrán iniciarse de oficio por la Subdirección competente o por denuncia fundada presentada por cualquier elector ante ella. 

Las denuncias que se interpongan podrán ser formuladas por escrito ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral. En todos los casos, las denuncias deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando la fecha de su comisión, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor.

 Sin embargo, la denuncia originará un procedimiento sancionatorio sólo si a juicio del Subdirector respectivo resulta seria, plausible y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se ordenará su archivo por resolución fundada, notificando de ello al interesado.

 Declarada admisible la denuncia se procederá conforme al número 3 de este artículo.

2.- La Subdirección impulsará de oficio el procedimiento. Todos los antecedentes que se recaben, presentaciones que se formulen y actos administrativos que se dicten en el procedimiento tendrán carácter reservado hasta la notificación de la resolución final, salvo respecto del denunciante y de los sujetos en contra quienes se dirige la investigación, los que tendrán acceso al expediente desde el inicio del procedimiento.

 3.- La instrucción de oficio del procedimiento se iniciará con la notificación al presunto infractor, mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral.

 Dicha notificación contendrá una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y el plazo para evacuar traslado.

 4.- Las notificaciones se harán mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral. La notificación por carta certificada se entenderá practicada el tercer día hábil siguiente al de su despacho en la Oficina de Correos correspondiente.

 5.- El sujeto cuya responsabilidad se investiga tendrá un plazo de diez días, contados desde la respectiva notificación, para contestar ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral.

 6.- Evacuado el traslado del presunto infractor o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Subdirección respectiva resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo se ampliará, en el caso que corresponda, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880. Los funcionarios fiscalizadores del Servicio aportarán pruebas en calidad de ministros de fe.

 La Subdirección respectiva dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.

 7.- Los hechos investigados y las responsabilidades a que estos den lugar podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

 8.- Cumplidos los trámites señalados en los numerales anteriores, el Subdirector correspondiente emitirá, dentro de cinco días, un informe en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar. Dicho informe deberá contener la individualización del o de los sujetos investigados; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, según corresponda, y la proposición al Director del Servicio Electoral de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución.

9.- Emitido el informe, el Subdirector correspondiente elevará los antecedentes al Director del Servicio Electoral, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

 No obstante lo establecido en el párrafo anterior y una vez recibido el informe del Subdirector, si el Director determina que existen antecedentes suficientes que pudieren configurar alguna de las infracciones graves señaladas en el artículo 28 bis de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral elevará dichos antecedentes al Consejo Directivo dentro del plazo de cinco días hábiles, para que éste resuelva. El Consejo Directivo tendrá el plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes para resolver.

 En caso de que el Consejo Directivo resuelva que no se ha verificado una infracción grave devolverá los antecedentes al Director del Servicio Electoral, para que dicte resolución final, de conformidad al párrafo primero.

 10.- De la resolución que pusiere fin a la instancia administrativa ante el Director del Servicio Electoral, podrá deducirse reclamación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro del plazo de quinto día contado desde su notificación. El expediente se remitirá a dicho Tribunal por el Servicio Electoral, a más tardar dentro de quinto día de interpuesta la reclamación. El Tribunal fallará de acuerdo al procedimiento que establezca para tal efecto, de conformidad al artículo 12 de la ley Nº 18.460.

 11. Contra las resoluciones del Tribunal Calificador de Elecciones no procederá recurso alguno, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13 de la ley Nº 18.460.

12. La resolución que aplica la multa tendrá mérito ejecutivo.

 Los plazos establecidos en este Párrafo 7° son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábados, los domingos y los festivos.

Artículo 70 E.- La multa será determinada por el Director del Servicio Electoral considerando la cantidad de infracciones cometidas por parte del infractor, su eventual reincidencia y la colaboración que haya prestado al Servicio antes o durante la fiscalización o investigación. El Consejo Directivo del Servicio Electoral determinará mediante instrucciones generales la forma en que deberán aplicarse estos criterios.

 Si en una misma campaña electoral se iniciaren procedimientos sancionatorios por más de una infracción, respecto de un mismo sujeto, se acumularán tales procedimientos y se aplicará como sanción la suma de los montos de las multas a que dé lugar cada una de las infracciones constatadas.”.

ARTÍCULO 6°

-Ha sustituido en el artículo 6° bis propuesto, la frase “durante los treinta días anteriores a los de la respectiva elección” por la siguiente: “desde el trigésimo hasta el tercer día anterior al de la elección primaria respectiva, ambos días inclusive”.

ooooo

 Ha incorporado los siguientes artículos nuevos:

“Artículo 7°.- Elimínase, en el ARTÍCULO TRIGÉSIMO SEXTO de la ley N° 19.882, la expresión “Servicio Electoral,”.

Artículo 8°.- Modifícase la ley N° 18.583, orgánica constitucional que fija planta del Servicio Electoral, de la siguiente manera:

 1.- En el artículo 1°A: 

 a) Reemplázase, en los requisitos para desempeñar el cargo de Jefe Superior del Servicio, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, 10 años".

 b) Sustitúyese, en los requisitos para desempeñar el cargo de Subdirector, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, 10 años".

c) En la planta de Profesionales:

i.- Incorpórase, a continuación de la frase "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°" la expresión ", alternativamente:".

ii.- Agrégase en los requisitos "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°" previo a la palabra "Título", el guarismo "i". 

 iii.- Incorpórase el siguiente párrafo final nuevo que fija requisitos para desempeñar un cargo en los grados 5°, 6° y 7°: 

"ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado.".

 iv.- Intercálase, a continuación de la frase "Profesionales, grados 8° y 9°" la expresión ", alternativamente:".

 v.- Agrégase en los requisitos "Profesionales, grados 8° y 9°" previo a la palabra "Título", el guarismo "i", y

 vi.- Incorpórase el siguiente párrafo final nuevo que fija requisitos para desempeñar cargos en los grados 8° y 9°:

 "ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.".

2.- Agréganse, los siguientes artículos 4° y 5°, nuevos:

 “Artículo 4°.- Al Servicio Electoral le será aplicable lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N°19.553, con excepción de sus letras d), en cuanto a la suscripción de un convenio de desempeño; f), en cuanto a la participación de un Ministerio, y g), en cuanto a la visación de un acto administrativo por un Subsecretario, para los efectos del otorgamiento del incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del artículo 3º de la citada ley.

 Artículo 5°.- El Consejo Directivo del Servicio Electoral deberá efectuar una cuenta pública en el mes de mayo de cada año. Asimismo, pondrá en conocimiento de las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados que correspondan, la información relativa a la implementación de las leyes números 18.603, 19.884 y 18.700.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Director del Servicio Electoral deberá informar, en marzo de cada año, al Consejo acerca de las materias que éste solicite.”.”.

 Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones de adecuación a los textos legales que se indican:

1) En la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:

 a) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 3°, la frase “Director del Servicio Electoral o el respectivo Director Regional del mismo Servicio, si lo hubiere,” por “Servicio Electoral” y suprímese la expresión “Director del” en el artículo 3° bis, las dos veces que aparece; en el inciso primero del artículo 7° y en el inciso segundo del artículo 53. 

b) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 5°, la frase “Director del Servicio Electoral o el Director Regional respectivo”, por “Servicio Electoral”.

2) En la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:

a) Reemplázase la expresión “Director del” por “Consejo Directivo del”, en el inciso séptimo del artículo 4°, y en el inciso tercero del artículo 14 bis.

b) Sustitúyese la expresión “Director” por “Subdirector de Control del Gasto y Financiamiento Electoral” en el artículo 30 las dos veces que aparece y en los artículos 32, 33 y 41.

 3) En la ley N° 18.603, Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos:

 a) Elimínase la frase “Director del”, en el artículo 10 las cuatro veces que aparece; en el artículo 11; en el artículo 18; en el artículo 19; en el artículo 20 y en el artículo 51 las dos veces que aparece.

b) Reemplázase la palabra “Director” por “Consejo Directivo” en el inciso tercero del artículo 7° y en el inciso tercero del artículo 34.

c) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 48, la expresión “Tribunal Calificador de Elecciones” por “Director del Servicio Electoral.”

 d) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 51, la palabra “Tribunal” por “Director del Servicio Electoral”.

 e) Reemplázase en el artículo 53, la palabra “Director” por “Subdirector de Partidos Políticos”.

 f) Reemplázase en el artículo 55, la palabra “el Tribunal” por el vocablo “se”.

g) Reemplázase en el artículo 57 la frase “en única instancia y sin ulterior recurso, por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme al procedimiento señalado en el artículo precedente”, por la siguiente: “por el Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica.”.

 h) Reemplázase en su artículo 59, la palabra “apelaciones”, por “reclamaciones”.

 i) Elimínase en el artículo 61 la frase “ante el Director del Servicio Electoral y”.”.

ARTÍCULO 7°

-Ha pasado a ser artículo 10, sin enmiendas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULOS PRIMERO Y SEGUNDO

Los ha reemplazado por los siguientes:

“Artículo primero.- Durante los doce meses siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, el Servicio Electoral deberá mantener actualizados los Registros de Afiliados de cada partido político. Se considerarán actualizados dichos registros una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentren afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio.

 Artículo segundo.- Los partidos políticos deberán reinscribir a sus afiliados en cada una de las regiones en que se encuentren constituidos, en el plazo de doce meses desde la publicación de esta ley. Transcurrido dicho plazo, el Registro de Afiliados de cada partido que constará ante el Servicio Electoral se compondrá exclusivamente por quienes se hubieren reinscrito conforme a este artículo y por los nuevos afiliados inscritos a partir del mes de agosto de 2014, de conformidad a lo dispuesto en la resolución N° 2381, del Servicio Electoral, de 28 de julio de 2014.

 Esta reinscripción consistirá en la ratificación, por parte de los afiliados, de su voluntad de permanecer en tal calidad en el respectivo partido político, la que deberá efectuarse en forma personal e indelegable ante un ministro de fe y utilizando el formulario único que, para este fin, elaborará el Servicio Electoral dentro de los quince días corridos desde la publicación de la ley. Para efectos de este artículo, se considerarán ministros de fe los notarios, los funcionarios del Servicio Electoral que determine su Director y los oficiales del Servicio de Registro Civil e Identificación que determine su Director, ninguno de los cuales podrá cobrar por este servicio o negarse a recibir dicha ratificación. El Servicio Electoral tendrá por acreditado el cumplimiento de esta obligación mediante la recepción de las ratificaciones debidamente efectuadas en cada región y deberá establecer mecanismos electrónicos para que los afiliados ratifiquen su afiliación ante dicho Servicio de forma fidedigna.

 Durante los doce meses en que se efectúe la reinscripción, y antes de que se configure el padrón actualizado a que alude el inciso primero, en las elecciones internas que desarrollen los partidos políticos sólo podrán votar quienes figuren en el Registro de Afiliados que conste ante el Servicio Electoral, determinado con al menos un mes de anterioridad a la elección y, en ningún caso con posterioridad a la inscripción de candidaturas. En tales elecciones, supervisadas por el Servicio Electoral, los partidos políticos podrán implementar procesos de reinscripción de afiliados que participen en una elección interna del partido político. Esta reinscripción deberá realizarse utilizando el formulario correspondiente y el Servicio Electoral establecerá las condiciones que aseguren el carácter personal e indelegable de la misma, incluyendo la exigencia de acompañar una fotocopia simple de la cédula nacional de identidad de cada afiliado.

Cualquier afiliado podrá solicitar, a la directiva de su partido o al Servicio Electoral, copia del Registro de Afiliados al partido político al que pertenece, el cual deberá contener el nombre completo de los afiliados, cédula nacional de identidad y su domicilio. El Servicio Electoral determinará la forma de verificar la vigencia de los datos personales de los afiliados y otorgará facilidades para su entrega a éstos. Los afiliados no podrán divulgar los datos personales del Registro ni utilizarlos con finalidades distintas al ejercicio de sus derechos como militantes. La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad al artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N° 19.628 sobre protección de la vida privada.

 Durante los doce meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, los partidos políticos recibirán el total de los aportes que les correspondan según lo prescrito en el artículo 33 bis de la ley N° 18.603. Cumplidos estos doce meses, recibirán dicho aporte sólo respecto de las regiones en que su padrón de militantes, resultante luego del proceso de reinscripción, alcance el número de afiliados mínimo exigido en la ley N° 18.603 para constituirse como partido en cada región. Con todo, en aquellas regiones donde esta exigencia sea inferior a las 500 personas, los partidos deberán acreditar como mínimo a 500 afiliados. A partir de la próxima elección de diputados, los partidos recibirán el aporte establecido en el artículo 33 bis mencionado, de conformidad a las reglas que ahí se disponen.

 Lo dispuesto en este artículo no obsta a la existencia legal de los partidos políticos ni modifica las causales de su disolución establecidas en la ley.

 Los militantes que no se reinscribieren en virtud de este artículo quedarán suspendidos de sus derechos de afiliado al partido correspondiente y no serán contabilizados por el Servicio Electoral para efectos de determinar los mínimos que exige el artículo 42 de la ley N° 18.603.

 Las normas sobre reinscripción no se aplicarán a los partidos políticos constituidos a partir del 5 de mayo de 2015 ni a los que se encuentren en proceso de formación a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

ARTÍCULO CUARTO

Lo ha suprimido.

ARTÍCULO QUINTO

-Ha pasado a ser artículo cuarto, sustituido por los siguientes:

"Artículo cuarto.- El presupuesto del Servicio Electoral, como órgano autónomo, se conformará en la ley de presupuestos del año siguiente al de publicación de esta ley, creándose para ello, las Partidas, Capítulos y Programas que se requieran, como asimismo, la apertura de subtítulos, ítem, asignaciones y las glosas que sean pertinentes.

En el año de publicación de la presente ley y sólo para efectos presupuestarios, el Servicio Electoral continuará rigiéndose por la Partida presupuestaria 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

 En caso de que la presente ley entrare en vigencia en una época que haga inaplicable lo señalado en el inciso primero de este artículo, el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, procederá a conformar para ese año presupuestario, el presupuesto del Servicio Electoral, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

 Artículo quinto.- Los funcionarios que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública a la época de entrada en vigencia de la presente ley, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones del Título VI de la ley N°19.882 cuando cesen en ellos por cualquier causa. El Director del Servicio Electoral que se encuentre designado a la fecha de publicación de esta ley, seguirá afecto a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, y no regirá a su respecto lo dispuesto en los incisos segundo al quinto del artículo 68 de la ley N° 18.556, incorporados por medio del artículo 5° de la presente ley, salvo que opte por suscribir el convenio de desempeño que establece el inciso quinto antes señalado, caso en el cual la duración en el cargo se computará desde su designación en el mismo y la vigencia del convenio será por el período que le reste para completar cinco años en el cargo.

 Artículo sexto.- Quien se encuentre desempeñando el cargo de Subdirector del Servicio Electoral en calidad de titular, a la época de entrada en vigencia de la presente ley, asumirá el cargo de Subdirector de la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral.”.

- - - -

Luego el señor Secretario General informa que la Comisión de Hacienda propone siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia, en su segundo informe:

Artículo 1°

Número 1

Reemplazarlo por el siguiente:

“1.- Agrégase al artículo 3° el siguiente inciso final:

“Respecto de cada candidato se deberá acompañar la autorización al Director del Servicio Electoral para abrir la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de la ley N° 19.884.”.”.

°°°

Número 2

- Sustituir su encabezamiento por el siguiente:

“2.- Agréganse los siguientes artículos 6º bis y 6° ter, nuevos:”.

- Incorporar, a continuación del artículo 6° bis, el siguiente artículo 6° ter, nuevo: 

“Artículo 6º ter.- En el caso de las candidaturas a Presidente de la República, sea que se trate de elecciones primarias o generales según corresponda, junto con la declaración de ellas, los candidatos deberán presentar un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que se pretenden desarrollar durante su gestión. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no presentada la candidatura según lo señalado en el inciso segundo del artículo anterior. Al momento de su declaración, si así lo estimaren, las candidaturas a otros cargos podrán presentar un programa y los partidos políticos una plataforma común con las propuestas generales que serán impulsadas por sus postulantes.”.”.

Número 3

Letra a)

Sustituir, en el inciso primero propuesto para el artículo 30, la frase: “uno o más precandidatos, candidatos” por “una o más personas”.

Letra d)

Agregar, en el primero de los incisos que reemplazan el actual inciso cuarto propuesto para el artículo 30, la siguiente oración final:

“La contratación de este tipo de propaganda sólo podrá suscribirse por el candidato, el partido político respectivo o los administradores electorales de unos y otros.”.

Número 7

Modificar el artículo 32 que se reemplaza, del siguiente modo:

- Sustituir su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 32.- Sólo podrá realizarse propaganda electoral en los espacios que, de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, puedan ser calificados como plazas, parques u otros espacios públicos y estén expresamente autorizados por el Servicio Electoral. Para ello, el Servicio Electoral requerirá una propuesta al Concejo Municipal respectivo, la que deberá ser aprobada en sesión pública especialmente convocada al efecto, por al menos dos tercios de sus miembros en ejercicio, y enviada al citado Servicio, a más tardar 200 días antes de la correspondiente elección o dentro de los quince días siguientes a la publicación del decreto de convocatoria a plebiscito. A falta de dicha propuesta, el Servicio Electoral procederá sin ella. Asimismo, el referido Servicio podrá requerir la información que estime necesaria a cualquier órgano público competente. Una vez que, con dichos antecedentes o sin ellos, se haya elaborado un listado o mapa con los lugares preseleccionados, los Directores Regionales del Servicio Electoral convocarán a una reunión a las directivas regionales de los partidos políticos legalmente constituidos en la respectiva región, con el objeto de informarles los lugares que preliminarmente han sido definidos en cada comuna, con el objeto que en la misma instancia o dentro de los tres días siguientes, puedan hacer llegar sus observaciones. El Servicio Electoral no estará obligado a considerarlas ni a pronunciarse sobre ellas.”.  

- Suprimir su inciso segundo.

- En su inciso cuarto, que pasa a ser tercero, suprimir la expresión “tratándose de zonas rurales,”, y agregar la siguiente oración final:

“Además, el Servicio Electoral publicará un plano señalando los lugares indicados en la referida nómina.”.

- En su inciso noveno, que pasa a ser octavo:

i) Reemplazar la expresión “las municipalidades” por “los respectivos alcaldes”, las tres veces que aparece.

ii) Intercalar, a continuación de la frase “de oficio”, la expresión “, a solicitud de cualquier ciudadano”.

iii) Incorporar, a continuación de la expresión “infrinjan la obligación que establece este inciso”, la frase “o procedan de forma arbitraria al retiro de propaganda”.

iv) Agregar la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, cualquier particular podrá reclamar conforme al artículo 151 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.

Número 8

Modificar el artículo 32 bis que se agrega, sustituyendo, en su inciso primero, la expresión “seis metros” por “dos metros”. 

Número 12

Sustituirlo por el siguiente:

“12.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- El Servicio Electoral en ejercicio de sus atribuciones podrá ordenar al alcalde respectivo retirar los elementos de propaganda que contravengan los artículos 30, 32 y 32 bis.

Cualquier persona podrá formular las denuncias que procedan, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.556 o directamente ante Carabineros, quienes deberán proceder a retirar o suprimir los elementos de propaganda que contravengan lo dispuesto en el artículo 32, debiendo informar de ello al Servicio Electoral. Asimismo, Carabineros podrá proceder de oficio a realizar dichos retiros.”.”. 

Número 18

Letra b)

Suprimir las expresiones “candidato o partido” y reemplazar “artículos 30, 31, 31 ter y 32” por “artículos 30, 31 y 32 o con infracción a lo dispuesto en el artículo 31 bis”. 

Artículo 2°

Número 1

Letra e)

En la segunda oración de la letra g), sustituir la palabra “rendidos” por la expresión “declarados detalladamente”.

Número 2

Modificarlo de la siguiente forma:

- Suprimir su numeral 1).

- Reemplazar su numeral 2), por lo siguiente:

“Sustitúyese el inciso tercero por los siguientes:

“Entre los noventa y los doscientos días corridos anteriores a una elección, quienes aspiren a convertirse en candidatos a Presidente de la República podrán, de forma voluntaria, efectuar una declaración de precandidatura ante el Servicio Electoral, de conformidad al artículo 3° y al párrafo 3° del Título I de la ley N° 18.700. En dicha oportunidad, los precandidatos deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio contenida en el artículo 6° bis de la ley N° 18.700 y autorizar al Servicio Electoral la apertura de la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de esta ley. 

En el período señalado en el inciso anterior, los precandidatos a Presidente de la República podrán percibir los aportes permitidos en los artículos 9° y 17 y efectuar gastos electorales. Los límites al gasto electoral que se aplicarán a los precandidatos serán equivalentes al 10% de los valores señalados en el artículo 4°, para la elección presidencial. 

Cuando se declare la candidatura de un precandidato, éste continuará utilizando su cuenta bancaria electoral, conforme a las reglas generales que esta ley establece, y le  serán aplicables los límites de gasto electoral que correspondan según el tipo de elección a que sea candidato en definitiva. Lo gastado durante el periodo de precandidatura será imputado a dicho límite, con un tope de 25%.

Los precandidatos cuyas candidaturas no sean declaradas en definitiva deberán presentar su cuenta general de ingresos y gastos ante el Servicio Electoral de acuerdo al tenor del artículo 41 y, con posterioridad, el Director procederá a cerrar la cuenta bancaria electoral. En este último caso, los aportes recibidos que no hubieren sido gastados por el precandidato deberán ser devueltos a los aportantes conforme al artículo 12, a prorrata de sus aportes.”.”.

Número 5

Letra a)

- Sustituirla por la siguiente:

“a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes:

“Artículo 9°.- Podrán efectuar aportes a campañas electorales las personas que hayan cumplido los 18 años de edad. No podrán efectuar aportes a candidato alguno o partido político los Consejeros del Servicio Electoral y sus funcionarios directivos, y las personas naturales que tengan nacionalidad extranjera y residan en el extranjero.

Ninguna persona podrá aportar en una misma elección y a un mismo candidato las siguientes sumas en las situaciones que se indican:

 a) En el caso de candidatos a alcalde o concejal, una suma que exceda del diez por ciento del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna. Si dicho porcentaje excede las doscientas cincuenta unidades de fomento, el aporte no podrá superar esta suma.

 b) Tratándose de candidatos a consejero regional, una suma que exceda de doscientas cincuenta unidades de fomento.

 c) En el caso de candidatos a diputado o senador, una suma que exceda de trescientas quince unidades de fomento.

 d) Tratándose de candidatos presidenciales, una suma que exceda de quinientas unidades de fomento.

La situación prevista en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento setenta y cinco unidades de fomento.”. 

 Letra b)

- Sustituir el inciso cuarto que se intercala, por el siguiente:

“El Servicio Electoral publicará, en la misma fecha que la ley determina para declarar candidaturas y precandidaturas, el máximo de aportes de origen privado permitido.”.

Letra c)

- Reemplazar las primeras dos oraciones del inciso sexto propuesto, por las siguientes: 

“Los aportes personales que los mismos candidatos efectúen en sus propias campañas no podrán ser superiores al veinticinco por ciento del gasto electoral permitido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4°. En el caso de las candidaturas a Presidente de la República dichos montos no podrán ser superiores al veinte por ciento del gasto electoral permitido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4°. En el caso de las candidaturas a concejales, dichos montos no podrán sobrepasar las cincuenta unidades de fomento o el veinticinco por ciento del límite de gasto autorizado, cuando este porcentaje sea equivalente a un monto inferior a cincuenta unidades de fomento.”. 

Número 8

Letra b)

Modificarla, en el siguiente sentido:

- Suprímese en el inciso segundo la expresión “, o tengan saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en el plazo señalado”. 

- Agrégase en el inciso tercero, a continuación de la frase “empresas sancionadas”, la expresión “, dentro del mismo plazo señalado en el inciso anterior,”. 

Número 10

Modificar el artículo 16 que se sustituye, del siguiente modo:

- Reemplázanse sus incisos primero y segundo por los siguientes:

“Todos los aportes a que se refiere el artículo 9° constarán por escrito, consignarán el nombre completo y número de cédula de identidad del aportante y deberán efectuarse únicamente a través del sistema de recepción de aportes del Servicio Electoral, por medio de transferencia electrónica o depósito bancario y, salvo aquellos señalados en el artículo siguiente, serán públicos.

Cada candidato y partido político, para recibir los aportes por medio del sistema aludido en el inciso anterior, deberá autorizar al Director del Servicio Electoral a abrir una cuenta bancaria única a su nombre y cargo, autorizando irrevocablemente a dicho Director a tomar conocimiento, en cualquier momento y a su solo requerimiento, de todos y cada uno de los movimientos que esta cuenta registre, de conformidad a lo señalado en inciso primero del artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña canalizados a través del Servicio Electoral, mediante el sistema de recepción de aportes y, con cargo a tales fondos, cubrir los gastos electorales.”. 

- Sustitúyase en su inciso tercero la palabra “intermediados” por “canalizados”. 

- Reemplázase su inciso quinto por el siguiente:

“Los aportes que se efectúen mediante transferencias electrónicas se harán a la cuenta del Servicio Electoral, de acuerdo al sistema de recepción de aportes de dicho servicio. Tratándose de depósitos bancarios, deberán efectuarse en la cuenta del Servicio Electoral, de conformidad a las instrucciones que imparta dicho servicio y utilizando el formulario que para el efecto dispondrá este servicio, en el cual se deberá dejar constancia de la identificación de los aportantes, indicando su número de cédula de identidad, y de los destinatarios de tales aportes. El Servicio Electoral dispondrá los medios necesarios para resguardar que mediante su sistema de recepción de aportes se respeten las reglas y límites previstos en los artículos 9° y 17. Los aportes recibidos y acreditados por el Servicio Electoral deberán ser comunicados al candidato o partido político, según corresponda, señalando la identidad del aportante y el monto del aporte, dentro de los dos días hábiles siguientes a su recepción y acreditación.”.

- Sustitúyase en su inciso final la expresión “candidato o partido político” por “Director del Servicio Electoral”, la segunda vez que aparece. 

Número 11

Modificarlo, en el siguiente sentido:

- Reemplázase su literal a) por el siguiente:

“a) Sustitúyense en el inciso primero las frases “veinte unidades de fomento. No obstante, cualquier aportante podrá solicitar se consigne su identidad y el monto de su contribución” por “sesenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; treinta unidades de fomento para las candidaturas a senador y diputado; veinte unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y consejero regional; y, quince unidades de fomento para las candidaturas a concejal.”.”. 

- Sustitúyase en su letra b) que intercala un inciso segundo, nuevo, la palabra “cien” por la expresión “ciento veinte” e intercálase entre las palabras “aportantes” e “y”, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 16,”.

Número 21

Reemplazar el inciso tercero que se agrega en el artículo 27, por el siguiente:

“Los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores, Jefes Superiores de Servicio, Jefes de División, Jefes de Departamento, Directores Regionales de Servicios Nacionales, Alcaldes o Directores de Departamentos Municipales no podrán, con ocasión del ejercicio de su cargo, ordenar ni incentivar a los funcionarios bajo su dependencia a promover, por medio de aportes o de cualquier modo, a candidatos o campañas electorales.”. 

Número 23

Reemplazar, en el inciso primero del artículo 27 bis que se incorpora, la expresión “candidatos” por “candidaturas” y el término “obtenidos” por “permitidos”. 

Número 24

Sustituir, en el inciso segundo del artículo 27 quáter que se incorpora, la expresión “tipificados en el artículo 27 bis”, por la frase “previstos en la letra d) del artículo 28 bis de esta ley”.

Número 35

Reemplazarlo por el siguiente:

“35.- Agrégase en el artículo 54 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“La acción penal de los delitos contemplados en la presente ley prescribe en dos años desde que se hubiere cometido el delito.”.”. 

Artículo 3°

Número 1

Reemplazar, en las oraciones finales que se agregan en el inciso primero del artículo 33, la expresión “esté o no afiliada a ellos, no podrá exceder de doscientas cincuenta unidades de fomento al año.”, por “no estando afiliada a ellos, no podrá exceder de trescientas unidades de fomento al año. El aporte máximo en dinero que cada persona natural podrá efectuar a partidos políticos, estando afiliada a ellos, no podrá exceder de 500 unidades de fomento al año.”.

Número 2

Modificar el artículo 33 bis que se introduce, en el siguiente sentido:

- En su inciso primero:

Incorpórase a continuación de la expresión “la adquisición”, la frase “o arrendamiento”.

Agrégase a continuación de la expresión “el diseño de políticas públicas,” la expresión “la difusión de sus principios e ideas,”. 

- Sustitúyese en el literal i) de su inciso cuarto la expresión: “lo dispuesto en el Título II de esta la ley, en al menos tres regiones contiguas; y, en cualquier caso, contar en cada una de dichas regiones con un número mínimo de 500 afiliados”, por la expresión: “esta ley”.

- Suprímese en el literal a) del inciso sexto la expresión “, y siempre que tengan en cada una de ellas al menos 500 afiliados”. 

- En su inciso séptimo: 

Intercálase en el número 1, entre las palabras “parlamentario” y “elegido”, la expresión “elegido como afiliado a un partido político que luego fue declarado disuelto o uno”.

Suprímese en el número 2 la expresión: “, siendo restados del monto total anual referido en el inciso quinto de este artículo”.

Elimínese en el número 3 de su inciso séptimo la expresión: 

“, siendo restados del monto total anual referido en el inciso quinto de este artículo”.

- En su inciso octavo: 

Suprímese la siguiente oración: “Tampoco se efectuarán aportes a los partidos que no cumplan con la actualización de su registro general de afiliados exigida por el artículo 20 de esta ley.”.

Sustitúyese la expresión “En caso que el Estado no repartiera todos los fondos disponibles, los excesos no serán distribuidos.”, por las siguientes: “Una vez pagadas las multas por el partido o aprobadas sus cuentas, el Servicio Electoral procederá al pago de los montos que fueron retenidos. Con todo, los montos que correspondan a cada partido sólo podrán retenerse por tres trimestres, luego de lo cual, si el partido no ha cumplido, no serán distribuidos.”. 

- Reemplázase su inciso noveno, por el siguiente:

“Si al término del año calendario el partido no justificare los gastos para los cuales destinó los recursos obtenidos por el aporte, el Servicio Electoral deberá fijar un plazo fatal para dicho propósito, el que vencido sin que se realice el trámite, obligará al partido a restituir los fondos. En caso que existieren remanentes sin utilizar, y sin perjuicio del cumplimiento efectivo de lo dispuesto en el inciso segundo, estos podrán ser traspasados a ejercicios presupuestarios de años posteriores, informando de ello al Servicio Electoral.”.

- Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

“En caso que el Estado no repartiera todos los fondos disponibles, los excesos no serán distribuidos.”. 

Número 3

Letra b)

Sustituirla por la siguiente:

“b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Además, los partidos políticos que reciban aportes conforme al artículo 33 bis deberán contratar auditorías externas. Dichas contrataciones sólo podrán celebrarse con empresas que consten en los registros de la Superintendencia de Valores y Seguros, conforme a instrucciones del Servicio Electoral.”.”. 

Artículo 5°

Número 11

Letra c) 

En la oración final que se agrega al literal d), intercalar entre la palabra “propondrá” y la expresión “al Consejo”, los términos “para su aprobación”. 

Letra g)

En el literal k) -que reemplaza la letra l)- intercalar entre la palabra “Proponer” y la expresión “al Consejo”, los términos “para su aprobación”. 

Número 12

Reemplazar, en el artículo 69 que modifica, su inciso tercero propuesto, por el siguiente:

“Los Subdirectores estarán afectos al Título VI de la ley N° 19.882. Los perfiles de los cargos de Subdirector deberán ser aprobados por el Consejo del Servicio Electoral.”.

°°°

Número 15, nuevo

Agregar el siguiente número 15, nuevo:

“15.- Incorpórase el siguiente artículo 76, nuevo: 

“Artículo 76.- En los años en que se realicen elecciones o plebiscitos de conformidad a lo establecido en la ley N° 18.700, el Servicio Electoral consultará en los respectivos programas presupuestarios, recursos para la contratación de personal, según lo disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.”.”.

°°°

Artículo 6°

Modificarlo en el siguiente sentido:

- Reemplázase la expresión “Agrégase el siguiente artículo 6° bis en la ley N° 20.640, sobre Elecciones Primarias:”, por la siguiente:

“Modifícase la ley N° 20.640, que Establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, en el siguiente sentido:

a) Agrégase el siguiente artículo 6° bis:”. 

- Agrégase el siguiente literal b), nuevo:

“b) Agrégase en su artículo 42 el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales inciso segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“En el caso de los candidatos presidenciales que no resulten nominados, pero que sean declarados candidatos en una elección distinta, continuarán utilizando su cuenta bancaria electoral, conforme a las reglas generales que establece la ley N° 19.884, y les serán aplicables los límites de gasto electoral que correspondan  según el tipo de elección a que sea candidato en definitiva. Lo gastado durante el periodo de campaña de la elección primaria será imputado a dicho límite, con un tope de 25%.”.”.

Artículo 8°

- Incorporar el siguiente número 1, nuevo:

“1.- En el artículo 1°:

a) Incorpórase, a continuación de la palabra "Director", la frase ", Primer Nivel Jerárquico Título VI ley N°19.882.".

b) En la planta de "Directivos afectos al Título VI de la ley N°19.882":

i.- Reemplázase la expresión "Subdirector" por "Subdirectores"; 

ii.- Créanse dos nuevos cargos de Subdirectores, grado 2°, de la Escala Única de Sueldos, y

iii.- Créanse cinco nuevos cargos de Jefes de División grado 3°, de la Escala Única de Sueldos.

c) En la planta de Profesionales: 

Créanse los siguientes cargos en los grados que se indican de la Escala Única de Sueldos:

i.- Dos cargos en el grado 4°;

ii.- Dos cargos en el grado 5°; 

iii.- Tres cargos en el grado 6°; 

iv.- Seis cargos en el grado 7°; 

v.- Seis cargos en el grado 8°; 

vi. Seis cargos en el grado 9°, 

vii.- Dos cargos en el grado 10°, y

viii.- Un cargo en el grado 11°. 

d) En la planta de Técnicos: 

Créanse los siguientes cargos en los grados que se indican de la Escala Única de Sueldos:

i.- Tres cargos en el grado 9°;

ii.- Tres cargos en el grado 10°; 

iii.- Tres cargos en el grado 11°;

iv.- Cinco cargos en el grado 12°; 

v.- Seis cargos en el grado 13°; 

vi.- Siete cargos en el grado 14°, y

vii.- Siete cargos en el grado 15°.

e) En la planta de Administrativos: 

Suprímense doce cargos grado 18°, de la Escala Única de Sueldos, una vez que estos quedaren vacantes por cualquier causa.

f) En la planta de Auxiliares: Suprímense seis cargos grado 22°, de la Escala Única de Sueldos, una vez que estos quedaren vacantes por cualquier causa.

Las supresiones de cargos dispuestas en las plantas de Administrativos y Auxiliares se formalizarán mediante resolución del Director del Servicio Electoral visada por la Dirección de Presupuestos.”.

- Los números 1 y 2, pasan a ser números 2 y 3, sin enmiendas.

- Agregar el siguiente número 4, nuevo: 

“4. Agréganse los siguientes artículos 6°, 7° y 8°, nuevos: 

“Artículo 6°.- Establécese una Asignación Electoral para el personal de planta y a contrata del Servicio Electoral, la que contendrá los siguientes componentes:

a) Un componente fijo, y

b) Un componente proporcional, que se regirá por las disposiciones del artículo 8° de esta ley. 

La asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

El personal que preste servicios por un período de tiempo inferior a un mes, tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados.

Artículo 7°.- El componente fijo a que se refiere la letra a) del artículo anterior de esta ley, ascenderá a $100.000 brutos mensuales. 

Dicho monto se reajustará conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.

Artículo 8°.- El componente proporcional a que se refiere la letra b) del artículo 6° ascenderá a un 10% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:

a) Sueldo base; 

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N°19.185;

c) Asignación del artículo 19 de la ley N°19.185, y

d) Asignación del artículo 6° del decreto ley N°1.770, de 1977.”.”.  

Artículo 10

Suprimirlo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Modificarlo en el siguiente sentido:

- Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “Durante los doce meses siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial,” por la siguiente frase: “A partir de los treinta días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial,”. 

- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Para efectos de lo anterior, los partidos deberán comunicar al Servicio Electoral, dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes, las nuevas afiliaciones y desafiliaciones que por cualquier causa se produjeren dentro del mes anterior al informado.”. 

Artículo segundo

Modificarlo del siguiente modo:

- Suprímese en su inciso quinto la expresión: “N° 18.603”, la segunda vez que aparece.

- Elimínese su inciso sexto. 

Artículo tercero

Eliminar la expresión “, bajo el título “Código Electoral”. 

Artículo quinto

Agregar, a continuación de la expresión “calificados como de Alta Dirección Pública”, la expresión “en el Servicio Electoral”.

°°°

Artículo séptimo, nuevo

Incorporar el siguiente artículo séptimo transitorio, nuevo:

“Artículo séptimo.- Tratándose de las elecciones primarias de alcaldes a efectuarse el año 2016, la nómina a que alude el inciso tercero del artículo 32 de la ley N° 18.700, contenido en el número 7 del artículo 1° de esta ley, deberá dictarse dentro de los primeros treinta días corridos contados desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”. 

Artículo octavo, nuevo

Agregar el siguiente artículo octavo transitorio, nuevo:

“Artículo octavo.- Durante el año 2016, mientras no se encuentre implementado el sistema electrónico de recepción de aportes del Servicio Electoral, los aportes que tratan los artículos 9°, 16 y 17 de la ley N° 19.884, modificados por el artículo 2° de esta ley, se deberán efectuar mediante depósito bancario conforme a las instrucciones que al efecto imparta dicho Servicio.”. 

Artículo noveno, nuevo

Incorporar el siguiente artículo noveno transitorio, nuevo: 

“Artículo noveno.- El sitio web de recepción de denuncias del Servicio Electoral a que alude el artículo 70 D de la ley N° 18.556, incorporado por el número 14 del artículo 5° de esta ley, deberá estar operativo el 25 de julio de 2016. Antes de la fecha señalada, las denuncias podrán efectuarse en los formularios que disponga materialmente el Servicio Electoral en cada una de sus sedes.”. 

Artículo décimo, nuevo

Agregar el siguiente artículo décimo transitorio, nuevo:

“Artículo décimo.- La Asignación Electoral establecida en el artículo 6° de la ley N° 18.583, incorporada por el artículo 8° de esta ley, entrará en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

Sin perjuicio de lo anterior, los componentes de la referida Asignación Electoral se sujetarán a la progresión que se indica para cada uno de los años que se señalan:

1) Desde la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre del año de dicha publicación:

a) Componente fijo: $50.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 5%.

2)  Desde el 1° de enero del año siguiente al de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de esa misma anualidad:

a) Componente fijo: $75.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 7,5%.

3) A contar del 1° de enero del año subsiguiente al de la publicación de la presente ley:

a) Componente fijo: $100.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 10%.

Asimismo, el componente fijo de la Asignación Electoral establecida en el artículo 8° de la presente ley sólo se reajustará a contar del mes de diciembre del año subsiguiente al de la publicación de la presente ley.”. 

Artículo undécimo, nuevo

Incorporar el siguiente artículo undécimo transitorio, nuevo:

“Artículo undécimo.- Los parlamentarios en ejercicio a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, que hayan sido elegidos como independientes en pacto con uno o más partidos políticos serán considerados como independientes asociados a un partido político para efectos del artículo 33 bis de la ley N° 18.603, a que se refiere el número 2 del artículo 3° de esta ley.”.  

Artículo duodécimo, nuevo

Agregar el siguiente artículo duodécimo transitorio, nuevo:

“Artículo duodécimo.- El primer aporte trimestral a que alude el artículo 33 bis de la ley N° 18.603, a que se refiere el número 2 del artículo 3° de esta ley, correspondiente al mes de enero del año 2016, se entregará dentro de los 15 días siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”. 

Artículo décimo tercero, nuevo

Incorporar el siguiente artículo décimo tercero transitorio, nuevo:

“Artículo décimo tercero.- Los gastos que irrogue esta ley en su primer año presupuestario de aplicación se financiarán con los recursos consultados en la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, se podrán suplementar con recursos provenientes de la Partida 50 Tesoro Público. Para los años siguientes, será financiado en la respectiva ley de Presupuestos del Sector Público.

Durante el mismo período a que se refiere el inciso anterior, increméntase en 38 cupos la dotación máxima de personal vigente del Servicio Electoral.”.

- - - - - -

El Presidente pone en discusión el numeral 1 del artículo 1° propuesto por la Comisión de Hacienda.

El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Pérez Varela y García.

- - -

El Presidente pone en votación la disposición.

El resultado de la votación por la modificación propuesta por la Comisión de Hacienda es de 28 votos a favor y 5 votos en contra.

Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín , Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Votan en contra los Honorables Senadores señores Allamand, Matta, Orpis, Prokurica y Walker, don Ignacio.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Harboe, Zaldívar, Navarro y Pérez Varela.

El Presidente declara aprobada la norma y se deja constancia de haberse reunido el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -

El Presidente pone en votación el artículo 1º numeral 1, propuesto por la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a Probidad y Transparencia, cuya votación separada fue solicitada por la Comisión de Hacienda.

El resultado de la votación es de 27 votos a favor y 3 abstenciones.

Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Guillier, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.

Se abstienen los Honorables Senadores señores Allamand, Lagos y Zaldívar.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Harboe,  García, Pérez Varela y Guillier.

Funda su abstención el Honorable Senador señor Zaldívar.

El presidente declara aprobada la disposición.

Se deja constancia de haberse reunido el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -

El Presidente solicita autorización de la Sala para someter a votación una indicación del Honorable Senador señor García que recae sobre la norma recién aprobada. No se accede.

- - -

El Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Hacienda, que incorpora un nuevo artículo 6º ter.

La Mesa ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Guillier, Coloma, Harboe, Prokurica, Montes, Allamand, Orpis, Zaldívar y Pérez Varela.

- - -

A petición de varios Senadores la Sala acuerda votar la primera parte del artículo 6º ter, propuesto por  la Comisión de Hacienda y enseguida la oración que comienza con la expresión “Al momento de su declaración”.

Puesta en votación la primera parte del artículo 6º ter, propuesto por  la Comisión Hacienda

El resultado de la votación es de 21 votos favorables, 7 votos en contra y 6 abstenciones.

Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, García Huidobro, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Se abstienen los Honorables Senadores señores Chahuán, Espina, Harboe, Orpis, Ossandón y Prokurica.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señor Navarro, señora Pérez San Martín, señores Horvath y Montes, señora Goic y señores Girardi y Guillier

Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y Coloma.

Fundan su abstención los Honorables Senadores señores Ossandón y Prokurica.

La Vicepresidenta declara aprobada la norma.

Se deja constancia de haberse reunido el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -

Queda pendiente la tramitación de este asunto.

- - -


Luego, la Vicepresidenta señala que ha concluido el Orden del Día.


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363

SESIÓN 91ª, ORDINARIA, EN MARTES 12 DE ENERO DE 2016


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre; de Economía, Fomento y Turismo, señor Céspedes, y de Energía, señor Pacheco; la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Silva, la Coordinadora de Labor Legislativa, de esta misma cartera, señora Lubbert y la Subsecretaria de Educación, señora Quiroga.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -

Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 87ª, ordinaria, y 88ª, especial, del día 5 de enero; y 89ª, ordinaria, del día siguiente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

- - -

CUENTA

Mensajes


Tres de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N°1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia (Boletín N°9.950-03).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares (Boletín N°9.640-15).


Con el tercero, retira y hace presente la urgencia calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC)”, adoptado por Decisión del Consejo General de ésta, el 27 de noviembre de 2014, en Ginebra, Suiza, que incorpora el Acuerdo sobre Facilitación del Comercio a su Anexo 1A (Boletín N°10.121-10).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Seis de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que ha aprobado, con las enmiendas que indica, el proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria del ex Diputado señor Juan Bustos Ramírez (Boletín N°8.087-04).


Con el segundo, señala que dio su aprobación, con modificaciones, al proyecto de ley que autoriza erigir memorial en recuerdo de las víctimas del accidente aéreo en archipiélago Juan Fernández (Boletín N°7.936-04).


-- Quedan para Tabla.


Con los dos siguientes, manifiesta que ha dado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:


- El que autoriza erigir un monumento en memoria de la folclorista señora Margot Loyola Palacios (Boletín N°10.253-24).


- El que autoriza la construcción de un monumento en homenaje al ex senador y canciller de la República, don Gabriel Valdés Subercaseaux (Boletín Nº9.933-24).


-- Pasan a la Comisión de Educación y Cultura.


Con los dos últimos, anuncia que dio su asentimiento a los siguientes proyectos de acuerdo:


- El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de San Cristóbal y Nieves sobre Exención de Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito en Besseterre, Federación de San Cristóbal y Nieves, el 26 de junio de 2014” (Boletín N° 9.965-10).


- El que aprueba las modificaciones al Convenio que establece la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), adoptadas mediante la Decisión XXXVIII/D/453, de la XXXVIII Reunión de Ministros de esa organización, celebrada el 30 de noviembre de 2007, en la ciudad de Medellín, Colombia (Boletín N° 9.966-10).


-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de artículos 226, en la parte que indica, 366, 367, 369, 370, 372, 437 del Código Civil y de los artículos 838, 839 y 841 del Código de Procedimiento Civil.


-- Se remiten el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, respecto de las irregularidades detectadas, durante los años 2014 y 2015, en la construcción de viviendas sociales adscritas al sistema integrado de subsidio habitacional, en las comunas de Mariquina, Corral y Paillaco.


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del número de trabajadores con diversidad funcional que se desempeñan actualmente en el país.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Da respuesta a consultas, formuladas en nombre de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, respecto del monto del presupuesto de inversión asignado para el año 2015 a la Dirección de Vialidad de la Región del Bío Bío.


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Matta, sobre la factibilidad de realizar diversas obras destinadas a solucionar problemas de conectividad en la comuna de Longaví.


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, copia del convenio suscrito con el Gobierno Regional de Biobío para la pavimentación de 186 kilómetros de caminos rurales distribuidos en cincuenta y nueve sectores de la Región.

De la señora Ministra de Salud


Responde inquietudes, planteadas en nombre del Honorable Senador señor Guillier, de la disposición final de residuos domiciliarios en la ciudad de Antofagasta.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre solución de ensanche del camino de acceso a la Reducción Novoa, en la comuna de Perquenco.

De la señora Subsecretaria de Educación


Atiende preocupación, expresada en nombre de la Honorable Senadora señora Goic, respecto de la posible modificación del decreto supremo Nº 68, del año 1988, de esa Secretaría de Estado, en el sentido de incluir a los alumnos que estudien en establecimientos científico-humanistas en el otorgamiento de la beca de integración territorial, que se entrega a través de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, formulario de examen del Sistema de Medición de la Calidad del Educación (SIMCE), de historia, geografía y ciencias sociales, que se realizó a los alumnos de 6º año básico el año 2015.


Responde solicitud de información, formalizada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la Residencia Universitaria Santa Teresa de Los Andes, ubicada en la ciudad de Concepción, que actualmente alberga a once estudiantes de educación superior de origen mapuche.

Del señor Director del SERVIU, Región del Maule


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Matta, respecto del estado de avance de las reparaciones de las viviendas de Villa Panimávida de la comuna de Colbún.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece regulaciones sobre los parques zoológicos (Boletín N° 9.882-01).


Segundo informe de la Comisión de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades, y sobre Gobierno y Administración Regional, para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas sólo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos (Boletín Nº 9.924-07) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla. 

Mociones


Del Honorable Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 115 de la Constitución Política de la República, para otorgar mayores niveles de autonomía financiera a los Gobiernos Regionales (Boletín Nº 10.501-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Honorables Senadores señores Moreira, Araya, Pérez Varela y Walker, don Patricio, con la que inician un proyecto de ley que modifica las leyes N°20.600 y N°19.300, en lo relativo a la acción de indemnización de perjuicios para terceros afectados por daño medioambiental (Boletín N° 10.506-12). 


-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y se manda poner en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor De Urresti y señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martin y señores Araya, Guillier, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar, por el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que la Fundación de Orquestas Juveniles e Infantiles de Chile adopte el nombre de su creador, el músico y maestro señor Jorge Peña Hen (Boletín NºS1.851-12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

Solicitud de permiso constitucional


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, para ausentarse del país a contar del día 14 de enero próximo.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


Terminada la cuenta, llegó a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que comunica que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 20.365, que Establece Franquicia Tributaria respecto de Sistemas Solares Térmicos; la ley General de Servicios Eléctricos y la ley que Crea la ENAP (Boletín N°9.628-08).


-- Queda para Tabla.

- - -

ACUERDOS DE COMITES


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Tratar en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria de hoy, como si fuera de Fácil Despacho, el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 20.365, que establece Franquicia Tributaria respecto de Sistemas Solares Térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos y la ley que Crea la ENAP (Boletín N°9.628-08).


2.- Realizar una sesión extraordinaria el miércoles 13 del mes en curso de 10:00 a 14:00 horas, para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (Boletín Nº 9.790-07) y continuar su análisis en la sesión ordinaria del mismo día hasta su total despacho. 


3.- Celebrar la sesión ordinaria del próximo martes 19 del mes en curso, a contar de las 15:00 horas, para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización (Boletín 10.154-07), hasta su total despacho. 

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.365, que Establece Franquicia Tributaria respecto de Sistemas Solares Térmicos; la ley General de Servicios Eléctricos y la ley que Crea la ENAP.

(Boletín N° 9.628-08.)


El Presidente pone en discusión el informe de la referencia.


El Secretario General expone que el Ejecutivo hizo presente la urgencia, calificándola de “suma”.


Agrega que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de la enmienda introducida por el Senado al artículo 2° del proyecto, que suprimió el inciso sexto propuesto en el primer trámite para el artículo 34 de la Ley General de Servicios Eléctricos.


Añade que la mayoría de la Comisión Mixta fue partidaria de acoger el inciso propuesto por la Cámara de origen, adecuando su redacción a fin de prevenir situaciones indeseadas, tales como la proliferación especulativa y el mal uso de concesiones mineras para obstaculizar el desarrollo de otra clase de iniciativas de interés general en una localidad determinada, o bien, el surgimiento de prácticas sin sustento jurídico e injustificadas al interior de las comunidades para impedir todo uso de su área de localización. Pero, asimismo, asegurar la protección de las comunidades originarias y las agrícolas frente a cualquier intento de imponerles un proyecto energético sin su anuencia o contraviniendo nuestro ordenamiento jurídico.


Señala luego que la Comisión Mixta adoptó el acuerdo con el voto a favor de los Honorables Senadores señora Allende y señores García Huidobro, Guillier, Ossandón y Pizarro y de los Honorables Diputados señora Núñez y señores Alvarado y Lemus. Se abstuvo la Honorable Diputada señora Provoste.


Hace presente que la proposición que formula la Comisión Mixta tiene carácter orgánico constitucional, por lo que requiere para su aprobación de 21 votos favorables.

- - -


El Honorable Senador señor Prokurica manifiesta que en la presente votación se inhabilita de conformidad al  artículo 8° del Reglamento del Senado.

- - -


El Presidente pone en votación el informe de la referencia.


El resultado de la votación es de 22 votos a favor y 4 abstenciones.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Chahuán, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Quinteros, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio.


El Presidente declara aprobado el informe de la comisión mixta.

- - -


Se deja constancia de haberse reunido el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 1°.- 
Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.365, que Establece Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos:


1.- Reemplázase, en el artículo 1°, la expresión “y de su instalación” por la frase “, de su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.


2.- Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:


a) Intercálase, en el inciso primero, entre la palabra “vivienda” y la conjunción copulativa “y”, la frase “, a cuyo respecto se haya suscrito un contrato para realizar, durante, a lo menos, cinco años contados desde la recepción definitiva del inmueble, las mantenciones periódicas en conformidad a lo señalado por el proveedor del sistema, que no hayan servido para percibir el subsidio establecido en el inciso primero del artículo 13,”.


b) Agrégase, en su inciso final, la siguiente letra c):


“c) Copia autorizada del contrato de mantención del sistema.”.


3.- Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, en su encabezamiento,  la frase “y su instalación” por “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.


b) Modifícase la letra a) de la siguiente manera:


i. Sustitúyese la expresión “y su instalación” por “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”, las dos veces que aparece.


ii. Reemplázase la expresión “o instalación”, las primeras dos veces que aparece, por “, instalación o mantención”.


c) Modifícase su letra b) en el siguiente sentido:


i. Sustitúyese en el numeral i) la frase “y su instalación” por la siguiente expresión: “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.


ii. Reemplázase el numeral ii) por el siguiente:


“ii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a dos mil  unidades de fomento y no exceda de tres mil unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al porcentaje que se obtiene del cálculo de la operación aritmética (3000-Vv)/10, donde Vv corresponde al valor de la vivienda, aplicado al valor del respectivo sistema solar térmico y su instalación y mantenciones obligatorias mínimas. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del mismo porcentaje calculado en este numeral, aplicado a los valores señalados en las letras c) y d) siguientes.”.


iii. Reemplázase el numeral iii) por el siguiente:


“iii) Los inmuebles cuyo valor sea superior a tres mil unidades de fomento no darán derecho al beneficio.”.


d) Agrégase, en la tabla de la letra c), los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015

33

2016

33

2017

28

2018

20

2019

15

2020

8”.


e) Modifícase la letra d) en el siguiente sentido:


i. Reemplázase la frase “y su instalación” por la siguiente “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.


ii. Agrégase, en la primera tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015

26,5

2016

26,5

2017

22,5

2018

16

2019

12

2020

6,4”.


iii. Añádese, en la segunda tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015

23,5

2016

23,5

2017 

20

2018

14

2019

10,5

2020

5,7”.


4.- Agrégase, en el artículo 7°, un inciso segundo del siguiente tenor:


“Además del período señalado en el inciso precedente, dicho beneficio regirá a partir del 1 de enero de 2015 respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de éstos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2013 y obtenido su recepción municipal final a partir del 1 de enero de 2015 y antes del 31 de diciembre de 2020. No obstante, también accederán a este beneficio las viviendas cuya recepción municipal se obtenga después del 31 de diciembre de 2020, cuando esta se hubiere solicitado con anterioridad al 30 de noviembre de ese año.”.


5.- Elimínase el inciso tercero del artículo 8°.


6.- Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:


a) Intercálase, en el numeral 1, entre la expresión “artículo 1°” y la preposición “de” que le sigue, la frase “y a los subsidios establecidos en el artículo 13”.


b) Elimínase, en el numeral 3, la frase “, de acuerdo a lo señalado en el inciso tercero del artículo precedente”.


c) Reemplázase el numeral 4 por el siguiente:


“4. Sancionar, de acuerdo al Título IV de la ley Nº18.410, que Crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, a las empresas constructoras que hayan accedido al beneficio tributario contenido en el artículo 1° o al subsidio establecido en el inciso primero del artículo 13, cuando se les compruebe que los respectivos sistemas solares térmicos no cumplen con las disposiciones establecidas en la ley o en el reglamento o con lo declarado en la respectiva memoria de cálculo.”


d) Elimínase, en su inciso final, la oración “La facultad establecida en el número 3 regirá por el término que resulte de la aplicación del artículo precedente.”.


7.- Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:


a) Agrégase, en su inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la oración “Dicha obligación de información deberá reiterarse durante el primer semestre del año 2020 y su cumplimiento será de cargo del Ministerio de Energía.”.


b) Modifícase el inciso segundo en los siguientes términos:


i. Sustitúyese la frase “El año subsiguiente, la Comisión Nacional de Energía” por “El año 2019, el Ministerio de Energía”.


ii. Elimínase la expresión “cuatro primeros”.  


iii. Sustitúyese la expresión “la referida Comisión” por “el referido Ministerio”.


8.- Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer un programa de subsidio complementario a los habitacionales, para la instalación de sistemas solares térmicos en viviendas nuevas objeto de dichos programas. Bajo este programa se asignarán subsidios para el período comprendido  entre los años 2016 y 2020, inclusive. En caso de implementarse este programa, los valores máximos del subsidio serán determinados anualmente mediante decreto expedido por el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, suscrito, además, por los Ministros de Hacienda y de Energía.


El referido decreto establecerá mecanismos competitivos para la selección de los sistemas solares térmicos a instalar y definirá prioridades para la asignación del subsidio en determinadas regiones y/o comunas del país.


A los sistemas solares térmicos acogidos a los subsidios descritos en el inciso anterior les serán aplicables los artículos 3° y 8°, inciso primero, y demás disposiciones que establezca el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo en esta materia. Con cargo a este subsidio se podrá financiar todo o parte del costo del sistema solar térmico y su instalación, un refuerzo en la techumbre y un programa de mantención por cinco años.


Para la implementación de lo dispuesto en los incisos anteriores, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y los organismos públicos responsables de la ejecución del o los programas de subsidios deberán coordinar las acciones que permitan su entrega y fiscalización. 


Asimismo, el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer, en el Programa de Protección del Patrimonio Familiar, mecanismos destinados a incentivar la utilización de sistemas solares térmicos en las viviendas objeto de dicho programa.


Se prohíbe la comercialización de sistemas solares térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad para percibir este subsidio. Esta prohibición regirá por cinco años, contados desde la recepción municipal definitiva de la obra donde se hubiesen instalado primeramente, y su incumplimiento se sancionará en la forma prevista en el inciso final del artículo 39 del decreto N°1, de 2011, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, que aprueba el reglamento del sistema integrado de subsidio habitacional.”.


9.- Agrégase el siguiente artículo 16:


“Artículo 16.- El Ministerio de Energía, respecto del beneficio contemplado en el artículo 1° y del subsidio señalado en el artículo 13, podrá establecer medidas o mecanismos especiales para fomentar su utilización armónica y territorialmente equitativa, con el objeto de propender a la desconcentración geográfica del uso de los sistemas solares térmicos.”.


Artículo 2°.- 
Agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto al artículo 34° bis del decreto con fuerza de ley Nº 4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos:


“Asimismo, los titulares o propietarios de las obras que se realicen para establecer medios de generación renovables no convencionales, sus líneas de transmisión, subestaciones y caminos de acceso, en bienes propios o de terceros, en virtud de contratos, servidumbres, concesiones otorgadas conforme al párrafo I del Título III del decreto ley N°1.939, del Ministerio de Tierras y Colonización, de 1977, o a algún otro título, podrán consignar la caución en los términos señalados en los incisos precedentes, generando los mismos efectos de los juicios posesorios sumarios regulados en el Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Civil, cuando la acción que da origen a tales juicios se funde en concesiones de carácter administrativo o judicial, para la exploración o explotación de recursos minerales o geotérmicos.


La consignación de la caución señalada no afectará el cumplimiento de la normativa medioambiental vigente y los convenios internacionales suscritos por Chile sobre pueblos originarios.


Los efectos de la orden de paralización y,o suspensión de las obras no podrán suspenderse cuando las obras que se lleven a cabo para establecer medios de generación renovables no convencionales, y sus líneas de transmisión, subestaciones y caminos de acceso, contemplen la utilización de tierras indígenas con uso ancestral, definidas en el Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo, o terrenos de comunidades agrícolas a las que se refiere el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Agricultura, de 1967, sobre comunidades agrícolas. Lo anterior no procederá si los propietarios, comuneros y,o titulares, manifiestan su acuerdo con la utilización de la caución, de conformidad con los requisitos para la manifestación de voluntad a que alude la ley N° 19.253 y la normativa precedentemente citada. Con todo, la celebración de actos o contratos deberá cumplir con las exigencias a que se refieren las disposiciones legales antes señaladas.”.


Artículo 3°.- 
Modifícase el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que Crea la Empresa Nacional del Petróleo, en el siguiente sentido:


a) Elimínase en su inciso tercero desde la palabra “Finalmente” hasta el punto aparte.


b) Intercálanse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:


“De igual manera, la Empresa y,o sus filiales podrán tener una participación social que no les permita aprobar con su solo voto las materias señaladas en el inciso segundo del artículo 67 de la ley N°18.046, sobre Sociedades Anónimas, con una o más sociedades en actividades relacionadas con:


a) Energía Geotérmica. Para estos efectos, podrán formular solicitudes de concesión, participar en licitaciones, prestar toda clase de servicios a los concesionarios para la ejecución de las labores de exploración y de explotación, y en general, desarrollar todas las actividades industriales y comerciales que tengan relación con la exploración y la explotación de esta energía. 


b) Generación de Energía Eléctrica. Para estos efectos, podrán producir, transportar y comercializar energía y potencia eléctrica, y en general, desarrollar todos los proyectos y actividades comerciales e industriales relacionadas o necesarias para ello. Las sociedades que se constituyan para ejecutar el objeto referido estarán sujetas a las normas que rigen a las sociedades anónimas y abiertas contempladas en la ley N° 18.046. Para estos efectos, la Empresa deberá dar estricto cumplimiento a lo establecido en el artículo 3° del decreto ley N° 1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, que Determina Normas Complementarias Relativas a la Reducción del Gasto Público y al Mejor Ordenamiento y Control de Personal; a lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N° 18.196, Sobre Normas Complementarias de Administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria, así como al artículo 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado. Corresponderá al Ministerio de Energía emitir un informe de evaluación económica y financiera de las iniciativas por desarrollar, sin perjuicio de que el Ministerio de Hacienda efectúe evaluaciones adicionales o las encargue a entidades nacionales o extranjeras, para efectos de fundamentar la viabilidad económica y financiera de dichas iniciativas. El informe del Ministerio de Energía será requisito para la autorización que el Ministerio de Hacienda pueda otorgar conforme al referido artículo 3° del decreto ley N° 1.056, de 1975, cuando la participación social de ENAP y,o de sus filiales sea igual o superior al cincuenta por ciento. Asimismo, la Empresa y,o sus filiales podrán obtener, adquirir y explotar concesiones y servirse de las mercedes o derechos que obtenga. Además, la Empresa y,o sus filiales podrán realizar estudios y evaluaciones técnicas y comerciales, gestionar y obtener los permisos y autorizaciones requeridos para el desarrollo de proyectos de generación eléctrica con sus respectivas instalaciones de transmisión, así como el completo desarrollo de proyectos de generación eléctrica destinados a cumplir con el giro  regulado en  los incisos segundo y tercero de este artículo, actividades para lo que no se considerarán las limitaciones de la participación social, la obligación de someterse a las normas de las sociedades anónimas abiertas y los informes previos de los Ministerios de Energía y,o Hacienda.


Para efectos de la constitución y funcionamiento de las sociedades antes señaladas, la Empresa deberá velar, tanto respecto de sus inversiones como financiamiento, por el cumplimiento de las obligaciones de responsabilidad fiscal y la debida evaluación económica y financiera que sustenten los proyectos a impulsar.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Respecto de aquellos sistemas solares térmicos instalados en inmuebles que hayan solicitado la recepción municipal antes del 30 de noviembre de 2013, el propietario primer vendedor de una vivienda acogida al beneficio tributario de la ley N° 20.365 mantendrá la obligación de solventar la realización de una inspección del sistema solar térmico a solicitud del actual propietario de la vivienda, quien podrá requerirlo dentro del primer año contado desde la recepción municipal definitiva de la misma. Esta revisión sólo podrá ser realizada por los organismos y entidades a que se refiere el artículo 9º, número 3, de la ley N° 20.365. El reglamento establecerá la forma y condiciones de esta solicitud y los demás procedimientos necesarios para la realización de la inspección, entre ellos la forma en que se solicitará y efectuará la revisión de sistemas solares térmicos utilizados por más de una vivienda.


Artículo segundo.- Respecto de las viviendas que hayan obtenido su recepción municipal final desde el 1 de enero de 2015 y hasta antes de la entrada en vigencia de esta ley, el derecho al crédito por cada vivienda equivalente a todo o parte del valor de los sistemas solares térmicos se imputará en el mes calendario siguiente al de su publicación.  


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Energía. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementarlo en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia.

(Boletín Nº 9.790-07).


El Presidente pone en discusión particular el proyecto de la referencia, cuyo debate ya se había iniciado.


El Presidente pone en votación la segunda parte del artículo 6 ter, cuyo texto es el que sigue: “Al momento de su declaración, si así lo estimaren, las candidaturas a otros cargos podrán presentar un programa y los partidos políticos una plataforma común con las propuestas generales que serán impulsadas por sus postulantes.”.


El resultado de la votación es de 13 votos a favor, 8 votos en contra y 3 abstenciones.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Guillier, Harboe, Horvath, Montes, Navarro, Quinteros, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, García Huidobro, Orpis, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Se abstienen los Honorables Senadores señores García, Ossandón y Prokurica.


El Presidente declara rechazada la norma por no alcanzar el quórum constitucional requerido.

- - -


Se deja constancia de la intención de abstenerse del Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


El Presidente, previa anuencia de la Sala, pone en discusión una indicación formulada por el Honorable Senador señor García y otros Senadores.


El fin de la indicación es eliminar  la obligación contemplada en el artículo 6° bis respecto de los concejales, para ello agrega una frase final al inciso primero del indicado artículo que señala: “En el caso de los concejales de las comunas de menos de treinta mil electores dichas declaraciones deberán efectuarse una vez proclamados por el tribunal electoral regional respectivo.”.


La Mesa ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Harboe, Zaldívar y García.


El Presidente pone en votación la indicación.


El resultado de la votación es de 12 votos a favor, 8 votos en contra y 2 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García, García Huidobro, Lagos, Larraín, Matta, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Allende y señores Espina, Guillier, Harboe, Navarro, Ossandón, Quinteros y Rossi.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Allamand.


El Presidente declara rechazada la indicación por no haberse alcanzado el quórum constitucional requerido.


Fundan su voto afirmativo los Honorables Senadores señores Lagos y García Huidobro.

- - - -


El Presidente ofrece la palabra para tratar el primer grupo de disposiciones, según lo acordaron los Comités, que comprende normas del artículo 1°, con excepción de los numerales ya aprobados.


Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, Allamand, Quinteros, Pérez Varela, Navarro, Espina, Coloma, Letelier y Zaldívar.


Interviene asimismo el Ministro Secretario General de la Presidencia.

- - - -


Se deja constancia que el Honorable Senador señor Letelier en su intervención hizo una expresa reserva de constitucionalidad respecto del artículo 32 bis.

- - - -


El Presidente pone en votación la enmienda propuesta por la Comisión de Hacienda al artículo 1°, numeral 3 letra a).


El Presidente la declara aprobada por la unanimidad de los 29 Senadores presentes.


Se deja constancia de haberse reunido el quórum constitucional exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - - -


El Presidente pone en votación la enmienda propuesta por la Comisión de Hacienda al artículo 1°, numeral 3 letra d).


El Presidente la declara aprobada por la unanimidad de los 30 Senadores presentes.


Se deja constancia de haberse reunido el quórum constitucional exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - - -


El Presidente pone en discusión la enmienda propuesta por la Comisión de Hacienda al artículo 1°, numeral 7.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Guillier y Zaldívar.


El Presidente pone en votación la enmienda ya indicada.


El resultado de la votación es de 24 votos a favor, 6 votos en contra, y una abstención. 


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Allamand, Coloma, Espina, García Huidobro  y Prokurica.


Se abstiene el Honorable Senador señor Ossandón.


Funda su voto en contra el Honorable Senador señor Coloma.


El Presidente declara aprobada la enmienda.


Se deja constancia de haberse reunido el quórum constitucional exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - - -


El Presidente pone en discusión la enmienda propuesta por la Comisión de Hacienda al artículo 1°, numeral 8, que recae sobre el artículo 32 bis.


La Mesa precisa que se pondrá en votación sólo aquella parte del artículo que comienza con la frase “La propaganda” hasta “gasto electoral autorizado.”, que se contiene en su inciso primero. Por haberse pedido votación separada de ella.


El resultado de la votación por la oración votada separadamente, es de 22 votos a favor, 6 votos en contra y 5 abstenciones.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Coloma, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.


Votan en contra los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Espina y García Huidobro.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Lagos, Navarro, Horvath y Larraín.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores Allamand, García Huidobro y Espina.


Funda su abstención el Honorable Senador señor Zaldívar.


El Presidente declara aprobada la norma. 


Se deja constancia de haberse reunido el quórum constitucional exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


El Presidente pone en votación la proposición de la Comisión de Hacienda en su numeral 8, con excepción de la oración final del inciso primero del artículo 32 bis ya votado.


El resultado de la votación es de 26 votos a favor y 2 abstenciones.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, De Urresti, Espina, García, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.


Se abstienen los señores Allamand y Ossandón.


Concluida la votación el Honorable Senador señor Girardi manifiesta su intención de voto favorable.


El Presidente declara aprobada la disposición.


Se deja constancia de haberse reunido el quórum constitucional exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


El Honorable Senador Allamand solicita reapertura del debate respecto del artículo 32 ter, que ya fuera aprobado en la sesión matutina.


La Mesa ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señor Allamand, señoras Von Baer y Pérez San Martín y señor Larraín.


El resultado de la votación por la reapertura es de 14 votos a favor y  13 votos en contra.


Votan por aprobar los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Horvath, Larraín, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.


Votan en contra los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Harboe, Lagos, Matta, Montes, Navarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker, don Ignacio.


Funda su voto en contra el Honorable Senador señor Lagos.


Concluida la votación manifiesta su intención de voto negativo el Honorable Senador señor Guillier.


La Vicepresidenta declara rechazada la reapertura por no alcanzar el quórum exigido por el artículo 125 del Reglamento de la Corporación. 

- - -


La Vicepresidenta pone en discusión el artículo 34 bis, que fue incorporado en el artículo 1° como numeral 11, nuevo, por la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a Probidad y Transparencia, y cuya votación separada fue solicitada.


La Mesa ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Coloma; Walker, don Ignacio; Harboe y Pérez Varela. 

- - -


El Presidente cita a una reunión de Comités y suspende la sesión. 


Se reanuda la sesión.

- - -


El Honorable Senador señor Coloma retira su petición de votación separada. 

- - -


El Presidente pone en votación el numeral 12 del artículo 1° propuesto por la Comisión de Hacienda.


El resultado de la votación es de 28 votos favorables.


Votan los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Tuma; Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.


El Presidente declara aprobada la norma. 


Se deja constancia de haberse reunido el quórum constitucional exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


El Presidente solicita la anuencia de la Sala para que ingresen las Subsecretarias de los Ministerios Secretaría General de la Presidencia y de Educación. Se accede.

- - -


El Presidente pone en votación el literal b), nuevo, contenido en el artículo  1° numeral 11, propuesto por la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a Probidad y Transparencia.


El resultado de la votación por la letra b), modificación de la Comisión especial, incluida la enmienda de Hacienda es de 24 votos a favor.


Votan favorablemente los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Coloma, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto los Honorables Senadores Pérez Varela y Coloma.


El Presidente declara aprobada la norma.


Se deja constancia de haberse reunido el quórum constitucional exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Concluida la votación manifestaron su intención de votar a favor los Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti, Letelier, Navarro, Pizarro y Tuma.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas introducidas en ambos informes al artículo 6° del texto aprobado en general.


El Presidente lo declara aprobado por la unanimidad de los 25 Senadores presentes.


Se deja constancia de haberse reunido el quórum constitucional exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


El Presidente solicita la anuencia de la Sala para reabrir el debate y votar el inciso final del artículo 34 bis, agregado por el numeral 11 del artículo 1°. Se accede.


El Presidente ofrece la palabra al Honorable Senador señor Coloma quien hace uso de ella.


La Mesa pone en votación la norma.


El resultado de la votación es de 4 votos a favor, 22 votos en contra y 3 abstenciones.


Votan en contra los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Allamand, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Horvath y Ossandón.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Girardi, Guillier y Navarro.


Funda su voto a favor la Honorable Senadora señora Muñoz.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores Letelier, Zaldívar, Larraín, Pérez Varela, De Urresti, Tuma; Walker, don Ignacio; Harboe y Lagos.


Funda su abstención el Honorable Senador señor Navarro.


La Vicepresidenta declara rechazada la norma.

- - -


Queda pendiente el tratamiento de este asunto.

- - -


Enseguida, la señora Vicepresidenta señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

- - -

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Von Baer y señores De Urresti, Espina, García Huidobro, Horvath, Ossandón, Prokurica y Tuma han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Vicepresidenta anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA AUTORIZAR LA PARTICIPACIÓN DE TROPAS CHILENAS EN LA MISIÓN MULTIDIMENSIONAL INTEGRADA DE ESTABILIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS EN LA REPÚBLICA CENTROAFRICANA (MINUSCA) 

(S 1.854-05)

GAB. PRES. N° 082/

ANT.: 1) Constitución Política de la República, artículos 32 N° 17 y 53 N° 5.

2) Ley N° 19.067, que Establece Normas Permanentes Sobre Entrada de Tropas Extranjeras en el Territorio de la República y Salida de Tropas Nacionales del Mismo, artículos 7 a 14, referentes a la salida de tropas para participar en Operaciones de Paz.

3) Decreto Supremo N° 68, de 14 de octubre de 1999, del Ministerio de Defensa Nacional, que Modifica Decreto N° 94, de 1996, que Aprobó la Política Nacional para la Participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz y Fija Nuevo Texto Refundido.

4) Decreto Supremo N° 75, de 5 de mayo de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que Crea Comisión Interministerial de Operaciones de Paz.

5) Resolución S/RES/2149 (2014), aprobada por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas el 10 de abril de 2014.

6) Resolución S/RES/2217 (2015), aprobada por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas el 28 de abril de 2015.

MAT.: Solicita acuerdo para salida de tropas nacionales fuera del territorio de la República.

SANTIAGO, 19 ENE 2016

DE: MICHELLE BACHELET JERIA

PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA

A: PATRICIO WALKER PRIETO

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. Como es de conocimiento de esta Honorable Corporación, Chile participa activamente en Operaciones de Paz bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, en cumplimiento de su Política Nacional de Participación en Operaciones de Paz, dentro del marco jurídico dispuesto por la ley N° 19.067, modificada por la ley N° 20.297, que Establece Normas Permanentes Sobre Entrada de Tropas Extranjeras en el Territorio de la República y Salida de Tropas Nacionales del Mismo; por el Decreto Supremo N° 75, de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que Crea la Comisión Interministerial de Operaciones de Paz; y por las demás normas aplicables.

2. Mediante la resolución citada en el número 5) de los antecedentes, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de su Carta, decidió establecer la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA), a partir de la aprobación de la señalada resolución e, inicialmente, hasta el 30 de abril de 2015. 

3. Luego, a través de la resolución citada en el número 6) de los antecedentes, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas decidió prorrogar el mandato de MINUSCA hasta el 30 de abril de 2016. 

4. Actualmente, Naciones Unidas se encuentra trabajando en una nueva prórroga.

5. El mandato de MINUSCA abarca las siguientes tareas prioritarias e inmediatas: la protección de los civiles; el apoyo a la ejecución del proceso de transición, la ampliación de la autoridad del Estado y la preservación de la integridad territorial; el facilitar la prestación inmediata, plena, segura e irrestricta de asistencia humanitaria; la protección de las Naciones Unidas; la promoción y protección de los derechos humanos; diversas medidas urgentes de carácter temporal; el Tribunal Penal Especial; y el desarme, desmovilización, reintegración y repatriación.

6. La Política Exterior de nuestro país en África tiene como finalidad el fortalecimiento del diálogo político, la intensificación de los vínculos culturales, el incremento del intercambio comercial, y la cooperación y la exploración de oportunidades en el ámbito energético. En este contexto, mantenernos relaciones diplomáticas con más de cuarenta Estados africanos. Asimismo, en los últimos años se ha impulsado una política de mayor acercamiento a dicho continente.

7. Del mismo modo, nuestra presencia en África, como también nuestro apoyo a los países de dicho continente, es coherente con el compromiso de Chile con los grandes temas de la agenda global, representando una oportunidad para incrementar nuestro prestigio y estatura internacional.

8. En particular, los beneficios de una eventual participación en la MINUSCA considerarían repercusiones político estratégicas y operacionales tácticas. Así, contribuiría a la política exterior chilena a través del empleo de efectivos militares en un ambiente internacional; fomentaría la imagen país; contribuiría a la preparación y experiencia profesional del contingente chileno, que interactuaría con efectivos militares de diversos países de Europa, Latinoamérica, Asia y África; permitiría a nuestros efectivos un acceso privilegiado a información sobre la conducción de operaciones en un escenario africano; y nos otorgaría prestigio respecto de la forma en la que los países integrantes de las Naciones Unidas ven a los miembros de las Fuerzas Armadas de Chile operando profesionalmente en un ambiente multinacional africano.

9. Por las razones anteriormente señaladas, de conformidad con las normas constitucionales y legales pertinentes, vengo en solicitar el acuerdo del Honorable Senado de la República para la salida de tropas nacionales a los Cuarteles Generales de la MINUSCA en la República Centroafricana por el plazo de doce meses, a partir del 10 de febrero de 2016 y hasta el 9 de febrero de 2017, de acuerdo con los antecedentes y fundamentos que se acompañan, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° , inciso segundo, de la ley N° 19.067.

10. Hago presente a V.E., para los efectos de lo establecido en el artículo 53 N° 5 de la Constitución Política de la República, la urgencia en el despacho del acuerdo que recabo en virtud del presente oficio.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Heraldo Muñoz Valenzuela, Ministro de Relaciones Exteriores.- José Antonio Gómez Urrutia, Ministro de Defensa Nacional.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULARIZA BENEFICIOS DE ESTUDIANTES, SOSTENEDORES Y TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN QUE INDICA Y OTRAS DISPOSICIONES 

(10.457-04)
CERTIFICADO


La Comisión de Educación y Cultura viene en presentar su certificado recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones, correspondiente al Boletín N°10.457-04, y con urgencia calificada de “suma”.


La Comisión destinó al estudio y discusión de este proyecto la sesión del día 20 de enero de 2016, la que celebró la totalidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.


Cabe hacer presente que, previo acuerdo de la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, se requirió de la Sala su autorización para que discutir este proyecto de ley en general y en particular a la vez, la cual fue concedida en sesión celebrada en la fecha señalada precedentemente.


A la sesión que la Comisión destinó para el estudio y discusión de la iniciativa concurrieron, especialmente invitados, los representantes del Ejecutivo, encabezados por la señora Ministra de Educación, Adriana Delpiano, y los asesores señores Patricio Espinoza y Francisco Jeria.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Conforme a lo señalado precedentemente, se procedió en primer lugar a votar en general el proyecto de ley, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Una vez aprobado en general el proyecto de ley, se procedió a la discusión y votación en particular de cada una de sus disposiciones. Debe tenerse presente que la iniciativa consta de cinco artículos permanentes y una disposición transitoria, cuyos contenidos y la votación habida respecto de cada uno de ellos se detalla a continuación.

Artículo 1°


Dispone que la Beca de Reubicación Alumnos Universidad del Mar, establecida en la Partida 09, Capítulo 01, Programa 30, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 200, Glosa 04, letra j), de la ley de Presupuestos del Sector Público del año 2016, podrá asignarse a los estudiantes que no hayan hecho uso de este beneficio y que, estando matriculados al 31 de diciembre de 2012 en la Universidad del Mar, se hubiesen matriculado posteriormente durante los años 2013, 2014 y,o 2015 en programas regulares de estudios de pregrado en instituciones de educación superior con acreditación vigente al 30 de junio de 2013 conforme a la ley N°20.129. 


La norma establece que este beneficio se asignará a las instituciones de educación superior receptoras de estudiantes provenientes de la Universidad del Mar, mediante resolución del Ministerio de Educación, previo envío de planillas certificadas por el representante legal de la respectiva institución que contengan la nómina de alumnos titulares. 


Asimismo, prevé que las referidas planillas deberán indicar el nombre, número de cédula de identidad, semestre académico, carrera y modalidad de devolución del arancel, si procediere, de cada alumno. Con todo, en caso de que el alumno haya pagado con recursos propios el arancel correspondiente al año 2014 y,o 2015, la institución de educación superior receptora deberá restituir a este el monto equivalente a la Beca de Reubicación correspondiente al año respectivo.


Finalmente, el precepto señala que en este caso no procederá el recurso de reposición establecido en el artículo 23 del decreto N°97, de 2013, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones, que reglamenta el Programa de Becas de Educación Superior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 59 de la ley N°19.880.


- Puesto en votación el artículo, resulto aprobado por la unanimidad sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.


Al fundamentar su voto, el Senador señor Rossi hizo referencia a la situación que vivieron los estudiantes de la carrera de medicina de la sede de la ciudad de Iquique de la Universidad del Mar. Sobre el particular, precisó que luego de la intervención de la Asociación de facultades de Medicina de Chile, ASOFAMECH, se les garantizó un procedimiento de reubicación, una vez rendido el examen habilitante que exigió dicha organización, lo que significó que los referidos alumnos no fueron abandonados por el Estado


Por su parte, el Senador señor Walker dio cuenta de que la crisis derivada de la situación académica y estructural de la Universidad del Mar ha significado para el erario fiscal un gasto, hasta la fecha, de 25 mil millones de pesos, y que la disposición en debate, aumentará dicha cifra en 1.780 millones de pesos, según da cuenta el informe financiero de esta iniciativa.


A su turno, los Senadores señora Von Baer y Allamand destacaron la necesidad de que el Ministerio de Educación realice los esfuerzos necesarios que garantice que los dineros que considera esta asignación, en cuanto así corresponda, lleguen efectivamente a los alumnos que han pagado por su educación.


Finalmente, el Senador señor Quintana hizo presente que la crisis de la Universidad del Mar, y los efectos que de ello se derivó para sus alumnos, es la demostración de la ausencia de un marco regulatorio que regule el funcionamiento de la educación superior, y de la urgente necesidad de estructurar una adecuada institucionalidad para ello.

Artículo 2°


Considera extinguidas, aún en el caso que se haya declarado su incumplimiento por acto administrativo, las obligaciones de los becarios cumplidas fuera de los plazos dispuestos para tales efectos, antes de la entrada en vigencia de la presente ley, y que tengan su origen en una de las siguientes normas:


a) Becas reguladas por el artículo 27 de la ley N°19.595.


b) Decreto con fuerza de ley N°1, de 1999, del Ministerio de Planificación y Cooperación.


c) Decreto con fuerza de ley N°22, de 1981, del Ministerio de Educación.


d) Becas otorgadas por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnología (CONICYT), para la realización de estudios o investigación en Chile o en el extranjero, conferidas en virtud de la facultad establecida en el artículo 6° del decreto supremo N°491, de 1971, del Ministerio de Educación Pública.


e) Decreto supremo N°335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.


f) Decreto supremo N°664, de 2008, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.


La disposición aclara que la referida extinción de las obligaciones deberá ser declarado mediante acto administrativo y habilitará a dichos becarios para postular a nuevos concursos de CONICYT y ser beneficiarios cuando corresponda.


En relación con esta disposición, los integrantes de la Comisión coincidieron en que con esta disposición no se ampare situaciones en las cuales ha habido un incumplimiento abusivo de las obligaciones de un becario. Asimismo, en que esta norma puede producir una situación de desequilibrio respecto de alumnos de han terminado recientemente algún grado de especialización respecto de aquellos profesionales que se beneficiarán con esta norma.


- Puesto en votación el artículo, resulto aprobado por la unanimidad sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Artículo 3°


Concede, a partir del 1 de marzo de 2016, una asignación para el personal que se desempeña en las funciones de director, educador de párvulos, técnico de educación parvularia, administrativo y auxiliar en los establecimientos de educación parvularia financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos.


La disposición precisa que esta asignación ascenderá a una cantidad equivalente a un porcentaje de la diferencia entre el parámetro remuneracional a que alude el inciso siguiente y la remuneración bruta mensualizada que le corresponda al trabajador. Si la remuneración antes indicada excede el parámetro remuneracional, este no tendrá derecho a la asignación. El reglamento determinará la forma de calcular la remuneración bruta mensualizada, para lo cual podrá considerar un promedio de remuneraciones. Asimismo, la determinación del monto de la asignación se realizará en proporción a la jornada laboral del trabajador, de la forma en que lo establezca el reglamento.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el parámetro remuneracional y el porcentaje de la asignación se fijarán anualmente mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, el cual también será suscrito por el Ministro de Educación, y regirán para el período comprendido entre el mes de julio del año de su dictación y el mes de junio del año siguiente, pudiendo ser modificados mediante el mismo procedimiento. El referido parámetro tendrá en consideración la remuneración mensual bruta pagada por la Junta Nacional de Jardines Infantiles al personal de su dependencia que desempeña las funciones señaladas en el inciso primero, en los establecimientos que administra de manera directa. El parámetro podrá ser diferenciado de acuerdo a la función que desempeña el trabajador, la localidad del país en que presta sus servicios u otros elementos que determine el reglamento. Por otra parte, el porcentaje de la asignación podrá ser diferenciado según el tipo de función desempeñada.


Se precisa que la asignación será de cargo fiscal, se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Ella será pagada por el respectivo empleador, siendo de su entera responsabilidad su pago oportuno e íntegro. El Estado, por su parte, tendrá la responsabilidad de transferir a la entidad empleadora los recursos para el pago de la asignación.


El monto de los recursos que se destinarán al pago de esta asignación se determinará anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público.


- Puesto en votación el artículo, resulto aprobado por la unanimidad sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Artículo 4°





Autorízase, hasta el 30 de enero de 2016, a los sostenedores que hayan adscrito formalmente hasta antes del 30 de agosto de 2015, a sus establecimientos educacionales al régimen de gratuidad para el año 2016, de acuerdo a lo establecido en la ley N°20.845, a postular a dichos establecimientos al Régimen de Subvención Escolar Preferencial, establecido en la ley N°20.248, para el año 2016. Asimismo, autorízase a dichos sostenedores a solicitar al Ministerio de Educación la renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa a que se refiere el artículo 7° bis de dicha ley, que hubieren expirado durante el año 2015.


- Puesto en votación el artículo, resulto aprobado por la unanimidad sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Artículo 5°


Modifica el artículo cuarto transitorio de la ley N°20.835,1 con el fin de precisar que la Junta Nacional de Jardines Infantiles continuará ejerciendo las labores de empadronamiento o autorización de establecimientos de educación parvularia que le confiere la ley Nº 17.301, hasta la entrada en vigencia del reglamento a que se refiere el artículo segundo transitorio de la ley N° 20.832, que crea la Autorización de Funcionamiento de Establecimientos de Educación Parvularia. 


Cabe hacer que el plazo que considera actualmente la disposición para tal cometido es hasta 6 meses después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación.


- Puesto en votación el artículo, resulto aprobado por la unanimidad sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Artículo transitorio


Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.


- Puesto en votación el artículo, resulto aprobado por la unanimidad sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


De conformidad a los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Educación y Cultura  os propone aprobar, en sus mismo términos, el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- La Beca de Reubicación Alumnos Universidad del Mar, establecida en la Partida 09, Capítulo 01, Programa 30, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 200, Glosa 04, letra j), de la ley de Presupuestos del Sector Público del año 2016, podrá asignarse a los estudiantes que no hayan hecho uso de este beneficio y que, estando matriculados al 31 de diciembre de 2012 en la Universidad del Mar, se hubiesen matriculado posteriormente durante los años 2013, 2014 y,o 2015 en programas regulares de estudios de pregrado en instituciones de educación superior con acreditación vigente al 30 de junio de 2013 conforme a la ley N°20.129. Con todo, este beneficio se pagará solo respecto de los años efectivamente cursados a partir del año 2014.


Este beneficio se asignará a las instituciones de educación superior receptoras de estudiantes provenientes de la Universidad del Mar, mediante resolución del Ministerio de Educación, previo envío de planillas certificadas por el representante legal de la respectiva institución que contengan la nómina de alumnos titulares. Dichas planillas deberán indicar el nombre, número de cédula de identidad, semestre académico, carrera y modalidad de devolución del arancel, si procediere, de cada alumno. Con todo, en caso de que el alumno haya pagado con recursos propios el arancel correspondiente al año 2014 y,o 2015, la institución de educación superior receptora deberá restituir a este el monto equivalente a la Beca de Reubicación correspondiente al año respectivo.


En este caso no procederá el recurso de reposición establecido en el artículo 23 del decreto N°97, de 2013, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones, que reglamenta el Programa de Becas de Educación Superior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 59 de la ley N°19.880.


Artículo 2°.- Se entenderán extinguidas, aún en el caso que se haya declarado su incumplimiento por acto administrativo, las obligaciones de los becarios cumplidas fuera de los plazos dispuestos para tales efectos, antes de la entrada en vigencia de la presente ley, y que tengan su origen en una de las siguientes normas:


a) Becas reguladas por el artículo 27 de la ley N°19.595.


b) Decreto con fuerza de ley N°1, de 1999, del Ministerio de Planificación y Cooperación.


c) Decreto con fuerza de ley N°22, de 1981, del Ministerio de Educación.


d) Becas otorgadas por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnología (CONICYT), para la realización de estudios o investigación en Chile o en el extranjero, conferidas en virtud de la facultad establecida en el artículo 6° del decreto supremo N°491, de 1971, del Ministerio de Educación Pública.


e) Decreto supremo N°335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.


f) Decreto supremo N°664, de 2008, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.


Lo señalado en el inciso anterior deberá ser declarado mediante acto administrativo y habilitará a dichos becarios para postular a nuevos concursos de CONICYT y ser beneficiarios cuando corresponda.


Para los efectos de lo señalado en el inciso primero, la acreditación del cumplimiento de obligaciones se podrá realizar hasta el 30 de diciembre de 2016.


Los adjudicatarios de becas reguladas por el decreto supremo N°335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones, en convocatorias anteriores al 25 de septiembre de 2015, tendrán el plazo establecido en los numerales vii y viii del artículo 14 del mismo decreto para acreditar el cumplimiento de todas las obligaciones derivadas de este beneficio.


Artículo 3°.- Concédese, a partir del 1 de marzo de 2016, una asignación para el personal que se desempeña en las funciones de director, educador de párvulos, técnico de educación parvularia, administrativo y auxiliar en los establecimientos de educación parvularia financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos.


Tendrá derecho a la asignación señalada en el inciso anterior el personal que cuente con un nombramiento o contrato de trabajo vigente con dichas entidades empleadoras de una antigüedad de, a lo menos, cuatro meses al momento de su pago. Este requisito se acreditará con copia de la respectiva resolución o contrato de trabajo, según corresponda. Además, la entidad empleadora deberá presentar un certificado en que conste que las cotizaciones previsionales del trabajador con derecho a la asignación se encuentran pagadas.


Esta asignación ascenderá a una cantidad equivalente a un porcentaje de la diferencia entre el parámetro remuneracional a que alude el inciso siguiente y la remuneración bruta mensualizada que le corresponda al trabajador. Si la remuneración antes indicada excede el parámetro remuneracional, este no tendrá derecho a la asignación. El reglamento determinará la forma de calcular la remuneración bruta mensualizada, para lo cual podrá considerar un promedio de remuneraciones. Asimismo, la determinación del monto de la asignación se realizará en proporción a la jornada laboral del trabajador, de la forma en que lo establezca el reglamento.


El parámetro remuneracional y el porcentaje de la asignación se fijarán anualmente mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, el cual también será suscrito por el Ministro de Educación, y regirán para el período comprendido entre el mes de julio del año de su dictación y el mes de junio del año siguiente, pudiendo ser modificados mediante el mismo procedimiento. El referido parámetro tendrá en consideración la remuneración mensual bruta pagada por la Junta Nacional de Jardines Infantiles al personal de su dependencia que desempeña las funciones señaladas en el inciso primero, en los establecimientos que administra de manera directa. El parámetro podrá ser diferenciado de acuerdo a la función que desempeña el trabajador, la localidad del país en que presta sus servicios u otros elementos que determine el reglamento. Por otra parte, el porcentaje de la asignación podrá ser diferenciado según el tipo de función desempeñada.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el decreto que se dicte para el año 2016 podrá establecer hasta dos períodos y porcentajes de asignación a ser aplicados durante dicho año, a partir del mes de marzo de 2016, fijando para ello la fecha de entrada en vigencia para el segundo porcentaje que se determine.


La asignación será de cargo fiscal, se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. La asignación será pagada por el respectivo empleador, siendo de su entera responsabilidad su pago oportuno e íntegro. El Estado, por su parte, tendrá la responsabilidad de transferir a la entidad empleadora los recursos para el pago de la asignación.


La percepción de la asignación por parte del trabajador en ningún caso podrá significar que la remuneración pagada por la entidad empleadora disminuya de manera injustificada en comparación a la pagada por esta en el período anterior a dicha percepción, conforme a la determinación que de ello haga el reglamento.

El reglamento, que será dictado por el Ministerio de Educación y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá la forma de administrar la asignación; los mecanismos de rendición de cuentas que, a lo menos, deberán contemplar los convenios de transferencia de recursos para el pago de esta asignación por parte de los sostenedores, destinados para incrementar las remuneraciones de los trabajadores beneficiarios de ella; los medios que se utilizarán para verificar el cumplimiento del pago de la asignación por parte de las entidades empleadoras, y las sanciones en caso de incumplimiento por parte de los empleadores en el uso de los recursos transferidos. Además, podrá establecer el monto máximo a que puede ascender la asignación, de acuerdo a la función y la localidad del país en que desarrolla sus labores el trabajador, así como toda otra norma necesaria para el otorgamiento y funcionamiento de la asignación de este artículo.


A la Junta Nacional de Jardines Infantiles le corresponderá la supervisión y control del correcto uso de los recursos destinados al pago de esta asignación, sin perjuicio de las facultades legales que correspondan a otros órganos.


El monto de los recursos que se destinarán al pago de esta asignación se determinará anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo 4°.- Autorízase, hasta el 30 de enero de 2016, a los sostenedores que hayan adscrito formalmente hasta antes del 30 de agosto de 2015, a sus establecimientos educacionales al régimen de gratuidad para el año 2016, de acuerdo a lo establecido en la ley N°20.845, a postular a dichos establecimientos al Régimen de Subvención Escolar Preferencial, establecido en la ley N°20.248, para el año 2016. Asimismo, autorízase a dichos sostenedores a solicitar al Ministerio de Educación la renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa a que se refiere el artículo 7° bis de dicha ley, que hubieren expirado durante el año 2015.


Artículo 5°.- Reemplázase, en el artículo cuarto transitorio de la ley N°20.835, la oración “hasta 6 meses después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación”, por “hasta la entrada en vigencia del reglamento a que se refiere el artículo segundo transitorio de la ley N°20.832, que crea la Autorización de Funcionamiento de Establecimientos de Educación Parvularia”.


Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

- - -


Tratado y acordado con sesión celebrada el día de hoy, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Fulvio Rossi Ciocca e Ignacio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2016.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D., Secretario de la Comisión de Educación y Cultura.

1 Crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULARIZA BENEFICIOS DE ESTUDIANTES, SOSTENEDORES Y TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN QUE INDICA Y OTRAS DISPOSICIONES

(10.457-04)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

A la sesión en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Educación, la Ministra, señora Adriana Delpiano; el Jefe de Asesores de la Subsecretaria, señor Francisco Jeria, y los Asesores Legislativos, señoras Luz María Gutiérrez, Jenny Stone y el señor Felipe Torrealba.

El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

Los Asesores del Honorable Senador Zaldívar, señora Paulina Fernández y  señor Christian Valenzuela.

- - -

Cabe hacer presente que la Sala del Senado, en sesión de 20 de enero de 2016, autorizó a la Comisión de Educación y Cultura a discutir la iniciativa en general y en particular en el trámite de primer informe.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°; 2°; 3° y 4°, permanentes, y del artículo transitorio, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación y Cultura, como reglamentariamente corresponde.

En relación a ellos, la Comisión de Hacienda no introdujo modificaciones.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


1) Amplía la beca para estudiantes reubicados de la Universidad del Mar, a estudiantes que se hayan reubicado sin hacer uso de ese beneficio; 

2) Regulariza la situación de becarios de magister o doctorado de los programas de Formación de Capital Humano Avanzado Nacional y el programa Becas Chile, que cumplieron tardíamente con las obligaciones previamente establecidas; 

3) Se crea una asignación para el personal que se desempeña en los establecimientos educacionales financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos; 

4) Se amplía el plazo para postular al régimen de subvención escolar preferencial, establecido en la ley Nº 20.248; y se regulariza el uso de la subvención y aportes de la ley N° 20.248, en reparación de daños ocasionados en establecimientos educacionales por catástrofes, y 

5) En materia de jardines infantiles, se empalma la entrada en vigencia de facultad de empadronamiento con la vigencia del reglamento.

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, efectuó una exposición del siguiente tenor:

Objetivos del Proyecto:

Regularizar y ampliar beneficios para estudiantes becarios, sostenedores y trabajadores del sector educacional. Asimismo, modifica la ley N° 20.835, sobre autorización de jardines infantiles, a fin de extender la facultad de empadronamiento de la JUNJI hasta el inicio de la obligación de autorización de funcionamiento de Establecimientos de Educación Parvularia.

Para este propósito el proyecto aborda las siguientes materias: 

1. Amplía la Beca estudiantes reubicados de la Universidad del Mar: El proyecto amplía el beneficio de becas de reubicación para estudiantes matriculados al 30 de diciembre 2012 en la U. del Mar, que se matricularon posteriormente en programas regulares de estudios de pregrado en otras instituciones de educación superior entre los años 2013, 2014 y/o 2015, sin haber hecho uso de ese beneficio.

A los estudiantes que se les otorga la beca por medio de esta regularización, no les fue posible postular directamente a la beca, como corresponde al procedimiento regular, dado que las universidades en que se matricularon no contaban con acreditación vigente al 31 de diciembre de 2013, como se exigía para ser institución receptora. Esta situación fue prevista por la ley, y se estableció que en estos casos, serían las universidades las obligadas a informar a los estudiantes becarios mediante un sistema de planillas, trámite al que la UDLA y UIBERO no dieron cumplimiento, quedando los estudiantes sin acceder a la beca.

La medida permite beneficiar retroactivamente a 489 estudiantes, 380 de la UDLA, y 109 de la UIBERO.

2. Regulariza la situación de estudiantes becarios de Magister o Doctorado de los programas de Formación de Capital Humano Avanzado Nacional y el programa Becas Chile: Este proyecto regulariza la situación de aquellos becarios que, habiendo obtenido el grado académico correspondiente, cumplieron fuera de plazo con las obligaciones previamente establecidas en dichas becas, de forma de habilitarlos para continuar postulando a nuevos concursos de CONICYT. Esta situación afecta actualmente a 3.324 becarios de Magister y Doctorado que hoy cuentan con sus grados académicos adquiridos, pero no pueden suscribir nuevos convenios con el Estado para continuar su carrera profesional y académica. Además, existe un universo de 2.896 becarios que tienen convenios vigentes firmados previo al 25 de septiembre del 2015, fecha en la cual entró en vigencia la modificación del reglamento que otorga nuevos plazos para el cumplimiento de obligaciones, situación que generaría nuevos “inhabilitados” en un futuro próximo. Cabe señalar que esta medida se encuentra subsanada para los nuevos beneficiaros de programas de becas de Conicyt, puesto que durante el año 2015 se tramitó una modificación al reglamento de Formación de Capital Humano Avanzado Nacional, ajustando a la realidad los requisitos y plazos para el cumplimiento de los compromisos que se adquieren con el Estado. La modificación del reglamento para Becas Chile está actualmente en trámite y estará vigente para la próxima convocatoria. Esta situación se ve resuelta en el último inciso del proyecto al homologar las condiciones de aquellos becarios con convenios firmados previo al 25 de Septiembre del 2015, con las condiciones que establece el reglamento después de la modificación previamente señalada. 

3. Crea una asignación para el personal que se desempeña en jardines infantiles financiados por JUNJI vía transferencia de fondos: Se crea y regula una asignación que tiene por objeto incrementar las remuneraciones del personal que se desempeña en las funciones de director o directora, educador o educadora de párvulos, técnico o técnica de educación parvularia, administrativo o administrativa y auxiliares de estos establecimientos. Esta asignación avanza en el cumplimiento del protocolo de homologación de condiciones laborales del sector parvulario, se basa en un estudio de brechas del sector elaborado por la DIPRES y presentado al Congreso en el marco del proyecto de Ley de Presupuestos 2016 y permite que los recursos que se invierten en mejora de remuneraciones hacia los y las trabajadoras de los establecimientos VTF vayan efectivamente a aumento de remuneraciones.

Esta asignación beneficiará a más de 19.000 trabajadores VTF, que representan un 96% del total, quienes perciben remuneraciones inferiores -entre un 34% y un 44%- a las de entrada para el mismo cargo en JUNJI, lo que se utilizará como parámetro remuneracional para calcular la asignación de cada trabajador. La indicación presentada por el Ejecutivo y aprobada en la Cámara de Diputados dice relación con regular el pago de la asignación para futuras contrataciones del sector. El requisito que se establece es el cumplimiento de cuatro meses de trabajo y que el sostenedor respectivo tenga al día el pago de cotizaciones previsionales. 

4. Amplía el plazo para postular al régimen de subvención escolar preferencial establecida en la ley N° 20.248: El proyecto amplía el plazo a los sostenedores de establecimientos educacionales para postular al régimen de subvención escolar preferencial y/o renovar los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, que dispone la ley N° 20.248. El plazo se amplía hasta el 30 de enero del 2016. Esto busca posibilitar que los establecimientos que tienen gratuidad y que no habían suscrito el Convenio SEP, puedan acceder desde el año escolar 2016 a las SEP preferente y, si además son sin fines de lucro, al Aporte por Gratuidad. Esta medida permitirá beneficiar aproximadamente a 1.592 estudiantes (11 establecimientos)

5. Modifica la ley sobre Autorización de Jardines Infantiles: Se introduce una modificación a esta norma, con objeto de ampliar la facultad de empadronamiento de la JUNJI hasta el inicio de la entrada en vigencia del sistema de autorización de jardines infantiles, de forma tal, que exista una continuidad en la labor que compete al Estado en la acreditación los requisitos de calidad para el funcionamiento de estos establecimientos educacionales.  Lo anterior, debido a que la facultad de empadronamiento de la JUNJI se extingue seis meses después del inicio de funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia, fecha en la cual no podrá haberse dictado y tramitado el reglamento que permita ejercer la autorización de jardines infantiles, dado que la vigencia de ley sobre Autorización de Jardines Infantiles, también depende del inicio de funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia, y se fija en el mismo plazo de seis meses desde dicho inicio.

6. Financiamiento ley: Finalmente contempla una norma transitoria que estipula el financiamiento de la ley para su primer año de vigencia.
El Honorable Senador señor García inquirió más detalles acerca de la asignación para el personal que se desempeña en los establecimientos de educación parvularia financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos.

La señora Ministra explicó que la asignación asciende a una cantidad equivalente a un porcentaje de la diferencia entre un parámetro remuneracional –que tendrá en cuenta la remuneración mensual bruta pagada por la JUNJI al personal de su dependencia que desempeña las correspondientes funciones en los establecimientos que administra de manera directa- y la remuneración bruta mensualizada. Agregó que la brecha remuneracional se va cerrando paulatinamente desde un 10% en los próximos meses, hasta alcanzar el 100%  en el mes de julio de 2018.

Además, acotó que las diferencias de remuneraciones van entre un 34% y un 44%, siendo las mayores en el personal auxiliar y directivo.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó más antecedentes acerca de la ampliación de becas a estudiantes reubicados de la Universidad del Mar, en relación a que no habrían accedido al beneficio  por haber perdido la acreditación las universidades en las que se reubicaron.

La señora Ministra expresó que se trata de 489 estudiantes con becas de reubicación en las universidades De Las Américas e Iberoamericana, que dejaron de recibir dicha beca cuando sus nuevas casas de estudio perdieron la acreditación y no fueron informados por ellas de que podían mantener el beneficio.
El Honorable Senador señor Montes observó que todo el proceso relacionado con el fin de la Universidad del Mar ha tenido un costo altísimo para el Estado, superior a si se hubiera comprado ese plantel, con gasto de recursos que debieran destinarse de alguna forma a las universidades del Estado, peso a peso. 

Asimismo, señaló que, respecto de la asignación para el personal que se desempeña en los establecimientos de educación parvularia financiados vía transferencia de fondos, es necesario que se mejore su regulación y fiscalización, y mencionó que ocurren hechos tan negativos como que los municipios recortan parte de los fondos que JUNJI destina a las remuneraciones de ese personal, no traspasándolo completamente.

La señora Ministra sostuvo que se tomarán los resguardos para que las remuneraciones y la nueva asignación sean recibidas directamente, y en su totalidad, por los trabajadores de los establecimientos conocidos como VTF.
El Honorable Senador señor Coloma consultó si lo referido a estudiantes becarios de magister y doctorado, se refiere a programas nacionales e internacionales, y a qué se deben los cambios en los plazos dispuestos para el cumplimiento de las obligaciones de ellos.

La señora Ministra explicó que la exigencia actual es a cumplir las obligaciones en 2 años y, con la modificación ya aprobada del reglamento de formación de capital humano avanzado nacional y la modificación en trámite al reglamento de Becas Chile, el plazo se extenderá a 5 años. Lo que se hace en el proyecto de ley es homologar la situación de los becarios con convenios previos al 25 de septiembre de 2015 con la de aquellos con convenios posteriores, y se soluciona un problema del país, dado que se trata de doctores que no pueden acceder a fondos de Conicyt para investigación.

- - -


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1°

Su texto es el siguiente:

“Artículo 1°.- La Beca de Reubicación Alumnos Universidad del Mar, establecida en la Partida 09, Capítulo 01, Programa 30, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 200, Glosa 04, letra j), de la ley de Presupuestos del Sector Público del año 2016, podrá asignarse a los estudiantes que no hayan hecho uso de este beneficio y que, estando matriculados al 31 de diciembre de 2012 en la Universidad del Mar, se hubiesen matriculado posteriormente durante los años 2013, 2014 y,o 2015 en programas regulares de estudios de pregrado en instituciones de educación superior con acreditación vigente al 30 de junio de 2013 conforme a la ley N°20.129. Con todo, este beneficio se pagará solo respecto de los años efectivamente cursados a partir del año 2014.

Este beneficio se asignará a las instituciones de educación superior receptoras de estudiantes provenientes de la Universidad del Mar, mediante resolución del Ministerio de Educación, previo envío de planillas certificadas por el representante legal de la respectiva institución que contengan la nómina de alumnos titulares. Dichas planillas deberán indicar el nombre, número de cédula de identidad, semestre académico, carrera y modalidad de devolución del arancel, si procediere, de cada alumno. Con todo, en caso de que el alumno haya pagado con recursos propios el arancel correspondiente al año 2014 y,o 2015, la institución de educación superior receptora deberá restituir a este el monto equivalente a la Beca de Reubicación correspondiente al año respectivo.

En este caso no procederá el recurso de reposición establecido en el artículo 23 del decreto N°97, de 2013, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones, que reglamenta el Programa de Becas de Educación Superior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 59 de la ley N°19.880.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
Artículo 2°

Es del siguiente tenor:

“Artículo 2°.- Se entenderán extinguidas, aún en el caso que se haya declarado su incumplimiento por acto administrativo, las obligaciones de los becarios cumplidas fuera de los plazos dispuestos para tales efectos, antes de la entrada en vigencia de la presente ley, y que tengan su origen en una de las siguientes normas:

a) Becas reguladas por el artículo 27 de la ley N°19.595.

b) Decreto con fuerza de ley N°1, de 1999, del Ministerio de Planificación y Cooperación.

c) Decreto con fuerza de ley N°22, de 1981, del Ministerio de Educación.

d) Becas otorgadas por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnología (CONICYT), para la realización de estudios o investigación en Chile o en el extranjero, conferidas en virtud de la facultad establecida en el artículo 6° del decreto supremo N°491, de 1971, del Ministerio de Educación Pública.

e) Decreto supremo N°335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.

f) Decreto supremo N°664, de 2008, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.

Lo señalado en el inciso anterior deberá ser declarado mediante acto administrativo y habilitará a dichos becarios para postular a nuevos concursos de CONICYT y ser beneficiarios cuando corresponda.

Para los efectos de lo señalado en el inciso primero, la acreditación del cumplimiento de obligaciones se podrá realizar hasta el 30 de diciembre de 2016.

Los adjudicatarios de becas reguladas por el decreto supremo N°335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones, en convocatorias anteriores al 25 de septiembre de 2015, tendrán el plazo establecido en los numerales vii y viii del artículo 14 del mismo decreto para acreditar el cumplimiento de todas las obligaciones derivadas de este beneficio.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
Artículo 3°


Su texto es el que sigue: 
“Artículo 3°.- Concédese, a partir del 1 de marzo de 2016, una asignación para el personal que se desempeña en las funciones de director, educador de párvulos, técnico de educación parvularia, administrativo y auxiliar en los establecimientos de educación parvularia financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos.

Tendrá derecho a la asignación señalada en el inciso anterior el personal que cuente con un nombramiento o contrato de trabajo vigente con dichas entidades empleadoras de una antigüedad de, a lo menos, cuatro meses al momento de su pago. Este requisito se acreditará con copia de la respectiva resolución o contrato de trabajo, según corresponda. Además, la entidad empleadora deberá presentar un certificado en que conste que las cotizaciones previsionales del trabajador con derecho a la asignación se encuentran pagadas.

Esta asignación ascenderá a una cantidad equivalente a un porcentaje de la diferencia entre el parámetro remuneracional a que alude el inciso siguiente y la remuneración bruta mensualizada que le corresponda al trabajador. Si la remuneración antes indicada excede el parámetro remuneracional, este no tendrá derecho a la asignación. El reglamento determinará la forma de calcular la remuneración bruta mensualizada, para lo cual podrá considerar un promedio de remuneraciones. Asimismo, la determinación del monto de la asignación se realizará en proporción a la jornada laboral del trabajador, de la forma en que lo establezca el reglamento.

El parámetro remuneracional y el porcentaje de la asignación se fijarán anualmente mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, el cual también será suscrito por el Ministro de Educación, y regirán para el período comprendido entre el mes de julio del año de su dictación y el mes de junio del año siguiente, pudiendo ser modificados mediante el mismo procedimiento. El referido parámetro tendrá en consideración la remuneración mensual bruta pagada por la Junta Nacional de Jardines Infantiles al personal de su dependencia que desempeña las funciones señaladas en el inciso primero, en los establecimientos que administra de manera directa. El parámetro podrá ser diferenciado de acuerdo a la función que desempeña el trabajador, la localidad del país en que presta sus servicios u otros elementos que determine el reglamento. Por otra parte, el porcentaje de la asignación podrá ser diferenciado según el tipo de función desempeñada.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el decreto que se dicte para el año 2016 podrá establecer hasta dos períodos y porcentajes de asignación a ser aplicados durante dicho año, a partir del mes de marzo de 2016, fijando para ello la fecha de entrada en vigencia para el segundo porcentaje que se determine.

La asignación será de cargo fiscal, se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. La asignación será pagada por el respectivo empleador, siendo de su entera responsabilidad su pago oportuno e íntegro. El Estado, por su parte, tendrá la responsabilidad de transferir a la entidad empleadora los recursos para el pago de la asignación.

La percepción de la asignación por parte del trabajador en ningún caso podrá significar que la remuneración pagada por la entidad empleadora disminuya de manera injustificada en comparación a la pagada por esta en el período anterior a dicha percepción, conforme a la determinación que de ello haga el reglamento.

El reglamento, que será dictado por el Ministerio de Educación y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá la forma de administrar la asignación; los mecanismos de rendición de cuentas que, a lo menos, deberán contemplar los convenios de transferencia de recursos para el pago de esta asignación por parte de los sostenedores, destinados para incrementar las remuneraciones de los trabajadores beneficiarios de ella; los medios que se utilizarán para verificar el cumplimiento del pago de la asignación por parte de las entidades empleadoras, y las sanciones en caso de incumplimiento por parte de los empleadores en el uso de los recursos transferidos. Además, podrá establecer el monto máximo a que puede ascender la asignación, de acuerdo a la función y la localidad del país en que desarrolla sus labores el trabajador, así como toda otra norma necesaria para el otorgamiento y funcionamiento de la asignación de este artículo.

A la Junta Nacional de Jardines Infantiles le corresponderá la supervisión y control del correcto uso de los recursos destinados al pago de esta asignación, sin perjuicio de las facultades legales que correspondan a otros órganos.

El monto de los recursos que se destinarán al pago de esta asignación se determinará anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.

Artículo 4°


Autoriza, hasta el 30 de enero de 2016, a los sostenedores que hayan adscrito formalmente, hasta antes del 30 de agosto de 2015, a sus establecimientos educacionales al régimen de gratuidad para el año 2016, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.845, a postular a dichos establecimientos al Régimen de Subvención Escolar Preferencial, establecido en la ley N° 20.248, para el año 2016. Asimismo, autorízase a dichos sostenedores a solicitar al Ministerio de Educación la renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa a que se refiere el artículo 7° bis de dicha ley, que hubieren expirado durante el año 2015.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.

---

Artículo transitorio


Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 21 de diciembre de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“1.
 Antecedentes.

El presente Proyecto de Ley plantea normas legales que tienen por objeto resolver seis situaciones que se presentan en el ámbito del sistema educacional, lo que permitirá que estudiantes, trabajadores y sostenedores, puedan acceder a los beneficios que en cada caso se indican, los cuales se resumen como sigue:

Art. 1°.- Permite que la Beca de Reubicación a que se refiere la letra j) de la Glosa 04, de la Asignación 200 Becas de Educación Superior, en Transferencias Corrientes, del Programa 30 Educación Superior de la Ley de Presupuestos sea asignada a los alumnos matriculados al 31 de Diciembre del año 2012 en la Universidad del Mar y que posteriormente en los años 2013, 2014 y/o 2015 se hubiesen matriculado en programas regulares de estudios de pregrado en instituciones de educación superior con acreditación vigente al 30 de Junio de 2013 y habiendo cursado dichos estudios sin haber hecho uso de este beneficio anteriormente, por los años efectivamente cursados a partir del año 2014.

Art. 2°.- Excepcionalmente, permite que por el solo mérito de esta norma legal, se entiendan extinguidas las obligaciones de los estudiantes de posgrado beneficiarios de becas de cargo fiscal que se indican, que, habiendo obtenido el grado académico correspondiente, hayan cumplido fuera de plazo con su obligación de presentar este grado académico debidamente aprobado.

Art. 3°.- Establece a contar de marzo del año 2016 una asignación, de cargo fiscal, para el personal que se desempeña en los establecimientos de educación parvularia, que reciben financiamiento vía transferencia de fondos de parte de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, para la atención educacional de los párvulos.

El monto de la asignación corresponderá a una proporción de la diferencia entre la remuneración bruta mensualizada que percibe el trabajador y el parámetro de remuneración establecido, considerando la función, localidad del país y en proporción a la jomada laboral.

Tendrán derecho a esta asignación los trabajadores que ejercen las funciones de directores, educadores de párvulos, técnicos de parvularia. administrativos y auxiliares.

Art 4°.- Autoriza excepcionalmente hasta el 30 de Enero de 2016 a los sostenedores de establecimientos educacionales que hayan adscrito al régimen de gratuidad para el año 2016, a que puedan postular a dichos establecimientos a incorporarse al Sistema de la Subvención de Educación Preferencial (SEP), regido por la ley N° 20.248, o a solicitar la renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, a los que hubieren expirado el año 2015.

Art. 5°.- Establece un procedimiento que permiten regularizar los recursos de la Subvención Escolar Preferencial (SEP) que se hayan destinado al arrendamiento de dependencias, a la reparación y construcción de infraestructura y reposición de equipamiento y mobiliario de los establecimientos educacionales afectados por las catástrofes en las zonas declaradas por la autoridad, durante el año 2015.

Art. 6°.- Se extiende la facultad de empadronamiento a la Junta Nacional de Jardines Infantiles hasta la entrada en vigencia del reglamento de la Ley N°20.832 de Autorización de Funcionamiento de Establecimientos de Educación Parvularia.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal.

De acuerdo a los antecedentes del Ministerio de Educación, las situaciones siguientes representan un mayar gasto fiscal:

1. Artículo 1° Beca de Reubicación Universidad del Mar:

Se estiman 489 beneficiarios, por un costo total de $1.760.400 miles.

2. Artículo 3° Asignación para Trabajadores de Jardines financiados Vía Transferencia de Fondos:

Se estima que 19.141 trabajadores se verían beneficiados, de un total de 19.849.

Los porcentajes de la diferencia entre la remuneración de los trabajadores y el parámetro remuneracional que será cubierta por la asignación son los siguientes:

Período marzo 2016 a junio 2016: 10%.

Período julio 2016 a junio 2017: 30%

Período julio 2017 a junio 2018: 50%

Período julio 2018 en adelante: 100%

3. Artículo 4° Extensión de plazo para incorporarse a SEP:

Se estima que 11 establecimientos se acogerían a este beneficio, con 533 estudiantes prioritarios y 641 estudiantes preferentes. Para los años 2017 en adelante, estos estudiantes están incorporados en la programación presupuestaria, por lo que no representan un gasto incremental para el Estado.

En total el mayor gasto fiscal correspondería a:

[image: image2]
”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Educación y Cultura, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- La Beca de Reubicación Alumnos Universidad del Mar, establecida en la Partida 09, Capítulo 01, Programa 30, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 200, Glosa 04, letra j), de la ley de Presupuestos del Sector Público del año 2016, podrá asignarse a los estudiantes que no hayan hecho uso de este beneficio y que, estando matriculados al 31 de diciembre de 2012 en la Universidad del Mar, se hubiesen matriculado posteriormente durante los años 2013, 2014 y,o 2015 en programas regulares de estudios de pregrado en instituciones de educación superior con acreditación vigente al 30 de junio de 2013 conforme a la ley N°20.129. Con todo, este beneficio se pagará solo respecto de los años efectivamente cursados a partir del año 2014.

Este beneficio se asignará a las instituciones de educación superior receptoras de estudiantes provenientes de la Universidad del Mar, mediante resolución del Ministerio de Educación, previo envío de planillas certificadas por el representante legal de la respectiva institución que contengan la nómina de alumnos titulares. Dichas planillas deberán indicar el nombre, número de cédula de identidad, semestre académico, carrera y modalidad de devolución del arancel, si procediere, de cada alumno. Con todo, en caso de que el alumno haya pagado con recursos propios el arancel correspondiente al año 2014 y,o 2015, la institución de educación superior receptora deberá restituir a este el monto equivalente a la Beca de Reubicación correspondiente al año respectivo.

En este caso no procederá el recurso de reposición establecido en el artículo 23 del decreto N°97, de 2013, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones, que reglamenta el Programa de Becas de Educación Superior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 59 de la ley N°19.880.

Artículo 2°.- Se entenderán extinguidas, aún en el caso que se haya declarado su incumplimiento por acto administrativo, las obligaciones de los becarios cumplidas fuera de los plazos dispuestos para tales efectos, antes de la entrada en vigencia de la presente ley, y que tengan su origen en una de las siguientes normas:

a) Becas reguladas por el artículo 27 de la ley N°19.595.

b) Decreto con fuerza de ley N°1, de 1999, del Ministerio de Planificación y Cooperación.

c) Decreto con fuerza de ley N°22, de 1981, del Ministerio de Educación.

d) Becas otorgadas por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnología (CONICYT), para la realización de estudios o investigación en Chile o en el extranjero, conferidas en virtud de la facultad establecida en el artículo 6° del decreto supremo N°491, de 1971, del Ministerio de Educación Pública.

e) Decreto supremo N°335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.

f) Decreto supremo N°664, de 2008, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.

Lo señalado en el inciso anterior deberá ser declarado mediante acto administrativo y habilitará a dichos becarios para postular a nuevos concursos de CONICYT y ser beneficiarios cuando corresponda.

Para los efectos de lo señalado en el inciso primero, la acreditación del cumplimiento de obligaciones se podrá realizar hasta el 30 de diciembre de 2016.

Los adjudicatarios de becas reguladas por el decreto supremo N°335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones, en convocatorias anteriores al 25 de septiembre de 2015, tendrán el plazo establecido en los numerales vii y viii del artículo 14 del mismo decreto para acreditar el cumplimiento de todas las obligaciones derivadas de este beneficio.

Artículo 3°.- Concédese, a partir del 1 de marzo de 2016, una asignación para el personal que se desempeña en las funciones de director, educador de párvulos, técnico de educación parvularia, administrativo y auxiliar en los establecimientos de educación parvularia financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos.

Tendrá derecho a la asignación señalada en el inciso anterior el personal que cuente con un nombramiento o contrato de trabajo vigente con dichas entidades empleadoras de una antigüedad de, a lo menos, cuatro meses al momento de su pago. Este requisito se acreditará con copia de la respectiva resolución o contrato de trabajo, según corresponda. Además, la entidad empleadora deberá presentar un certificado en que conste que las cotizaciones previsionales del trabajador con derecho a la asignación se encuentran pagadas.

Esta asignación ascenderá a una cantidad equivalente a un porcentaje de la diferencia entre el parámetro remuneracional a que alude el inciso siguiente y la remuneración bruta mensualizada que le corresponda al trabajador. Si la remuneración antes indicada excede el parámetro remuneracional, este no tendrá derecho a la asignación. El reglamento determinará la forma de calcular la remuneración bruta mensualizada, para lo cual podrá considerar un promedio de remuneraciones. Asimismo, la determinación del monto de la asignación se realizará en proporción a la jornada laboral del trabajador, de la forma en que lo establezca el reglamento.

El parámetro remuneracional y el porcentaje de la asignación se fijarán anualmente mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, el cual también será suscrito por el Ministro de Educación, y regirán para el período comprendido entre el mes de julio del año de su dictación y el mes de junio del año siguiente, pudiendo ser modificados mediante el mismo procedimiento. El referido parámetro tendrá en consideración la remuneración mensual bruta pagada por la Junta Nacional de Jardines Infantiles al personal de su dependencia que desempeña las funciones señaladas en el inciso primero, en los establecimientos que administra de manera directa. El parámetro podrá ser diferenciado de acuerdo a la función que desempeña el trabajador, la localidad del país en que presta sus servicios u otros elementos que determine el reglamento. Por otra parte, el porcentaje de la asignación podrá ser diferenciado según el tipo de función desempeñada.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el decreto que se dicte para el año 2016 podrá establecer hasta dos períodos y porcentajes de asignación a ser aplicados durante dicho año, a partir del mes de marzo de 2016, fijando para ello la fecha de entrada en vigencia para el segundo porcentaje que se determine.

La asignación será de cargo fiscal, se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. La asignación será pagada por el respectivo empleador, siendo de su entera responsabilidad su pago oportuno e íntegro. El Estado, por su parte, tendrá la responsabilidad de transferir a la entidad empleadora los recursos para el pago de la asignación.

La percepción de la asignación por parte del trabajador en ningún caso podrá significar que la remuneración pagada por la entidad empleadora disminuya de manera injustificada en comparación a la pagada por esta en el período anterior a dicha percepción, conforme a la determinación que de ello haga el reglamento.

El reglamento, que será dictado por el Ministerio de Educación y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá la forma de administrar la asignación; los mecanismos de rendición de cuentas que, a lo menos, deberán contemplar los convenios de transferencia de recursos para el pago de esta asignación por parte de los sostenedores, destinados para incrementar las remuneraciones de los trabajadores beneficiarios de ella; los medios que se utilizarán para verificar el cumplimiento del pago de la asignación por parte de las entidades empleadoras, y las sanciones en caso de incumplimiento por parte de los empleadores en el uso de los recursos transferidos. Además, podrá establecer el monto máximo a que puede ascender la asignación, de acuerdo a la función y la localidad del país en que desarrolla sus labores el trabajador, así como toda otra norma necesaria para el otorgamiento y funcionamiento de la asignación de este artículo.

A la Junta Nacional de Jardines Infantiles le corresponderá la supervisión y control del correcto uso de los recursos destinados al pago de esta asignación, sin perjuicio de las facultades legales que correspondan a otros órganos.

El monto de los recursos que se destinarán al pago de esta asignación se determinará anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo 4°.- Autorízase, hasta el 30 de enero de 2016, a los sostenedores que hayan adscrito formalmente hasta antes del 30 de agosto de 2015, a sus establecimientos educacionales al régimen de gratuidad para el año 2016, de acuerdo a lo establecido en la ley N°20.845, a postular a dichos establecimientos al Régimen de Subvención Escolar Preferencial, establecido en la ley N°20.248, para el año 2016. Asimismo, autorízase a dichos sostenedores a solicitar al Ministerio de Educación la renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa a que se refiere el artículo 7° bis de dicha ley, que hubieren expirado durante el año 2015.

Artículo 5°.- Reemplázase, en el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.835, la oración “hasta 6 meses después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación”, por “hasta la entrada en vigencia del reglamento a que se refiere el artículo segundo transitorio de la ley N°20.832, que crea la Autorización de Funcionamiento de Establecimientos de Educación Parvularia”.

Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 21 de enero de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Carlos Montes Cisternas.


Sala de la Comisión, a 25 de enero de 2016.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SIMPLIFICA EL SISTEMA DE TRIBUTACIÓN A LA RENTA Y PERFECCIONA OTRAS DISPOSICIONES LEGALES TRIBUTARIAS

(10.442-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

- - -

Cabe hacer presente que, con fecha 19 de enero de 2016, la Sala del Senado autorizó que el proyecto de ley sea discutido en general y en particular durante el primer informe.

Asimismo, debe consignarse que el presente informe sólo incluye las audiencias y el debate efectuados durante la discusión en general de la iniciativa legal. El debate ocurrido con ocasión de la discusión en particular, será objeto de un informe ampliado que se emitirá más adelante.

- - -

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.

Asimismo, concurrieron, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Rodrigo Valdés; el Subsecretario, señor Alejandro Micco; la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos; el Coordinador y Director de Políticas Tributarias, señor Alberto Cuevas; los Asesores, señores Ricardo Guerrero, Sergio Henríquez, Rodrigo Ajenjo y Claudia Valle; el Encargado de Comunicaciones de la Subsecretaría, señor Julio Nahuelhual; la Coordinadora de Prensa, señora Marcela Gómez; la Periodista, señora Jimena Krautz, y la Fotógrafa, señora Paula Farías.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los Asesores, señores Hernán Campos, Nicolás Mena, Guillermo Briceño, Héctor Valladares y Giovanni Semería.

Del Servicio de Impuestos Internos, el Director, señor Fernando Barraza; el Director Subrogante, señor Víctor Villalón; el Subdirector Jurídico, señor Bernardo Lara; el Jefe de Impuestos Directos, señor Pedro Castro; el Subdirector Normativo, señor Juan Alberto Rojas; el Jefe de Departamento de Asesorías Jurídicas, señor Lucio Martínez; los Abogados de la Subdirección Jurídica, señores Javier Undurraga, Ignacio López y María Aguirre; y los Asesores de la Subdirección Normativa, señores Luis González, Pablo Calderón, y señora Lisette Rojas.

De la Universidad Adolfo Ibañez, el Profesor, señor Francisco Saffie.

De Fuensalida y Del Valle Abogados, los Asesores, señores Jaime del Valle y Carolina Fuensalida.

De Guerrero, Valle y Garcés Abogados, el Abogado, señor Sebastián Guerrero.

De Clapes UC, el Director, señor Felipe Larraín, y el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno.

De KPMG, los Abogados, señores Rodrigo Ávalos y Andrés Martínez.

De PwC, los Abogados, señores Nicolás Ulloa, Gregorio Martínez, Francisco Selamé y Miguel Rencoret.

De Chile Libre de Tabaco, las Coordinadoras, señoras Sonia Covarrubias e Isabel Díaz.

Del Colegio de Contadores de Chile, el Presidente de la Comisión Tributaria, señor Luis Torres.

De Brent Abogados, el Abogado Tributarista, señor Ernesto Rencoret.

De VLA, el Abogado, señor Christian Aste.

De Recabarren y Asociados, la Abogada, señora Soledad Recabarren.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, los Abogados, señores Fernando Lagos y Francisco López.

De Fundación Jaime Guzmán, los Asesores, señores Diego Vicuña y Felipe Rössler.

Del Comité Partido Por la Democracia, el Asesor, señor Reinaldo Monardes.

Del Comité Unión Demócrata Independiente, el Asesor, señor Pablo Santiago.

De la Bancada Democracia Cristiana, la Asesora, señora María Jesús Mella.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor Parlamentario, señor Samuel Argüello.

Los Asesores del Honorable Senador Coloma, señores Álvaro Pillado, José Tomás Ruiz-Tagle, Felipe Donoso, Nicolás Segú, y María Teresa González.

El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella y la Periodista, señora Andrea González.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela, y la Asesora, señora Paulina Fernández.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Simplificar el sistema de tributación a la renta e introducir perfeccionamientos en otras disposiciones legales tributarias.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 20.780, sobre reforma tributaria, que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario.

- La ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1°, del decreto ley N° 824, de 1974.
- La ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974.

- Código Tributario, contenido en el artículo 1°, del decreto ley N°830, de 1974.

- Artículo 21 del decreto ley N° 910, de 1975.

- Artículo 34 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.

- La ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, cuyo texto se encuentra fijado por el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980.

- Artículo 13 bis del decreto ley N° 828, del Ministerio de Hacienda, de 1974, que establece normas para el cultivo, elaboración, comercialización e impuestos que afectan al tabaco.

- Artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1969.

- Artículo 48 del Código del Trabajo.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje expone que desde la publicación de la ley N° 20.780, sobre Reforma Tributaria, se ha llevado a cabo un proceso gradual de implementación. Dentro del referido proceso, el Gobierno ha decidido que resulta pertinente volver sobre aquél principio que, de acuerdo a la experiencia nacional e internacional, permite cumplir de mejor forma los objetivos del sistema tributario al menor costo posible para el Estado y los contribuyentes. Ese principio no es otro que el de “simplicidad”. 

Respecto de la estructura y contenido del proyecto, refiere que consta de once artículos de carácter permanente y ocho transitorios.

Los principales objetivos del proyecto son:

1. Avanzar decididamente en la simplificación del sistema de tributación a la renta aprobado por la Reforma Tributaria, aprovechando la experiencia obtenida hasta ahora en su proceso gradual y participativo de implementación y manteniendo sus principios esenciales, es decir, aumentar la recaudación tributaria en alrededor de 3 puntos del PIB, mejorar su progresividad y combatir la evasión y la elusión tributarias.  

2. Simplificar y perfeccionar las disposiciones de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, con el fin de cautelar la correcta aplicación de las disposiciones legales aprobadas en la reforma, especialmente aquellas transitorias que liberan del Impuesto al Valor Agregado (IVA) a ciertas operaciones que ya estaban en desarrollo al aprobarse la ley.

3. Perfeccionar algunas disposiciones del Código Tributario, por ejemplo, con el fin de precisar adecuadamente la vigencia y ámbito de aplicación de la norma general anti elusión.

4. Modificar otras disposiciones legales tributarias con miras a simplificar y precisar su aplicación. 


Contenido del proyecto.

1. Simplificación del Sistema de Tributación a la Renta.

a. Nuevas modalidades de Tributación.

A partir del 1 de enero de 2017, la ley N° 20.780, a través de su artículo 1°, sustituirá el artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta (LIR), estableciendo dos nuevas modalidades de tributación. La interacción entre empresas acogidas a esas distintas modalidades, régimen de impuesto de primera categoría con imputación total de crédito en los impuestos finales (renta atribuida) y régimen de impuesto de primera categoría con deducción parcial de crédito en los impuestos finales (semi integrado).  

b. Régimen de Renta Atribuida.

i. Contribuyentes que podrán optar: (1) Los empresarios individuales, las empresas individuales de responsabilidad limitada, las comunidades, entre otros. (2) Las sociedades por acciones (SpA), cumpliendo ciertos requisitos. 

ii. Régimen por defecto.

La aplicación del régimen de atribución de renta es siempre opcional, de modo que los contribuyentes tendrán que elegir acogerse a él. No obstante, el proyecto establece que, ante la ausencia de una manifestación expresa de voluntad, tributarán bajo esta modalidad los empresarios individuales, las empresas individuales de responsabilidad limitada, y otros contribuyentes que precisa. 

iii. Momento en que se define la tributación de la renta atribuida, y de los retiros, remesas o distribuciones.

Por regla general, el tratamiento tributario de la renta atribuida y de los retiros, remesas o distribuciones de utilidades se determina al término de cada ejercicio comercial. Sin perjuicio de casos especiales que se señalan.

iv. Simplificación de registros.

Con el fin de simplificar la aplicación de este régimen tanto para los contribuyentes como para el Servicio de Impuestos Internos, el proyecto de ley propone eliminar los siguientes tres registros que habían sido creados por la ley de Reforma Tributaria: (1) renta atribuida de terceros, (2) retiros y distribuciones, y (3) rentas afectas a impuestos finales. 

v. Simplificación del orden de imputación de los retiros, remesas o distribuciones. En primer lugar, los retiros, remesas o distribuciones que se efectúen desde estas empresas, se imputarán al Registro de Rentas Atribuidas Propias. Luego, el exceso que resulte se imputará al registro de diferencias entre depreciación acelerada por sobre la normal. El exceso que aún pueda existir se imputará al registro de rentas exentas o no tributables.

vi. Simplificación del crédito contra impuestos finales. Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten gravados con impuestos finales, el propietario, comunero, socio o accionista podrá imputar los créditos.


vii. Simplificación de los créditos por impuestos del exterior. Las empresas que deban incorporar a sus resultados para fines tributarios rentas provenientes del exterior, se verán beneficiadas por la simplificación de los artículos 41 A y 41 C de la LIR a contar del 1 de enero de 2017. 

viii. Beneficio a la inversión.

Con el fin de fortalecer el beneficio a la inversión que establece la letra C), del artículo 14 ter de la LIR, que lleven a cabo las empresas sujetas al régimen de atribución, se aumenta la deducción hasta por un 50% de la renta líquida imponible invertida en la empresa, manteniendo en todo caso el tope de ésta hasta 4.000 unidades de fomento.

c. Régimen semi integrado.

i. Contribuyentes.

Siempre deberán tributar conforme a esta modalidad las sociedades anónimas (abiertas o cerradas), las sociedades en comandita por acciones y las empresas en que al menos uno de sus propietarios, comuneros, socios o accionistas no sea contribuyente de impuestos finales. En consecuencia, podrán optar por este régimen o el de renta atribuida, sólo los empresarios individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, entre otros.

ii. Simplificación de registros. En esta modalidad, también se simplifica el sistema de registros. 

iii. Orden de imputación de retiros, remesas o distribuciones. En primer lugar, se imputarán a las rentas afectas a impuestos, hasta agotarlas. En segundo lugar, el exceso que resulte se imputará al saldo de la diferencia entre la depreciación acelerada por sobre la normal. En tercer lugar, el exceso que aun quede se imputará a las rentas exentas o no tributables, en la forma que se indica en el proyecto.

iv. Simplificación en la imputación de créditos. Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten gravados con impuesto, el propietario, comunero, socio o accionista tendrá derecho a imputar el crédito que establecen los artículos 56 N°3 y 63, entre otros.

v. Simplificación del sistema de créditos por impuestos del exterior. En caso que la empresa obtenga rentas del exterior, se verá beneficiada por la simplificación del régimen incluido en los artículos 41 A y 41 C de la LIR a contar del 1 de enero de 2017. 

2. Impuesto a las Ventas y Servicios.

a. Exención a los contratos de leasing celebrados antes del 1 de enero de 2016.

b. Crédito especial del IVA en ventas de viviendas con subsidios.

c. Perfeccionamiento de la exención del IVA a la importación de bienes de capital.

d. Tratamiento de las promesas de venta de inmuebles.

e. Base imponible en el arriendo con opción de compra de inmuebles amoblados suscritos con anterioridad al 1 de enero de 2016.

f. Exención de IVA a contratos de leasing sobre inmuebles con subsidio. 

g. Deducción de intereses de la base imponible del IVA en el leasing y precisión del hecho gravado.

h. Viviendas con subsidio y tope del crédito especial del IVA.

i. Ampliación del plazo de exención para la venta de inmuebles con permiso de edificación hasta 2017.

j. Tratamiento del IVA en ventas forzadas y eliminación de presunción.

k. Efecto en el impuesto a la renta del beneficio del artículo 8° transitorio de la ley N°20.780. 

l. Normas sobre emisión de facturas.

m. Deducción del valor del terreno. 

n. Exención de IVA en operaciones con el Banco Central de Chile.

o. Postergación del pago del IVA.

3. Simplificación en la forma de determinar el Impuesto a las Fuentes Fijas Contaminantes.

4. Código Tributario. En esta materia, la iniciativa legal busca perfeccionar y fortalecer aquellas disposiciones legales que promueven el cumplimiento tributario voluntario y la certeza jurídica de los contribuyentes. Además, se busca precisar ciertas facultades de la administración tributaria, con la finalidad de que ellas sean ejercidas de forma eficiente y eficaz, con los menores costos para los contribuyentes y el Estado. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

Al comenzar la discusión, los representantes del Ministerio de Hacienda efectuaron una presentación en formato power point. En primer término, el Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés, expuso que:

Reforma Tributaria: simplificaciones

1. Introducción; 2. Discusión; 3. Simplificaciones y perfeccionamientos, y 4. Informe Financiero / Resumen Efectos Fiscales.

1. Introducción

Objetivos

•
Simplificar y precisar la Reforma Tributaria, ley N° 20.780 (afecta distintas leyes y, en particular, se hace en fase de implementación de la reforma tributaria, por lo que se efectúan enmiendas a algunas leyes tributarias vigentes y a la ley de reforma propiamente tal).

•
Asegurar la recaudación de la reforma tributaria (RT).

•
Mantener la progresividad del sistema.

•
Mantener las herramientas contra la evasión y la elusión.

Simplificación de la Reforma Tributaria

1.
Sistema del Impuesto a la Renta.

2.
IVA.

3.
Código Tributario.

1. Simplificación del Impuesto a la Renta.

Objetivos

• Evitar las interacciones de los regímenes de renta atribuida y semi-integrado, para simplificar y reducir los espacios de elusión.

• Evitar la atribución de rentas que no sean fácilmente verificables por el contribuyente.

• Evitar la atribución circular de rentas para evitar dificultades de estimación de las rentas finales.

- Solución: restringir el sistema de renta atribuida a empresas “simples”.

- Se limita la interacción entre los sistemas acotándose el número de registros tributarios.

2. Precisiones y simplificaciones al IVA.

a. Toda promesa de compraventa estará exenta del pago de IVA independientemente del año de su firma. El IVA se pagará en el momento que se concrete la venta lo cual simplificará la aplicación del impuesto disminuyendo los costos de cumplimiento.

b. Ninguna vivienda con subsidio habitacional pagará IVA. Quedarán exentas las operaciones de leasing habitacional con subsidio.

3. Precisiones y simplificaciones al Código Tributario. Norma de Vigencia (artículo octavo transitorio). 

Se precisa que la norma general antielusión se aplicará respecto de los hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos, realizados o concluidos a partir de la vigencia de esta norma (30 de septiembre de 2015).

La norma no incluye los casos en que los elementos para determinar sus efectos tributarios se encuentren fijados con anterioridad a la citada vigencia, tomando los resguardos necesarios para evitar que esta precisión se constituya en una ventana de potencial elusión.

2. Discusión

Temas que han aparecido en la discusión pública y en la discusión del primer trámite constitucional.

1. Carga Tributaria y Carga Corporativa.

Ha surgido la idea de dejar un sistema totalmente integrado, pero para ello –y manteniendo la recaudación esperada- se requeriría aumentar los impuestos a 43% en el tope del impuesto global complementario, o a 31,5% el impuesto de primera categoría, por ejemplo.

En relación a la carga corporativa en Chile comparada a nivel internacional, pareciera que es alta, pero el sistema semi-integrado permite que dicha carga no sea tan alta, al final.

2. Discriminación Nacionales y Extranjeros.

En este punto, la supuesta discriminación al pagar los contribuyentes nacionales un máximo de 44,45% frente a un 35% de los extranjeros beneficiados por acuerdos de doble tributación, no es tan real, dado que para los contribuyentes extranjeros no se trata de los impuestos finales, que deben pagarlos en su propio país. 

3. Inequidad rentas del trabajo y del capital.

En este punto, la supuesta discriminación al pagar las rentas provenientes del capital un máximo de 44,45%, frente a un 35% de las rentas provenientes del trabajo, tampoco es tan real, debido a que las rentas del capital tienen la posibilidad de reinvertirse a una tasa más baja, que es la del pago de primera categoría y dura mientras se encuentre reinvertida, por lo que funciona como un crédito del Fisco.

4. Efecto sobre las MIPYMES.

Cuando se restringe la posibilidad de utilizar el sistema atribuido, existe un número de sociedades que no pueden acceder a dicho sistema por lo que aumenta el monto del impuesto a pagar. Pero, observó, se trata de un número acotado de empresas medianas o grandes, dado que aquellas más pequeñas cuentan con el sistema simplificado del artículo 14 ter y, además, ese universo restringido de empresas que podrían verse perjudicadas tiene la opción de cambiar su calidad jurídica para poder optar por el régimen atribuido.

Continuó con la presentación el Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, quien explicó lo siguiente:
Carga Tributaria
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Las mayores diferencias con los otros miembros de la OCDE para que Chile se encuentre en la parte baja de la carga tributaria como porcentaje del PIB (18.5%), se da en los impuestos directos (rentas del capital y del trabajo) en que Chile muestra 6.9% versus 11.5% promedio de la OCDE
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Sería alta la carga de impuesto corporativo (4.4%), pero, explicó, la OCDE no toma en cuenta el sistema integrado actual, en que el pago del impuesto corporativo es sólo un crédito respecto del pago de los impuestos personales finales, por lo que con la tasa de 20% -vigente en el año 2013- ya dejaba a Chile con una carga alta a nivel de corporaciones.
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Estudios económicos de la OCDE CHILE

Noviembre 2015. Visión general.

“Hacienda, 2015). Si bien la carga tributaria general es relativamente baja, el aumento de la tasa del impuesto a las empresas posicionará a Chile entre las jurisdicciones tributarias más altas para las empresas, tras haber sido una de las jurisdicciones más bajas. La evidencia empírica sugiere que las tasas a las empresas son el factor más perjudicial para el crecimiento económico, ya que deprimen los niveles de inversión y reducen la productividad laboral (Arnold et al., 2011). No obstante, el sistema semi-integrado chileno permite a los propietarios de capitales utilizar el 65% del impuesto a la renta de las empresas como crédito fiscal de cara a su impuesto a la renta personal. Si bien el objetivo principal de la reforma es incrementar la…”.
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2. Discriminación entre Nacionales y Extranjeros

1. Razones Conceptuales.

•
El impuesto que paga el extranjero no es su impuesto final.

•
El extranjero no utiliza todos los bienes públicos financiados con los impuestos pues no vive en Chile.

•
El impuesto global de las personas es creciente.

2. Experiencias.

• Todos los países OCDE, salvo dos, tienen esta diferencia entre Nacionales y Extranjeros.

• En Chile siempre ha existido:

[image: image11]
3. Diferenciales de Tasas

1. El  sistema no lograría equidad tributaria entre ingresos al trabajo y capital:
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Las diferencias entre las tasas de las rentas del trabajo y del capital, en relación al pago efectivo de impuestos, pasa de 13.3% a sólo 2.2% en el caso del sistema semi-integrado y 0% en el caso del atribuido.

3. Simplificaciones y Perfeccionamientos
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1.- Simplificaciones al Impuesto a la Renta. Artículos 1 y 8 permanentes, y 1 al 5 transitorios.

1. El proyecto de ley limita los contribuyentes de renta atribuida:

• Dueños: Contribuyentes de impuestos finales (Impuesto Global Complementario e Impuesto Adicional). Personas naturales.

• Tipos de Empresas:  Empresas Individuales (EI), Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada (EIRL), Comunidades (CM), Sociedades de Personas (SP), excluidas Sociedades en Comandita por Acciones, y Sociedades por Acciones (SPA).

2. Todas las empresas se pueden acoger al Sistema Semi-Integrado: 

• Sociedades anónimas sólo pueden optar por este sistema.

• Empresas que tengan un dueño persona jurídica sólo pueden optar por este sistema o 14 ter A (si cumple condiciones de ventas y persona jurídica es atribuida).

- Las simplificaciones a la renta sólo permiten las siguientes interacciones de propiedad:
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Se permite mantener una empresa familiar o empresas con estructuras simples con régimen atribuido y más abajo sociedades con régimen de 14 ter A y con régimen semi-integrado.
- Firmas que se deben acoger al 14 B

Simulación 1:

• Las firmas mantienen la estructura de propiedad y jurídica que tuvieron en el Año Tributario 2014.

• Firmas SA y que pueden entrar al 14 ter A se transforman en sociedades por acciones, SpA.

• Todas las empresas que pueden acogerse al Sistema Atribuido y/o al 14 ter A lo hacen.
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Muy restringidas como número de empresas o sociedades (5,2%), pero muy relevantes como porcentaje del total de las ventas (74%).
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De las 50.000 sociedades obligadas a tributar en el régimen semi-integrado, casi 18.000 son sociedades de inversión, que no son productivas. Las 5.591 empresas medianas representan el 2% del pago del impuesto de primera categoría.
Simulación 2:

• Las firmas mantienen la estructura de propiedad y jurídica que tuvieron en el Año Tributario 2014.

• Firmas SA y que pueden entrar al 14 ter A o atribuido se transforman en SpA.

• Todas las empresas que pueden acogerse al Sistema Atribuido y/o al 14 ter A lo hacen.
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- Régimen de renta atribuida:

1. Dueños.

Sólo pueden ser dueños de empresas atribuidas los contribuyentes de impuestos finales y no pueden acogerse a este régimen las sociedades anónimas y en comandita por acciones.

2. Cláusula de no enajenar a accionistas no permitidos.

En el caso de las SpA se establece que la cláusula de no enajenar a socios o accionistas no permitidos es de la naturaleza del pacto social, por tanto, no es necesario que se exprese para optar al régimen de renta atribuida.

3. Incumplimiento requisito esencial por incorporación de dueño no permitido.

Se entenderá que la empresa y sus dueños se han incorporado al régimen semi-integrado el 1° de enero del año siguiente al incumplimiento.

Ese socio o accionista que se incorpora a la empresa debe pagar, en el año en que se incorpora, un impuesto final con tasa de 40% sobre los retiros o dividendos que se le distribuya o sobre la renta que se le atribuya.

4. Simplificación de registros.

Eliminar tres registros de los que hoy contiene la ley, a saber; i) renta atribuida por terceros, ii) retiros y distribuciones, el que será reemplazado por vías más simples de control de esta información; y iii) el registro de rentas afectas a impuestos finales (global complementario o adicional).

5. Orden de imputación de los retiros o distribuciones en el régimen de atribución de rentas.

El primer lugar, los retiros o dividendos que se efectúen desde estas empresas, se imputarán a las partidas registradas en el Registro de Rentas Atribuidas Propias. El exceso que resulte de la imputación anterior de los dividendos o retiros, se imputará al registro de diferencia de depreciación normal y acelerada. El exceso que resulte de dichas imputaciones se imputará al registro de rentas exentas o no tributables. Si aún existen retiros o distribuciones en exceso de las cantidades señaladas, éstos se gravarán con el impuesto global complementario, salvo que se efectúe una devolución de capital. 

6. Simplificación del sistema de imputación de créditos en contra del Impuesto Global Complementario.

Cuando los retiros o distribuciones resulten gravados con el impuesto global complementario, el propietario, comunero, socio o accionista tendrá derecho a imputar en contra del referido tributo, el crédito que establece el artículo 56 número 3 de la LIR, que mantenga en el saldo acumulado de créditos.

7. Simplificación del sistema de créditos por impuestos del exterior.

- La renta extranjera se considera de fuente chilena una vez que se ha incorporado a la Renta Líquida Imponible y se ha gravado con impuestos en Chile.

- El impuesto de primera categoría pagado con este crédito por impuestos del extranjero, no darán derecho a devolución.

- Se mantiene la distinción entre 32% y 35% como límite máximo para el otorgamiento de crédito entre países sin o con convenio. 

8. Fin a la complejidad producto de la interacción entre empresas acogidas a distintos regímenes tributarios.

Las empresas acogidas al régimen semi-integrado no podrán tener inversiones en empresas acogidas al régimen de atribución o imputación total.

9. Devoluciones de capital.

Ajustar las reglas actuales sobre devoluciones de capital, especialmente con el fin de compatibilizar el tratamiento de las devoluciones de capital con el orden de imputación de los retiros y distribuciones. 

10. Beneficio a la reinversión de utilidades en la propia empresa.

Se aumenta la deducción hasta por un 50% de la Renta Líquida Imponible invertida en la empresa, manteniendo en todo caso el tope de ésta hasta 4.000 unidades de fomento. 

– Régimen semi-integrado:

1. Contribuyentes que deben tributar conforme a este régimen.

Siempre deberán tributar por este régimen las SA y sociedades en comanditas por acciones y en general contribuyentes que tengan como dueños a alguna persona jurídica constituida en Chile.

2. Momento en que se define la situación tributaria de retiros, remesas o distribuciones.

La situación tributaria de los retiros, remesas o distribuciones se define a la fecha en que éstos ocurren, y en el orden cronológico en que se efectúan.

3. Simplificación de los registros.

Obligatoriedad de mantener el registro de las rentas afectas a impuestos y se modifica la forma de determinar el saldo de las cantidades a incluir en el citado registro. Se elimina el registro de retiros, remesas o distribuciones, el que será reemplazado por vías más simples de control de esta información. 

4. Orden de imputación de retiros, remesas o distribuciones.

En primer lugar, los retiros, remesas o dividendos se imputarán a las Rentas Afectas a Impuestos, hasta agotarlas. El exceso que resulte de la imputación anterior, se imputará a la diferencia entre la depreciación normal y acelerada. El exceso que resulte de dicha imputación, se imputará a las rentas exentas o no tributables. Si aún existen retiros, remesas o distribuciones en exceso, éstos se gravarán con el impuesto respectivo, salvo que se efectúe una devolución de capital.

5. Simplificación del sistema de imputación de créditos en contra de los impuestos respectivos.

Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten gravados con impuesto, el propietario, comunero, socio o accionista tendrá derecho a imputar el crédito que establecen los artículos 56 número 3 y 63 de la LIR, así como el crédito contra impuestos finales.

6. Simplificación del sistema de créditos por impuestos del exterior.

- La renta extranjera se considera de fuente chilena una vez que se ha incorporado a la renta líquida imponible y se ha gravado con impuestos en Chile.

- El impuesto de primera categoría pagado con este crédito por impuestos del extranjero, no dará derecho a devolución.

- Se mantiene la distinción entre 32% y 35% como límite máximo para el otorgamiento de crédito entre países sin o con convenio. 

- Registro FUT histórico:

Simplificación del sistema de créditos. Se modifica el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.780 en el cual se establecen las interacciones entre los nuevos regímenes y el sistema del FUT.

Para efectos de simplicidad se establece que todo el FUT acumulado se reducirá a un saldo de créditos ponderado considerando las utilidades pendientes de tributación que tenga el contribuyente. 

- Artículo 14 ter:

El funcionamiento del sistema simplificado del artículo 14 ter es muy similar al régimen de renta atribuida, con las siguientes particularidades que se incorporan:

• Dueños: se pueden acoger sólo contribuyentes de impuestos finales y/o empresas atribuidas. También se aplica la cláusula de no enajenar y reglas por incumplimiento de requisito esencial por incorporación de dueño no permitido.

• Se cambia la norma de relación para el cómputo de las ventas. Válido también para renta presunta: Sólo se toman relaciones de propiedad y contractuales. No se aplican normas de parentesco.

•  En caso de cambio de régimen las utilidades acumuladas de reconocen como ingreso diferido en 5 años con crédito por impuesto de primera categoría acumulado.

• Procede el crédito de impuesto de primera categoría en caso que se reciban dividendos desde otra empresa en la que la empresa 14 ter invierte. 

2. Simplificaciones al IVA

En materia inmobiliaria y otros.

1. Se amplía el plazo de exención para proyectos nuevos -que tengan permiso de edificación al 31 de diciembre de 2016- e ingresen solicitud de recepción definitiva antes del 1 de enero de 2017;

2. Se elimina el hecho gravado “promesa de venta”. El IVA se pagará al momento de firmarse la escritura de venta definitiva, por el total del precio;

3. Todas las viviendas con subsidio estarán exentas de IVA, sea que hayan sido adquiridas por medio de compra directa o por medio de leasing;

4. Crédito especial IVA para empresas constructoras que vendan directamente viviendas a beneficiarios de subsidios, con tope de valor de construcción de 2.200 UF (las viviendas sin subsidio tienen tope de 2.000 UF de valor de construcción);

5. Exención IVA intereses en operaciones de leasing. Se busca gravar la adquisición del inmueble y no el financiamiento, equiparándolo con los créditos hipotecarios;

6. Exención IVA operaciones de leasing cuando en adquisición de inmueble que preceda al contrato de leasing no se haya pagado IVA;

7. Se aclara concepto de “ventas forzadas” para incluir a las ventas que se hagan en pública subasta previo decreto judicial (por ejemplo, Tesorería) o aquellas ventas que una ley exija hacer dentro de un determinado plazo (por ejemplo, viviendas que el Banco se adjudique);

8. Otras normas adecuatorias de facturación, base imponible y deducción del terreno para incorporar al leasing dentro de dicha regulación;

9. Postergación pago del IVA: Se precisa que no pueden utilizar el beneficio aquellos contribuyentes que tengan morosidad de 3 o más períodos de IVA dentro de un período de 12 meses o de 2 periodos de renta consecutivos;

10. Exención de IVA Casa de Moneda S.A. y otras personas respecto de insumos que se adquieran en Chile o importen y que utilicen en sus operaciones con el Banco Central;

11. Perfeccionamiento exención IVA en la importación de bienes de capital. Se incluyen nuevos "hitos" (permisos ambientales y concesión de uso oneroso de terreno) desde los cuales se cuenta el plazo de 12 meses para que proyecto pueda calificar al beneficio. Proyecto debe generar ingresos recién transcurridos 12 meses desde estos hitos.

Esto con el objeto de incluir a proyectos que hoy pueden optar al beneficio (en especial proyectos de energías renovables) y que con la actual redacción estaban quedando fuera;

12. Precisión respecto de artículo 8° transitorio de la ley N° 20.780: Este artículo regula la utilización de crédito fiscal para aquellos contribuyentes que a contar del 1 de enero de 2016 pasan a estar afectos a IVA y que, en consecuencia, deben llevar un control de créditos y débitos fiscales. Se establece que mecanismo de reconocimiento de créditos IVA soportados antes de la entrada en vigencia de la ley es opcional y se precisa además el efecto a nivel de impuesto a la renta que tiene su utilización señalándose que no se trata de un ingreso tributable;

13. Mantención régimen tributario para operaciones de leasing celebradas antes del 1 de enero de 2016. De esta forma, si la operación de leasing estaba exenta con anterioridad a esa fecha, lo seguirá estando. Si por el contrario el contrato ya estaba afecto, lo seguirá estando, con las mismas reglas que estaban vigentes con anterioridad al 2016. 

Continuó con la exposición el Director de Políticas Tributarias, señor Alberto Cuevas:
3. Código Tributario y otros (artículo 3 del proyecto de ley)

1. En el Código Tributario, el proyecto de ley busca perfeccionar y fortalecer aquellas disposiciones legales que promueven el cumplimiento tributario voluntario y la certeza jurídica de los contribuyentes. Además, se busca precisar ciertas facultades de la administración tributaria, con la finalidad de que ellas sean ejercidas de forma eficiente y eficaz, con los menores costos para los contribuyentes y el Estado.

2. Se faculta al SII para llevar a cabo cursos de capacitación a los contribuyentes y sus asesores.

3. Flexibilización al sistema de egreso de Tesorería. 

4. Norma General Antielusión

4.1 Norma de Vigencia (artículo octavo transitorio).

Se propone precisar que la norma general antielusión se aplique respecto de los hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos, realizados o concluidos a partir de la vigencia de esta norma (30 de septiembre de 2015).

Después del debate efectuado en la Cámara de Diputados, el Ejecutivo presentó una indicación que recoge las apreciaciones de los distintos sectores y la cual fue votada favorablemente por la unanimidad de los señores diputados de la Comisión de Hacienda.

4.2 Personas que pueden efectuar consultas según artículo 26 bis del Código Tributario (número 4 del artículo 3 del proyecto de ley).

Se propone ampliar los sujetos que podrán obtener de la administración tributaria un pronunciamiento anticipado sobre criterios de carácter general relativos a la aplicación de la norma general antielusión.

Sin embargo, considerando la naturaleza de la consulta en estos casos, en que no se exigirá un interés comprometido por el consultante, la respuesta no podrá tener carácter “vinculante” general ni particular.

Además, se establece que el Servicio de Impuestos Internos deberá publicar sus respuestas.

5. Trazabilidad

En las modificaciones que se realiza en el proceso de trazabilidad del tabaco se incluyen cinco aspectos que simplifican la implementación por parte del SII y entregan mayor control a la autoridad tributaria.

1. Se permite la implementación de sistemas de trazabilidad, lo que engloba medios físicos (dispuestos originalmente) con otros mecanismos tecnológicos.

2. Se permite que el SII utilice tecnología propia y complemente el sistema con información que ya posee entre los actuales procesos de fiscalización. Esto facilita la integración de los sistemas, agiliza los plazos y reduce los costos.

3. Se permite que el SII pueda contratar el sistema. Sin las simplificaciones, la autoridad tributaria definía el prestador, pero el contribuyente obligado debía contratarlo.

4. Se aclara que los cargos que podrán rebajar los contribuyentes obligados son solamente extraordinarios y adicionales, los que deberán ser acreditados.

5. Se coordinan los mecanismos de trazabilidad que contempla la Reforma Tributaria.

Indicaciones introducidas en la Cámara

1. Aclaración de la frase “en todo momento” en Renta Presunta.

2. Amplia exclusión de pasivos de corto plazo con no residentes para calcular exceso de endeudamiento.

3. Exclusión de aplicación de norma sobre rentas pasivas del exterior (Reglas CFC) en situaciones excepcionales y transitorias.

4. Para las SpA se asume de hecho cláusula de consentimiento para vender al acogerse al sistema atribuido.

5. En renta atribuida, incorporación de personas jurídicas implica expulsión del régimen el año siguiente, y persona jurídica paga impuesto final de 40% el año de incumplimiento.

6. En el artículo 14 ter A se excluyen los ingresos devengados castigados para cálculo de ventas.

7. En el 14 ter A incorporación de socio no permitido implica misma situación que en el Sistema Atribuido.

8. Retención de pagos al exterior al final del periodo para atribuidas.

9. Se incorpora hecho exento de IVA, los contratos de arriendo con opción de compra.

10. Modificaciones formales a ciertas normas de IVA y Código.

Indicaciones introducidas. Normas Transitorias

1. No debe haber retención en el caso de remesas de utilidades que se hayan acogido al pre-pago del FUT.

2. Se excluyen los ingresos devengados castigados en cálculo de las ventas en el régimen 14 ter transitorio 2015 – 2016.

3. Se amplía el plazo a los años 2010, 2011 y 2012 para que los contribuyentes puedan invocar la exención de impuesto adicional por pagos al exterior, siempre que, cumplan con los demás requisitos legales que establece la norma.

4. Se precisa tratamiento de contratos de leasing celebrados con anterioridad a 2016 de forma de aclarar que sus condiciones no cambian con las nuevas modificaciones.

5. Se sustituye el artículo octavo transitorio para evitar la aplicación retroactiva de la norma general anti-elusión.

INFORME FINANCIERO

RESUMEN DE EFECTOS FISCALES
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•
La simplificación no afecta la recaudación de la reforma.

•
En el corto plazo la recaudación total esperada cae un 0.3%.

•
En el largo plazo las estimaciones muestran un aumento de la recaudación esperada de la reforma de un 1%, ambas cifras están dentro del margen de error de la estimación.

EVOLUCIÓN DE LOS INGRESOS
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El Ministro de Hacienda, señor Valdés, señaló que en los dos primeros años se verifica una pérdida marginal y en los años posteriores se da una ganancia marginal.

El Honorable Senador señor Coloma consultó qué ocurrirá con la comisión o consejo antielusión que asesoraría al director del Servicio de Impuestos Internos en la materia.

El señor Ministro indicó que ese punto fue rechazado por la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados y el Ejecutivo no perseverará en la propuesta.
El Honorable Senador señor Montes consultó si existe un informe financiero acerca de la marcha de la implementación de toda la reforma tributaria.

Respecto de otra materia, sostuvo que existe un cambio en el concepto de habitualidad que no fue mencionado en la presentación.

Sobre el cambio de la norma antielusión, inquirió antecedentes más precisos acerca de lo que se está haciendo con el proyecto de ley.

El Director de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda, señor Cuevas, expresó que no existe un cambio relevante en lo que se está haciendo respecto de la norma antielusión, sólo se está remitiendo al espíritu del Protocolo de Acuerdo suscrito con ocasión de la Reforma Tributaria, aclarando que la norma opera respecto de actos y contratos que ocurriesen una vez iniciada la vigencia de la norma y no hacia el pasado.

Detalló que el debate se ha producido respecto de algunos conceptos jurídicos indeterminados que se encontraban en la norma, como “serie o conjunto de actos”, esto es, un conjunto de actos encadenados unos a otros teleológicamente. Si una serie de actos finalizaba antes de la vigencia de la norma no se les podía aplicar, lo que no significa que la Administración tributaria pueda aplicar las normas especiales antielusión o el ejercicio de la acción penal. Pero, indicó, en relación a contratos de tracto sucesivo o sujetos a plazo o condición suspensiva existía un fuerte debate acerca de la aplicación de la ley.

Agregó que si los actos que no son alcanzados por la vigencia de la norma son modificados posteriormente, sí quedarán bajo su regulación, pero siempre que lo que se modifique sean elementos sustanciales, esto es, que determinen sus efectos tributarios, como, por ejemplo, si se cambia el domicilio perdiendo el que se tiene en Chile, lo que genera importantes consecuencias (si se trata de otro cambio de domicilio dentro del país, no sería sustancial).

Respecto del concepto de habitualidad para efectos de la aplicación del IVA, manifestó que la presunción relativa a la venta de departamentos o pisos que consideraba un plazo de 4 años entre la compra y la venta, se consideró totalmente innecesaria y contraria a la lógica del IVA, porque si existe habitualidad siempre se aplicará el referido impuesto, y los objetivos buscados con la presunción se resguardan adecuadamente con aquella que la entiende si existe menos de un año entre la compra y la venta del inmueble.

El Honorable Senador señor Montes observó que sigue excluyéndose el suelo de esta materia, a pesar de que existe un informe de la OCDE que señala que nuestro país está muy atrasado en la materia.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó si se consideró disponer completamente como régimen general el semi-integrado.

El señor Ministro manifestó entender que ahora se propone el régimen semi-integrado como general y el atribuido como opcional sólo para un subconjunto.

Con relación a la marcha de la reforma tributaria, señaló que deben esperar la operación renta del presente año para entregar una evaluación con antecedentes distintos a los ya entregados, a  excepción del resultado del llamado registro de capitales, que fue significativamente superior al estimado, y el retiro a tasa especial del llamado FUT histórico, que en el proyecto de ley se renueva por un par de años más.

El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Fernando Barraza, expresó que, desde la perspectiva de la Administración tributaria, el proyecto de ley cumple con el objetivo de simplificar la aplicación de las normas.

El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, acotó que varias de las medidas relacionadas con el IVA tienen implicancias a partir del 1 de enero de este año, por lo que la última fecha para que se encuentre vigente el proyecto de ley, sin generar problemas, es el 12 de febrero.

En la siguiente sesión, la Comisión recibió a diversos especialistas en materia tributaria. En primer término, escuchó al señor Sebastián Guerrero, quien expuso lo siguiente:

- El proyecto es un paso más del proceso de reforma tributaria iniciado el año pasado.

- Se constata una realidad: el sistema tributario aprobado, si bien pudo haber cumplido con muchos de los fines propuestos, es un sistema extremadamente complejo.

-En la Comisión de Hacienda, se sostuvo en forma mayoritaria por los expertos, que el sistema de renta atribuida no era un sistema idóneo ni positivo.

- También se dijo que, de mantenerse, debía quedar limitado, en la forma en que lo hace este proyecto.

- Consideró como positivo el objetivo de simplicidad que inspira el proyecto.

- No obstante el objetivo principal de avanzar en la simplificación del sistema tributario aprobado en la reforma y los esfuerzos que con este proyecto se hacen, el sistema sigue siendo complejo.

¿Cuál es el sistema ideal? 

- En su opinión: el régimen transitorio actualmente vigente. Es un sistema de integración total, donde se cerraron las ventanas (hasta ahora conocidas) de elusión.

- Conveniente postergar la gradualidad de la reforma en un año, para que entre plenamente en vigencia el año 2018.

- El sistema sigue siendo complejo y requiere tiempo para su perfecta implementación, no sólo por parte del SII, sino que por parte de los contribuyentes.

- Con la última indicación presentada por el Ejecutivo al artículo octavo transitorio del proyecto, la norma antielusión propuesta cumple con el espíritu de lo negociado y acordado en el Protocolo de Acuerdo.

- Conveniente revisar el artículo 26 bis. Como está, puede ser letra muerta, no obstante ser una importante herramienta para la aplicación de las normas antielusión. No existe obligatoriedad de dar respuesta.

- Si el SII no se pronuncia en los plazos establecidos en la norma, debe operar el silencio administrativo y darse por válida la operación planteada por el contribuyente, en la medida que sea él mismo quien formula la consulta y no un tercero.

A continuación, la Comisión escuchó al señor Francisco Saffie, quien efectuó una exposición del siguiente tenor:

• Esquema de la presentación:

1. Introducción.

2. Simplificación del impuesto a la renta.

3. Modificaciones relativas a la norma general antielusión. 

1. Introducción. ¿Era necesaria una simplificación de la ley N° 20.780?

• Propósitos de la reforma tributaria contenida en la ley N° 20.780.

- Aumento de la recaudación tributaria.

- Mejorar la progresividad del impuesto a la renta (y del sistema tributario).

- Establecer nuevas y mejores herramientas para combatir la evasión y la elusión.

¿Se mantienen estos propósitos con el proyecto de simplificación? 

• Problemas del sistema de impuesto a la renta en la ley N° 20.780. Se resuelven los problemas detectados:

- Interacción de los sistemas atribuido y semi-integrado (elusión / atribuciones en propiedad circular).

- Problemas de fiscalización (administración) y cumplimiento tributario (contribuyentes).

• Cumplimiento de los propósitos de la reforma tributaria contenida en la ley N° 20.780:

- Aumento de la recaudación tributaria.

- Mejorar la progresividad del impuesto a la renta (y del sistema tributario). Desde la estructura del sistema, y con una mirada desde la idea de justicia política, se pierde algo con la disminución del rol del régimen de la renta atribuida, en la perspectiva de que las rentas del capital y las rentas del trabajo pagan al mismo tiempo.

- Establecer nuevas y mejores herramientas para combatir la evasión y la elusión.

• Cuestionamientos a la norma general antielusión:

- Normas permanentes. No existen problemas de interpretación y aplicación desde un punto de vista estrictamente jurídico.

- Norma transitoria. Discusión acerca de posible efecto retroactivo y respeto a la intención concordada al celebrar Protocolo de Acuerdo. Lectura de intérprete permite entender que la norma no tiene efecto retroactivo, y el debate se da por la forma de entender que se generan las obligaciones en materia tributaria. 

Tres supuestos claros: uno, la norma general respecto de contratos celebrados con anterioridad a la vigencia (30 de septiembre de 2015) y que no sufren modificaciones –no retroactivo-; dos, si los contratos sufren modificaciones o con supuestos que generan efectos en el futuro –se revisan en el futuro y no tienen efecto retroactivo- y, tres, referido a inciso eliminado, que aclaraba como proceder respecto de actos celebrados en el pasado vinculados a operaciones que ocurrirán en el futuro, en que se determinaba que las operaciones ocurridas en el pasado no podían revisarse, sino que sólo considerarse como antecedentes interpretativos para efectos de las operaciones vinculadas que se generen en el futuro.  

• Cumplimiento de los propósitos de la reforma tributaria contenida en la ley N° 20.780.

- Establecer nuevas y mejores herramientas para combatir la evasión y la elusión.

• ¿Se mantienen estos propósitos con el proyecto de simplificación?

- Artículo octavo transitorio (norma de vigencia) y la falsa idea de la retroactividad de la norma.

- Consultas conforme al artículo 26 bis del Código Tributario. No favorable a que se abran a cualquier persona que se interese por consultar, porque se genera un problema de eficiencia en términos administrativos y no se cumple el objetivo de responder en forma vinculante a los contribuyentes que tiene interés por visar una operación como no elusiva.

Respecto de la no respuesta de la Administración tributaria y la aplicación del silencio negativo rechazando: es el único posible, dado que la decisión la tiene un órgano no administrativo que es el tribunal tributario y aduanero, distinto sería si la aplicación fuera por la misma Administración tributaria, caso en el cual se justificaría el silencio positivo.

Enseguida, la Comisión escuchó a la señora Carolina Fuensalida, quien efectuó una exposición del siguiente tenor:

Visión sobre el proyecto de simplificación de Reforma Tributaria

PLANTEAMIENTOS

- ¿Legitimidad transversal a la reforma tributaria?

Entre los aspectos que se logran están la mayor recaudación, la progresividad y el combate a evasión y elusión.

Entre los aspectos que no se logran están la simplicidad, dado que se trata de un proyecto muy extenso, y la certeza, que sigue siendo una deuda pendiente.

- No obstante se valora intento de simplificación: 
Avance en el sistema semi-integrado.

Se cumple con la deuda en IVA en materia inmobiliaria por desajustes, redacciones erradas y criterios dispares.

- Normas anti-elusión:

Interpretación contraria a nuestro sistema jurídico.

Falta de certeza jurídica.

Retroactividad se consagra por ley.

Discrecionalidad.

“La Reforma Tributaria dará gobernabilidad al crecimiento de las próximas décadas” (Mensaje del proyecto de Reforma Tributaria de 1 de abril de 2014). Por la magnitud y relevancia del desafío DEBE ser transversalmente legitimado.

Si la interpretación que el Servicio de Impuestos Internos hace de la norma general antielusión se aparta tanto de lo que buscaron al redactar la norma legal (circulares N°s 55 y 65, de 2015), significa que no lograron el objetivo de ser claros en lo que se pretendía cuando se logró un Protocolo de Acuerdo para la aprobación de la reforma tributaria, que era no dar retroactividad en la aplicación de la norma.

Por ello, se agradece las precisiones introducidas en el artículo octavo transitorio del proyecto de ley, más allá de que aún requiere otras aclaraciones.

NUEVOS SISTEMAS DE TRIBUTACIÓN: CONTEXTO

Reforma 1: Proyecto del Ejecutivo de 1 de abril 2014 - único sistema es el atribuido, totalmente integrado.

Reforma 2: Protocolo de Acuerdo: Atribuido y Semi integrado. Ambos con integración (total o parcial).

Reforma 3: Simplificación de fecha 15 de diciembre: Atribuido para estructuras simples. Totalmente integrado. / Semi-integrado para sociedades anónimas sin opción. Integración parcial; simplificación de registros y mejoría en órdenes de imputación.

Sistemas de Tributación:

En ambos sistemas hay integración.  Total o parcial.

Al final del día se deshizo el sistema tributario actual para llegar a algo muy similar a lo vigente. ¿No bastaba con ponerse de acuerdo en la tasa, eliminar normas de vacío tributario y buenas normas anti-elusión? 

Pensando que el FUT era la fuente de los problemas de nuestro sistema tributario, se está incurriendo en un costo brutal de aceptación, conocimiento, implementación, difusión, recursos fiscales y para los contribuyentes, en que sólo los más sofisticados tendrán acceso a la información.

FUT era sólo un registro de utilidades tributarias… Se rehace el sistema tributario para llegar SISTÉMICAMENTE a algo muy similar a lo actual. 

Se valora la simplificación

- Se dejan dos sistemas integrados (uno total y otro parcial).

- Se reconoce la imposibilidad de interacción e integración de sistemas tributarios propuestos.

- Sociedades anónimas, que siendo menor en número son las más relevantes en recaudación, quedan con sistema semi-integrado sin elección. Problema: ¿Qué van a hacer las sociedades anónimas cerradas? ¿Hay elusión en la transformación?

- En el semi-integrado se reducen los registros; se mejoran los órdenes de imputación (quedando similares al actual). 

- Se rectifica IVA en leasing. Se otorga exención más clara y realista para venta de proyectos en construcción.

- Cómo se solucionará el efecto que al menos en enero tendrán los contribuyentes que bajo el texto vigente estaban afectos a IVA (por ejemplo, Leasing).

Normas anti-elusión (NAE)

- Se necesita un SII técnico, apolítico que combata el abuso y la evasión.

- La regulación de la norma antielusión debiera ser un buen rayado de cancha.

- SII hizo interpretaciones NO ajustadas al texto ni al espíritu de las normas de NAE respecto del abuso, no así de la simulación. (Circular Nº 55 y Nº 65 de 2015).

- Ministerio de Hacienda cumple finalmente a través de reciente indicación compromiso de corregir la interpretación retroactiva que efectuó el SII en la Circular Nº 55. La norma del artículo octavo transitorio elevaba retroactividad a nivel legal. La indicación introducida en la Cámara de Diputados no hace más que reconocer el espíritu de la norma original.

Sustancia sobre forma: Introducción

30 de septiembre de 2015: entraron en vigencia las nuevas atribuciones del SII contenidas en artículos 4° bis y siguientes del Código Tributario.

Facultan al SII para determinar la verdadera realidad de los actos, contratos, transacciones o reestructuraciones, verificando si existe elusión tributaria, en sus dos vertientes, de abuso de formas jurídicas y de simulación.  

Abuso y simulación

Abuso: Evitar total o parcialmente la realización del hecho gravado, disminuir la base imponible o la obligación tributaria, o postergar o diferir el nacimiento de ésta, mediante actos o negocios jurídicos que, individualmente considerados o en su conjunto, no produzcan resultados, efectos jurídicos o económicos relevantes para el contribuyente o un tercero, distintos de los meramente tributarios.

Simulación: Actos y negocios jurídicos que disimulen la configuración del hecho gravado o la naturaleza de los elementos constitutivos de la obligación tributaria, o su verdadero monto o data de nacimiento.

Abuso en la Ley 
Concordamos en que el abuso debe ser sancionado. 

La norma que nace del Protocolo interpretada de buena fe en su justo contexto buscaba sancionar y precaver el abuso, pero reconociendo la autonomía de la voluntad a través del ejercicio de la economía de opción, que es base de nuestro sistema jurídico.

Sin embargo, las interpretaciones del SII fueron mucho más allá de lo acordado, limitando en extremo la libertad contractual.

Prevención: definición de abuso con claridad y certeza de lo que es abusivo. Una norma o una interpretación ahogante impide tomar decisiones de inversión legítimas con certeza y tranquilidad.

Abuso bajo el diccionario de la RAE en su acepción “abuso de derecho” señala que corresponde a: “Ejercicio de un derecho en sentido contrario a su finalidad propia y con perjuicio ajeno”.

Resulta necesario mirar a los fines, al propósito de las partes y a la finalidad del legislador.

Debe ser sancionado el abuso, NO el uso de formas jurídicas que conlleven un ahorro impositivo. El uso legal y legítimo de formas jurídicas que no sea contrario a la ley (cualquier clase de norma, no sólo tributaria) y que no contraríe la finalidad propia de ley (su espíritu) es propio de la economía de opción. Artículo 4° ter.

Es injusto e incorrecto dejar la interpretación exclusivamente a los Tribunales.  No hay precedentes. No hay historia de la ley. La tramitación es larga. Pasarán años antes de generar jurisprudencia.

Abuso de formas jurídicas en circular nº 65 de 2015

Bajo la mirada de la circular Nº 65, el abuso se asocia al solo hecho de obtener un ahorro tributario que sea más relevante que la consecuencia jurídica o económica. 

La definición de lo que es relevante, o no, jurídica o económicamente se entrega al SII, y la sola obtención de un ahorro impositivo en que no haya un propósito jurídico o económico más relevante que el tributario y no existiendo una norma de cobertura tributaria, es elusiva.

Resulta relevante redefinir lo que constituye abuso y buscar un consenso entre el legislador y el SII. 
La economía de opción era una norma de resguardo en la ley

Artículo 4° ter inciso penúltimo: “Es legítima la razonable opción de conductas y alternativas contempladas en la legislación tributaria. En consecuencia, no constituirá abuso la sola circunstancia que el mismo resultado económico o jurídico se pueda obtener con otro u otros actos jurídicos que derivarían en una mayor carga tributaria; o que el acto jurídico escogido, o conjunto de ellos, no genere efecto tributario alguno, o bien los genere de manera reducida o diferida en el tiempo o en menor cuantía, siempre que estos efectos sean consecuencia de la ley tributaria”.

La economía de opción es uno de los resguardos que tomó el legislador para proteger la libertad del contribuyente de celebrar actos, contratos o realizar estructuras que pudiera bajo el amparo de la normativa general vigente (normativa civil, comercial, etc. y sin burlar el espíritu de dichas normas ni de las normas tributarias) que conlleven una tributación cero o reducida. Economía de opción bajo la circular Nº 65 se limita bajo la mirada e interpretación del SII yendo en contra lo previsto por el legislador.

Para el SII la economía de opción opera en cuanto exista una norma legal tributaria de amparo.

Para el SII si del acto deriva un beneficio tributario, el derecho de opción requiere que los efectos estén contemplados por la ley tributaria, esto es, regulados expresamente, previstos los efectos en forma particular. 

“Los contribuyentes pueden obtener ventajas tributarias siempre que éstas sean parte de los propósitos del legislador”. Circular Nº 65.

El Derecho Tributario siempre va rezagado. Las instituciones legales corporativas superan con creces el desarrollo de la institucionalidad tributaria.  El Derecho Tributario es reactivo.

- Circular del SII: se debe optar por el camino más gravoso pese a contar con caminos legales y legítimos si se obtiene un beneficio tributario.

No existe libertad real del contribuyente para tomar decisiones que lleven un ahorro impositivo porque se le exige que el efecto jurídico o económico sea más relevante que el tributario. ¿Cómo se sopesa el efecto más relevante? El rol del SII es recaudar. Tiene todos los incentivos para estimar que el efecto tributario es más relevante que cualquier otro.

- Para el SII se debe optar por el camino más gravoso pese a contar con caminos legales y legítimos si se está en juego la obtención de un beneficio tributario.

“…se falta a la buena fe cuando los actos o negocios jurídicos escogidos, lo han sido con abuso de la forma jurídica, esto es, cuando los resultados o efectos jurídicos o económicos de tales actos aparecen como irrelevantes frente a los efectos puramente tributarios de la figura utilizada, en cuanto por su intermedio se consiguió en forma preponderante el evitar total o parcialmente la realización del hecho gravado, disminuir la base imponible o la obligación tributaria, o la postergación o diferimiento del nacimiento del impuesto.”.  Circular Nº 65.

¿En qué quedamos? Posibles casos de elusión frente a la circular Nº 65

Potenciales situaciones de elusión bajo la interpretación del SII:

Transformación de una pyme que era S.A. anónima en SpA o SRL para optar al régimen atribuido, cuya tasa final es 35% v/s 44,45% del sistema semi integrado. ¿Es elusión?

Fusión de una compañía en lugar de venta de sus activos. La fusión es tributariamente neutra, en cambio la venta de activos no. ¿Es elusión optar por una fusión? 

División de una sociedad holding que tiene diversas clase de inversiones, para que cada inversión tribute de acuerdo a su régimen tributario y ello genera eficiencia tributaria. ¿Es elusión?

Deudas pendientes norma general antielusión

- Sancionar el abuso, no el uso de formas jurídicas. Definir la norma anti-abuso con claridad.  Para dar certeza jurídica.
- Reconocer que nuestro sistema jurídico se basa en autonomía de la voluntad y libertad contractual.  
- Consultas antielusión. Muy buena idea, muy mala implementación. No existe obligación de responder por SII. Se puede corregir fácilmente para que deba responderse y fundarse la respuesta negativa. Artículo 26 bis.

- Comité Antilelusión. No fue aprobado en la Cámara de Diputados el artículo 4 sexies. Siendo una muy buena idea, tenía muy mala concreción. Mismo SII. Director convocaba cuando quería y es no vinculante. Miembros firman actas “si quieren”. Muy recomendable retomar la idea marco pero con composición independiente y vinculante. Contribuye a la certeza jurídica y evitar cuestionamientos al SII.
El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que de las exposiciones han surgido algunas consultas a ser respondidas por el Ejecutivo, como la posibilidad de retrasar la vigencia plena de la reforma para el año 2018; la modificación a la consulta sobre la aplicación de los artículos 4º bis, 4º ter y 4º quáter, y aclarar si la opción por un régimen u otro de tributación de la renta –que implique transformaciones de naturaleza jurídica- podría considerarse elusivo o en ningún caso será así.

El Honorable Senador señor García pidió más antecedentes acerca de los cambios al régimen conocido como del artículo 14 ter pyme, respecto del pago del FUT acumulado para ingresar a dicho régimen, que se pretendía flexibilizar para que más sociedades optaran por él.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si existe alguna posibilidad de reponer el Comité que se consultaría por el Director del SII en materia de acciones referidas a la norma general antielusión.

Asimismo, preguntó en qué medida las circulares SII números 55 y 65 del año 2015 afectan lo que se acordó y aprobó en la reforma tributaria respecto de la misma norma general antielusión.

El Honorable Senador señor Montes observó que es difícil ver y seguir los alcances jurídicos y tributarios de los temas que se han debatido. Más allá de esa consideración, consultó cuáles serían las consecuencias de la no retroactividad de la norma general antielusión respecto de operaciones en el extranjero y, particularmente, en paraísos fiscales, especialmente cuando hayan tenido inicio antes del 30 de septiembre de 2015, que probablemente representan sumas millonarias que no han pagado impuestos o no los han pagado en su totalidad. De igual forma, consultó cómo se podrían conocer los contratos anteriores al 30 de septiembre de 2015, si han sufrido modificaciones posteriores a esa fecha, y si se ha pensado en implementar un registro de contratos para estos efectos.

El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, explicó que la modificación que se propone respecto del régimen denominado como del artículo 14 ter, es que si se quiere ingresar a dicho régimen no se requerirá pagar el FUT acumulado en el tiempo inmediatamente, sino en un plazo de 5 años, cuestión que fue solicitada por representantes de las pequeñas y medianas empresas. Asimismo, también se solicitó -y se propone en el proyecto de ley- que se extienda la posibilidad de pagar el FUT acumulado a una tasa preferencial de 32% o con la tasa promedio de los últimos ejercicios, hasta el 30 de abril de 2017, según se elija.

El Honorable Senador señor García preguntó si el plazo señalado es suficiente para que se incorporen todas las empresas que se pretende.

El Director de Políticas Tributarias, señor Cuevas, indicó que el Ejecutivo estima, al igual que el Senador señor García, que el régimen del artículo 14 ter representa una buena herramienta para un gran número de empresas pequeñas y medianas, dada su amplitud y liquidez.

Agregó que ha sido un instrumento muy exitoso, pasándose de 80.000 contribuyentes en regímenes simplificados a 200.000.

Acotó que la exigencia de pagar el FUT acumulado, responde a que en el régimen del artículo 14 ter no se exige contabilidad completa. Añadió que en el régimen simplificado anterior a la reforma tributaria también se exigía el pago del FUT acumulado.

El Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor Juan Alberto Rojas, señaló que el Servicio estima que no es necesario, desde el punto de vista de la Administración, que se extienda el período de transición para llegar a la vigencia completa de la reforma, por cuanto la mayor parte del esfuerzo de la implementación de la misma y de capacitación de los interesados, ya se efectuó. Además, indicó que existe una estimación acerca de que las instrucciones y circulares necesarias para la implementación de este proyecto de ley de simplificación, las que requerirían un plazo aproximado hasta el mes de junio del presente año.

Respecto de la consulta al Servicio de la que trata el artículo 26 bis del Código Tributario, expresó que el efecto de que la no respuesta del SII sea el del silencio negativo, es el único posible, debido a que quien tiene la potestad de resolver en definitiva que se está o no frente a una conducta elusiva, es el respectivo tribunal tributario y aduanero, y no la Administración tributaria.

Sobre los comentarios acerca de la circular N° 65, de 2015, en orden al concepto de economía de opción, señaló que una norma como la antielusiva, carga al sistema de subjetividad, lo que se atenúa con la independencia que asegura que la aplicación de la norma se someta a la decisión de un tribunal separado del Servicio.

Continuando con la materia, observó que se tiende a confundir lo que son los efectos que puede producir la norma general antielusión frente a actos o contratos que, desde el punto de vista jurídico general, no han agotado sus efectos, y es por ello que en la circular N° 55, de 2015, se buscó aclarar que no es lo mismo analizar los efectos de actos y contratos puros y simples, respecto de actos y contratos que agotan sus efectos con posterioridad, como aquellos de tracto sucesivo o sujetos a condición suspensiva, por lo que nacen obligaciones y se generan efectos durante la vigencia de la referida norma general.

En relación a reorganizaciones empresariales que permitan optar por otro régimen de tributación, señaló que aun cuando el Servicio vea que los hechos son contrarios a los que lógicamente corresponderían en relación a la estructura de la sociedad, el contribuyente cuenta con la garantía de que será un tribunal el que resguarde su decisión, en el sentido de que no existe elusión.

El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que se debe precisar si la consulta al Servicio, en caso de que opere el silencio negativo, tiene un efecto conclusivo respecto del fondo de la cuestión, o no, porque si tiene un efecto conclusivo, casi sería mejor mantener el derecho de consulta o petición general, opinó.

Asimismo, estimó que se debe aclarar qué ocurre en caso que el contribuyente reestructure su forma societaria para optar por el sistema de renta atribuida o el sistema semi-integrado, sin que ello implique que se pueda considerar que existe una conducta elusiva.

En otro orden de cosas, refirió haber analizado con el Director del SII la posibilidad de implementar un registro de contratos que se utilice para efectos de la aplicación de la norma general antielusión, materia que quedó de ser estudiada y respondida.

El señor Saffie refirió, respecto de la consulta del Senador señor Montes acerca de las operaciones en países con baja o nula tributación y la aplicación de la cláusula general antielusión, que se debe distinguir las normas especiales que se crearon referidas a ese tipo de operaciones -en que encontramos el artículo 14 letra E de la ley sobre impuesto a la renta, que exigen entrega de información y registro de las mismas, estableciendo sanciones para el caso de incumplimiento- y la norma general antielusión que, aunque se refiere también a operaciones en el exterior, no contempla obligaciones de información y control, como sí lo hacen las disposiciones especiales citadas.

Añadió que en el último tiempo se han firmado acuerdos sobre intercambio de información respecto de operaciones que se verifiquen, entre otros, en países considerados paraísos fiscales.

Precisó que la norma general antielusión no establece sanciones, sólo busca exigir el cobro de impuestos, y debe tenerse muy presente la diferencia entre una cláusula general antielusión y una regla general antielusión, en que la segunda se refiere a casos o hipótesis muy concretas, por lo que quedan fuera de la misma una gran cantidad de hipótesis no específicamente reguladas. Agregó que la norma general antielusión que discuten tiene una naturaleza bastante mixta entre una cláusula y una regla, por lo que si se regula aún más, probablemente terminaría siendo inefectiva.

Además, observó que se olvida el nuevo artículo 4° bis del Código Tributario, que dispone que lo central en esta materia es el respeto del principio de legalidad respecto de los hechos gravados, sin consideración de la voluntad de la Administración o de los particulares.

En relación a la distinción entre uso y abuso de las normas jurídicas, afirmó que la misma ya está recogida por el artículo 4° ter cuando dispone que “Es legítima la razonable opción de conductas y alternativas contempladas en la legislación tributaria”, y el único caso en que podría considerarse elusiva es si formara parte de una gran operación con múltiples actos con un objetivo elusivo.

Agregó que el “abuso de las formas jurídicas” no requiere que se abuse maliciosamente de las normas sino que se actúe contra el propósito de las mismas. Señaló que se denomina abuso de las formas jurídicas y no abuso del derecho, porque nos ubicamos dentro del ámbito del Derecho Público, específicamente del Derecho Tributario, en que lo que se busca es precaver el fraude a la ley y no que se abuse del derecho.

Acerca del artículo 26 bis, señaló que se dispone que, si transcurre “el plazo para contestar sin que el Servicio haya emitido respuesta, se entenderá rechazada la consulta”, sin que se diga que se rechaza lo sustantivo de la misma, por lo que se podría volver a consultar, pero en ningún caso se puede entender que existe una desaprobación por elusiva sobre la operación que se somete a conocimiento de la Administración tributaria.

Respecto de la pregunta sobre un Comité Antielusión, manifestó que se trataba de una buena idea cuando la aplicación de la norma general antielusión era exclusivamente administrativa, y no como ahora en que es un tribunal el que la debe aplicar. Siendo así, agregó, aparece como lógico que el SII, por la sola necesidad de presentar un caso sólido ante el tribunal, efectuará una serie de controles y consultas internas previas a la referida presentación judicial.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que la redacción del artículo 26 bis permite confundir lo que se intenta separar como la consulta en sí y el contenido de la misma, por lo que se podría interpretar que se rechaza el fondo de la misma y debiera enmendarse la redacción.

Asimismo, observó que, así como no se quiere restringir demasiado la aplicación de la norma general antielusión, tampoco pueden permitir que se extienda tanto que permita que todo quede entregado al criterio de la autoridad de turno.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que se discutirá cuál es el alcance que tiene no contestar la consulta, por lo que debiera decirse que se tiene “por no interpuesta”, a efectos de que no se piense que se está resolviendo negativamente sobre el fondo de la consulta.

El Director de Políticas Tributarias, señor Cuevas, refirió que el contenido del artículo 26 bis no permite llegar -a juicio del Ejecutivo, que participó de la elaboración de la norma- de ninguna forma a la conclusión de que el rechazo de la consulta pueda ser considerado como un pronunciamiento sustantivo sobre el fondo de la consulta.

Agregó que el único sentido que tiene el rechazo en caso de no respuesta, se debe a que, finalmente, se optó por una decisión judicial respecto del contenido elusivo de un hecho.

Observó que en el derecho comparado se utiliza el mecanismo de definir normas especiales antielusivas, como ocurre en Chile respecto de gastos rechazados, precios de transferencia o exceso de endeudamiento, por ejemplo, o el mecanismo de establecer una norma general antielusión, que si se regula casuísticamente, pierde su sentido amplio. Acotó que el objetivo de la norma general es proteger el hecho gravado.

Reiteró que, en ningún caso, el rechazo que se contempla en el artículo 26 bis si no existe respuesta del Servicio puede entenderse como un pronunciamiento sobre el fondo de la consulta, cuestión que, además, se desprende del hecho que el artículo –para tener ese carácter- debió haber dicho que, si se rechaza la consulta por silencio negativo, se consideren, por tanto, elusivos los hechos o actos sometidos a consideración del SII. En cambio, el único efecto, desde el ámbito de la Administración, es tener por no presentada la consulta, finalizó.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que quedará constancia para la interpretación en base a la historia fidedigna de la ley, no obstante, insistió en que debió consignarse en el texto que el efecto del rechazo es exclusivamente tener por no presentada la consulta.

El Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor Rojas, refrendó lo indicado por el representante del Ministerio de Hacienda para efectos de la interpretación en base a la historia fidedigna de la ley, en orden a que, el Servicio de Impuestos Internos, como órgano titular de la facultad de interpretación administrativa en materia tributaria, entiende que el rechazo que se contempla en el artículo 26 bis -si no existe respuesta del Servicio-, no puede entenderse como un pronunciamiento sobre el fondo de la consulta.

El señor Guerrero discrepó de lo expresado por el señor Saffie y por el Subdirector Normativo del SII, en cuanto a que el silencio negativo sea necesario porque la aplicación de la norma recae en un órgano jurisdiccional, dado que el único que puede iniciar el proceso es el Servicio de Impuestos Internos, siendo su silencio muy relevante para todos los efectos posteriores. Observó que si el contribuyente ve rechazada una consulta que ha efectuado, no tiene la posibilidad de acudir a los tribunales a reclamar esa situación.

Asimismo, estimó que el texto del artículo 26 bis induce a pensar que se rechaza el contenido de la consulta, debido a que el inciso primero señala: “Los contribuyentes u obligados al pago de impuestos, que tuvieren interés personal y directo, podrán formular consultas…”, y luego, el inciso cuarto dispone que: “Expirado el plazo para contestar sin que el Servicio haya emitido respuesta, se entenderá rechazada la consulta”.

La señora Fuensalida estimó que, si personas con bastante información acerca de la norma general antielusión, muestran dudas e interpretaciones diversas sobre su aplicación, mucho más difícil será la situación de los contribuyentes que no sabrán a qué atenerse y se verán inhibidos de tomar decisiones importantes desde el punto de vista de sus empresas.

Añadió que el procedimiento de consulta es relevante porque constituye una oportunidad previa a la ejecución del acto para validarlo y saber que no será considerado elusivo, dando certeza al contribuyente.

El Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor Rojas, manifestó no tener dudas acerca de cómo debe aplicarse la norma general y la consulta que discuten. Asimismo, aclaró que la interpretación administrativa del Servicio respecto de la consulta, ya se emitió en la mencionada circular N° 65, en su página 10: “De acuerdo a lo señalado en el precepto legal, ‘expirado el plazo para contestar sin que el Servicio haya emitido respuesta, se entenderá rechazada la consulta’. Lo anterior, no significa un pronunciamiento en cuanto a si la operación consultada es o no susceptible de ser calificada como abuso o simulación, sino que se entiende que la consulta misma fue rechazada sin emitirse pronunciamiento del fondo del asunto. El contribuyente u obligado al pago de impuestos que haya efectuado la consulta podrá volver a presentarla en caso que el Servicio no haya emitido respuesta por haberse cumplido el plazo antes señalado. A mayor abundamiento, los efectos serán los mismos en caso que el Servicio efectivamente se pronuncie señalando que conforme a la información con que cuenta no puede emitir un pronunciamiento.”.

El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó al Ejecutivo que considere la discusión que se ha producido a efectos de traer una propuesta sobre la materia.

Asimismo, consideró que, en su momento, habían zanjado, respecto del Comité Antielusión, que optarían por el sistema actual y no por uno, como el español, en que se considera una instancia como esa.

Reiteró la petición de que se responda acerca de la posibilidad de implementar un registro de contratos para efectos de la aplicación de la norma general antielusión.

El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, expresó que estudiarán lo relativo al mencionado registro de contratos. Respecto de la consulta del artículo 26 bis, consideró que el pronunciamiento del Servicio de Impuestos Internos sobre la materia en la circular N° 65, de 2015, despeja cualquier posible duda que se haya podido tener.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que, conceptualmente, se encuentra resuelta la posible retroactividad de la norma general antielusión, pero empíricamente se requiere un registro de contratos para poder resolver sobre ellos y sus posibles modificaciones.

En la siguiente sesión, la Comisión recibió al Director de CLAPES UC, señor Felipe Larraín, quien efectuó una exposición del siguiente tenor:

Nueva Reforma Tributaria (y Competencia Fiscal)

Chile tras la reforma tributaria: una comparación internacional

- Existe un intento de simplificación valorable, pero que es insuficiente. Corrige algunos de los múltiples problemas que dejó la reforma tributaria aprobada.

- Paradojal que se minimice el sistema de tributación en base a renta atribuida, luego de que fuera propuesto como el principal hace un año.
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- Estados Unidos presenta una tasa corporativa de 39,5%, pero sólo recauda el 2,2% del PIB con ella, debido a que cuenta con una enorme cantidad de deducciones y exenciones. En cambio, Chile, con tasa corporativa de 20% recaudaba, en el año 2013, el 3,7% del PIB.
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Chile no es una economía cerrada: enfrenta fuerte competencia fiscal

Movilidad del capital, impuestos y competencia fiscal

[image: image26]
Crecimiento económico y recaudación fiscal 

- Al menos, la autoridad ya ha reconocido, en el Estado de la Hacienda Pública, que una medida como la reforma que aumenta la carga tributaria en 3 puntos del PIB, tiene impacto sobre el crecimiento económico y la inversión.
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- Calculando US$600 millones por punto de crecimiento, se tiene que, en cuatro años, perdiendo 2 puntos de crecimiento por factores internos, se habrían acumulado US$12.242 millones.
Algunos aspectos del nuevo proyecto

Ajuste a la Reforma Tributaria

Simplificación, pero… Aumento de impuestos para muchos.

- Permanece la Discriminación: entre inversionistas extranjeros (con y sin tratado de doble tributación); entre inversionistas extranjeros y nacionales, y entre rentas del trabajo y del capital.
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- Discriminación entre inversionistas extranjeros:

  Inversionistas extranjeros sin tratado tributario, podrán tributar con 35% respecto de los dividendos y repartos de utilidades recibidos de las empresas chilenas en las que invierten, si controlan a la empresa chilena y pueden obligarla a optar por el régimen atribuido. 

 Sólo los inversionistas extranjeros con tratado tributario vigente podrán optar al régimen plenamente integrado con carga tributaria a los dividendos de 35%.

Son perjudicados los inversionistas que no controlan la empresa en que invierten y provienen de un país sin tratado tributario, pues si la empresa opta –como es esperable- por el sistema parcialmente integrado, quedará afecta a una carga tributaria de 44,45% a los dividendos, bajo el régimen parcialmente integrado.

 Caso EEUU: artículo cuarto transitorio con vigencia durante los años 2017 y 2018, señala que existiendo un tratado tributario suscrito y no vigente, no rige la tasa de 44,45% bajo el régimen semi-integrado sino que de 35%. 

 Si esos países no aprueban el tratado antes del 2019, a partir de 2019 regirá la tasa de 44,45%.

- Discriminación entre sociedades anónimas y sociedades de personas:

Sólo sociedades de personas naturales podrán acogerse a renta atribuida (tasa 35%). 

 Sociedades anónimas no pueden hacerlo.

- Efectos en PYMES:

Sólo sociedades de personas naturales podrán acogerse a renta atribuida (tasa 35%).

 Esto significa aumento de tributos para miles de Pymes que sólo podrán estar en régimen semi integrado (tasa 44,45%).

 Proyecto de ley no es fiscalmente neutro: conlleva aumento de la carga tributaria que recae en las Pymes (alrededor de 37.000).

 Beneficio de deducción de 50% de la reinversión sobre la renta líquida imponible, RLI, con un tope de 4.000 UF, sólo para Pymes en renta atribuida: extenderlo a Pymes en sistema semi integrado moderando la no neutralidad en el aumento de la carga fiscal.

Informe Financiero
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Exención de IVA a importación de bienes de capital y otros 

Se amplía plazo para recuperación de IVA en importaciones de bienes de capital: bien.

Se corrige el problema de aplicación de IVA al leasing.

Otras simplificaciones al IVA en operaciones inmobiliarias.

Venta de inmuebles

Se pospone un año la aplicación del IVA (hasta 1 de enero de 2017).

El problema ocurrirá entre 2017 y 2018, es decir principalmente en el próximo gobierno.

Conclusión: la integración total entre impuestos eliminaría las discriminaciones, y se solucionaría la menor recaudación con diversas medidas que no impliquen aumentos de tasas.

El Honorable Senador señor Coloma valoró la información entregada sobre el contexto económico y la influencia de las medidas internas sobre la desaceleración del crecimiento que nos afecta.

Observó que, en la presentación de los representantes del Ministerio de Hacienda, se hizo presente que la tasa de impuesto corporativo debe considerarse dentro del marco del sistema semi integrado y el crédito parcial que se otorga, por lo que Chile quedaría en la parte baja dentro de los países de la OCDE, a diferencia de lo que se acaba de exponer, por lo que solicitó más explicaciones al respecto.

Acerca del impacto en las Pymes de las medidas que contiene el proyecto de ley, limitando el campo del sistema de renta atribuida, consultó qué posibilidad existe de extender el beneficio de reinversión con que contarían las empresas en esquema de tributación por renta atribuida.

El Honorable Senador señor García compartió lo planteado sobre la competencia internacional, que ahora llega también al ámbito de los tributos o lo que sería una “competencia fiscal” y la preocupación por la dirección opuesta que ha asumido Chile, debido a su decisión de subir la tasa corporativa.

Agregó que ello es especialmente preocupante en un contexto de bajo crecimiento y gran presión sobre el gasto público, que no dejará ninguna holgura al próximo Gobierno (que probablemente deberá enfrentar una reforma previsional).

El Honorable Senador señor Lagos señaló que, de lo precedentemente expuesto, es posible concluir que si el sistema de pensiones debe reformarse, serán necesarios más recursos para financiar más bienes públicos, lo que implica una mirada común sobre lo que ocurre en el país. La misma mirada existió a efectos de decidir la presentación de la reforma tributaria, respecto de la educación, añadió, y se logró un acuerdo casi unánime para concurrir a su aprobación.

Observó que, ante visiones como las planteadas por el expositor, con cuestionamientos y dudas legítimas, es importante conocer la respuesta del Ejecutivo respecto de ellas, por ejemplo, el 5% de pymes que no podrán acceder a la renta atribuida o la discriminación entre inversionistas nacionales y extranjeros.  

El Honorable Senador señor García indicó que, efectivamente, concurrieron en el año 2014 a un acuerdo para aprobar una reforma tributaria que financiaría tres materias: 1) la reforma educacional; 2) inversión en salud, y 3) ahorrar un punto del producto de modo de equilibrar las cuentas fiscales en el año 2018. Respecto de la gratuidad, sostuvo que los recursos que se consideran son insuficientes y no se ha destinado todo lo que correspondería por la reforma tributaria a esa materia. En materia de construcción de hospitales existe un incumplimiento grave de las promesas presidenciales. Y respecto del 1% del PIB para equilibrar las cuentas fiscales, quedó postergado completamente. De lo anterior, manifestó que es posible concluir que no se han cumplido los propósitos por los que concurrieron a aprobar la reforma tributaria.

El Honorable Senador señor Zaldívar consideró ilustrativa la exposición, dado que muestra la existencia de dos visiones diferentes. Señaló que existen aspectos que pueden ser discutibles, pero se encuentran bien fundamentados y deben considerarse, junto con la opinión que pueda expresar el Ejecutivo al respecto.

Respecto de la opinión anterior del Senador señor García, expresó que pueden debatir sobre el cumplimiento de los objetivos de la reforma, pero el tema ahora es el sistema tributario y otra cosa es la adaptación que debe efectuar el país al escenario actual. Observó que los próximos 12 meses serán más difíciles que los 36 meses anteriores.

Dio especial relevancia al tema expuesto sobre las pymes que verían aumentar su carga tributaria al no poder acceder al sistema de renta atribuida.

Respecto de la discriminación, indicó que lo ideal es que no exista, pero la misma siempre ha estado presente y se ha ido solucionando con los acuerdos para evitar la doble tributación.

Destacó que el expositor reconoce que el proyecto de ley simplifica el sistema. Agregó que el mismo es muy complejo debido a que varios, como él, consideraron que el sistema atribuido era impracticable, y platearon una alternativa que derivó en el sistema semi integrado, por lo que ahora se hacen ajustes que resultan necesarios. 

El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, valoró que se reconozca la simplificación que representa el proyecto de ley. En el mismo sentido, recordó que el Subdirector Normativo del SII, señor Rojas, apuntó, en el debate del primer trámite constitucional, que el sistema, como quedará de aprobarse el proyecto de ley, será más simple que el sistema actualmente en aplicación.

Respecto de las empresas de menor tamaño, indicó que siempre se sostuvo que para ese segmento era mejor el sistema de renta atribuida y, en el peor de los casos, el 95% de ellas podrá acceder al sistema de renta atribuida o al conocido como sistema del artículo 14 ter, que también es un sistema de renta atribuida.

Agregó que la interacción entre los sistemas de renta atribuida y semi integrado generaba más complejidades que las que se querían tener y por eso se presentó la iniciativa legal. 

Acerca de si Chile va contra la corriente en materia de impuesto corporativo, debe tenerse en cuenta el punto de partida, que en el caso de Chile eran tasas muy bajas respecto de los demás países.

Efectivamente, planteó, el impuesto a la renta corporativa aparece como bastante alto en relación a los otros miembros OCDE, pero cuando se incorpora en el análisis el impuesto personal, tenemos que: en el año 2013, nuestro país presenta una tasa corporativa de 20%, personal de 40%, y una tasa definitiva de 40%, debido a la integración total que considera el impuesto de primera categoría como un pago provisional contra el impuesto final, lo que explica que la OCDE indique una recaudación de 4,4% del PIB por impuesto corporativo (cuando el promedio OCDE es 3,2%) y sólo 1,4% por impuestos directos a las personas (cuando el promedio OCDE es 8,1%). 

Agregó que se está aumentando la carga tributaria, por lo que no es una reforma neutra, pero se parte de niveles bajos y se debe analizar bien en qué se invierte.

En relación a la discriminación que existiría según la nacionalidad de los inversionistas extranjeros y la situación de los contribuyentes chilenos, explicó que existen razones conceptuales y empíricas que la justifican. Las razones conceptuales son: que el impuesto para el extranjero no es el impuesto final, dado que lo pagará en su país, y por eso no puede compararse con el impuesto global complementario que se paga en Chile; que los extranjeros no se benefician de los bienes públicos entregados por el Estado, y que el impuesto global complementario presenta tramos y no una tasa única como el adicional. Las razones empíricas son: que en los países OCDE –a excepción de dos- cuando existe convenio para evitar la doble tributación, la misma, en el margen, es menor que la de los nacionales, y en Chile también funciona así. Agregó que la diferencia será de 9,45%, menor a la que existía en el año 1993 y en el año 1995 hasta el 2013.

Acotó que se han celebrado acuerdos sobre doble tributación con Estados Unidos, China, Argentina, Sudáfrica y República Checa, más Japón que se firmará hoy.

Respecto de la discriminación entre rentas del capital y del trabajo, indicó que existen distintas visiones, y una de ellas es que el sistema actual es muy discriminatorio respecto de las rentas del trabajo, que tiene una tasa máxima de 40%, frente al capital -que si no se retira- sólo llega al 20%, por lo que el sistema aprobado es más justo respecto de las rentas del trabajo, en que tenemos 35% para dichas rentas, 35% para las rentas del capital en sistema atribuido y 32,8% ponderado en el semi integrado (considerando un promedio de retiros del 30% de las utilidades: 27,5%-44,45%).

Observó que, sobre la competencia por la inversión en relación al nivel de tributos, la gran mayoría de los países desde los que proviene la inversión extranjera (que cuentan con convenio para evitar la doble tributación) seguirán contando con una tasa final de repatriación de 35%.

 Respecto de las empresas obligadas a formar parte del sistema semi integrado de tributación, señaló que, efectivamente, en principio serían 50.000 (las sociedades anónimas cerradas pueden transformarse fácilmente en una sociedad por acciones), de las cuales 18.000 son sociedades de inversión, 7.000 son grandes empresas, y 5.600 son medianas empresas que representan el 2% del impuesto de primera categoría, por lo que el porcentaje que les afectaría como aumento de la carga tributaria sería ínfimo. Además, nuevamente considerando un promedio de retiros del 30% de las utilidades, tenemos que en el régimen atribuido existe una tasa final de 35% y 32,8% ponderado en el semi integrado, por lo que sería más baja.

Agregó que, las pequeñas y medianas empresas en régimen semi integrado de tributación ya cuentan con el beneficio de reinversión hasta por el 50%, con tope de 4.000 UF, y lo que hace el proyecto de ley es equiparar esa situación a las pymes en régimen de renta atribuida.

Acotó que, en el IVA referido a la venta de inmuebles, el único cambio es que, en proyectos iniciados durante el año 2015 con permisos de obras, se permitirá que no paguen el impuesto si presentan la solicitud de recepción definitiva antes del 31 de diciembre de 2016, y no como hasta ahora en que la venta debía producirse antes de esa fecha, buscando evitar un problema por sobrecarga de las direcciones de obras municipales.

Respecto de las presiones sobre el gasto fiscal, señaló que en el caso de la reforma tributaria, como los gastos más importantes se planificaron para los años 2017-2018 y posteriores, la carga tributaria va aumentando paulatinamente para llegar a su totalidad, también en el año 2018.

Observó que, por tratarse de una reforma tributaria relevante y compleja, se estructuró con un período de implementación de cuatro años, de modo de poder advertir ajustes necesarios de realizar, que es lo que se plantea ahora. 

El señor Larraín expresó que, obviamente, la competencia fiscal por inversiones es un elemento entre varios.

Respecto del impuesto corporativo, no se rebate que el mismo aumenta con fuerza, y es ese tributo el que determina la mencionada competencia fiscal por inversiones, más allá de las consideraciones relativas a interrelación con el impuesto personal.

Acerca de los acuerdos de doble tributación, hizo presente que el apuro por concluirlos, fue una consecuencia no esperada de la reforma tributaria, en que su propuesta original sobre sistema semi integrado no otorgaba 100% de crédito por el impuesto pagado y se tuvo que corregir respecto de países con acuerdo sobre doble tributación, porque de mantenerse podía ser denunciado en base al tratado.

Valoró que el beneficio de deducción del 50% por la reinversión se considere también para las pymes del sistema semi integrado, pero se mantiene el problema de que 43.000 pymes pagarán más impuestos en virtud de las modificaciones a los sistemas.

A continuación, la Comisión recibió a la  Coordinadora de “Chile Libre de Tabaco”, señora Sonia Covarrubias, quien inició su exposición señalando que la organización que ella representa tiene por finalidad mejorar las políticas públicas del control del tabaco en Chile. 

Manifestó que su presentación, fundamentalmente, se centrará en el tema de la trazabilidad del tabaco que está incorporado en el proyecto de ley de simplificación de la reforma tributaria. 

En cuanto a los antecedentes del Convenio Marco de Control del Tabaco, expresó que el año pasado se cumplieron 10 años desde la implementación del primer Tratado de Salud Global que fue el Convenio Marco de Control del Tabaco. Chile, lo ratificó en el año 2005. Este Convenio reafirma el derecho de todas las personas al máximo nivel de salud posible. Fue una petición encargada a la Organización Mundial de la Salud para dar respuesta a la globalización de la epidemia del tabaco, que es un problema cuyo vector de transmisión son las transnacionales del tabaco que promueven el consumo a nivel mundial.

El Convenio establece estrategias de control de tabaco para bajar las tasas de tabaquismo, dentro de las cuales se encuentra el control del comercio ilícito. Entre las medidas que promueve el Convenio Marco encontramos, entre otras, fomentar espacios 100% libres de humo y tabaco; aumentar los impuestos; eliminar la publicidad del tabaco; advertencias sanitarias en las cajas de los cigarrillos, etc. Es decir, existen muchas estrategias que, basadas en evidencia, han demostrado que los países que implementan estas medidas, logran reducir las tasas de tabaquismo.

En cuanto a lo que plantea el Convenio Marco y cuáles fueron sus justificaciones frente a las transnacionales señaló que las industrias del tabaco son un pequeño grupo de empresas que controlan el comercio mundial. Más del 50% del mercado del tabaco es controlado por 5 grandes industrias entre las cuales se incluye a la BAT, Phillip Morris, JapanTobacco. 

Recordó que cuando se firmó el Convenio Marco los estados no tuvieron la capacidad de negociar con estas grandes transnacionales de tabaco ya que ellas poseen poder político y económico. En ese grupo selecto se encuentran BATChile que controla el 95% del mercado de nuestro país y Phillip Morris con un porcentaje mucho menor del 4%, aproximadamente.

Al respecto, continuó, BAT es una empresa transnacional que opera en la región. En ella, no hay capitales nacionales y, desde el año 2013, dejó de ser una sociedad anónima razón por la cual no efectúa cuenta pública de sus actividades económicas.

Este Convenio Marco, cuyo plazo para la firma ya ha concluido cuenta con 168 signatarios, incluida la Comunidad Europea, lo que lo convierte en el Convenio más ampliamente aceptado en la historia de las Naciones Unidas. En su artículo 5.3 establece un principio rector que dispone que existe un conflicto fundamental e irreconciliable entre los intereses de la industria del tabaco, que le interesa vender su producto legal y generar lucro y los intereses de la política de salud pública que persigue controlar los efectos que genere el tabaco.

A su turno señaló que, desde el punto de vista normativo, la reforma tributaria que se aprobó el año 2014, introdujo una trazabilidad fiscal al tema del tabaco. Explicó que la disposición establece que se debe incorporar a los bienes producidos (tabaco producido o importado) que el Servicio de Impuestos Internos determine, un sistema de trazabilidad, como, por ejemplo, sello, marca, estampilla, rótulo, faja, etc., como medida del interés fiscal.

En cuanto a la importancia del sistema de trazabilidad, precisó que lo es, por dos razones:

- Primero, porque propende a eliminar el comercio ilícito de cigarrillos ya que permite seguir de manera individual cada paquete a través de este sello, es decir, dónde se vende, identificarlo, si es ilegal, si ha sido contrabandeado o vendido ilegalmente, etc., y

- Segundo, porque controla a las tabacaleras. 

Es decir, este sistema de trazabilidad permite que el Servicio de Impuestos Internos pueda controlar, de manera independiente, cuánto producen y venden las tabacaleras (actualmente, esa información se obtiene de las propias tabacaleras y se debe confiar en que esos reportes son verdaderos para poder cobrar los impuestos gravados al tabaco).

Siguiendo con el desarrollo de la reforma tributaria, explicó, el año recién pasado se promulgó el decreto N° 19, del Ministerio de Hacienda (Reglamento del Sistema de trazabilidad fiscal) que establece, entre otras, normas para el cultivo, elaboración, comercialización e impuestos que afectan al tabaco.

Además, señala que los componentes que debe tener el sistema de trazabilidad deben ser: i) un sistema de gestión de información y ii) un componente físico de seguridad, como por ejemplo, estampillas, sellos, etc.

Continuó señalando que la empresa encargada de proveer el sistema de trazabilidad no podrá divulgar datos relativos a las operaciones de los contribuyentes, excepto al Servicio de Impuestos Internos. Este sistema debe ser implementado por el proveedor de cada contribuyente, lo que implica que el sistema es único y que el proveedor es distinto al contribuyente.

En ese decreto, además, se establece que la empresa proveedora del sistema de trazabilidad debe ser independiente de los contribuyentes obligados. Explícitamente, el reglamento estipula que las tabacaleras no pueden instalar sus sistemas de trazabilidad. Además, el Servicio de Impuestos Internos elegirá al proveedor del sistema de trazabilidad, según las leyes de contratación y licitaciones públicas. 

Agregó que, posteriormente, mediante Circular N° 36 del Departamento de Asesoría Jurídica del Servicio de Impuestos Internos, promulgada el 11 de junio de 2015, se señala que los cambios establecidos por la ley N° 20.780 entran en vigencia el 30 de septiembre de 2015.
Alrededor del 10 de septiembre de 2015 el Servicio de Impuestos Internos envía a Contraloría las bases para licitar la provisión del sistema de trazabilidad, sin embargo, alrededor del 25 de septiembre, las retira de Contraloría y el proceso que venía implementándose y que era muy serio, se detiene.

Por otro lado, en cuanto a la simplificación de la reforma tributaria, manifestó su preocupación por cuanto una de las reformas que se introduce al Código Tributario, es la establecida en el artículo 60 quinquies el que dispone que “los sistemas de trazabilidad implementados por las empresas o por el servicio podrán ser contratados por el servicio o por los contribuyentes obligados” (las tabacaleras). 

Es decir, hay un retroceso en cuanto a la norma original, debido a que deja abierta la puerta para que las tabacaleras instalen sus propios sistemas de trazabilidad, (autorregulación de estas empresas) y, además, contraviene las disposiciones del Convenio Marco de Control de Tabaco que Chile suscribió por el conflicto de interés que supone que la industria sea juez y parte de los procesos de control de sus productos. 

En cuanto a las tabacaleras y el comercio ilícito, señaló que el aspecto más importante es que estas industrias son famosas por contrabandear sus propios productos. Existe evidencia consistente de involucramiento de las empresas en comercio ilícito, en evasión de impuestos, manipulación de datos de comercio ilícito, producción de excesos de oferta de sus productos y conexión con redes de tráfico organizado. Indicó, que son empresas transnacionales y que éstas son prácticas a nivel mundial ubicadas en el Reino Unido, Ucrania, Turquía, Canadá, Colombia, China, Asia del Sureste, Europa, el Medio Oriente, África, Estados Unidos y Latinoamérica, entre otros.

Puntualizó que existe una sobre oferta de los productos del tabaco que se exportan, salen fuera de Chile, no pagan impuesto y después vuelven a entrar al país como tabaco ilegal. Exageran los datos de comercio ilícito de los países para socavar los intentos regulatorios de los Estados.

En cuanto a los planteamientos concretos señaló que Chile necesita un sistema de trazabilidad autónomo e independiente y congruente con las mejores prácticas recaudatorias. Es decir, que el sistema garantice certidumbre para el Gobierno, que asegure una recaudación eficiente y vigilada, que se aleje de cualquier semejanza con esquemas de autorregulación que no están contemplados en la normatividad ya que no puede existir autorregulación de empresas que comprobadamente han estado involucradas con el comercio ilícito y que ese sistema impida que se genere un conflicto de interés.

La propuesta de “Chile Libre de Tabaco” es:
- que el proyecto de ley de simplificación de la reforma tributaria cierre completamente la posibilidad de que sean las tabacaleras las que usen sus sistemas de trazabilidad, y

- que se haga explícita, en la ley, la prohibición de que la trazabilidad sea provista por las empresas controladas (las tabacaleras) no a través de reglamentos o dictámenes.

Indicó que el Ejecutivo ha manifestado que esta situación se resguardará en un reglamento. Señaló que cuando no queda expresamente en la ley, cuando queda un vacío, cuando hay una redacción difusa las empresas se aprovechan de esa redacción difusa e incorporan sus productos.

A corto plazo, la propuesta es que en la ley se establezca la prohibición que las tabacaleras puedan implementar sus sistemas de trazabilidad y eso tiene que realizarse a través del Servicio de Impuestos Internos o a través de un sistema de licitación pública.

A largo plazo, Chile debe firmar el Protocolo del Comercio Ilícito que está siendo promovido por la Organización Mundial de la Salud. 

Por la naturaleza de las empresas, por el producto legal que no tiene ningún beneficio para la salud, que sólo genera costos para el Estado, el comercio ilícito del tabaco no puede ser combatido igual que en otros productos ya que no es lo mismo el contrabando del vino, por ejemplo, que el contrabando de los cigarros ya que existe evidencia suficiente de aquello.

Por último, señaló que en Chile fallecen más de 16 mil personas al año por causas relacionadas al tabaco. Esa es la magnitud del impacto de este problema grave de salud pública. 

Los impuestos que pagan las tabacaleras no alcanzan a cubrir los costos directos de las enfermedades asociadas al tabaco y quien paga es el Estado, el sistema de salud. Sin embargo, esos son los costos directos si además, agregamos los costos indirectos del tabaco, los días no trabajados, las licencias, el impacto en la salud y los fumadores pasivos, esos costos se doblan lo que significa que, a través del impuesto, no es posible recuperar el tremendo gasto y carga que significa el tabaco en Chile y, por lo tanto, resultaría gravísimo que el Estado, delegue su potestad de fiscalización del impuesto al tabaco a los causantes de dicho costo.

El Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, señaló que el ajuste que se está haciendo en materia del tabaco, lo que busca, es que sea el Servicio de Impuestos Internos quien directamente realice la trazabilidad. Con la ley actual el Servicio no puede hacerlo, en forma directa.

Agregó, en primer lugar, que nunca ha estado dentro de la visión del Ejecutivo hacer un cambio para que las tabacaleras hagan una autorregulación y, en segundo lugar, tampoco que sean ellas quienes implementen el sistema sin un control directo externo. 

El Honorable Senador señor Montes consultó por qué se retiró el decreto en septiembre.

El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, explicó que cuando se empezaron a revisar los temas de las licitaciones, fue bien complejo, ya que los que hacen la trazabilidad son empresas relacionadas también con las tabacaleras, razón por la cual surgió con fuerza la idea de que fuera el Servicio de Impuestos Internos quien lo realizara, no directamente, pero si haciendo los contratos. Es decir, lo que se busca es que sea el Servicio de Impuestos Internos quien lo pueda efectuar. 

El Honorable Senador señor Lagos expresó que espera que en la tramitación del proyecto se pueda despejar la inquietud planteada en relación a que puedan ser las mismas empresas las que de manera directa o indirecta terminen autofiscalizándose.

Enseguida, los representantes de KPMG, señores Rodrigo Ávalos y Andrés Martínez, procedieron a entregar su opinión sobre el proyecto efectuando una presentación conjunta, en formato power point, al tenor del documento que se pasa a transcribir:

Reforma tributaria SIN SIMPLIFICACIÓN

Regímenes generales (Atribuido y Semi integrado). Elección abierta para el contribuyente.

- Hoy la elección del sistema es en función de la evaluación de las variables de cada negocio (flujos de caja, planes de inversión, política de distribución de dividendos, etc.).

Muchos controles y demasiado complejos

- Seis controles para el sistema atribuido. Al menos tres controles semi-integrado, más otros no especificados en la ley. Los nuevos controles se suman a coexistencia del FUT histórico (en si complejo). 

- Difícil fiscalización e implementación de los contribuyentes.

Coexistencia de ambos sistemas

- No es fácil la convivencia en estructuras con distintos niveles y en mallas societarias más sofisticadas.  

- Difícil administración de ellos frente a procesos de reorganización, cambios de sistema y en otros escenarios. 

Norma General Anti-abuso

- Concepto de ABUSO por sobre la legitima economía de opción del contribuyente.

- Retroactiva.

Reforma Tributaria CON SIMPLIFICACIÓN

Se mantienen ambos sistemas (Semi-integrado y Atribuido), con modificaciones:

- Elección de sistema abierto sólo para estructuras “simples”. 

- Renta Atribuida con uso limitado. Sólo para E.I., E.I.R.L., SpA (con limitaciones), EPs y sociedades de personas, cuyos propietarios, comuneros, socios o accionistas exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile.

- Sistema atribuido excluye las sociedades anónimas.

- Participación de personas jurídicas en propiedad de otras sociedades se considera “caso complejo” obligándolas al sistema semi integrado. 

- Beneficios corporativos de las SpA mermados debido a las restricciones de optar por régimen atribuido.

Se mantienen ambos sistemas (Semi-integrado y Atribuido), con modificaciones:  

El Proyecto de Ley avanza en la dirección de simplificar 

SIMPLIFICACION NO ES GRATIS. COSTO: Grupo de contribuyentes que podía optar se verá obligado a tributar en sistema semi-integrado. Carga tributaria total de estos contribuyentes subirá hasta 44.45% (un 9.45% de mayor tributación en tramos inferiores de IGC para todos los contribuyentes que reciben utilidades de un semi-integrado).
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Controles tributarios y coexistencia entre regímenes

- Se avanza en la simplificación de los controles por la eliminación de la interacción entre los dos sistemas.

- Menos controles significa mejorar en la implementación en los contribuyentes y mayor efectividad en la fiscalización del SII.

- Se acota la determinación de bases imponibles de impuestos finales en función del patrimonio tributario y no patrimonio financiero (diferencias temporales).

- Simplificación de control de créditos. Aclaración del tratamiento del uso de créditos por renta de fuente extranjera.

- FUT simplificado como control de utilidades totales con sus créditos e incrementos, que asegura el uso de estos últimos.

Norma General Anti-abuso

- Indicaciones se hacen cargo de que la norma no es retroactiva.

- Sin embargo, NO se resuelve tema de fondo: 

Principio sobre Economía de Opción debe reforzarse, como asimismo circunscribir adecuadamente la Norma General Antiabuso.

¿Se quiere evitar el abuso o limitar la legítima opción del contribuyente?

¿Redacción actual apropiada para el contexto legal de nuestro país?

- Interpretación del SII por la cual se restringe severamente el principio economía de opción. 

- Posibilidad de avanzar en un acuerdo que tenga por objetivo lograr una nueva redacción de la norma.

- Norma especifica Letra E) del Articulo 14 debe eliminarse.

Otras consideraciones: 

Indicaciones y modificaciones se hacen cargo de:

- Exenciones de IVA a:

- Proyectos nuevos con permiso de edificación al 31.12.2016 que presenten solicitud de recepción definitiva antes del 1 de enero del 2017.

- Eliminación del hecho gravado promesa de venta estableciendo el pago con la venta definitiva.

- Viviendas con subsidio que se compren directamente o por leasing.

- Incremento del crédito especial de 2000 a 2200 UF de valor de construcción para viviendas con subsidio.

- A los intereses del contrato leasing.

- La adquisición de bienes leasing cuando la compra de los bienes no ha sido gravada con IVA.

Otras consideraciones: 

- Se extiende la posibilidad de pagar el impuesto final del FUT con el impuesto sustitutivo, ampliando el plazo al 30 de abril del 2017, considerando el FUT al 31.12.2016. Se elimina el efecto tapón por la generación de utilidades nuevas por los efectos de prelación que era una medida desincentivadora.

- Dicha medida es un incentivo al pago de impuesto por el FUT Invertido.

- Se amplía el plazo en 6 meses para presentar la retasación que incrementa el valor de los bienes raíces, para efectos de determinar la ganancia de capital tributable.

- Reinversión de utilidades en la propia empresa hasta el 50%, manteniendo el tope de 4.000 UF. Se podría haber ampliado el límite.

Finalizada la exposición, el señor Rodrigo Ávalos manifestó la intención de avanzar en un acuerdo que tenga por objeto lograr una nueva redacción de la norma antiabuso, que resuelva el tema de fondo reforzando, además, el principio de economía de opción, sin perjuicio que el abuso y la simulación deben ser sancionados, situación que actualmente sigue siendo una falencia muy de fondo con este proyecto de simplificación.

Por su parte, el señor Andrés Martínez agregó que observa un avance importante en relación al IVA, tanto en las exenciones como en la ampliación del plazo para que se pague el impuesto sustitutivo del FUT, con una tasa promedio del 32%. Al respecto, señaló que es una buena salida para muchos contribuyentes que deseen adelantar su impuesto y quedar con una renta de libre disposición, situación que no está contemplada en la norma anterior. Con la nueva redacción se da la posibilidad de que los contribuyentes paguen el impuesto, hasta un 32%, con lo cual se logrará mayor recaudación, pero el flujo quedará a libre disposición medida que, expresó, es importante.

El Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, en cuanto al sistema atribuido, señaló que si una sociedad por acciones quiere entrar al sistema de renta atribuida debe cumplir ciertas condiciones que se le imponen, las que están siempre relacionadas con el tema de la importancia de que las personas naturales que entren a una sociedad que adopte este sistema, no estén afectos a potenciales perjuicios por parte de un accionista que decida modificar su estatus -de que venda su acción a una empresa, a una persona jurídica- implicando un cambio en el sistema de tributación de la empresa.

Agregó que esta es una solución que tiene algunos inconvenientes porque establece restricciones a las sociedades por acciones. El sistema atribuido pasa a ser un sistema opcional y al serlo, por lo que para entrar al sistema hay que cumplir ciertas características y si se incumplen aquellas, se sale del mismo. De tal forma, si una sociedad por acciones desea entrar al sistema atribuido deberá tener un cambio y se le quita algo de flexibilidad en términos de la venta de sus acciones.

Luego, el señor Nicolás Ulloa expuso que la iniciativa de ley para simplificar la reforma tributaria impulsada el año 2014 es positiva, aunque en determinados casos ocasiona efectos adversos a ciertos contribuyentes.

En primer término, se refirió al cambio en los sujetos del sistema atribuido. De acuerdo a las normas introducidas por la ley N° 20.780, no existía limitación respecto del tipo de contribuyente que podía acogerse al sistema de renta atribuida ni de las personas que podían constituirse como socios de estas sociedades. Si bien dicha ley estableció normas para aplicar por defecto el sistema, el régimen de renta atribuida estaba abierto a cualquier contribuyente obligado a declarar sobre la base de renta efectiva, según contabilidad completa.

Al no establecer limitaciones a las entidades que se podían acoger al sistema de renta atribuida, dicha disposición abría la posibilidad de generar escenarios de alta complejidad donde interactuarían los dos sistemas tributarios. Por este motivo, se incrementaría la carga administrativa de los contribuyentes, por el número de registros obligados a llevar, sumado a ciertos efectos adversos que pudieren originarse al momento de repartir utilidades.

Con este objeto, el presente proyecto de ley intenta simplificar la situación estableciendo limitaciones respecto de los contribuyentes que podrán sujetarse al sistema atribuido. De este modo, sólo podrán acogerse a dicho régimen quienes cumplan con los siguientes requisitos: ser persona natural o constituirse como empresa individual de responsabilidad limitada, comunidad o sociedad por acciones, excluyendo las anónimas; encontrarse obligado a declarar sobre la base de renta efectiva, según contabilidad completa; y que los propietarios, comuneros, socios o accionistas sean exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile.

Llamó la atención sobre el tercer requisito, pues establece una diferencia entre nacionales y extranjeros. En caso de domiciliados o residentes en Chile, sólo podrán ser socios de una entidad acogida al sistema atribuido las personas naturales, no así los extranjeros quienes pueden operar como sociedad o persona natural.

La diferencia anterior genera un impacto tributario, advirtió, por cuanto si tres socios personas naturales con domicilio y residencia en Chile, se encuentran afectos a la tasa más alta de Impuesto Global Complementario y la sociedad operativa reparte el 100% de su utilidad, con la ley vigente la sociedad operativa puede acogerse a sistema atribuido y la carga tributaria total para cada socio será de un 35%; en cambio, con la modificación propuesta, la sociedad operativa no podrá acogerse al sistema atribuido, sino que estará obligada a acogerse al régimen parcialmente integrado, por ende, la carga tributaria total hipotética para cada socio será cercana al 44,45%, debido al reparto del 100% de sus utilidades. Si los socios fuesen extranjeros, personas naturales o jurídicas, podrían acogerse al sistema atribuido, con una tasa máxima de 35%, y no del 44,45% como les ocurrirá a los nacionales.

Es comprensible, sostuvo, que se pretenda organizar y simplificar el sistema establecido por la ley N° 20.780, sin embargo, ello no puede conducir a un resultado más gravoso para contribuyentes en igualdad de condiciones, como ocurre con el ejemplo en cuestión.

Posteriormente, graficó, si tres personas naturales con domicilio y residencia en Chile, afectos a una tasa efectiva de Impuesto Global Complementario de 20% y la sociedad operativa reparte el 100% de utilidades, se acogen al sistema de renta atribuida con la finalidad de obtener el crédito por un 5%, luego de pagar un impuesto de un 25% como sociedad. Con el presente proyecto de ley, tales socios estarían obligados a someterse al sistema parcialmente integrado, con una tasa de un 27% y al repartir utilidades, si bien tendrán derecho a crédito, deberán devolver el 35% del crédito, generando una diferencia de 9,45%, en consecuencia la carga tributaria total para los contribuyentes será de 29,45% y no de 20%. Además, se producirá una merma en el flujo de la sociedad, debido a que el pago provisorio mensual se calculará sobre un impuesto de un 27% no de un 25%.

Entre las soluciones, destacó que el ideal sería integrar completamente el régimen semintegrado, con un impuesto de primera categoría de un 27%, ya que corresponde a un sistema más equilibrado, armónico y tradicional, sin ocasionar los problemas comentados. Si lo anterior no es posible, se debiera autorizar a las entidades a elegir el sistema atribuido aun cuando sean integradas por una persona jurídica, o bien, estudiar la opción que los socios personas jurídicas requieran acogerse también al sistema atribuido, de esta forma eliminaría las complejidades del caso.

Un segundo tema importante, apuntó, es el deber de información de los contribuyentes sobre inversiones efectuadas en el extranjero, establecido en el artículo 14 letra E) número 1 letra a) de la Ley de Impuesto a la Renta. Aunque se manifestó de acuerdo en ejercer un control sobre este tipo de inversiones, ya que los contribuyentes muchas veces no declaran las utilidades obtenidas por este concepto, el deber de información obliga a proveer cualquier otra información adicional que el Servicio de Impuestos Internos requiera, siendo aún más exigente si la inversión ha sido efectuada en un país con un régimen tributario especial o paraíso fiscal, debiendo en dicho caso informar el destino que las entidades receptoras han dado a los fondos respectivos.

Lo más grave, argumentó, es que de no presentarse la declaración jurada con la información requerida, se presumirá que tales inversiones en el extranjero han sido retiradas y se les aplicará lo dispuesto en el artículo 21 del mismo cuerpo legal, afectando dichos montos con una tasa de un 45%, equivalente a una multa por presunción de retiro encubierto de utilidades, no obstante que tales contribuyentes ya han pagado sus respectivos impuestos.

Para abordar esta problemática, propuso eximir de la obligación de informar a aquellos contribuyentes que realicen inversiones menores o aplicar otro tipo de sanción más proporcional.

Por otra parte, expuso que el artículo 14 letra E) número 1 letra b) de la ley señalada, que establece que las empresas, entidades o sociedades domiciliadas, residentes, establecidas o constituidas en Chile que obtengan rentas pasivas de acuerdo a los criterios que establece el artículo 41 G, no podrán ser utilizadas en forma abusiva para diferir o disminuir la tributación de los impuestos finales de sus propietarios, socios o accionistas; no considera un real deber de información, siendo la base central de un sistema parcialmente integrado optar por diferir la tributación de los impuestos finales.

El presente proyecto de ley, además de exigir a ciertos contribuyentes acogerse al sistema parcialmente integrado, castiga con la misma sanción anterior a quienes incumplan con esta exigencia, sin perjuicio de aplicar los impuestos que correspondan a los beneficiarios de las rentas o cantidades respectivas y las sanciones que procedieren. Estimó que la sanción por postergar los impuestos finales es excesiva, desde que constituye un beneficio en el sistema parcialmente integrado diferir el pago de tales gravámenes.

Más aún, puntualizó, la norma establece que no obstante lo anterior, cuando se determine que los actos, contratos y operaciones respectivos se han llevado a cabo maliciosamente con la finalidad de evitar, disminuir o postergar la aplicación de los impuestos global complementario o adicional, ello será sancionado conforme a lo dispuesto en el primer párrafo, del número 4 del artículo 97 del Código Tributario, es decir, ¿el contribuyente acogido al sistema parcialmente integrado que obtiene renta negativa comete un delito tributario?

El Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, explicó que restringir a personas naturales nacionales y extranjeros sociedades o personas naturales la opción de acogerse al régimen atribuido se debió al carácter de contribuyente final que gozan dichas personas en el país, simplificando el sistema tributario.

En cuanto a la complejidad presentada por sociedades integradas por personas naturales y sociedades, en el ejemplo señalado por el expositor, si la sociedad operativa se encuentra acogida al artículo 14 ter de la Ley de Impuesto a la Renta, no tiene inconveniente para que la sociedad que integra se someta al régimen de renta atribuida, evitando así los efectos adversos mencionados.

El Jefe de Impuestos Directos, del Servicio de Impuestos Internos, señor Pedro Castro, se refirió luego al deber de los contribuyentes de informar mediante una declaración jurada sus inversiones en el exterior. De no presentar dicha declaración se presume que los montos fueron retirados aplicándose la tasa de impuesto ya mencionada. No obstante, la presunción puede ser desvirtuada por los contribuyentes aportando antecedentes como el pago del impuesto respectivo, dado que el objetivo perseguido por el Servicio de Impuestos Internos es promover el reconocimiento oportuno en el país de las rentas provenientes del exterior, considerando, además, la incorporación del artículo 41 G, nuevo, que obliga a reconocer las rentas del exterior sobre la base de renta percibida o devengada. Como se observa, la regla funciona como una herramienta de fiscalización que permite acceder oportunamente a la información de los contribuyentes. La norma comentada no contempla una sanción, simplemente presume que la inversión no declarada ha sido retirada, aplicando como impuesto sustitutivo la tasa más gravosa correspondiente al 45%.

Respecto de la obligación establecida en el artículo 14 letra E) número 1 letra b), señaló que el organismo fiscal emitió una circular referida al régimen parcialmente integrado, donde reconoce el derecho de diferir el pago del impuesto, advirtiendo sobre su uso abusivo o simulado, en concordancia con la norma general antielusión; en ningún caso el Servicio Impuestos Internos interpreta el uso legítimo del régimen como un abuso o simulación, menos aún como la comisión de un delito tributario, sólo sancionará maniobras maliciosas tendientes a eludir el pago de impuesto.

El Honorable Senador señor Zaldívar mostró preocupación por la norma que obliga a pagar un impuesto de un 45% a un contribuyente que ya ha pagado sus tributos, sólo que ha incumplido un deber administrativo de información. Una opción, afirmó, sería considerar en la norma que se aplicará dicha tasa, salvo que el contribuyente acredite el pago de los impuestos correspondientes, sancionando dicho incumplimiento con una multa proporcional y no con la tasa adicional.

El señor Nicolás Ulloa reconoció la posibilidad de desvirtuar la presunción establecida en la ley, sin embargo, en materia tributaria, las presunciones legales generalmente operan como regla general, como acontece con la venta de un inmueble dentro de un año posterior a su adquisición, donde se presume el carácter habitual del vendedor y, por ende, se grava la renta obtenida en la compraventa. Insiste en la necesidad de considerar sanciones para los contribuyentes que no declaren las inversiones en el exterior, pero que dicho castigo no corresponda a la aplicación de un impuesto tan alto como el contemplado en el artículo 21. De esta forma, se protegen tanto el interés fiscal recaudatorio como la integridad patrimonial de los contribuyentes.

El señor Castro agregó que entre los antecedentes que permitirían desvirtuar la presunción está la declaración y pago del impuesto efectuado por el contribuyente sobre dichas inversiones en el exterior. Asimismo, aclaró que la alta tasa impositiva se debe a la dificultad del servicio fiscal para acceder a información sobre inversiones en el exterior considerando, además, que el deber se exige a empresas acogidas al sistema de renta atribuida o parcialmente integrado no a personas naturales.

El Honorable Senador señor Montes recordó que la idea de incorporar el deber de información sobre inversiones en el exterior, se debió a la opción de mantener la flexibilidad para los contribuyentes de invertir dineros en países con regímenes especiales o paraísos tributarios, consultando al Ejecutivo por el proceso para efectuar el seguimiento de las inversiones en dichas naciones.

El señor Castro expuso que la obligación de informar se exige en forma anual, distinguiendo las inversiones efectuadas en países con regímenes tributarios especiales o paraísos fiscales de los demás, ya que en este caso sólo se obliga informar la inversión inicial, en tanto respecto de las inversiones en paraísos tributarios se exige informar la inversión inicial como los movimientos posteriores de esa inversión en el exterior.

El Coordinador de Políticas Tributarias, del Ministerio de Hacienda, señor Alberto Cuevas, acotó que en la discusión de la Reforma Tributaria se mantuvo el beneficio de diferir el pago del impuesto respecto de inversiones efectuadas en el país y no en el extranjero, como permitía el régimen de Fondo de Utilidad Tributaria (FUT) y actualmente el sistema parcialmente integrado, a cambio de incorporar una obligación de informar sobre las inversiones en el exterior, por las dificultades que implica acceder a dicha información, cautelando el adecuado cumplimiento de la recaudación fiscal.

El señor Nicolás Ulloa estuvo de acuerdo en la dificultad de obtener información sobre inversiones en países con régimen tributario especial o paraísos tributarios, motivo por el cual propuso mantener la presunción sólo respecto de los contribuyentes que no declaren inversiones efectuadas en esos países, incluso, para mayor celeridad, se podría considerar un recuadro en la declaración anual de renta, cuyo formulario 22 es un instrumento conocido por todos los contribuyentes.

En la siguiente sesión, expuso el Presidente de la Comisión Tributaria del Colegio de Contadores de Chile, señor Luis Torres, quien, si bien reconoció el esfuerzo de la presente iniciativa de ley por resolver los problemas de coexistencia de dos regímenes tributarios, renta atribuida y semintegrada, el IVA sobre inmuebles, entre otros, manifestó la necesidad de presentar ciertas observaciones que merece el proyecto en discusión.

Declaró, antes que todo, la necesidad de devolver la tuición ética de la labor contable al colegio de la orden, tal como acontecía antes del año 1981 y no continuar entregando al arbitrio del mercado la aplicación de las normas contables. De igual modo, con la finalidad de otorgar mayor transparencia y uniformidad a la información contable, solicitó considerar como principios y normas, aquellos definidos por el Colegio de Contadores.

En cuanto al presente proyecto de ley, aludió primero a la solución contemplada para la cohabitación de dos regímenes tributarios, considerando inequitativo obligar a las sociedades constituidas por personas jurídicas acogerse al sistema parcialmente integrado, el cual fue concebido para grandes contribuyentes. En la actualidad muchas sociedades de distintos tamaños son integradas por una persona jurídica, a quienes se les incrementará la carga tributaria de un 35% a un 44,5%, sumado al costo de adecuación societaria. Para el caso, propuso incorporar al régimen de renta atribuida a todas las pequeñas y medianas empresas, o bien, que los traspasos de propiedad por adecuación sean a costo tributario.

Luego se refirió a la posibilidad de las empresas acogidas al sistema simplificado de liquidar el FUT en 5 ejercicios tributarios, por la inequidad generada para contribuyentes que no pueden acogerse a dicho sistema, como acontece con una pyme integrada por un socio persona jurídica. En su opinión, el proyecto de ley debiera incorporar un incentivo para que todas las pequeñas y medianas empresas pudieran liquidar dicho fondo.

Posteriormente, comentó que el régimen simplificado de tributación establecido en el artículo 14 ter de la Ley de Impuesto a la Renta, otorga dos opciones para liquidar los saldos de FUT: ingresos diferidos en 5 años o acogerse al impuesto sustitutivo, para cuyo efecto define como plazo el 30 de abril de 2016, para las rentas devengadas los años 2014 y 2015. De esta forma, el artículo mencionado competirá con el sistema de renta atribuida, que comenzará a regir el 1° de enero de 2017. Sobre el particular, sugirió extender el plazo hasta el 30 de abril de 2017, con el objeto de generar un mayor universo de contribuyentes que puedan acogerse a dicho sistema.

También se refirió al impuesto sustitutivo a saldos de FUT pendientes, donde se exige como requisitos que sean personas naturales o jurídicas constituidas íntegramente por personas naturales al 1° de enero de 2015, plazo que fue ampliado hasta el 31 de diciembre del mismo año. Si la idea es crear un incentivo para que la mayor cantidad de pequeñas y medianas empresas tributen sus saldos de FUT, el término debiera extenderse hasta el 30 de abril de 2016.

Asimismo, mencionó que el monto límite fijado por la Reforma Tributaria para ser considerado como gasto de supermercado era innecesario, toda vez que el artículo 31 de la Ley de Impuesto a la Renta determina los gastos necesarios para producir la renta, por ello propone evaluar el incremento del monto para simplificar la parte operativa de la reforma.

En cuanto al régimen de renta presunta, el beneficio para los contribuyentes personas naturales de acogerse a este sistema se extiende hasta el 31 de diciembre de 2016, obligando a regularizar la propiedad societaria durante dicho año, de lo contrario tributará como renta efectiva. Para el caso, sugirió que la tributación sea a contar del 1° de enero de 2017 o que el traspaso de propiedad a socios personas naturales sea a costo tributario.

Finalmente, comentó que la norma antielusión provoca cierta incertidumbre, por cuanto podría aplicarse retroactivamente a los retiros de socios de sociedades de responsabilidad limitada acontecido en el período entre septiembre 2015 y 2016.

Hizo referencia también, a un trabajo elaborado por contadores auditores de la región de Antofagasta, relacionado con el impuesto de primera categoría y las zonas francas, que busca considerar como beneficio real el crédito fiscal de primera categoría para contribuyentes no afectos al pago de dicho gravamen por acogerse a los beneficios del régimen especial de zona franca.

El Honorable Senador señor Coloma consultó al Ejecutivo por la posibilidad de extensión del plazo para acogerse al impuesto sustitutivo por el saldo de FUT pendiente, solicitada por la asociación gremial.

El Jefe de Impuestos Directos del Servicio de Impuestos Internos, señor Pedro Castro, señaló que los puntos referidos a la tuición ética de los colegios profesionales y el reconocimiento de las Normas Internacionales de Información Financiera (IRFS) como norma oficial, revisten un nivel de complejidad que excede el presente debate.

Sobre la consulta del Honorable Senador Coloma, explicó que los contribuyentes pueden optar por pagar el impuesto sobre el saldo de FUT que acumulen al 31 de diciembre de 2015 o 2016, según los casos expresados por la ley, hasta el 30 de abril de 2017.

La solicitud de la asociación gremial dice relación con la aplicación de una tasa especial de impuesto para las sociedades conformadas por personas naturales, y el plazo con la exigencia de estar constituidas como tal al 1° de enero de 2015, como establecía el proyecto original, o al 1° de diciembre del mismo año, como lo aprobara la Cámara de Diputados. La razón del plazo, sostuvo, es evitar una planificación tributaria que incorpore a personas naturales a la sociedad con el fin de acogerse a la tasa mínima o especial; por el contrario, la idea es beneficiar a las sociedades que a la fecha de presentación del proyecto de ley ya estaban integradas por personas naturales.

Respecto a las restricciones establecidas para acogerse al régimen de renta atribuida, señaló que el objetivo es evitar interacciones indeseadas en el sistema que den lugar a fenómenos como las propiedades circulares, que limitan la simplificación tributaria requerida. Además, la opción de considerar los traspasos de propiedad por adecuación a costo tributario se encuentra reconocida en la legislación tributaria nacional, desde que el artículo 64 del código del ramo autoriza a efectuar las modificaciones societarias a valores tributarios cuando obedecen a una legítima razón de negocios, con el fin de evitar un resultado de utilidad o pérdida para el socio que se retira.

En cuanto a diferir el FUT, recordó que el mecanismo fue concebido para los contribuyentes acogidos al régimen del artículo 14 ter de la Ley de Impuesto a la Renta porque al mutar de sistema se perdía el control de retiros o distribuciones. El proyecto original consideraba retiradas todas las utilidades acumuladas en el FUT, sin embargo, la presente iniciativa de ley propone diferir el retiro en un período de 5 años. Tal solución, observó, no reviste mayor beneficio para los contribuyentes acogidos al régimen general, ya que ellos llevan contabilidad completa y control de los retiros, por tanto, los socios podrán retirar las utilidades en el plazo que estimen conveniente sin limitación.

En relación con los gastos de supermercado, apuntó que el proyecto de ley no introduce innovaciones. Los contribuyentes pueden deducir los gastos de supermercado en tanto sean necesarios para desarrollar su actividad y, en caso de exceder 5 UTA, deberán informar al Servicio de Impuestos Internos. Dicha obligación se implementó de manera simple por medio de la declaración mensual de IVA.

Sobre el régimen de renta presunta, explicó que aun cuando no se cumpla con los requisitos exigidos por la ley al 1° de enero de 2016, los contribuyentes podrán acogerse a ese régimen, bajo condición de dar cumplimiento a ellos al término de dicho ejercicio, otorgándose, en consecuencia, un año para regularizar su situación tributaria.

Respecto a la norma general antielusión, expuso que ella es aplicable a todos los hechos, contratos o actos que ocurran o se celebren a partir del 30 de septiembre de 2015, independientemente que el régimen general de tributación sea el actual o el nuevo. Hizo presente también, que la norma fue concebida con un carácter excepcional, dado que la ley establece un monto mínimo de impuesto de 250 UTM para su aplicación. De esta forma, los contribuyentes mantienen la opción de retirar utilidades como estimen conveniente; la sociedad y sus integrantes son libres para pactar el sistema de reparto de utilidades, hecho que no obsta a que el organismo fiscalizador intervenga cuando considere que se actuó con abuso o simulación con el objeto de eludir el pago de impuestos, como el caso de incorporar testaferros a la sociedad con el único fin de disminuir la tributación que le hubiere correspondido a un socio.

El señor Luis Torres rebatió los dichos del representante del Ejecutivo, en materia de reorganización empresarial, por cuanto señaló que la planificación tributaria requiere de asesoría experta con que, en general, las pequeñas y medianas empresas no cuentan, de ahí la propuesta planteada por el colegio profesional que representa.

Agregó que si bien la norma antielusión considera como base las 250 UTM, muchos profesionales independientes que integran sociedades superan anualmente esa cifra, pudiendo perseguir como conductas elusivas a operaciones de contribuyentes que históricamente han concurrido al pago de sus impuestos.

En la siguiente sesión, la Comisión recibió a diversos especialistas en materia tributaria. En primer término, escuchó a la señora Soledad Recabarren, quien expuso lo siguiente:

Necesidad de hacer las cosas bien.

Al aprobarse la reforma tributaria en septiembre del año 2014, tanto a esta Comisión, como al Ministerio de Hacienda, a través de la CPC, se les hizo presente en un documento de 30 páginas los múltiples errores de forma y fondo que tenía el texto aprobado, sin embargo, en ese momento, se respondió que se corregiría más adelante, ya que no tenían tiempo de pasar a Comisión Mixta dado que había compromisos de fechas con el Gobierno.

Parte de estos errores se trataron de arreglar a través de las circulares del SII, y se agradece tener un órgano legislativo  de facto, que corrija los errores de las leyes que se aprueban con conciencia de que no son buenas, simplemente porque hay que cumplir con plazos impuestos por el Gobierno.

Este proyecto arregla sólo una pequeña parte de los errores aprobados en septiembre de 2014, sin embargo aún queda mucho por hacer.

Marco General

El proyecto de ley, si bien se remite a muy pocos temas, está bien tratado, y en gran medida cumple los objetivos planteados.  

El proyecto también tiene una característica positiva que tiende a desarmar más aún la iniciativa legal ingresada en abril de 2014 al Congreso Nacional, y se acerca mucho al sistema tributario existente entre los años 2004 y 2014.

Este proyecto de ley demuestra que se pudo haber ajustado el sistema tributario vigente a esta fecha, alzando tasas y ajustando las disposiciones que permitían eludir impuestos, más que tratar de hacer borrón y cuenta nueva como fue el proyecto de Reforma Tributaria presentado el año 2014.

Adicionalmente, cambia una vez y otra vez los criterios, como ocurre en el artículo 38 bis (que establecía que la liquidación de la sociedad obligaba a la empresa y a los dueños a entregar los bienes a su costo tributario – ahora con indicación aprobada se cambia de criterio), con lo cual más que una simplificación es un constante cambio de criterio que mantiene al contribuyente en constante inseguridad de qué normas se aplicarán a futuro.

Temas a comentar

Dado que se ha solicitado que esta sea una presentación corta, sólo me referiré a cuatro puntos:

- Encarecimiento del Régimen Atribuido.

- Problemas de funcionamiento de la pequeña y mediana empresa.

- Indecisión de la autoridad en el tratamiento del término de giro.

- Facultades de fiscalización.

Encarecimiento del Régimen Atribuido

No se compensan utilidades con pérdidas:

En la reforma tributaria se permitía a una sociedad que optaba por el régimen atribuido, compensar con sus pérdidas propias las utilidades atribuidas desde filiales. 

En las indicaciones se cambia este criterio y no se permite que una sociedad con pérdidas recupere estas contra utilidades atribuidas o percibidas, lo que encarece el costo de la inversión, ya que si la matriz se endeuda para financiar la compra de una filial, el gasto por intereses sólo puede compensarse con utilidades propias y no con utilidades provenientes de la inversión financiada con dicho crédito.

Renta Presunta de las Pymes

En renta presunta se mantiene la injusticia para el agricultor constituido como sociedad o comunidad de tener que tributar por todo el mayor valor en la venta de bienes raíces, ya que la posibilidad de retasar su propiedad sólo se da si se cambia a renta efectiva y espera tres años antes de realizar la venta del inmueble. ¿Cómo vivirán estos tres años, si lo que necesitaban era vender la propiedad?

Si vende sin cambiarse a renta efectiva y espera tres años, el mayor valor estará afecto a impuesto de primera categoría y a global complementario en un sólo ejercicio, con el correspondiente  incremento de su carga sólo por no tener una correcto tratamiento legal, ya que debería poder retasar y vender bajo régimen de renta presunta, tal como ocurre con las personas naturales.

Régimen Atribuido y Pymes

Se intentó arreglar el tema de permitir que se puedan acoger las sociedades por acciones, SpA, al régimen atribuido, no exigiendo una clausula especial de reforma de estatutos que exigía acuerdo de Junta para aceptar un accionista sujeto a régimen semi integrado. Sin embargo, sobre este punto es importante indicar dos cosas:

1) No se ve diferencia entre una SpA y una sociedad anónima cerrada, sobre todo porque la existencia de las SpA es relativamente nueva y obligará a muchos pequeños contribuyentes a tener que modificar su tipo social, con los correspondientes costos, simplemente porque se hizo un corte arbitrario entre qué tipos sociales pueden o no pueden acogerse al régimen atribuido.

2) No se entiende cómo puede haber derecho a retiro en un acuerdo que exige unanimidad, como es en la incorporación de un accionista que tributa con régimen parcialmente integrado a una SpA que está en régimen atribuido, ya que si hay unanimidad no puede haber accionista disidente. Se regulan temas comerciales en una norma tributaria y en forma incompleta.

Tratamiento del Término de Giro

La reforma tributaria señaló que la adjudicación de bienes en un proceso de liquidación por término de giro debía realizarse a costo tributario.

El SII, en la circular N° 69 de 2015, reguló este tema en detalle  (página 23), dejando muy en claro que efectivamente en el proceso de término de giro no hay utilidad, ni para la empresa, ni para los dueños, ya que la adjudicación se debe hacer a costo tributario.

El proyecto de reforma a la reforma no toca este tema.

En las indicaciones se cambia el criterio, y se elimina el que la adjudicación debe hacerse a costo tributario o valor libro, esto implica que debería hacerse a valor de mercado, pero si no se hace a este valor se recalca que esta operación no es tasable. ¿Se aplican en consecuencia las normas antielusión?

Sería sano que este tema se hubiera presentado en el texto del proyecto de ley y no en una indicación que cambia un criterio ya conocido y asentado por los contribuyentes, y respecto del cual no se ha señalado nada por parte de la autoridad.

Facultades de fiscalización

En la reforma tributaria se dio al SII una serie de facultades de fiscalización que dejan en la indefensión al contribuyente:

- El SII puede solicitar acceso ilimitado a los sistemas contables de un contribuyente. Si el contribuyente no otorga el acceso al SII, este puede declarar la obstrucción a la fiscalización, y el contribuyente se verá impedido de usar la contabilidad como un medio de prueba en un juicio tributario.  

- El SII puede presumir el término de giro de una empresa sin actividad por 12 meses y liquidar los impuestos de acuerdo al artículo 38 bis. Esto es permitirle al SII aplicar la pena de muerte sin que exista la posibilidad de defensa, ya que la única vía que tiene el contribuyente de revertir esto es mediante un reclamo ante tribunales.

- Esto finalmente sólo genera una constante judicialización de los temas tributarios, en un universo de empresas en el cual más del 80% de éstas carecen de los recursos para defenderse adecuadamente, dando poder de decisión a la autoridad fiscalizadora.

Enseguida, la Comisión escuchó al señor Francisco Selamé, quien efectuó observaciones y propuestas referidas a las siguientes materias:

1) Artículo octavo transitorio, vigencia de la norma general antielusiva.

Incorporar, a continuación de la expresión “de tal modificación,”, la frase “y sólo en la parte que dichos efectos modifiquen los que hubieren resultado como consecuencia del hecho, acto o negocio si no hubiere sufrido modificación alguna,”, de modo de especificar y asegurar que la norma general antielusiva se aplique sólo respecto de los efectos de las variaciones que se hayan realizado durante la vigencia de la norma. De esa forma, indicó, se establecen límites temporales y de los efectos.

2) Artículo primero transitorio, posibilidad de pagar  el FUT acumulado o “histórico” a una tasa de 32% o con una tasa equivalente al promedio ponderado (de acuerdo a la participación de cada socio, de las tasas más altas del impuesto global complementario que les haya afectado en los 3 últimos años tributarios).

Valoró que se amplíe el plazo de esta posibilidad, y consideró correcto que la misma se limite cuando se hayan efectuado cesiones de derecho con posterioridad al 1 de diciembre de 2015. En relación a la última limitación mencionada, estimó que debiera agregarse que, además de cesiones de derechos, también rija respecto de modificaciones de participaciones sociales, de modo de impedir ese posible abuso.

Por ello, propuso que, en el penúltimo inciso del artículo primero, se intercale entre la expresión “o acciones respectivas” y la coma (,) que la sucede, la frase “o se hubieren producido cambios en las participaciones sociales”.

3) Artículo 1°, número 5, letra a, numeral iv, que modifica el artículo 41 G de la ley sobre impuesto a la renta, referido a normas sobre sociedades controladas en el exterior (CFC).

Explicó que el artículo 100 de la ley N° 18.045 establece en sus últimos incisos que la Superintendencia de Valores y Seguros podrá establecer nuevas reglas de relación mediante norma de carácter general. Por ello, acotó, es necesario dejar en claro que la norma de relación no puede establecerse por esta vía, dado que se estaría afectando un elemento del hecho gravado y, en consecuencia, el principio de legalidad; reconociendo un efecto tributario no buscado a un acto administrativo que tiene otra función y que emana de una autoridad sin competencia tributaria. Si no se excluye esta parte de la norma, la forma de impugnarla sería un recurso de inaplicabilidad lo que resultaría desproporcionado.

Propuso sustituir el párrafo que se agrega por el siguiente:

“Para los efectos señalados, sólo se considerarán como personas o entidades relacionadas en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, aquellas incluidas en las letras a), b) y d) de dicho artículo. No será considerado relacionado el controlador que sea una entidad no constituida, establecida, ni domiciliada o residente en Chile, que a su vez no sea controlada por una entidad local.”. 

4) Artículo 8° -que modifica la ley N° 20.780 sobre Reforma Tributaria- número 1, letra b, numeral iv, referido a la letra E del artículo 14 de la ley sobre impuesto a la renta, en relación a la aplicación de la norma antielusiva a las sociedades de inversión y a las sanciones por incumplimiento de deberes formales de información.

Planteó que la sanción establecida por esta norma es desproporcionada, implica que -aunque se cumpla con el pago de impuestos respectivo- por omitir una declaración se pueda intentar gravar desmesuradamente al contribuyente afectando su patrimonio. Compartió que debe actuarse con severidad en la medida que la no declaración implica ocultar un pago de impuestos, y en ese caso sugirió incrementar la multa del número 3, que ya es bastante alta, hasta en un 300%, y eventualmente aplicar sanciones penales, pero, por otra parte, no castigar errores involuntarios o sin incidencia tributaria (elusión o evasión). Agregó que existe una dicotomía en los efectos que se producen cuando no se informa un trust respecto de cuando no se informa una inversión en el exterior. En el caso del trust, el efecto es que se liquidan los impuestos que correspondan, pero en el caso de las inversiones en el exterior no declaradas por la sociedad chilena se aplica una sanción adicional con un impuesto de 40%, además de la tributación de los socios o accionistas.

En relación a las inversiones en el mercado de capitales por sociedades de inversión, indicó que se establece que si hay abuso, se aplica la norma antielusiva general como en cualquier otro caso que esto ocurra y se incorpora el texto establecido en la propia circular 65 del Servicio de Impuestos Internos de manera de darle estabilidad a la interpretación según la cual no constituye abuso la opción de un régimen semi integrado de tributación de manera que no pueda ser modificada por un acto administrativo. Observó que se crea una especie de abuso super calificado, lo que no corresponde tratándose de un incumplimiento de información. 

Respecto de lo anteriormente expuesto, propuso realizar varias modificaciones a las letras a) y b) del número 1 de la letra E) del artículo 14.

5) Artículo 1°, número 4, letra c, numeral i, que modifica el artículo 41 F de la ley sobre impuesto a la renta, en relación a la aplicación de impuestos a los intereses cubiertos por un tratado.

Explicó, respecto de las normas sobre exceso de endeudamiento, que intereses que normalmente están sujetos a una tasa del 15% de retención –porque se trata de países con los que Chile cuenta con un convenio para evitar la doble tributación-, en caso que la empresa chilena se encuentre en el supuesto de las normas sobre exceso de endeudamiento, esos intereses deberán tributar a nivel de la empresa chilena por un total de 35%.

Observó que la norma puede interpretarse como vulneratoria de los tratados, ya que afecta indirectamente a los inversionistas extranjeros residentes en jurisdicciones con tratado, aplicándose en definitiva un impuesto total del 35% sobre los intereses, en circunstancias que el convenio los limita a 15%. La carga económica se iguala a la de un país sin tratado, quedando en letra muerta el beneficio. Añadió que la incorporación de este impuesto para los países con tratado no estaba en el texto original de la reforma y por lo tanto excede el marco de una simplificación de las normas anteriores.

Propuso reemplazar los numerales i) y ii) incluidos en el primer párrafo que se sustituye del número 8, por lo siguiente: “Se hayan afectado con el impuesto adicional con tasa 4% o no se hayan afectado con dicho tributo, en virtud de la aplicación de una rebaja o deducción, de una exención establecida por ley.”. 

- Concluyó señalando que, en general, existe un aporte del proyecto de ley en la simplificación del sistema tributario, más allá de las observaciones efectuadas.
El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que de las observaciones planteadas, le interesa conocer la opinión del Ejecutivo, especialmente acerca de:

- Que no se puedan compensar pérdidas con utilidades obtenidas por filiales.

- La venta de predios agrícolas cuando termina el régimen de renta presunta, sin posibilidad de tener la exención por ganancia de capital con que cuentan las personas naturales.

- Razón de no otorgar el mismo tratamiento a las sociedades por acciones y sociedades anónimas cerradas.

- Que el no cumplimiento de deberes de información, a pesar de haberse pagado los impuestos respectivos, pueda generar una sanción de un impuesto elevado de 40%.

El Jefe del Departamento de Impuestos Directos, señor Castro, expresó que, respecto de la situación de pérdida tributaria, efectivamente se establece que una empresa sujeta al régimen de renta atribuida que invierte en una empresa adscrita al régimen del artículo 14 ter, que recibe rentas de esta última, teniendo la primera (de régimen atribuido) pérdidas tributarias, no puede compensar la utilidad con la pérdida de la empresa “aguas arriba”. Señaló que ello obedece a una razón de control, debido a que en el régimen simplificado del artículo 14 ter no existe un control de los flujos de retiros y distribuciones. Además, en el régimen de renta atribuida, si se permitiera recibir utilidades y compensarlas con pérdidas, dichas utilidades nunca tributarían porque los retiros y distribuciones posteriores –en régimen atribuido- se encuentran liberados de impuesto. Agregó que el contribuyente con pérdidas mantiene su derecho a imputarlas en los ejercicios siguientes cuando tenga utilidades.

Sobre la retasación de los inmuebles en régimen de renta presunta, indicó que la regla es que si una empresa debe abandonar dicho régimen, la ley contempla alternativas de retasación del costo de esos inmuebles para una futura enajenación. Pero si la empresa enajena el inmueble, encontrándose aún en el régimen de renta presunta, no existe la posibilidad de retasación, porque se asume como nueva norma aprobada en el tratamiento de los inmuebles, que el beneficio de ingreso no constitutivo de renta alcanza sólo a las personas naturales residentes o no residentes, por un máximo de 8.000 unidades de fomento.

Con relación a la modificación a la norma sobre término de giro del artículo 38 bis, manifestó que su sentido es precisar algo que estimaron en el proyecto original no quedaba claro, dado que establecía que los dueños mantenían como costo al valor tributario de los activos, reconociendo que las partes son libres de adjudicar al costo que estimen conveniente. La enmienda que se propone, otorga certeza a los contribuyentes porque se establece expresamente en la ley que los contribuyentes mantienes el costo de valor tributario de sus activos y el Servicio no va a aplicar la retasación aun cuando la adjudicación se haga a valores distintos al tributario. Concluyó que el Servicio tiene un entendimiento distinto de la norma con su modificación al expresado por la expositora.

Respecto de la observación sobre el derecho a retiro y la unanimidad requerida, observó que entienden la norma como que se exige unanimidad de todos aquellos accionistas que no sean disidentes y una vez que se ha otorgado el derecho a retiro.

El Director de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Cuevas, manifestó que, en relación a la norma interpretativa acerca de la vigencia de la norma antielusión contenida en el artículo octavo transitorio, en su contenido se plantea lo mismo que explicó como interpretación el señor Selamé, cuando se consigna que “tampoco se aplicarán tales disposiciones, salvo cuando a partir de la citada fecha se hayan modificado las características o elementos que determinan sus consecuencias jurídicas para la legislación tributaria de los referidos hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos en cuyo caso se aplicarán solo respecto de los efectos posteriores que surjan a consecuencia de tal modificación, en cuanto a esta última y sus referidos efectos, conforme a la disposiciones legales citadas, sean considerados como constitutivos de abuso o simulación”. Observó que el entendimiento del Ejecutivo es que sólo son los efectos posteriores que surjan a consecuencia de una modificación ocurrida con la norma general antielusión vigente, los que pueden considerarse como constitutivos de abuso o simulación.

Respecto del FUT acumulado o histórico, en que el expositor propone agregar las modificaciones de participaciones sociales, planteó que se incorporó como situación especial de elusión la cesión de derechos, por ser la más habitual, pero en base a la norma general se pueden perseguir todos los posibles casos cuando sean constitutivos de abuso o simulación.

En orden a las rentas pasivas en el exterior, manifestó que el Ejecutivo comparte la interpretación del expositor, señor Selamé, en cuanto no se podrían aplicar –respecto de las normas de relación- las hipótesis que surgen de una calificación administrativa por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros, porque se vulneraría el principio de legalidad al reglar elementos que son parte de la determinación del hecho gravado. Concluyó que al vulnerarse el principio de legalidad, parece innecesario consignarlo expresamente en la ley.

Acerca de las normas sobre exceso de endeudamiento, expresó que existe un debate anterior a la reforma tributaria: las normas chilenas sobre la materia, en general, son sui generis respecto del derecho comparado, porque en el exterior el exceso de endeudamiento hace que se recalifiquen los intereses como dividendos, y en nuestro país se aplica una norma especial antielusión gravando a la empresa local pagadora de esos intereses. Respecto de esas normas y su consistencia con los tratados para evitar la doble tributación, indicó que a juicio del Ejecutivo –concordante con la doctrina histórica del Servicio de Impuestos Internos y a los criterios OCDE- los convenios se aplican de buena fe y no impiden que rijan normas antielusión, porque escapan, precisamente, a los alcances de un tratado aplicado de buena fe. Agregó que las referidas normas se aplican a un contribuyente chileno (respecto del cual se entiende que encubre el traspaso de utilidades a una entidad relacionada) y no al extranjero que es el beneficiado por el tratado sobre doble tributación.

Sobre el artículo 14 de la ley sobre impuesto a la renta, el régimen semi integrado es uno de postergación de los impuestos finales según lo establecido por la ley, y el Servicio de Impuestos Internos ha interpretado correctamente que, como tal, no puede ser elusivo. Lo que plantea la norma, es que, cuando se utilicen las postergaciones para diferir ad eternum la tributación, de forma abusiva o simulada, y sólo en ese caso, procede la aplicación de las respectivas normas y se invierte la carga de la prueba debido a que el contribuyente no ha informado y la Administración tributaria no tiene antecedentes. Concluyó que, en ningún caso existe doble tributación, porque si se aplica un impuesto único y ya se han pagado otros impuestos, deberán considerarse estos últimos en el monto final.

El señor Selamé planteó que si varias de las interpretaciones del Ejecutivo son concordantes con las que él expresó, lo lógico sería que se incorporen a la ley, más allá de la posibilidad que sean redundantes, porque aseguran evitar trámites complicados para reclamar de actuaciones del SII. Puso, como ejemplo, el caso del artículo octavo transitorio, que se hizo necesario a partir de la interpretación que el SII hizo sobre la vigencia de la norma antielusiva. También se han dado casos como los de los exámenes radiológicos y el del leasing respecto del pago de IVA, añadió. 

Acotó que el SII interpreta con rango legal, porque las circulares del Servicio no son reclamables, y es el único acto en Derecho Administrativo en Chile, en que una autoridad administrativa puede interpretar una ley y esa interpretación no es impugnable.

El Jefe del Departamento de Impuestos Directos, señor Castro, manifestó que la facultad de interpretar administrativamente las normas tributarias sólo obliga a los funcionarios y si los contribuyentes no concuerdan con esa interpretación tienen todo el derecho de recurrir ante el propio Servicio primero y, luego, ante los tribunales tributarios y aduaneros. Agregó que nunca la interpretación del SII tiene rango legal.

El señor Cuevas indicó que las circulares no son reclamables porque no son obligatorias para el contribuyente. Agregó que las operaciones de los contribuyentes que son fiscalizadas representan una ínfima parte del total.

El Honorable Senador señor Zaldívar reiteró que deben reforzarse los tribunales tributarios y aduaneros, dado que cuentan con una estructura mínima y, actualmente, se están demorando más que los tribunales civiles en resolver. Solicitó que se recojan las observaciones y concordó que, en algunos casos, es preferible abundar y precisar a no dejar expresa una aclaración.

El señor Castro comentó que, en la misma línea expresada precedentemente, el Servicio de Impuestos Internos tiene el compromiso de que las instrucciones y circulares sean cada vez mejores, por lo que se ha aprobado que previo a la entrada en vigencia de las instrucciones, las mismas se publiquen para poder recibir comentarios de los contribuyentes.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que sería deseable que existan propuestas respecto del impuesto único de 40% cuando se incumplen deberes de información, aún cuando se hayan pagado los impuestos que correspondía, y respecto de la venta de inmuebles de personas sujetas al régimen de renta presunta, para que no existan situaciones discriminatorias.

El señor Castro señaló que, en el sistema vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, se libera de la ganancia de capital a las personas naturales y a las sociedades de personas conformadas exclusivamente por personas naturales que no determinen rentas efectivas. Agregó que esas reglas se modifican a partir del cambio del régimen de tributación de las ganancias de capital, liberando de tributación sólo a las personas naturales.

El Honorable Senador señor García expresó que parece razonable que mantengan el mismo tratamiento las personas naturales y las sociedades de personas conformadas sólo por personas naturales, incluso en algunos casos la empresa está conformada sólo por la persona natural.

El señor Castro sostuvo que la decisión política fue establecer como regla, para el régimen de renta atribuida, que la ganancia de capital proveniente de los inmuebles es tributable. El objeto de permitir que las personas naturales tengan un rango liberado del impuesto, busca beneficiar la enajenación esporádica del bien raíz que se habita.

Agregó que una empresa individual de responsabilidad limitada jurídicamente es distinta de la persona natural que la compone, se trata de personas distintas con patrimonios diversos.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que el SII debiera estudiar lo planteado acerca del término de giro y las normas antielusión, su vigencia y otros aspectos.

Enseguida, el señor Christian Aste procedió a efectuar su presentación, la que se estructura en tres partes, contenida en el documento que se transcribe a continuación:

En la primera de ellas, presentó un paralelo entre el proyecto primitivo, las modificaciones y sus respectivas observaciones; en la segunda propuso sugerencias y, en la última, formuló algunas preguntas que “persisten y que no se responden”. 

Reforma a la reforma tributaria (Ley N° 20.780). 

	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Priva del crédito por impuesto territorial, cuando el inmueble es arrendado, subarrendado o dado en usufructo a personas relacionadas. 
	Constituye una discriminación, que carece de lógica, si se considera que el arriendo, usufructo, subarrendamiento u otra forma de cesión debe generar ingresos tributables, al tenor de lo dispuesto en el artículo 64 del CT. Ej. Matriz que es dueña de los inmuebles y los arrienda a precio de mercado a sus filiales.
	Eliminar esta indicación. 


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Mayor plazo para acogerse renta presunta
	Responde a un requerimiento objetivo. El plazo primitivo era muy menor.
	Aprobarla


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Mayor precisión en las normas de relación
	Se corrige una redacción que habría hecho inviable la aplicación de este régimen, al exigir que las sociedades estén en todo momento conformadas por personas naturales. Eso se corrige y se indica que lo estén desde que se acogen a este régimen.
	Aprobarla


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Se exime de impuesto de Primera Categoría a las rentas de los inmuebles no agrícolas cuando son obtenidas por personas naturales.
	En el artículo 20 letra b) se grava la renta efectiva de los inmuebles no agrícolas y en el 17 número 8 se libera de impuesto el mayor valor obtenido en la enajenación de inmuebles hasta 8000 UF. Sin embargo se indica que este beneficio no aplica cuando la venta se realiza por contribuyente que determina el impuesto de primera categoría sobre renta efectiva. 
	Aprobarla, pero intervenir el inciso referido, indicando que esta excepción no aplica a los inmuebles exentos de primera categoría, o establecer que no aplica a quienes tributan en primera categoría sobre base de renta efectiva acreditada mediante contabilidad.


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Se simplifica el sistema de registros, el orden de imputación, el uso de crédito y se aumenta el monto deducible en caso que la empresa invierta sus recursos en la misma Empresa. 
	Constituye un avance a lo que se reguló por la Ley 20.780. 
	Como no existe voluntad política de prorrogar el sistema actual por dos años, y establecer un sistema que unánimemente sea más simple y del mismo modo contributivo, me parece que debiera aprobarse.


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Se restringe el sistema de renta atribuida (SRA) solo a sociedades integradas por personas naturales. 
	Constituye una discriminación tanto porque bajo el SRA se paga menos impuesto, como porque muchas estructuras societarias – particularmente empresas familiares están integradas por sociedades de inversión -. Ajustarse al requisito genera un doble problema. 1) De justificación de inversión; y 2) De pago de impuesto por el mayor valor. 
	Establecer que este SRA también aplica a sociedades integradas por personas jurídicas, cuando dichas sociedades estén integradas por personas naturales.


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Se autoriza acogerse al 14 ter que tributa bajo el SRA a sociedades que tributan bajo ese mismo sistema. 
	La pegunta es si ahí se admite a sociedades que estén integradas por personas naturales, porque en el sistema general eso no ocurre?. 
	Establecer que este SRA también aplica a sociedades integradas por personas jurídicas, cuando dichas sociedades estén integradas por personas naturales.


SOCIEDAD 14 TER 
Socios:
                                 Ps. Natural 1
                                 Ps. Natural 2
                                 Sociedad (Sra)  
Socios






persona natural 1






persona natural 2






persona natural 3
PROPUESTA: AMPLIAR ESTE SISTEMA HASTA 100.000 UF DE INGRESOS, a efecto de incluir el mayor número de contribuyentes.

	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Se establece que deben sumarse los ingresos de las sociedades relacionadas. 
	Debiera incluir solo a las que tienen el mismo giro. 
En caso contrario, sumará los ingresos de las sociedades de inversión que puedan ser dueñas de las sociedades acogidas al 14 ter.
	Ampliar el ingreso mínimo al doble, y excluir de la relación a sociedades que no sean del mismo giro.
La otra opción excluir de la sumatoria los ingresos que se obtengan de sociedades acogidas al SPI.


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Se flexibiliza la aplicación de la norma transitoria que tenía por objeto pagar un impuesto por el FUT acumulado. 
	Antes de este cambio, no representaba ningún beneficio pagar impuesto por el FUT acumulado.
	Aprobar este cambio.


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Se establece una norma que incluye el término de giro administrativo, sin comparecencia ni citación al contribuyente. 
	Me parece razonable que se haya incluido como condición que no existan deudas tributarias del contribuyente. Esta consideración debiera ser la regla para todos los casos. No pueden generarse diferencias por omisión. 
	Aprobar este cambio, incorporando como regla que el término de giro procederá sin voluntad del contribuyente, sólo cuando no se le generen diferencias tributarias.


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Se precisa la utilización de la notificación de correo electrónico. Se amplía los sujetos que pueden obtener un pronunciamiento anticipado sobre criterios relativos a la elusión tributaria. Se incorpora a la ley el comité consultivo que debe asesorar al Director para requerir la calificación de abuso o simulación. Se precisa también la aplicación temporal de la norma antielusiva.
	En general representa un avance a lo que había.
	Aprobar este cambio, incorporando una norma que establezca que el SII debe responder, que su respuesta es vinculante cuando se refiera a un caso específico, y en el resto de los casos se den los mismos supuestos fácticos.


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	En el IVA, se introducen normas aclaratorias y correctivas orientadas a evitar que se aplique a transacciones que nunca quisieron gravarse. Se agrega además una norma que regula la aplicación del IVA en las promesas de venta de inmuebles.
	Representa un avance objetivo.
	Aprobar estos cambios.


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	En lo que se refiere a la norma antielusión, se precisa su vigencia, y se crea un comité consultivo que asesora al Director en los casos de abuso y simulación. 
	Representa un avance objetivo.
	Aprobar estos cambios.


	PROYECTO
	OBSERVACIONES
	SUGERENCIAS

	Se corrigen distorsionadas planteadas durante la discusión del proyecto.
	En general representa un avance a lo que había. 
Constituye de justicia la inclusión que se hace en el artículo transitorio número 5 de incluir los años comerciales 2010, 2011 y 2012.
	Aprobar este cambio, 


SUGERENCIAS:

1.- Precisar el sistema tributario que debieran adoptar las Corporaciones y las Fundaciones, toda vez que la ley N° 20.780 no se refiere a ninguna de ellas.

2.- Precisar la tasa que pagará el mayor valor en la venta de acciones, porque la ley indica que paga Primera Categoría, pero en el nuevo sistema la Primera Categoría tiene dos tasas, una de un 25% y otra de un 27%, dependiendo del sistema que se elija.

3.- Clarificar el tratamiento tributario que aplica al mayor valor de venta de los inmuebles, cuando han sido arrendados, que es el caso de todos los inmuebles, toda vez que cuando esto ocurre, el propietario, sea éste una persona natural o una comunidad integrada por personas naturales, está afecto a impuesto sobre la renta efectiva, acreditada mediante contrato, y por ley el beneficio de no pagar impuesto sobre la ganancia de hasta 8.000 UF, no aplica a los contribuyentes que tributan en base a renta efectiva. 

Aunque es cierto que existe una exención en la Primera Categoría, que favorece a los propietarios que son personas naturales, y que por la renta de arriendo pagan impuesto sobre renta efectiva, esa exención no incluye a las comunidades integradas por personas naturales, y además no implica que la renta efectiva no esté afecta a impuesto de primera categoría. Implica sólo que está exenta de ese impuesto.

4.- Reconocer como crédito el 100% del impuesto pagado por la empresa, cuando esta se sujete al Sistema Parcialmente Integrado.

No hacerlo constituye una discriminación arbitraria, que tiene efecto patrimonial, pues implica aumentar la tasa del impuesto terminal en un 9%. Quien paga 35% pasara a pagar 44%.

5.- Debió permitirse a las sociedades integradas por sociedades conformadas por personas naturales tributar bajo el sistema de renta atribuida. No haberlo hecho constituye una distorsión injusta.

6.- Parece inconstitucional la exigencia que se impone a las SpA que tributan bajo el sistema de Renta Atribuida, de tener que condicionar la venta que quiera hacer un accionista a una sociedad, a que esa venta sea aprobada por unanimidad en una junta de accionista y que si no existe aprobación, que deba ejercerse derecho a retiro. 

7.- Sería conveniente ampliar el plazo para declarar rentas y bienes de fuente extranjera. Aumentando en un 50% la tasa primitiva del 8%.

8.- Introducir una norma equivalente por incumplimientos tributarios verificados entre 3 y 6 años, con tasa de un 10% y con los mismos efectos de la declaración voluntaria.

PREGUNTAS QUE PERSISTEN Y QUE NO SE RESPONDEN:

1.- Al no haberse corregido aquella norma que considera como elusiva las inversiones que las sociedades precisamente de inversión realizan, nos preguntamos ¿Qué quiere la autoridad?, ¿qué el dinero se gaste y genere inflación?, o ¿qué se deposite o se invierta en activos que permanezcan en la Empresa? Si es esto último, ¿a título de qué entonces, se incorpora una norma que indica que las sociedades de inversión pueden calificarse como elusivas? (artículo 14 letra e).

2.- ¿Es necesario que el SII pueda fiscalizar en una región a un contribuyente que tiene domicilio en otra? ¿Cómo se defiende éste? Esta norma se entendería si el SII no estuviere en todo el país, pero, como saben, tiene unidades en todos lados. (Artículo 59 del Código Tributario).

3.- ¿Resulta razonable dotar al SII de la facultad de ponerle término unilateralmente a una empresa, cuando eso es propio de una sanción punitiva? (Artículo 69 del Código Tributario).

4.- ¿Se está consciente de que la autoridad debe tener tiempos acotados para fiscalizar, y que no establecer esos tiempos genera incertidumbre en el sistema? Se eliminó el plazo fatal que tenía el SII y que se contenía en el artículo 59 del CT.

5.- ¿En una economía tecnológica, y con mucha información relevante a disposición de la autoridad, parece lógico ampliar el número de fiscalizadores? ¿Más todavía en una economía en crisis? ¿No será mejor reducirlo significativamente y a cambio aumentar sus rentas, para reclutar profesionales con experiencia en el ámbito privado, qué conozcan la realidad económica, y tengan suficiente capacitación?

Tras todas estas preguntas sin respuestas, me pregunto finalmente ¿quién defenderá al contribuyente, frente a un órgano con tanto poder?

Aunque no discutió que los jueces son probos y que actúan con celo y estricto profesionalismo, dificultó que puedan saber de todo. Menos materias tan áridas y que requieren un conocimiento fáctico que por razones obvias, muchos de ellos no tienen. Es una buena idea, que los actuales jueces tributarios de primer grado, puedan acceder a los tribunales superiores. También parece una buena idea, la inclusión de la conciliación, y más todavía si se aprobara un panel de jueces árbitros para los tribunales superiores. Lo ideal es que ese panel funcione para casos que excedan cierto monto, y que su costo no sea financiado sólo por el Estado, sino contribuya a su financiamiento el propio contribuyente. Hasta ahora, la justicia la paga sólo una parte, y eso no parece ni justo ni razonable.

Finalmente, expuso el señor Ernesto Rencoret, quien planteó que la iniciativa legal en estudio presenta un error de técnica legislativa en el hecho gravado especial de arrendamientos de inmuebles con opción de compra. Al efecto, la modificación propuesta a la letra l), del artículo 8, de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios (IVA) al desgravar las promesas de compraventa mantiene el gravamen sobre los contratos de arrendamiento con opción de compra, eliminando la frase “realizadas por un vendedor”. De aprobarse la iniciativa, sostuvo, quedará  gravado como un hecho especial de IVA todos los contratos de arrendamiento con opción de compra.

Explicó que históricamente la ley ha gravado la venta de bienes corporales muebles, exigiendo siempre el requisito de habitualidad o calidad de vendedor, entendiendo por tal a aquella persona que se dedica en forma habitual a la transferencia onerosa de este tipo de bienes, es decir, a adquirir, importar, fabricar, producir un bien con ánimo de venta; la simple frecuencia del acto no constituye habitualidad, requiere la concurrencia del elemento subjetivo: intención de adquirir con ánimo de venta. Para determinar la intención se puede recurrir a la cantidad de bienes, naturaleza o frecuencia de la operación.

Posteriormente, continuó, en el año 1986 se incorpora el IVA a los inmuebles, específicamente a la actividad de la construcción, gravando los inmuebles que se construían para la venta, incluyendo también como hecho gravado especial las promesas de venta de dichos inmuebles y los leasing inmobiliarios.

La Reforma Tributaria de 2014, extiende el gravamen a la mera venta de inmuebles, excepto los terrenos, extendiendo por defecto el tributo a las promesas y leasing inmobiliarios, con los mismos requisitos que se han considerado para esta clase de impuesto, entre ellos, la habitualidad.

No obstante lo anterior, el presente proyecto de ley altera el análisis histórico del requisito de habitualidad en las operaciones de arrendamiento con opción de compra o leasing – aunque el legislador nunca haya usado este término –, al excluir la habitualidad o calidad de vendedor como requisito del hecho gravado. De esta forma, cualquier arrendamiento con opción de compra estará gravado, independientemente de la calidad de vendedor habitual de quien arrienda, particulares o empresas no contribuyentes de IVA.

Más aún, señaló, la nueva norma de exención del numeral 11, letra E, del artículo 12, no resuelve el problema denunciado, luego que sólo se exime a los contratos de arrendamiento con opción de compra, cuando la adquisición que inmediatamente le precede proviene de una operación exenta o no gravada, o sea cuando el arrendador ha adquirido el inmueble sin haber soportado el gravamen del IVA, en caso contrario, estará afecta al impuesto.

Todavía más, agregó, la nueva norma de base imponible de la letra i), inciso primero, del artículo 16, enrarece aún más la situación cuando se trata de una operación entre particulares que no son empresas de leasing, porque señala que la base imponible será la respectiva cuota con deducción del valor del terreno correspondiente, menos los intereses comprometidos en cada cuota de la operación, porque en un contrato entre particulares, la mayoría de las veces, no hay intereses comprometidos en la operación.

Una de las razones, esgrimió, para haber incurrido en el error mencionado, se debe a la falta de reconocimiento y desarrollo de la actividad jurídica del leasing en la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, que no distingue entre leasing operativo y financiero. Los autores señalan que el leasing financiero se presenta en situaciones como cuando una persona concurre a una empresa, solicitando comprar por su cuenta un bien mueble o inmueble, a su nombre, para que ésta luego se lo otorgue en arrendamiento con opción de compra, financiando así una adquisición que en ese momento no está en condiciones de verificar. En tanto, el leasing operativo es una fórmula de colocación de bienes de un fabricante productor o comerciante de su activo realizable en el mercado por medio de un leasing.

Aludió que la importancia de la distinción radica en que el Servicio de Impuestos Internos siempre ha interpretado que los bienes pertenecientes a una empresa de leasing integran su activo fijo y, en consecuencia, quien debe depreciar tales bienes es la empresa de leasing no el adquirente, porque no se trata de una compraventa a plazo como inicialmente se trató; un activo fijo no integra el activo realizable, ergo, respecto de ese bien la empresa no cumple el requisito de vendedor habitual, por tanto, no es un hecho gravado.

De aprobarse el presente proyecto de ley, puntualizó, las cuotas de arrendamiento en la actividad del leasing a que se refiere la norma cuando se incorpora la calidad de vendedor, debiera referirse a bienes respecto a los cuales la empresa de leasing es vendedora, y en el leasing financiero la empresa de leasing no es vendedora de los bienes, porque no adquiere con el ánimo de vender sino de arrendar. La falta de distinción entre leasing operativo y financiero es un déficit difícil de regular en una iniciativa como la que se discute, recomendando reincorporar la frase “realizadas por un vendedor”, entendiendo que las cuotas del arrendamiento con opción de compra se encuentra gravado en tanto cuanto sean realizadas por una persona que reúne tal carácter.

El Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, señaló que la decisión de suprimir la frase “realizadas por un vendedor” se adoptó para evitar abusos de contribuyentes que, no obstante adquirir un bien con ánimo de reventa, se calificaban como no habituales, por no tener el carácter de vendedor, como el caso de las entidades bancarias.

El Jefe de Impuestos Directos, del Servicio de Impuestos Internos, señor Pedro Castro, aclaró que es cierto que el organismo fiscalizador siempre ha interpretado que los bienes destinados al arrendamiento integran el activo del arrendador, sin embargo, se debe distinguir el ámbito de aplicación de la Ley de Impuesto a la Renta y la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios. En la primera se reconoce la calidad de activo fijo con el objeto que el contribuyente arrendador deprecie dichos bienes, reconociendo el efecto en su resultado como consecuencia del desgaste. En la segunda, en cambio, se reconoce tal calidad, en tanto es el propio contribuyente el autorizado para solicitar la devolución del IVA que se acumule en la adquisición del activo fijo destinado posteriormente al arrendamiento.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Sergio Henríquez, agregó que la idea original era gravar con IVA el contrato de leasing celebrado por un vendedor, no obstante, durante la implementación de la Reforma Tributaria recibieron opiniones legales de bancos y aseguradoras, donde se señalaba que dichas entidades financieras no tenían la calidad de vendedor de inmueble, dado que su giro contemplaba el arrendamiento con opción de compra, por tanto, no existiendo habitualidad el hecho no debía ser gravado con IVA. Al mismo tiempo, se consultó al Servicio de Impuestos Internos, quien fijó su posición señalando que en los contratos de arrendamiento con opción de compra siempre existe un ánimo de reventa, de ahí la opción de comprar, por ende, corresponde siempre gravar con IVA tales operaciones, sin importar la distinción de si fue realizado o no por un vendedor habitual.

Agregó también, que es difícil determinar la calidad de vendedor habitual en cada contrato de arrendamiento con opción de compra, en especial, si nunca se ejerce dicha opción. Además, este es un hecho gravado especial, no una hipótesis general de venta, aunque respecto a los bienes muebles, el artículo 8° letra g) establece que su arrendamiento está afecto IVA, prescindiendo de la calificación de vendedor habitual.

Por ejemplo, graficó, si se celebra un contrato de arrendamiento con opción de compra respecto de un estudio jurídico, si el inmueble fue adquirido sin IVA, el contrato tampoco estará afectado por el impuesto; la idea era otorgar al contrato un carácter neutro, idéntica motivación que justificó eliminar los intereses de la base imponible, de lo contrario el leasing se vería perjudicado en relación con otras formas de financiamiento, como el crédito hipotecario.

El señor Rencoret consideró insatisfactorias las explicaciones del Ejecutivo, por cuanto eluden justificar la eliminación del requisito de habitualidad para gravar con IVA el arrendamiento con opción de compra. Por ejemplo, en el caso del estudio jurídico recién mencionado, no es posible asumir inicialmente que el arrendador tenía un ánimo de reventa porque dicha intención debe ser evaluada al momento de la adquisición del bien, que bien puede ocurrir muchos años después, aun así el arrendamiento con opción de compra quedará afecto a IVA.

Respecto al tema del hecho gravado especial, sostuvo que la habitualidad sólo era requisito tratándose de ventas nunca de servicios, y las operaciones asociadas a inmuebles son hechos especiales asimilados a venta no a servicios; en las ventas es requisito la habitualidad y el hecho gravado especial asociado a inmuebles desde el año 1986 hasta ahora es asimilado a venta, por tanto, al momento en que se adquiere el bien se debe tener el ánimo de vender, y en una operación de leasing financiero no ocurre así porque el arrendatario podrá ejercer o no la opción de compra, dado que es una condición meramente potestativa de la voluntad del acreedor, de quien depende la opción de compraventa no de la empresa de leasing.

Se puede imponer IVA a esa transferencia onerosa final en el ejercicio de la opción, añadió, a raíz del hecho gravado especial de venta de activo fijo que ha sido entregado en arrendamiento con opción de compra, aplicando el hecho gravado especial de la letra m), pero no como venta habitual.

El Honorable Senador señor Zaldívar compartió la inquietud por la eliminación del requisito de habitualidad en el arrendamiento con opción de compra, la que debiera entenderse para entidades financieras, pero no para operaciones entre particulares, quienes al momento de celebrar el contrato no saben si ejercerán o no la opción.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, un voto en contra del Honorable Senador señor Coloma y una abstención del Honorable Senador señor García.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo 1°

Introduce, a contar del 1 de enero de 2016, modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1°, del decreto ley N° 824, de 1974.

Número 1

Este numeral dispone, de modo literal, lo siguiente:

“1. Intercálase, en el párrafo final de la letra b), del numeral 1° del artículo 20, a continuación de la expresión “de la letra a) de este número” y antes del punto final, la frase “, salvo aquellos que den dichos inmuebles en arrendamiento, subarrendamiento, usufructo u otra forma de cesión o uso temporal, a personas, sociedades o entidades relacionadas en los términos de los artículos 96 al 100 de la ley N° 18.045.”.”.

- Respecto de este numeral, los Honorables Senadores señores Coloma y García solicitaron votación separada.

Puesto en votación, fue aprobado por 3 votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, y 2 votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.

Número 2

Modifica el artículo 34.

Letra c

Introduce en el número 4, las siguientes modificaciones:

i. Modifícase en el párrafo primero lo siguiente:

- Agrégase, a continuación de la expresión “requisitos establecidos en este artículo”, la oración “, salvo el contemplado en el inciso cuarto del número 1 de este artículo”.  

- Sustitúyese la expresión “dentro del plazo para presentar la declaración anual de impuestos”, por “, dando el respectivo aviso al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen”.

- Agrégase, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Cuando se incumpla el requisito establecido en el párrafo cuarto del número 1.- de este artículo, esto es, que correspondan al tipo de entidades allí indicadas y los comuneros, cooperados, socios o accionistas sean en todo momento personas naturales, se considerará que han abandonado el régimen desde el 1 de enero del año comercial en que se produce el incumplimiento y que se han incorporado a partir de esa fecha al régimen establecido en la letra B) del artículo 14, debiendo dar aviso de tal circunstancia entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial siguiente.”. 

ii. Sustitúyese el tercer párrafo, por el siguiente: 

“Los contribuyentes de este artículo podrán optar por pagar el impuesto de esta categoría sobre sus rentas efectivas demostradas mediante un balance general según contabilidad completa de acuerdo a las letras A) o B) del artículo 14, o de acuerdo a la letra A), del artículo 14 ter, cuando puedan optar y cumplan los requisitos para acogerse, según corresponda. Una vez ejercida dicha opción no podrán reincorporarse al sistema de presunción de renta. El ejercicio de la opción se efectuará dando aviso al Servicio  entre el 1 de enero y el 30 de abril del año calendario en que deseen cambiar, quedando sujetos a todas las normas comunes de esta ley a contar del día primero de enero del año del aviso.”.”.

- Respecto de la letra c del número 2, el Honorable Senador señor Coloma solicitó votación separada.

Puesta en votación, fue aprobada por 2 votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Zaldívar, y 1 voto en contra del Honorable Senador señor García.

Número 4

Modifica el artículo 41 F.

Letra b

Agrega en el número 6, el siguiente numeral vi), nuevo:

“vi) Una parte lleve a cabo una o más operaciones con un tercero que, a su vez, lleve a cabo, directa o indirectamente, con un relacionado de aquella parte, una o más operaciones similares o idénticas a las que realiza con la primera, cualquiera sea la calidad en que dicho tercero y las partes intervengan en tales operaciones.”.”.

- Respecto de esta letra, el Honorable Senador señor Coloma solicitó votación separada.

Puesta en votación, fue aprobada por 2 votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Zaldívar, y 1 abstención del Honorable Senador señor García.

Letra c

Modifica el número 8 de la siguiente manera:

i. Sustitúyese el primero párrafo, por el siguiente: 

“8. Para determinar la base imponible del impuesto que establece este artículo, cuando resulte un exceso de endeudamiento conforme a lo dispuesto en el número 3, se aplicará el porcentaje que se obtenga de dividir el endeudamiento total anual de la empresa menos tres veces el patrimonio, por el referido endeudamiento total anual, todo ello multiplicado por cien, sobre la suma de los intereses y demás partidas a que se refiere el inciso primero, pagadas, abonadas en cuenta o puestas a disposición durante el ejercicio respectivo, que: i) Se hayan afectado con el impuesto adicional con tasa 4%, o ii) Se hayan afectado con una tasa de impuesto adicional inferior a 35% o no se hayan afectado con dicho tributo, en virtud de la aplicación de una rebaja o deducción, de una exención establecida por ley o de la aplicación de un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente.”.

ii. Sustitúyese, en el segundo párrafo, la palabra “primero”, por “anterior”.

iii. Suprímese, en el segundo párrafo, la oración “que se afectaron con el impuesto adicional con tasa 4%, según lo dispuesto en el número 1, del inciso cuarto del artículo 59, y sobre aquellas partidas que no se afectaron con el citado tributo”.

- Respecto de esta letra, los Honorables Senadores señores Coloma y García solicitaron votación separada.

Puesta en votación, fue aprobada por 2 votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Zaldívar y 1 voto en contra del Honorable Senador señor García.

Número 5
Letra a

Modifica el número 2) de la letra A del artículo 41 G del modo siguiente:

“i. Intercálase en el primer párrafo, entre las expresiones “en conjunto” y “con personas”, la expresión “y en la proporción que corresponda,”.

ii. Elimínase, en el primer párrafo, las expresiones “salvo los directores, ejecutivos principales, el cónyuge o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad de las personas señaladas en la letra c), de este último artículo, o al controlador que sea una entidad no establecida, ni domiciliada o residente en Chile, que a su vez no sea controlada por una entidad local,”. 

iii. Intercálase en el segundo párrafo, entre la palabra “administradores”, la segunda vez que aparece, y el punto aparte, la siguiente frase: “, y aquellas entidades que estén bajo el control de una entidad controlada directa o indirectamente por los contribuyentes, entidades o patrimonio constituidos, domiciliados, establecidos o residentes en Chile”. 

iv. Agrégase el siguiente párrafo final: 

“Para los efectos señalados, no se considerarán como personas o entidades relacionadas en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, aquellas incluidas en la letra c) de dicho artículo, y el controlador que sea una entidad no constituida, establecida, ni domiciliada o residente en Chile, que a su vez no sea controlada por una entidad local.”.

Respecto de esta letra se presentó la indicación número 1, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarla de la siguiente forma:

“a. Agrégase en el numeral i. que efectúa una intercalación en el primer párrafo, a continuación de la expresión “y en la proporción que corresponda,” la siguiente expresión “, y entre las expresiones “en los términos” y “del artículo”, la expresión “establecidos en las letras a), b) y d)”.”.
b. Elimínase en el numeral iv., que agrega un párrafo final, la expresión “en los términos del artículo 100 de la Ley N° 18.045, aquellas incluidas en la letra c) de dicho artículo, y”.”.

- Asimismo, respecto del numeral iv, de la letra a del número 5, el Honorable Senador señor García solicitó votación separada.

En votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

Puesto en votación el referido numeral iv, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señores García, Montes y Zaldívar.
Artículo 2°

Introduce, a contar del 1 de enero de 2016, modificaciones al texto vigente, a dicha fecha, de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.

Número 2

Este numeral sustituye la letra l) del artículo 8°, por la siguiente:

“l) Los contratos de arriendo con opción de compra que recaigan sobre bienes corporales inmuebles;”.”.

Sobre este numeral recayó la indicación número 2, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar entre la expresión “inmuebles” y el punto y coma, la siguiente expresión: “realizados por un vendedor. Para estos efectos, se presumirá que existe habitualidad cuando entre la adquisición o construcción del bien raíz y la fecha de celebración del contrato transcurra un plazo igual o inferior a un año”.

- Asimismo, el Honorable Senador señor García solicitó votación separada de este número.

En votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

Puesto en votación el número, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señores García, Montes y Zaldívar.
Artículo 3°

Introduce modificaciones en el Código Tributario.

- Respecto de este artículo, el Honorable Senador señor Coloma solicitó votación separada.

Puesto en votación, fue aprobado por 3 votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, 1 voto en contra del Honorable Senador señor Coloma, y 1 abstención del Honorable Senador señor García.
°°°

En este artículo recayó, en primer término, la indicación número 3 del Honorable Senador señor Coloma para incorporar un número 1, nuevo, modificando la numeración correlativa posterior, que incorpore un artículo 4° sexies, nuevo, al Código Tributario, del siguiente tenor:

“Artículo 4º sexies.- Créase un Comité Consultivo que tendrá por objeto asesorar al Director en la decisión de requerir al Tribunal Tributario y Aduanero competente la declaración de abuso o simulación a que se refieren los artículos 4° ter y 4° quáter, así como en materias generales relacionadas con la interpretación, fiscalización y aplicación de tales disposiciones legales, su difusión, capacitación y el desarrollo de medidas para el fortalecimiento del cumplimiento tributario voluntario. 

El Comité estará compuesto por seis integrantes: 

1. El Director, quien además lo presidirá;

2. El Subdirector jurídico;

3. El  subdirector Normativo;

4. El subdirector de Fiscalización del Servicio;

5. Dos abogados expertos en la materia, elegidos por el Presidente de la República.

Para el caso de los expertos a que hace mención el numeral quinto precedente, el Presidente de la República elegirá a los integrantes del comité de una terna que elaborará la Corte Suprema. Éstos durarán en su cargo tres años renovables sólo por un período más. 

El Comité sesionará cuando lo convoque el Director Jurídico según lo estime pertinente o cuando tres integrantes así lo soliciten. En todo caso, deberá sesionar una vez cada trimestre. 

Las opiniones del Comité se adoptarán con el acuerdo de dos tercios partes de sus integrantes, de todo lo cual deberá dejarse constancia en el acta respectiva, la que será suscrita por los integrantes y por el Secretario, quien actuará en calidad de ministro de fe. Las opiniones del Comité serán vinculantes para el Director. Un funcionario del Servicio, designado por el Director en calidad de Secretario del Comité, deberá elaborar las actas de las sesiones; llevará registro de ellas, de las opiniones de los miembros y de los votos minoritarios, y cumplirá además las funciones que el Director le encomiende mediante resolución. Las opiniones del Comité, sus deliberaciones, actas y demás documentos, estarán sujetas al deber de reserva establecido en el artículo 35. 

El Director, mediante resolución, determinará las reglas sobre el funcionamiento del Comité, pudiendo autorizar la publicación de los criterios generales y razonamientos en que se hayan basado las opiniones del Comité, cautelando el cumplimiento de los deberes de reserva de la información de los contribuyentes respectivos. El Director Jurídico podrá invitar a las sesiones del Comité a otros funcionarios del Servicio y del mundo académico o profesional quienes sólo tendrán derecho a voz.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 

La indicación número 4 del Honorable Senador señor Coloma es para incorporar un número 2, nuevo, cambiando la numeración correlativa posterior, que modifique el artículo 4º ter del Código Tributario, de la siguiente manera: 

1. En el inciso segundo, para reemplazar la frase: “Es legítima la razonable opción de conductas y alternativas contempladas en la legislación tributaria” por “Es legítima la razonable opción de conductas y alternativas en cuanto no sean contrarias a la ley”.

2. Para eliminar la frase “siempre que estos efectos sean consecuencia de la ley tributaria”.

La indicación fue rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, y dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma y García.

°°°

Número 3

Agrega en el inciso primero del artículo 26 bis, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “Asimismo, toda persona podrá formular consultas con el objeto de obtener respuestas de carácter general, no vinculantes, en relación con el caso planteado, las cuales no quedarán sujetas a las disposiciones del presente artículo. El Servicio publicará en su sitio de internet las respuestas respectivas.”.

Sobre este numeral recayó la indicación número 5, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar, antes del punto final (.), la siguiente expresión “, y sustitúyese, en el inciso cuarto, la expresión “se entenderá rechazada la consulta”, por la frase “la consulta se tendrá por no presentada para todos los efectos legales”.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- Respecto de este numeral, los Honorables Senadores señores Coloma y García solicitaron votación separada.

Puesto en votación el resto del numeral, fue aprobado por 2 votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Zaldívar, y 1 abstención del Honorable Senador señor García.
Número 8
Modifica el artículo 60 quinquies de la siguiente manera:

“a. Reemplázase, en el inciso primero, la oración que comienza con la expresión “deberán incorporar”, hasta el punto aparte por la siguiente: “deberán implementar sistemas de trazabilidad en resguardo del interés fiscal”. 

b. Elimínase en el inciso segundo la expresión “y aplicar”. 

c. Elimínase en el inciso tercero la expresión “aplicación e”.

d. Reemplázase, en el inciso cuarto, la oración que va desde la expresión “Un reglamento expedido” hasta el primer punto seguido, por la siguiente oración: “Uno o más reglamentos expedidos por el Ministerio de Hacienda, establecerán las características y especificaciones técnicas, requerimientos, forma de operación y mecanismos de contratación, de los sistemas de trazabilidad, como asimismo, los requisitos que deberán cumplir los elementos distintivos, equipos, máquinas o dispositivos, los que podrán ser fabricados, incorporados, instalados o aplicados, según corresponda, por empresas que cumplan con los requisitos que allí se contemplen, o por el Servicio.”.

e. Incorpórase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser sexto, y así sucesivamente: 

“Los sistemas de trazabilidad implementados por las empresas o por el Servicio podrán ser contratados por el Servicio o por los contribuyentes obligados, según los mecanismos de contratación establecidos en el reglamento respectivo.”.

f. Modifícase el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, del modo siguiente:

- Agrégase, a continuación de la palabra “desembolsos”, la expresión “adicionales o extraordinarios,”.

- Reemplázase la expresión “y aplicación de los sistemas de marcación de bienes o productos”, por la siguiente: “de los sistemas de trazabilidad”.

g. Reemplázase en el inciso noveno, que ha pasado a ser décimo, la expresión “cuenten con alguno de los elementos distintivos” por “cumplan con los requisitos del sistema de trazabilidad”.”.

Sobre este numeral fue formulada la indicación número 6, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificar este número, en el siguiente sentido:

“a. Intercálase, en la letra d. que reemplaza una oración del inciso cuarto, a continuación de la frase “según corresponda, por empresas” y las expresiones “que cumplan con los requisitos”, la expresión “no relacionadas con los contribuyentes obligados según lo dispuesto en el artículo 100 de la ley número 18.045, y”; y 

b. Elimínase, en el inciso quinto nuevo, incorporado por la letra e., la expresión “o por los contribuyentes obligados”; y reemplázase la expresión “establecidos en” por la frase “y sujetos del contrato que establezca”.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Número 9

Agrega, a partir del primer día del sexto mes siguiente al de la publicación de la ley, el siguiente inciso final al artículo 69: 

“Cuando la persona, entidad o agrupación presente 36 o más períodos tributarios continuos sin operaciones y no tenga utilidades ni activos pendientes de tributación o no se determinen diferencias netas de impuestos, y no posea deudas tributarias, se presumirá legalmente que ha terminado su giro, lo que deberá ser declarado por el Servicio mediante resolución y sin necesidad de citación previa. Dicha resolución podrá reclamarse de acuerdo a las reglas generales. El Servicio deberá habilitar un expediente electrónico con los antecedentes del caso incluyendo la constancia de no tener el contribuyente deuda tributaria vigente, en la forma y plazos señalados en el artículo 21.”.

- Respecto de este numeral los Honorables Senadores señores Coloma y García solicitaron votación separada.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señores García, Montes y Zaldívar.
Artículo 8°

Introduce modificaciones a la ley N° 20.780, de 2014, sobre Reforma Tributaria.

- El Honorable Senador señor Coloma solicitó votación separada del presente artículo.

Puesto en votación, fue aprobado por 3 votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, 1 voto en contra del Honorable Senador señor Coloma, y 1 abstención del Honorable Senador señor García.
Número 1

Modifica el artículo 1°, que, a su vez, introduce cambios en la ley sobre el impuesto a la renta.

Letra b)
Modifica, mediante cuatro numerales, el artículo 14, sustituido por el numeral 4), de la siguiente manera:

El numeral i. sustitúyese los incisos segundo al sexto por los siguientes:

“Los contribuyentes que sean empresarios individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades, sociedades por acciones, contribuyentes del artículo 58 número 1 y sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, todos ellos obligados a declarar sobre la base de sus rentas efectivas según contabilidad completa, cuyos propietarios, comuneros, socios o accionistas sean exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, podrán optar por aplicar las disposiciones de las letras A) o B) de este artículo. Los demás contribuyentes aplicarán las disposiciones de la letra B).

Si las empresas individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades y sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, cuyos propietarios, comuneros o socios sean exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en el país no ejercieren la opción referida en el inciso anterior, en la oportunidad y forma establecida en este artículo, se sujetarán a las disposiciones de la letra A). Los demás contribuyentes que pudiendo hacerlo no ejercieren la opción para tributar conforme a las reglas de la letra A), aplicarán las disposiciones de la letra B) de este artículo.  

Los contribuyentes que inicien actividades deberán ejercer dicha opción dentro del plazo que establece el artículo 68 del Código Tributario. Respecto de aquellos que se encuentren acogidos a los demás sistemas de tributación que establece esta ley que opten por declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa conforme a las letras A) o B) de este artículo, deberán ejercer la opción desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso sexto. 

Los contribuyentes deberán mantenerse en el régimen de tributación que les corresponda, durante a lo menos cinco años comerciales consecutivos. Transcurrido dicho período, podrán cambiarse al régimen alternativo de este artículo cuando cumplan los requisitos para tal efecto, según corresponda, debiendo mantenerse en el nuevo régimen por el que opten a lo menos durante cinco años comerciales consecutivos. Los contribuyentes deberán ejercer la nueva opción desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que ingresen al nuevo régimen. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra c), del número 1.-, de la letra D) de este artículo. 

Para ejercer la opción, los empresarios individuales, las empresas individuales de responsabilidad limitada y los contribuyentes del artículo 58, número 1), deberán presentar ante el Servicio, en la oportunidad señalada, una declaración suscrita por el contribuyente, en la que se contenga la decisión de acogerse a los regímenes de las letras A) o B), según corresponda. Tratándose de comunidades, la declaración en que se ejerce el derecho a opción deberá ser suscrita por todos los comuneros, quienes deben adoptar por unanimidad dicha decisión. En el caso de las sociedades de personas y sociedades por acciones, la opción se ejercerá presentando la declaración suscrita por la sociedad, acompañada de una escritura pública en que conste el acuerdo unánime de todos los socios o accionistas. Cuando las sociedades por acciones ejercieren la opción para acogerse al régimen de la letra A) de este artículo, cumpliendo los requisitos legales para tal efecto, la cesión de las acciones efectuada a una persona jurídica constituida en el país o a otra entidad  que no sea una persona natural con domicilio o residencia en Chile o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, deberá ser aprobada previamente en junta de accionistas por la unanimidad de éstos y, en tales casos, los accionistas disidentes tendrán derecho a retiro aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 69 número 7 de la ley N° 18.046. En caso que se estipule en contrario, tal norma se incumpla, o bien, se enajenen las acciones a un tercero que no sea una persona natural con domicilio o residencia en el país o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, la sociedad por acciones no podrá acogerse al régimen de la letra A) del artículo 14, o bien, deberá abandonarlo en la forma señalada en la letra c), del número 1.-, de la letra D) de este artículo. Cuando las entidades o personas a que se refiere este inciso actúen a través de sus representantes, ellos deberán estar facultados expresamente para el ejercicio de la opción señalada.”.

ii. Sustituye las letras A) y B) por las que indica.

iii. Modifica la letra D) de la manera que señala.

iv. Sustituye, en la letra a), del número 1.- de la letra E), la expresión “califiquen como de baja o nula tributación”, por “que se consideren como un territorio o jurisdicción que tiene un régimen fiscal preferencial”.

En esta letra b recayó la indicación número 7, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarla de la siguiente forma:

“a. Elimínase en el inciso sexto del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sustituido por el numeral i., la expresión “y, en tales casos, los accionistas disidentes tendrán derecho a retiro aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 69 número 7 de la Ley N° 18.046”. 

b. Agrégase en el numeral iv. antes del punto final, la siguiente expresión “y agrégase a continuación de la expresión “lo dispuesto en el artículo 21.”, la expresión “Para los efectos de aplicar lo dispuesto precedentemente, el Servicio deberá citar previamente al contribuyente conforme al artículo 63 del Código Tributario, quien podrá desvirtuar la presunción acreditando fehacientemente que se han declarado y pagado los impuestos que correspondan sobre el total de las rentas provenientes de dichas inversiones o que tales inversiones no han producido rentas que deban gravarse en el país.”.”.

En votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Letra c)

Modifica el artículo 14 ter (referido a regímenes especiales para micro, pequeñas y medianas empresas), sustituido por el numeral 6), mediante los numerales i e ii.
Numeral i

Introduce numerosas modificaciones en la letra A (Régimen especial para la inversión, capital de trabajo y liquidez). Entre dichas enmiendas, agrega la siguiente letra e), nueva, al número 1 (Requisitos):

“e) Cuando las sociedades por acciones ejercieren la opción para acogerse al régimen de la letra A) de este artículo, cumpliendo los requisitos legales para tal efecto, la cesión de las acciones efectuada a una persona jurídica constituida en el país, salvo que se encuentre sujeta al régimen de la letra A) del artículo 14, o a otra entidad que no sea una persona natural con domicilio o residencia en Chile o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, deberá ser aprobada previamente en junta de accionistas por la unanimidad de éstos y en tales casos, los accionistas disidentes tendrán derecho a retiro aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 69 número 7 de la ley N° 18.046. En caso que se estipule en contrario, tal norma se incumpla, o bien, se enajenen las acciones a un tercero que no sea una persona natural con domicilio o residencia en el país o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile o una persona jurídica sujeta al régimen de la letra A) del artículo 14, la sociedad por acciones no podrá acogerse a este régimen, o bien, deberá abandonarlo en la forma señalada en la letra b), del número 6.-, de la letra A) de este artículo.”.

Al respecto, se formuló la indicación número 8, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar en la referida letra e) del número 1.- de la letra A del artículo 14 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, la expresión “y en tales casos, los accionistas disidentes tendrán derecho a retiro aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 69 número 7 de la Ley N° 18.046”.”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Letra d

La letra d) de este artículo dispone que no se aplicará lo dispuesto en la letra i), del número 1.-, del número 11, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780.

- El Honorable Senador señor García solicitó votación separada de esta letra.

La solicitud de votación separada fue retirada por su autor.
Artículo tercero

Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo tercero.- Para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 38 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente durante el año comercial 2016, el valor de costo para fines tributarios de los bienes que se adjudiquen los dueños, comuneros, socios o accionistas de las empresas que determinen su renta efectiva según contabilidad completa, en la disolución o liquidación de las mismas a la fecha de término de giro, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta a tal fecha, cuestión que la empresa certificará, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, al adjudicatario respectivo. En dicha adjudicación no corresponde la aplicación de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario y en el inciso cuarto, del número 8, del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

No constituirá renta durante el año comercial 2016, la adjudicación de bienes que se efectúe en favor del propietario, comunero, socio o accionista con ocasión de la liquidación o disolución de una empresa o sociedad, en tanto, la suma de los valores tributarios del total de los bienes que se le adjudiquen, no exceda del capital que haya aportado a la empresa, determinado en conformidad al número 7 del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta, más las rentas o cantidades que le correspondan en la misma, al término de giro. El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se le adjudiquen, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la citada ley al término de giro de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 bis de dicho texto legal.”.

- El Honorable Senador señor García solicitó votación separada de este artículo.

La solicitud de votación separada fue retirada por su autor.

Artículo octavo

Este artículo dispone, de modo literal, lo siguiente:

“Artículo octavo.- Para los efectos de lo dispuesto en el inciso 2° del artículo decimoquinto transitorio de la ley 20.780, se entenderá que los hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos, a que se refieren los artículos 4° bis, 4° ter, 4° quáter, 4° quinquies, 100 bis, 119 y 160 bis del Código Tributario, se han realizado o concluido con anterioridad al 30 de septiembre de 2015, cuando sus características o elementos que determinan sus consecuencias jurídicas para la legislación tributaria, hayan sido estipulados con anterioridad a esa fecha, aun cuando sigan produciendo efectos a partir del 30 de septiembre de 2015. De acuerdo a lo anterior, el Servicio de Impuestos Internos no podrá aplicar tales disposiciones respecto de los efectos producidos con anterioridad al 30 de septiembre de 2015. Respecto de los efectos que se produzcan a contar de esta última fecha, provenientes de hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos realizados o concluidos con anterioridad a ella, tampoco se aplicarán tales disposiciones, salvo cuando a partir de la citada fecha se hayan modificado las características o elementos que determinan sus consecuencias jurídicas para la legislación tributaria de los referidos hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos, en cuyo caso se aplicarán sólo respecto de los efectos posteriores que surjan a consecuencia de tal modificación, en cuanto esta última y sus referidos efectos, conforme a las disposiciones legales citadas, sean considerados como constitutivos de abuso o simulación.”.

- El Honorable Senador señor García solicitó votación separada de este artículo.

La solicitud de votación separada fue retirada por su autor.

- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 15 de diciembre de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

Desde la entrada en vigencia de la ley N° 20.780, que modificó el Sistema de Tributación de la Renta e introdujo diversos ajustes en el Sistema Tributario, se ha llevado a cabo un proceso gradual de implementación de la misma. En ese orden de ideas, se han dictado un número importante de instrucciones administrativas necesarias para su correcta aplicación; se han realizado variadas actividades de capacitación y difusión con el apoyo de gremios profesionales y de pequeñas, medianas y grandes empresas, y en materia institucional, se han desarrollado programas de fortalecimiento y modernización de los servicios de la administración tributaria y de la justicia tributaria y aduanera.

En este proceso se han identificado múltiples espacios para avanzar en la simplificación del sistema tributario, cautelando los principios esenciales de la reforma tributaria, esto es, aumentar la recaudación tributaria para destinar dichos recursos a la reforma educacional y otras iniciativas en el ámbito de la protección social, propender a una mayor progresividad del sistema tributario y, finalmente, combatir la evasión y la elusión tributarias.

II. Objetivos

El presente proyecto de ley persigue básicamente cuatro objetivos:

a.  Avanzar en la simplificación del sistema de tributación a la renta aprobado por la Reforma Tributaria de la ley N° 20.780, aprovechando la experiencia obtenida hasta ahora en su proceso de implementación y manteniendo sus principios esenciales.

b. Simplificar y perfeccionar las disposiciones de la Ley del IVA, con el fin de cautelar la correcta aplicación de las disposiciones legales aprobadas en la reforma tributaria, especialmente aquéllas que liberan de este tributo a ciertas operaciones que estaban en desarrollo al aprobarse la Ley.

c. Perfeccionar algunas disposiciones del Código Tributario, entre otras, con el fin de precisar adecuadamente el inicio de la aplicación de la Norma General Anti Elusión.

d. Finalmente, modificar otras disposiciones legales tributarias con miras a simplificar y precisar su aplicación.

III. Impacto fiscal del proyecto.

En general, gran parte de las simplificaciones planteadas en el proyecto de Ley en cuestión corresponden a precisiones operativas. Luego, de acuerdo a estimaciones realizadas por el Servicio de Impuestos Internos en conjunto con la Subsecretaría de Hacienda, la mayor parte de las modificaciones no tienen efecto sobre la estimación original de recaudación.

Sin perjuicio de lo anterior, se estima que cuatro medidas sí generan impacto sobre la recaudación original esperada, los que se presentan en la tabla siguiente:
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Cabe señalar que estos montos corresponden a diferencias respecto de los valores informados al momento de la discusión de la Reforma Tributaria, ley N°20.780, expresados en pesos de 2015.

Finalmente, se estima que el Proyecto de Ley no implica mayores gastos fiscales.”.

- Posteriormente, se presentó un informe financiero complementario, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 6 de enero de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I Antecedentes.

1. A través del mensaje señalado, se formulan una serie de perfeccionamientos al Proyecto de Ley contenido en el Mensaje N° 1434-363, de 15 de diciembre de 2015. Entre las medidas a ser consideradas en la discusión del proyecto se plantean una serie de precisiones a la Ley sobre Impuesto a la Renta, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, y disposiciones transitorias contenidas en la Ley N° 20.780 y en el proyecto en análisis propiamente tal.

2. Adicionalmente, y considerando que el Proyecto de Ley permite a aquellos contribuyentes que no cumplan una serie de requisitos formales y administrativos ante la Administración Tributaria, acogerse a la exención de las tasas establecidas en el Artículo 59 N° 2 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por los años 2013, 2014 y 2015, en estas indicaciones tal beneficio se extiende a los años 2010, 2011 y 2012.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Las indicaciones formuladas tienen efecto en el presupuesto fiscal solo en lo señalado en punto 2. anterior, relativo a la extensión del periodo de exención para los casos indicados en el Artículo 59 N° 2 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Dicho efecto se ha estimado como un menor ingreso fiscal total, para los períodos comprendidos entre los años 2010 a 2012, de $6.000 millones, a reconocerse a partir del año 2016.”.

- Más adelante, se presentó un informe financiero que acompañó indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de enero de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

Durante el proceso de discusión del proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias, se han identificado ciertos aspectos que pueden ser mejorados en términos de comprensión y alcance del texto legal. Es en este contexto que se ha decidido ingresar algunas indicaciones que simplifican y mejoran su entendimiento y aplicación.

II. Objetivos

Las indicaciones que se proponen se centran básicamente en 2 aspectos:

a. En primer lugar, solucionar aspectos en la redacción del Proyecto de Ley para clarificar la lectura de las medidas propuestas y conseguir con eso la adecuada comprensión e implementación de las mismas.

b. En segundo lugar, dejar claramente establecido que lo prescrito por la norma antielusión no afectará operaciones que tengan efecto hasta antes del 30 de septiembre de 2015. En idéntica situación quedan los efectos que se produzcan a contar desde esa última fecha en las circunstancias que la norma describe.

III. Impacto fiscal del proyecto

Los cambios contenidos en las indicaciones no generan impacto fiscal por cuanto sólo buscan facilitar la adecuada comprensión de medidas que en el proyecto de ley del Boletín en trámite no generaban impacto en la recaudación.

Finalmente, se estima que el proyecto de ley no implica mayores gastos fiscales.”.

- Luego, se presentó un informe financiero que acompañó indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 25 de enero de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

Para dar cumplimiento a los compromisos asumidos con los H. Diputados miembros de la Comisión de Hacienda de dicha Corporación, en el Senado, el Ejecutivo presentó seis indicaciones que importan ciertas precisiones y aclaraciones que, en lo medular, no afectan la esencia del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.

II. Objetivos

Las indicaciones que se proponen se centran básicamente en los siguientes aspectos:

a. 
En primer lugar, en lo que se refiere a la tributación de las rentas pasivas del exterior, se especifica que las hipótesis de relación que se aplican sobre las mismas son las de las letras a., b. y d. del artículo 100 de la ley N° 18.045, es decir, las que se encuentran determinadas expresamente por el legislador, sin que quepa la posibilidad de que el hecho gravado pueda ser vulnerado administrativamente.

b. Luego se precisa que, en el caso de los contratos de Leasing sobre bienes inmuebles, debe existir habitualidad por parte del arrendador para que se configure el pago del IVA. De esta manera, se iguala su tratamiento respecto de la venta de inmuebles, donde también se requiere, por regla general, que exista habitualidad en la venta. Asimismo, se define "habitualidad" en la especie.

c. Finalmente, las demás modificaciones que se proponen están asociadas a aspectos administrativos y de procedimiento para ejercer ciertas acciones por parte de los contribuyentes y del Servicio de Impuestos Internos.

III. Impacto fiscal del proyecto

Los cambios contenidos en las indicaciones no generan impacto fiscal por cuanto sólo buscan adecuar la redacción de algunas de las medidas propuestas, permitiendo de este modo evitar algunas eventuales incongruencias en la aplicación de las mismas. 

Finalmente, se estima que el proyecto de ley no Implica mayores gastos fiscales.”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES
En conformidad con los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:
Artículo 1°

Número 5

Letra a

Modificarla de la siguiente forma:

- Agrégase en el numeral i., a continuación de los términos “y en la proporción que corresponda,” lo siguiente: “, y entre las expresiones “en los términos” y “del artículo”, la expresión “establecidos en las letras a), b) y d)”.”.
- Elimínase en el numeral iv. la expresión “en los términos del artículo 100 de la Ley N° 18.045, aquellas incluidas en la letra c) de dicho artículo, y”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1).

Artículo 2°

Número 2

Intercalar, en la letra l) que se sustituye, entre la expresión “inmuebles” y el punto y coma (;), la siguiente expresión: “realizados por un vendedor. Para estos efectos, se presumirá que existe habitualidad cuando entre la adquisición o construcción del bien raíz y la fecha de celebración del contrato transcurra un plazo igual o inferior a un año”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2).
Artículo 3°

Número 3

Agregar, antes del punto final (.), la siguiente expresión “, y sustitúyese, en el inciso cuarto, la expresión “se entenderá rechazada la consulta”, por la frase “la consulta se tendrá por no presentada para todos los efectos legales”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 5).

Número 8

Modificarlo, en el siguiente sentido:

- Intercálase, en la letra d, entre la frase “según corresponda, por empresas” y las expresiones “que cumplan con los requisitos”, la expresión “no relacionadas con los contribuyentes obligados según lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, y”.

- En la letra e, elimínase, en el inciso quinto que incorpora, la expresión “o por los contribuyentes obligados”; y reemplázase la expresión “establecidos en” por la frase “y sujetos del contrato que establezca”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 6).

Artículo 8°

Número 1

Letra b

Modificarla, del siguiente modo:

- En el numeral i, elimínase, en la cuarta oración del inciso sexto del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta que se sustituye, la expresión “y, en tales casos, los accionistas disidentes tendrán derecho a retiro aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 69 número 7 de la Ley N° 18.046”. 

- En el numeral iv, incorpórase, antes del punto final (.), lo siguiente: “y agrégase a continuación de la expresión “lo dispuesto en el artículo 21.”, la oración “Para los efectos de aplicar lo dispuesto precedentemente, el Servicio deberá citar previamente al contribuyente conforme al artículo 63 del Código Tributario, quien podrá desvirtuar la presunción acreditando fehacientemente que se han declarado y pagado los impuestos que correspondan sobre el total de las rentas provenientes de dichas inversiones o que tales inversiones no han producido rentas que deban gravarse en el país.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 7).
Letra c

Numeral i
Eliminar en la letra e), nueva, que se agrega en el número 1.- de la letra A del artículo 14 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, la expresión “y en tales casos, los accionistas disidentes tendrán derecho a retiro aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 69 número 7 de la Ley N° 18.046”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 8).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Introdúcense, a contar del 1 de enero de 2016, las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1°, del decreto ley N° 824, de 1974:

1. Intercálase, en el párrafo final de la letra b), del numeral 1° del artículo 20, a continuación de la expresión “de la letra a) de este número” y antes del punto final, la frase “, salvo aquellos que den dichos inmuebles en arrendamiento, subarrendamiento, usufructo u otra forma de cesión o uso temporal, a personas, sociedades o entidades relacionadas en los términos de los artículos 96 al 100 de la ley N° 18.045.”.

2. Modifícase el artículo 34, en el siguiente sentido:

a. Introdúcense, en el número 1.-, las siguientes modificaciones:

i. Sustitúyese, en el párrafo tercero, la expresión “dentro de los dos primeros meses de cada año comercial”, por “dando el respectivo aviso al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril, del año calendario en que se incorporan al referido régimen”.

ii. Intercálase en el párrafo cuarto, a continuación de la frase “conformadas en todo momento”, la expresión “, desde que se incorporan a este régimen y mientras se mantengan acogidos a él,”.

b. Introdúcense, en el número 3.-, las siguientes modificaciones:

i. Suprímese, en el párrafo primero, la expresión “el total de”.

ii. Reemplázanse los párrafos segundo y siguientes, por los siguientes:

“Para la determinación de los ingresos no se considerarán las enajenaciones ocasionales de bienes muebles o inmuebles que formen parte del activo inmovilizado del contribuyente, y los ingresos de cada mes deberán expresarse en unidades de fomento de acuerdo con el valor de ésta en el último día del mes respectivo. 

Para estos efectos, se considerarán relacionados con una persona, empresa, comunidad, cooperativa o sociedad, cualquiera sea su naturaleza jurídica: 

i) El controlador y las controladas.

ii) Todas las entidades, empresas o sociedades que se encuentren bajo un controlador común.

iii) Las entidades, empresas o sociedades en las que es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee, directamente o a través de otras personas o entidades, más del 10% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos a voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas.

iv) El gestor de un contrato de asociación u otro negocio de carácter fiduciario en que es partícipe en más del 10%. 

v) Las entidades relacionadas con una persona natural de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), se considerarán relacionadas entre sí, debiendo en tal caso computar la proporción de los ingresos totales que corresponda a la relación que la persona natural respectiva mantiene con dicha entidad. 

Tratándose de los casos señalados en los numerales i) y ii) anteriores, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos el total de los ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas, sea que mantenga la relación directamente o a través de otra u otras empresas. 

En el caso de las entidades relacionadas de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i), ii) y v), computarán el porcentaje de ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas que le corresponda según su participación en el capital o las utilidades, ingresos o derechos de voto. Cuando el porcentaje de participación en el capital sea distinto al porcentaje que le corresponde en las utilidades, ingresos o derechos a voto, se deberá considerar el porcentaje de participación mayor. 

Se considerará como controlador, a toda persona o entidad, o grupo de ellos con acuerdo explícito de actuación conjunta que, directamente o a través de otras personas o entidades, es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee más del 50% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos de voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas de otra entidad, empresa o sociedad. Estas últimas se considerarán como controladas. Para estos efectos, no se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 98 de la ley N° 18.045. 

Las entidades relacionadas conforme a las reglas indicadas en los numerales i) al iv) precedentes, deberán informar anualmente a la empresa o sociedad respectiva, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto total de los ingresos de su giro percibidos o devengados en el ejercicio respectivo, los que se expresarán en unidades de fomento conforme a lo señalado.”.

c. Introdúcense en el número 4.-, las siguientes modificaciones:

i. Modifícase en el párrafo primero lo siguiente:

- Agrégase, a continuación de la expresión “requisitos establecidos en este artículo”, la oración “, salvo el contemplado en el inciso cuarto del número 1 de este artículo”.  

- Sustitúyese la expresión “dentro del plazo para presentar la declaración anual de impuestos”, por “, dando el respectivo aviso al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen”.

- Agrégase, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Cuando se incumpla el requisito establecido en el párrafo cuarto del número 1.- de este artículo, esto es, que correspondan al tipo de entidades allí indicadas y los comuneros, cooperados, socios o accionistas sean en todo momento personas naturales, se considerará que han abandonado el régimen desde el 1 de enero del año comercial en que se produce el incumplimiento y que se han incorporado a partir de esa fecha al régimen establecido en la letra B) del artículo 14, debiendo dar aviso de tal circunstancia entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial siguiente.”. 

ii. Sustitúyese el tercer párrafo, por el siguiente: 

“Los contribuyentes de este artículo podrán optar por pagar el impuesto de esta categoría sobre sus rentas efectivas demostradas mediante un balance general según contabilidad completa de acuerdo a las letras A) o B) del artículo 14, o de acuerdo a la letra A), del artículo 14 ter, cuando puedan optar y cumplan los requisitos para acogerse, según corresponda. Una vez ejercida dicha opción no podrán reincorporarse al sistema de presunción de renta. El ejercicio de la opción se efectuará dando aviso al Servicio  entre el 1 de enero y el 30 de abril del año calendario en que deseen cambiar, quedando sujetos a todas las normas comunes de esta ley a contar del día primero de enero del año del aviso.”.

3. Elimínase, en el número 3° del artículo 39, la expresión “con domicilio o residencia en el país.”. 

4. Modifícase el artículo 41 F, de la siguiente forma:

a. Agrégase el siguiente párrafo final en el número 5: 

“Con todo, no se considerarán dentro del endeudamiento total anual aquellos créditos o pasivos contratados con partes no relacionadas y cuyo plazo sea igual o inferior a 90 días, incluidas sus prórrogas o renovaciones.”. 

b. Agrégase en el número 6, el siguiente numeral vi), nuevo:

“vi) Una parte lleve a cabo una o más operaciones con un tercero que, a su vez, lleve a cabo, directa o indirectamente, con un relacionado de aquella parte, una o más operaciones similares o idénticas a las que realiza con la primera, cualquiera sea la calidad en que dicho tercero y las partes intervengan en tales operaciones.”.

c. Modifícase el número 8 de la siguiente manera:

i. Sustitúyese el primero párrafo, por el siguiente: 

“8. Para determinar la base imponible del impuesto que establece este artículo, cuando resulte un exceso de endeudamiento conforme a lo dispuesto en el número 3, se aplicará el porcentaje que se obtenga de dividir el endeudamiento total anual de la empresa menos tres veces el patrimonio, por el referido endeudamiento total anual, todo ello multiplicado por cien, sobre la suma de los intereses y demás partidas a que se refiere el inciso primero, pagadas, abonadas en cuenta o puestas a disposición durante el ejercicio respectivo, que: i) Se hayan afectado con el impuesto adicional con tasa 4%, o ii) Se hayan afectado con una tasa de impuesto adicional inferior a 35% o no se hayan afectado con dicho tributo, en virtud de la aplicación de una rebaja o deducción, de una exención establecida por ley o de la aplicación de un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente.”.

ii. Sustitúyese, en el segundo párrafo, la palabra “primero”, por “anterior”.

iii. Suprímese, en el segundo párrafo, la oración “que se afectaron con el impuesto adicional con tasa 4%, según lo dispuesto en el número 1, del inciso cuarto del artículo 59, y sobre aquellas partidas que no se afectaron con el citado tributo”.

d. Intercálase en el número 9., a continuación de la palabra “primero”, la expresión “del número 8 anterior”.

e. Incorpórase, en el número 13., los siguientes párrafos finales: 

“Tampoco se aplicará cuando el deudor sea una entidad cuya actividad haya sido calificada de carácter financiero por el Ministerio de Hacienda mediante resolución fundada, y siempre que al término de cada año comercial se determine que a lo menos durante 330 días continuos o discontinuos, el 90% o más del total de los activos de dicha entidad corresponden a créditos otorgados o a bienes entregados en arrendamiento con opción de compra a personas o entidades no relacionadas. Para estos efectos, se considerarán los activos a su valor tributario de acuerdo a las normas de esta ley, y se entenderá que existe relación cuando se cumplan las condiciones de los numerales iii), iv), v) o vi) del número 6 de este artículo. No procederá la calificación referida, cuando la entidad sea considerada como filial, coligada, agencia u otro tipo de establecimiento permanente o como parte de un mismo grupo empresarial de personas o entidades constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida en al menos dos de los supuestos que establece el artículo 41 H. 

Con todo, el endeudamiento con entidades relacionadas e independientes no podrá durante el año comercial ser superior al 120% del total de los créditos otorgados o de los bienes entregados en arrendamiento con opción de compra. En caso de producirse un exceso que no se corrija en el plazo de 90 días contados desde su ocurrencia, se aplicará lo dispuesto en los incisos precedentes. Para estos efectos, la entidad que haya sido calificada de carácter financiero deberá informar al Servicio, en la forma y plazo que establezca mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos que establece este párrafo.”.

5. Modifícase el artículo 41 G de la siguiente forma: 

a. Modifícase el número 2) de la letra A.- del modo siguiente:

i. Intercálase en el primer párrafo, entre las expresiones “en conjunto” y “con personas”, la expresión “y en la proporción que corresponda,”, y entre las expresiones “en los términos” y “del artículo”, la expresión “establecidos en las letras a), b) y d)”.
ii. Elimínase, en el primer párrafo, las expresiones “salvo los directores, ejecutivos principales, el cónyuge o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad de las personas señaladas en la letra c), de este último artículo, o al controlador que sea una entidad no establecida, ni domiciliada o residente en Chile, que a su vez no sea controlada por una entidad local,”. 

iii. Intercálase en el segundo párrafo, entre la palabra “administradores”, la segunda vez que aparece, y el punto aparte, la siguiente frase: “, y aquellas entidades que estén bajo el control de una entidad controlada directa o indirectamente por los contribuyentes, entidades o patrimonio constituidos, domiciliados, establecidos o residentes en Chile”. 

iv. Agrégase el siguiente párrafo final: 

“Para los efectos señalados, no se considerarán como personas o entidades relacionadas el controlador que sea una entidad no constituida, establecida, ni domiciliada o residente en Chile, que a su vez no sea controlada por una entidad local.”. 

b. Modifícase en la letra C.-, lo siguiente:

i. Elimínase, en el número 1, la frase “no domiciliada ni residente en el país”. 

ii. Agrégase en el número 8, a continuación de la palabra “chilena”, la segunda vez que aparece, la expresión “o extranjera”.

iii. Agrégase en el párrafo final, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, no se aplicará lo dispuesto en este artículo cuando el valor de los activos de la entidad controlada susceptibles de producir rentas pasivas, considerados proporcionalmente según su permanencia en el ejercicio, no exceda de un 20% del valor total de sus activos, determinado también proporcionalmente en la forma señalada. Tampoco se aplicará cuando las rentas pasivas de la entidad controlada se hayan gravado con impuestos a la renta cuya tasa efectiva sea igual o superior a un 30% en el país donde se encuentra domiciliada, establecida o constituida dicha entidad, conforme a las normas que ahí se apliquen.”.

c. Modifícase en la letra E.-, lo siguiente:

i. Suprímese, en el párrafo primero, la expresión “, inciso segundo,”.

ii. Agrégase en el párrafo primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Para tales efectos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 41 C cuando exista un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente, con el país que haya aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.

iii. Agrégase el siguiente párrafo tercero: 

“Procederá imputar como crédito en contra del impuesto de primera categoría, el impuesto a la renta que se les haya retenido por los dividendos percibidos o los retiros de utilidades efectuados desde las sociedades en el exterior, correspondientes a rentas pasivas computadas en el país en ejercicios anteriores. En tal caso, se aplicará lo dispuesto en la letra A), del artículo 41 A, recalculando el crédito total disponible del ejercicio en que se computaron en Chile las rentas pasivas del exterior, hasta completar los límites que establece dicha norma o el artículo 41 C, según corresponda. Para tal efecto, se considerarán dentro del total de las rentas netas de fuente extranjera, las rentas pasivas así computadas. El crédito que en definitiva podrá imputarse en contra del impuesto de categoría, corresponderá a la diferencia entre el crédito total disponible así recalculado, con aquel que hubiera correspondido en el ejercicio en que se reconocieron las rentas pasivas del exterior reajustado de acuerdo a la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al término del ejercicio al que corresponda y el mes anterior al término del ejercicio en que deba imputarse dicho crédito. Será aplicable a tal crédito, lo dispuesto en el número 4, de la letra C, y el número 7, de la letra D, ambos del artículo 41 A, debiendo el contribuyente acreditar fehacientemente que el impuesto retenido en el exterior corresponde a rentas pasivas computadas previamente en Chile, así como el crédito total disponible determinado en esa oportunidad.”.

d. Elimínase, en el primer párrafo de la letra F.-, la expresión “, inciso segundo,”.

e. Sustitúyese, en el párrafo final de la letra G.-, la expresión “que establece este artículo para la reajustabilidad y acreditación de tales tributos”, por la siguiente: “establecidas en el artículo 41 A, letra B), debiendo acreditarse la procedencia del crédito por el pago de tales tributos”.

6. Modifícase el artículo 41 H, de la siguiente forma: 

a. Sustitúyese la letra d), por la siguiente: 

“d) Aquellos que no reúnan las condiciones para ser considerados cumplidores o sustancialmente cumplidores de los estándares internacionalmente aceptados en materia de transparencia e intercambio de información con fines fiscales por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.”.

b. Sustitúyese la letra e), por la siguiente:

“e) Aquellos cuyas legislaciones mantengan vigentes uno o más regímenes preferenciales para fines fiscales, que no cumplan con los estándares internacionales en la materia de acuerdo a calificación efectuada por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos.”.

7. Sustitúyese, en el primer párrafo del número 2 del inciso cuarto del artículo 59, la frase “Para gozar de esta exención será necesario que las respectivas operaciones sean informadas al Servicio de Impuestos Internos en el plazo que éste determine así como las condiciones de la operación, pudiendo este Servicio ejercer las mismas facultades que confiere el artículo 36°, inciso primero.”, por la siguiente: “Las respectivas operaciones y sus características deberán ser informadas al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine mediante resolución.”.

Artículo 2°.- Introdúcense, a contar del 1 de enero de 2016, las siguientes modificaciones al texto vigente, a dicha fecha, de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974:

1. Modifícase el párrafo primero del número 3 del artículo 2°, en el siguiente sentido:

a. Elimínase la expresión “en los casos de venta de edificios por pisos o departamentos, siempre que la enajenación se produzca dentro de los cuatro años siguientes a la adquisición o construcción, en su caso. En todos los demás casos se presumirá habitualidad”. 

b. Intercálase, antes del punto seguido, y a continuación de la palabra “hipotecarias”, la siguiente frase: “así como la enajenación posterior de inmuebles adjudicados o recibidos en pago de deudas y siempre que exista una obligación legal de vender dichos inmuebles dentro de un plazo determinado; y los demás casos de ventas forzadas en pública subasta autorizadas por resolución judicial”.

2. Sustitúyese la letra l) del artículo 8°, por la siguiente: 

“l) Los contratos de arriendo con opción de compra que recaigan sobre bienes corporales inmuebles realizados por un vendedor. Para estos efectos, se presumirá que existe habitualidad cuando entre la adquisición o construcción del bien raíz y la fecha de celebración del contrato transcurra un plazo igual o inferior a un año;”.

3. Sustitúyese, en la letra f) del artículo 9°, la expresión “y en las ventas o promesas de venta”, por las siguientes: “, en las ventas y en los contratos de arriendo con opción de compra”.

4. Modifícase el artículo 12, en el siguiente sentido:

a. Agrégase el siguiente número 6 a la letra A: 

“6.- Los insumos, productos o demás elementos necesarios para la confección de cospeles, billetes, monedas y otras especies valoradas, adquiridos en el país por la Casa de Moneda de Chile S.A. y las demás personas, siempre que la adquisición se lleve a cabo en el marco de operaciones con el Banco Central de Chile, ya sea con motivo de las pruebas que se realicen en sus procesos de contratación, como aquellas necesarias para el cumplimiento del contrato de que se trate, todo lo cual se acreditará mediante documentos o certificados que den cuenta de la participación del adquirente en dichos procesos o contratos. El proveedor respectivo no perderá el derecho al uso del crédito fiscal por el impuesto que se le haya recargado en la adquisición de los bienes y servicios respectivos ni se aplicarán las normas de proporcionalidad para el uso del crédito fiscal que establece esta ley.”.

b. Modifícase el número 10 de la letra B, en la forma siguiente:

i. Intercálase, en el párrafo 2°, entre la palabra “solicite” y el punto aparte la siguiente frase: “, o desde la dictación de la respectiva resolución de calificación ambiental otorgada por el Servicio de Evaluación Ambiental conforme lo dispuesto en la ley N° 19.300, o desde el otorgamiento de la concesión de uso oneroso de terreno otorgado por el Ministerio de Bienes Nacionales conforme a lo establecido en el decreto ley N° 1939 de 1977”.

ii. Sustitúyese, en el párrafo 3°, la expresión “a fin de que éste verifique y certifique el correcto cumplimiento de”, por “debiendo cumplir para tales efectos con”.

iii. Elimínase, en el párrafo 9°, la expresión “de cumplirse los requisitos generales que establece la ley,”.

iv. Intercálase, antes del punto aparte, y a continuación de la expresión “a cabo el pago”, la siguiente frase: “, en la medida que se trate de un contribuyente de este Título”.

c. Incorpórase, en la letra B, el siguiente número 17, nuevo: 

“17.- La Casa de Moneda de Chile S.A. y las demás personas, por la importación de insumos, productos o demás elementos necesarios para la confección de cospeles, billetes, monedas y otras especies valoradas, siempre que la importación se lleve a cabo en el marco de operaciones con el Banco Central de Chile, ya sea con motivo de las pruebas que se realicen en sus procesos de contratación, como aquellas necesarias para el cumplimiento del contrato de que se trate, todo lo cual se acreditará mediante documentos o certificados que den cuenta de la participación del importador en dichos procesos o contratos.”.

d. Intercálase, en el número 11 de la letra E, antes del punto y coma, y a continuación de la expresión “sin perjuicio de lo dispuesto en la letra g) del artículo 8°”, la siguiente frase: “y los contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, siempre que en la adquisición de los bienes objeto del contrato que haya precedido inmediatamente al contrato de arriendo, no se haya recargado impuesto al valor agregado por tratarse de una venta exenta o no afecta”.

e. Sustitúyese, en la letra F, la expresión “La venta de una vivienda efectuada al beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, cuando ésta haya sido financiada, en todo o parte, por el referido subsidio”, por la siguiente expresión: “La venta de una vivienda efectuada al beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, los contratos generales de construcción y los contratos de arriendo con opción de compra, cuando tales ventas, contratos o arriendos con opción de compra hayan sido financiados en definitiva, en todo o parte, por el referido subsidio. Para estos efectos, se considerará también como beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a la persona natural o jurídica que adquiera o encargue la construcción de un bien corporal inmueble para venderlo o entregarlo en arriendo con opción de compra al beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por dicho Ministerio, siempre que lo anterior conste en el contrato respectivo, debiendo aplicarse el impuesto al valor agregado en caso contrario. En este caso, si la venta o el contrato de arriendo con opción de compra posteriores no se celebran con beneficiarios de tales subsidios, deberá aplicarse el impuesto al valor agregado conforme a las reglas que corresponda según el caso, sin que proceda la exención establecida en el número 11, de la letra E, del artículo 12”.

5. Incorpórase, en el inciso primero del artículo 16, la siguiente letra i), nueva: 

“i) En los contratos a que se refiere la letra l) del artículo 8°, el valor de cada cuota incluida en el contrato, debiendo rebajarse la parte que corresponda a la utilidad o interés comprendido en la operación. El Servicio podrá aplicar lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario cuando el monto de la utilidad o interés que se cobre o pacte en la operación sea notoriamente superior al valor que se obtenga, cobre o pacte en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación. La diferencia que se determine entre la utilidad o interés de la operación y el fijado por el Servicio quedará afecta al Impuesto al Valor Agregado. La tasación, liquidación o giro, podrá reclamarse en la forma, plazo y de acuerdo al procedimiento a que se refiere dicha disposición.”.

6. Modifícase el artículo 17, en el siguiente sentido: 

a. Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:

i. Elimínase la expresión “o promesa de venta”.

ii. Incorpórase, a continuación del primer punto seguido, la siguiente frase: “En el caso de los contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, podrá deducirse del monto de cada cuota, incluyendo la opción de compra, la proporción correspondiente al valor de adquisición del terreno que se encuentre incluido en la operación, la que resultará de calcular la proporción que representa el valor de adquisición del terreno en el valor total del contrato.”.

b. Modifícase el inciso cuarto de la siguiente manera:

i. Sustitúyese la expresión “Si en el avalúo fiscal no se comprendieren construcciones o en su determinación no se hubieran considerado otras situaciones” por la frase “Para estos efectos”. 

ii. Incorpórase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la expresión “El Servicio fijará mediante resolución el procedimiento para solicitar esta nueva tasación.”.

c. Modifícase el inciso sexto de la siguiente forma:

i. Sustitúyese la expresión “promesa de venta”, por “de arriendo con opción de compra”.

ii. Agrégase, luego de la expresión “Cuando no exista esta constancia”, la expresión “en el contrato de venta”.

d. Sustitúyese, en el inciso séptimo,  la expresión “de promesa de venta”, por “de arriendo con opción de compra”. 

7. Sustitúyese, en el número 2 del artículo 21, la expresión “promesa de venta”, las dos veces que aparece, por “arriendo con opción de compra”.

8. Sustitúyese en el número 1 del artículo 23, la expresión “promesa de venta”, por “un contrato de arriendo con opción de compra”.

9. Sustitúyese, en la letra a) del artículo 53, la expresión “o promesas de venta de inmuebles”, por “o de contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles”.

10. Modifícase el inciso segundo del artículo 55 de la siguiente manera:

a. Agrégase, a continuación de la expresión “letra e)”, lo siguiente: “y en la letra l)”.

b. Elimínase la expresión “y de ventas o promesas de ventas de bienes corporales inmuebles gravados por esta ley”.

c. Sustitúyese la frase “No obstante, en el caso de la venta de bienes inmuebles, la factura definitiva por el total o el saldo por pagar, según proceda, deberá emitirse en la fecha de la entrega real o simbólica del bien o de la suscripción de la escritura de venta correspondiente, si ésta es anterior”, por la siguiente: “En el caso de la venta de bienes inmuebles, la factura deberá emitirse en la fecha de suscripción de la escritura de compraventa por el precio total, incluyendo las sumas pagadas previamente que se imputen al mismo a cualquier título”.

11. Agrégase, a contar del primer día del mes siguiente al de la publicación de esta ley y respecto de los impuestos que correspondan al período tributario que se inicia a partir de esa fecha, en el inciso tercero del artículo 64, a continuación de la expresión “precitadas disposiciones”, la siguiente frase: “, a condición que al momento de la postergación no presenten morosidad reiterada en el pago del Impuesto al Valor Agregado o en el impuesto a la renta salvo que la deuda respectiva se haya pagado o se encuentre sujeta a un convenio de pago vigente. Para estos efectos, se considerará que el contribuyente presenta morosidad reiterada cuando adeude a lo menos los impuestos correspondientes a tres períodos tributarios dentro de un período cualquiera de doce meses, en el caso del impuesto al valor agregado, o respecto de dos años tributarios consecutivos en el caso del impuesto a la renta”.

12. Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 73, la expresión “promesa de venta”, por “contrato de arriendo con opción de compra”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, contenido en el artículo 1°, del decreto ley N° 830, de 1974:

1. Modifícase el inciso primero del artículo 11, de la siguiente manera:

a. Sustitúyese la palabra “La” que se encuentra a continuación del cuarto punto seguido, por la siguiente expresión: “Exceptuando las normas especiales sobre notificaciones contenidas en este Código, la”. 

b. Elimínase la expresión “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final de este artículo”.

c. Elimínase las siguientes oraciones: “Tratándose de los contribuyentes obligados a emitir documentos tributarios en formato distinto del papel, el Servicio utilizará, para los efectos indicados en el presente artículo, las mismas direcciones de correo electrónico que el contribuyente use para la emisión de tales documentos o las que hubiere señalado en sus declaraciones de impuesto. Una copia de la notificación y de la actuación se entregará digitalmente al contribuyente o su representante a la dirección de correo electrónico antes indicada. La falta de dirección de correo electrónico del representante o la no recepción de la notificación por parte de éste último no invalidarán la notificación enviada a la dirección de correo electrónico utilizada o señalada en las declaraciones de impuesto. El Servicio deberá tener y conservar un registro donde conste la no recepción de las notificaciones electrónicas cuando la dirección de correo electrónico utilizada por el contribuyente para emitir documentos o aquella señalada en sus declaraciones de impuestos presente fallas o problemas de recepción.”.

2. Incorpórase en el inciso final del artículo 17, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “El incumplimiento de la obligación a que se refiere este inciso será sancionado con la multa prevista en el inciso tercero del número 6 del artículo 97.”.

3. Agrégase en el inciso primero del artículo 26 bis, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “Asimismo, toda persona podrá formular consultas con el objeto de obtener respuestas de carácter general, no vinculantes, en relación con el caso planteado, las cuales no quedarán sujetas a las disposiciones del presente artículo. El Servicio publicará en su sitio de internet las respuestas respectivas.”, y sustitúyese, en el inciso cuarto, la expresión “se entenderá rechazada la consulta”, por la frase “la consulta se tendrá por no presentada para todos los efectos legales”.
4. Elimínase, en el inciso primero del artículo 60, la expresión “el envío de”.

5. Intercálase en el inciso tercero del artículo 60 bis, entre el vocablo “el” y la expresión “artículo 132”, la frase “inciso undécimo del”; y elimínase la expresión “citación,”.

6. Sustitúyese, en el artículo 60 ter, la expresión “18 ter”, por “14 ter letra A”.

7. Agrégase, en el inciso segundo del artículo 60 quáter, a continuación del vocablo “Impuestos” la palabra “Internos”.

8. Modifícase el artículo 60 quinquies de la siguiente manera:

a. Reemplázase, en el inciso primero, la oración que comienza con la expresión “deberán incorporar”, hasta el punto aparte por la siguiente: “deberán implementar sistemas de trazabilidad en resguardo del interés fiscal”. 

b. Elimínase en el inciso segundo la expresión “y aplicar”. 

c. Elimínase en el inciso tercero la expresión “aplicación e”.

d. Reemplázase, en el inciso cuarto, la oración que va desde la expresión “Un reglamento expedido” hasta el primer punto seguido, por la siguiente oración: “Uno o más reglamentos expedidos por el Ministerio de Hacienda, establecerán las características y especificaciones técnicas, requerimientos, forma de operación y mecanismos de contratación, de los sistemas de trazabilidad, como asimismo, los requisitos que deberán cumplir los elementos distintivos, equipos, máquinas o dispositivos, los que podrán ser fabricados, incorporados, instalados o aplicados, según corresponda, por empresas no relacionadas con los contribuyentes obligados según lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, y que cumplan con los requisitos que allí se contemplen, o por el Servicio.”.

e. Incorpórase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser sexto, y así sucesivamente: 

“Los sistemas de trazabilidad implementados por las empresas o por el Servicio podrán ser contratados por el Servicio, según los mecanismos de contratación y sujetos del contrato que establezca el reglamento respectivo.”.

f. Modifícase el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, del modo siguiente:

- Agrégase, a continuación de la palabra “desembolsos”, la expresión “adicionales o extraordinarios,”.

- Reemplázase la expresión “y aplicación de los sistemas de marcación de bienes o productos”, por la siguiente: “de los sistemas de trazabilidad”.

g. Reemplázase en el inciso noveno, que ha pasado a ser décimo, la expresión “cuenten con alguno de los elementos distintivos” por “cumplan con los requisitos del sistema de trazabilidad”.

9. Agrégase, a partir del primer día del sexto mes siguiente al de la publicación de esta ley, el siguiente inciso final al artículo 69: 

“Cuando la persona, entidad o agrupación presente 36 o más períodos tributarios continuos sin operaciones y no tenga utilidades ni activos pendientes de tributación o no se determinen diferencias netas de impuestos, y no posea deudas tributarias, se presumirá legalmente que ha terminado su giro, lo que deberá ser declarado por el Servicio mediante resolución y sin necesidad de citación previa. Dicha resolución podrá reclamarse de acuerdo a las reglas generales. El Servicio deberá habilitar un expediente electrónico con los antecedentes del caso incluyendo la constancia de no tener el contribuyente deuda tributaria vigente, en la forma y plazos señalados en el artículo 21.”.

10. Sustitúyese, en el inciso final del artículo 75, la expresión “promesa de venta”, por “contrato de arriendo con opción de compra”.

11. Modifícase el artículo 84 bis de la siguiente manera:

a. Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión “estados financieros”,  la siguiente frase: “conformados por los balances, los estados de flujo y resultados, las memorias, entre otros antecedentes financieros,”.

b. Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “la constitución, traspaso y cierre de pertenencias, sobre” por “la constitución y traspaso de pertenencias mineras, cierre de faenas mineras,”; e intercálase, entre la expresión “permisos de pesca,” y “de explotación”, la expresión “de acuicultura,”.

c. Reemplázase, en el inciso final, la expresión “esta facultad” por “las facultades señaladas en los incisos anteriores. El incumplimiento de las obligaciones señaladas en los incisos precedentes, será sancionado conforme a lo dispuesto en los artículos 102 y 103, según corresponda”.

12. Incorpórase, en el artículo 88, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser sexto, y así sucesivamente: 

“Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderá por facturas y boletas especiales aquellas distintas de las exigidas en el Título IV  del decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.”.

13. Modifícase el número 6 del artículo 97 de la siguiente forma:

a. Sustitúyese, en el párrafo segundo, la expresión “10 unidades tributarias anuales a 100”, por “hasta 60”.

b. Reemplázase, en el párrafo segundo, la frase “equivalente al 10% del capital propio tributario o al 15% del capital efectivo”, por lo siguiente: “equivalente al 15% del capital efectivo determinado al término del año comercial anterior a aquel en que se cometió la infracción. En caso que el contribuyente no esté obligado a determinarlo o no sea posible hacerlo, la multa a aplicar será de 1 a 5 unidades tributarias anuales”.

c. Sustitúyese, en el párrafo tercero, la expresión “equivalente de 1 unidad tributaria anual a 100” por “de hasta 30”.

d. Reemplázase, en el párrafo tercero, la frase “equivalente al 5% del capital propio tributario o al 10% del capital efectivo” por lo siguiente: “equivalente al 10% del capital efectivo determinado al término del año comercial anterior a aquel en que se cometió la infracción. En caso que el contribuyente no esté obligado a determinarlo o no sea posible hacerlo, la multa a aplicar será de 1 unidad tributaria anual”.

14. Modifícase el inciso tercero del artículo 100 bis, en el siguiente sentido:

a. Sustitúyese la primera parte hasta el punto seguido, por la siguiente frase: “Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, el Servicio sólo podrá aplicar la multa a que se refieren los incisos precedentes cuando, en el caso de haberse solicitado la declaración de abuso o simulación en los términos que señala el artículo 160 bis, ella se encuentre resuelta por sentencia firme y ejecutoriada.”. 

b. Agrégase, antes del punto aparte, y a continuación de la palabra “eludidos”, la siguiente frase: “y se suspenderá desde la fecha en que se solicite la aplicación de sanción pecuniaria a los responsables del diseño o planificación de los actos, contratos o negocios susceptibles de constituir abuso o simulación, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 160 bis, hasta la notificación de la sentencia firme y ejecutoriada que la resuelva”.

15. Modifícase el artículo 165 de la siguiente forma:

a. Intercálase en el número 2, entre las palabras “número” y “siguiente”, el guarismo “4”.

b. Modifícase en el número 3 lo siguiente:

i. Intercálase en el párrafo final, entre el vocablo “nuevamente” y la expresión “en las mismas conductas” la frase “, dentro del plazo de tres años contado desde la solicitud de sustitución,”.

ii. Suprímese, en el párrafo final, la expresión “o giro”. 

Artículo 4°.- Agrégase, a partir del 1 de enero del año 2016, en el inciso primero del artículo 21, del decreto ley N° 910, de 1975, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “De igual beneficio gozarán las empresas constructoras por las ventas de viviendas que se encuentren exentas de Impuesto al Valor Agregado, por efectuarse a beneficiarios de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, conforme lo dispuesto en la primera parte del artículo 12, letra F, del decreto ley N° 825, caso en el cual el beneficio será equivalente a un 0.1235, del valor de la venta y se deducirá de los pagos provisionales obligatorios de la ley sobre Impuesto a la Renta, en la misma forma señalada en este inciso y con igual tope de 225 unidades de fomento.”.

Artículo 5°.- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, en el artículo 34 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado:

“Los pagos y devoluciones de cualquier naturaleza que de acuerdo a la ley se deban efectuar por el Servicio de Tesorerías, se cursarán en la forma y por los medios que establezca dicho Servicio.”.

Artículo 6°.-
 Modifícase la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, cuyo texto se encuentra fijado por el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980, de la siguiente manera:

1. Agrégase, en el artículo 7°, la siguiente letra q), nueva, pasando la actual a ser r): 

“q) Llevar a cabo acciones de capacitación destinadas a los contribuyentes, sus representantes y a sus colaboradores o intermediarios tributarios en materia de tributación fiscal interna y establecer acuerdos u otras acciones orientadas a promover el cumplimiento tributario;”.

2. Elimínase, en el inciso tercero del artículo 9°, la expresión “, con excepción de la facultad de aplicar las multas a que se refieren los artículos 30; 97 excepto las de sus números 1, 2 y 11, 101, 103, 104 y 109, todos del Código Tributario”.

Artículo 7°.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones en el artículo 13 bis del decreto ley N° 828, del Ministerio de Hacienda, de 1974, que establece normas para el cultivo, elaboración, comercialización e impuestos que afectan al tabaco: 

1. Sustitúyese, en el inciso primero, la oración “, deberán incorporar o aplicar a tales bienes o productos, sus envases, paquetes o envoltorios, un sistema de marcación consistente en un sello, marca, estampilla, rótulo, faja u otro elemento distintivo, como medida de control y resguardo del interés fiscal. La información electrónica para la trazabilidad originada en el sistema de marcación referido anteriormente será proporcionada al Servicio mediante los sistemas informáticos que éste disponga con arreglo al presente artículo”, por la siguiente: “, deberán implementar sistemas de trazabilidad en resguardo del interés fiscal que el Servicio podrá determinar en virtud de lo establecido en el artículo 60 quinquies del Código Tributario.”.

2. Elimínase los incisos segundo y siguientes.

Artículo 8°.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.780, de 2014:

1. Modifícase el artículo 1°, que modifica la ley sobre Impuesto a la Renta, de la siguiente manera:

a. Sustitúyese la letra b) del numeral 1), por la siguiente: 

“b) Agrégase el siguiente párrafo segundo en el número 2: 

“Por “renta atribuida”, aquella que, para efectos tributarios, corresponda total o parcialmente a los contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, al término del año comercial respectivo, atendido su carácter de propietario, comunero, socio o accionista de una empresa sujeta al impuesto de primera categoría conforme a las disposiciones de las letras A) y C) del  artículo 14, y de la letra A) del artículo 14 ter,  y demás normas legales, en cuanto se trate de rentas percibidas o devengadas por dicha empresa, o aquellas que le hubiesen sido atribuidas de empresas en que ésta participe y así sucesivamente, hasta que el total de las rentas percibidas, devengadas o atribuidas a dichas empresas, se atribuyan a los contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional en el mismo año comercial, para afectarse con el impuesto que corresponda.”.

b. Modifícase el artículo 14, sustituido por el numeral 4), de la siguiente manera:

i. Sustitúyese los incisos segundo al sexto por los siguientes:

“Los contribuyentes que sean empresarios individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades, sociedades por acciones, contribuyentes del artículo 58 número 1 y sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, todos ellos obligados a declarar sobre la base de sus rentas efectivas según contabilidad completa, cuyos propietarios, comuneros, socios o accionistas sean exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, podrán optar por aplicar las disposiciones de las letras A) o B) de este artículo. Los demás contribuyentes aplicarán las disposiciones de la letra B).

Si las empresas individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades y sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, cuyos propietarios, comuneros o socios sean exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en el país no ejercieren la opción referida en el inciso anterior, en la oportunidad y forma establecida en este artículo, se sujetarán a las disposiciones de la letra A). Los demás contribuyentes que pudiendo hacerlo no ejercieren la opción para tributar conforme a las reglas de la letra A), aplicarán las disposiciones de la letra B) de este artículo.  

Los contribuyentes que inicien actividades deberán ejercer dicha opción dentro del plazo que establece el artículo 68 del Código Tributario. Respecto de aquellos que se encuentren acogidos a los demás sistemas de tributación que establece esta ley que opten por declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa conforme a las letras A) o B) de este artículo, deberán ejercer la opción desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso sexto. 

Los contribuyentes deberán mantenerse en el régimen de tributación que les corresponda, durante a lo menos cinco años comerciales consecutivos. Transcurrido dicho período, podrán cambiarse al régimen alternativo de este artículo cuando cumplan los requisitos para tal efecto, según corresponda, debiendo mantenerse en el nuevo régimen por el que opten a lo menos durante cinco años comerciales consecutivos. Los contribuyentes deberán ejercer la nueva opción desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que ingresen al nuevo régimen. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra c), del número 1.-, de la letra D) de este artículo. 

Para ejercer la opción, los empresarios individuales, las empresas individuales de responsabilidad limitada y los contribuyentes del artículo 58, número 1), deberán presentar ante el Servicio, en la oportunidad señalada, una declaración suscrita por el contribuyente, en la que se contenga la decisión de acogerse a los regímenes de las letras A) o B), según corresponda. Tratándose de comunidades, la declaración en que se ejerce el derecho a opción deberá ser suscrita por todos los comuneros, quienes deben adoptar por unanimidad dicha decisión. En el caso de las sociedades de personas y sociedades por acciones, la opción se ejercerá presentando la declaración suscrita por la sociedad, acompañada de una escritura pública en que conste el acuerdo unánime de todos los socios o accionistas. Cuando las sociedades por acciones ejercieren la opción para acogerse al régimen de la letra A) de este artículo, cumpliendo los requisitos legales para tal efecto, la cesión de las acciones efectuada a una persona jurídica constituida en el país o a otra entidad que no sea una persona natural con domicilio o residencia en Chile o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, deberá ser aprobada previamente en junta de accionistas por la unanimidad de éstos. En caso que se estipule en contrario, tal norma se incumpla, o bien, se enajenen las acciones a un tercero que no sea una persona natural con domicilio o residencia en el país o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, la sociedad por acciones no podrá acogerse al régimen de la letra A) del artículo 14, o bien, deberá abandonarlo en la forma señalada en la letra c), del número 1.-, de la letra D) de este artículo. Cuando las entidades o personas a que se refiere este inciso actúen a través de sus representantes, ellos deberán estar facultados expresamente para el ejercicio de la opción señalada.”.

ii. Sustitúyese las letras A) y B) por las siguientes:

“A) Contribuyentes obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa, sujetos al régimen de impuesto de primera categoría con imputación total de crédito en los impuestos finales.

Para aplicar los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, los empresarios individuales, las empresas individuales de responsabilidad limitada, los contribuyentes del artículo 58, número 1), las comunidades, sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, y las sociedades por acciones, deberán atribuir las rentas o cantidades percibidas o devengadas por dichos contribuyentes o aquellas que les hayan sido atribuidas, aplicando las siguientes reglas:

1.- Los empresarios individuales, contribuyentes del artículo 58, número 1), propietarios de la empresa individual de responsabilidad limitada, comuneros, socios y accionistas de empresas que declaren renta efectiva según contabilidad completa de acuerdo a esta letra, quedarán gravados con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, en el mismo ejercicio sobre las rentas o cantidades de la empresa, comunidad, establecimiento o sociedad que les sean atribuidas conforme a las reglas del presente artículo, y sobre todas las cantidades que a cualquier título retiren, les remesen o les sean distribuidas desde la empresa, comunidad o sociedad respectiva, según lo establecido en el número 5 siguiente, en concordancia con lo dispuesto en los artículos 54, número 1; 58, números 1) y 2); 60 y 62 de la presente ley, salvo que se trate de ingresos no constitutivos de renta o devoluciones de capital y sus reajustes efectuados de acuerdo al número 7 del artículo 17.

Los contribuyentes sujetos a las disposiciones de esta letra atribuirán a sus propietarios, comuneros, socios o accionistas tanto las rentas propias que determinen conforme a las reglas de la Primera Categoría, como aquellas afectas a los impuestos global complementario o adicional, que les sean atribuidas por otros contribuyentes sujetos a las disposiciones del número 1.-, de la letra C) de este artículo; o al artículo 14 ter letra A), según corresponda. Se incluirán dentro de las rentas propias que deben atribuir, en concordancia con lo dispuesto en el número 5 del artículo 33, las rentas o cantidades gravadas con los impuestos global complementario o adicional que retiren o les distribuyan, en su calidad de propietarios, comuneros, socios o accionistas, de manera que tales rentas o cantidades sean atribuidas en el mismo ejercicio a un contribuyente de los impuestos global complementario o adicional, según sea el caso.

2.- Para determinar el monto de la renta o cantidad atribuible, afecta a los impuestos global complementario o adicional de los contribuyentes señalados en el número 1 anterior, así como el crédito que establecen los artículos 56, número 3), y 63 que les corresponde sobre dichas rentas, se considerará la suma de las siguientes cantidades al término del año comercial respectivo:

a) El saldo positivo que resulte en la determinación de la renta líquida imponible, conforme a lo dispuesto en los artículos 29 al 33; y las rentas exentas del impuesto de primera categoría u otras cantidades que no forman parte de la renta líquida imponible, pero igualmente se encuentren gravadas con los impuestos global complementario o adicional.

b)
Las rentas o cantidades atribuidas a la empresa en su carácter de propietario, socio, comunero o accionista de otras empresas, comunidades o sociedades, sea que éstas se encuentren obligadas a determinar su renta efectiva sujetas al número 1.- de la letra C), de este artículo; o se encuentren acogidas a lo dispuesto en el artículo 14 ter letra A. Dichas rentas se atribuirán a todo evento, independientemente de que la empresa o sociedad determine una pérdida tributaria al término del ejercicio respectivo.

c) Las rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, percibidas a título de retiros o distribuciones de otras empresas, comunidades o sociedades, cuando no resulten absorbidas por pérdidas conforme a lo dispuesto en el número 3.- del artículo 31. En concordancia con lo establecido en el número 5°.-, del artículo 33, estas rentas se atribuirán por la vía de incorporarlas incrementadas en una cantidad equivalente al crédito que establecen los artículos 56, número 3)  y 63, en la determinación de la renta líquida imponible del impuesto de primera categoría.

En estos casos, el crédito que establecen los artículos 56, número 3), y 63, se otorgará aplicando sobre las rentas atribuidas la tasa del impuesto de primera categoría que hubiere afectado a dichas rentas en las empresas sujetas al régimen de esta letra.

3.- Para atribuir las rentas o cantidades señaladas en el número anterior, a los contribuyentes del número 1 precedente, se aplicarán, al término de cada año comercial, las siguientes reglas:

a) La atribución de tales rentas deberá efectuarse en la forma que los socios, comuneros o accionistas hayan acordado repartir sus utilidades, siempre y cuando se haya dejado expresa constancia del acuerdo respectivo o de la forma de distribución en el contrato social, los estatutos o, en el caso de las comunidades, en una escritura pública, y en cualquiera de los casos se haya informado de ello al Servicio, en la forma y plazo que éste fije mediante resolución, de acuerdo a lo establecido en el número 6.- siguiente. 

b) 
La atribución de tales rentas se efectuará, en caso de que no resulten aplicables las reglas anteriores, en la misma proporción en que los socios o accionistas hayan suscrito y pagado o enterado efectivamente el capital de la sociedad, negocio o empresa. Cuando se hubiere enterado solo una parte del capital, la atribución total de la renta se efectuará considerando la parte efectivamente enterada. Si no se hubiere enterado capital, la atribución se efectuará en la proporción en que éste se hubiere suscrito. En los casos de empresarios individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada y contribuyentes del número 1), del artículo 58, las rentas o cantidades se atribuirán en su totalidad a los empresarios o contribuyentes respectivos. En el caso de los comuneros será en proporción a su cuota o parte en el bien de que se trate. Estas circunstancias también deberán ser informadas al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, en los términos del número 6.- de esta letra.

4.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa, sujetos a las disposiciones de esta letra A), deberán efectuar y mantener, para el control de la tributación que afecta a los contribuyentes señalados en el número 1.- anterior, el registro de las siguientes cantidades:

a) 
Rentas atribuidas propias: Se deberá registrar al término del año comercial respectivo, el saldo positivo de las cantidades señaladas en la letra a) del número 2.- anterior. En la forma y plazo que el Servicio determine mediante resolución, deberá informarse los dueños, socios, comuneros o accionistas a quienes se les haya atribuido dicha renta, y la proporción en que ésta se efectuó.

De este registro se rebajarán al término del ejercicio, en el orden cronológico en que se efectúen, pudiendo incluso producirse un saldo negativo, las cantidades señaladas en el inciso segundo del artículo 21, reajustadas de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes que precede a aquel en que se efectuó el retiro de especies o el desembolso respectivo y el mes anterior al término del ejercicio.

Cuando se lleven a cabo retiros, remesas o distribuciones con cargo a las cantidades de que trata esta letra a), se considerarán para todos los efectos de esta ley como ingresos no constitutivos de renta. 

b) 
Diferencias entre la depreciación normal y acelerada que establecen los números 5 y 5 bis, del artículo 31: Cuando se aplique el régimen de depreciación acelerada, sólo se considerará para los efectos de la primera categoría. Por tanto, la diferencia que resulte entre la depreciación normal y acelerada, se considerará para la imputación de retiros, remesas o distribuciones como una suma gravada con los impuestos global complementario o adicional. 

c) 
Rentas exentas e ingresos no constitutivos de renta: Deberán registrarse al término del año comercial, las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional y los ingresos no constitutivos de renta obtenidos por el contribuyente, así como todas aquellas cantidades de la misma naturaleza que perciba a título de retiros o dividendos provenientes de otras empresas. 

De este registro se rebajarán los costos, gastos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, según lo dispuesto en la letra e) del número 1 del artículo 33.

d)
 Saldo acumulado de crédito: La empresa mantendrá el control y registro del saldo acumulado de créditos por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56, número 3), y 63, a que tendrán derecho los propietarios, comuneros, socios o accionistas de estas empresas sobre los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, cuando corresponda conforme al número 5.- siguiente. Para estos efectos, deberá controlarse de manera separada aquella parte de dichos créditos cuya devolución no sea procedente en caso de determinarse un excedente producto de su imputación en contra del impuesto global complementario que corresponda pagar al respectivo propietario, comunero, socio o accionista. 

El saldo acumulado de créditos incluye entre otros a la suma del impuesto pagado con ocasión del cambio de régimen de tributación a que se refiere la letra b), del número 1, de la letra D) de este artículo, producto de la aplicación de las normas del artículo 38 bis, o en caso de absorción o fusión con empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra B) de este artículo, sumados al remanente de éstos que provenga del ejercicio inmediatamente anterior. De dicho saldo deberán rebajarse aquellos créditos que se asignen a los retiros, remesas o distribuciones en la forma establecida en el número 5.- siguiente.

5.- Los retiros, remesas o distribuciones se imputarán a los registros señalados en las letras a), b) y c) del número 4.- anterior, al término del año comercial respectivo, en la proporción que representen los retiros, remesas o distribuciones efectuados por cada propietario, comunero, socio o accionista, sobre el total de ellos, hasta agotar el saldo positivo que se determine de tales registros. Para tal efecto, deberá considerarse como saldo de dichos registros el remanente positivo o negativo de las cantidades que allí se indican provenientes del ejercicio anterior, el que se reajustará de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al término de ese ejercicio y el mes que precede al término del año comercial respectivo, sumando o restando según proceda, las cantidades que deban incluirse o rebajarse de los citados registros al término del ejercicio. La imputación se efectuará reajustando previamente los retiros, remesas o distribuciones de acuerdo con la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a aquel en que éstos se efectúen y el mes que precede al término del año comercial respectivo, comenzando por las cantidades anotadas en el registro que establece la letra a), luego las anotadas en el registro señalado en la letra b), y finalmente las anotadas en el registro de la letra c), en este último caso, comenzando por las rentas exentas y luego los ingresos no constitutivos de renta. 

Cuando los retiros, remesas o distribuciones efectivos resulten imputados a las cantidades señaladas en los registros establecidos en las letras a) y c) del número 4.-, dichas cantidades no se afectarán con impuesto alguno, considerándose en todo caso aquellos efectuados con cargo a las rentas exentas del impuesto global complementario, para efectos de la progresividad que establece el artículo 54.

En caso que los retiros, remesas o distribuciones efectuados en el ejercicio resulten imputados al registro b), o no resulten imputados a ninguno de los registros señalados, por no existir al término del ejercicio cantidades positivas a las que deban imputarse o por ser éstas insuficientes para cubrirlos, los retiros, remesas o distribuciones imputados al referido registro b) o no imputados, se afectarán con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda. El crédito a que se refieren los artículos 56, número 3) y 63, a que tendrán derecho tales retiros, remesas o distribuciones, corresponderá al que se determine aplicando sobre éstos la tasa de crédito calculada al inicio del ejercicio respectivo, con tope del monto de crédito acumulado en el registro a que se refiere la letra d) del número 4.- precedente. Para estos efectos, el remanente de saldo acumulado de crédito del ejercicio anterior, se reajustará por la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes previo al de término del ejercicio anterior y el mes que precede al término del ejercicio, debiendo incorporarse también los créditos del año que conforme a la ley deban formar parte de dicho registro al término del mismo. 

Cuando deban incluirse los retiros, remesas o distribuciones afectos al impuesto global complementario o adicional en la base imponible de dichos tributos, se agregará en la respectiva base imponible una suma equivalente al monto del crédito a que se refieren los artículos 56, número 3) y 63, determinado conforme a las reglas que se indican en los párrafos siguientes.

La tasa de crédito a que se refiere este número será la que resulte de dividir la tasa del impuesto de primera categoría vigente en el año comercial respectivo en que se efectúa el retiro, remesa o distribución, por cien menos la tasa del citado tributo, todo ello expresado en porcentaje.

El remanente de crédito que se determine al término del año comercial luego de aplicar las reglas de este número y en la letra d) del número 4.- anterior, se considerará como parte del saldo acumulado de crédito para el ejercicio siguiente y así sucesivamente. 

En caso que al término del ejercicio respectivo, se determine que los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional no tienen derecho al crédito establecido en los artículos 56, número 3), y 63, atendido que no existe un saldo acumulado de créditos que asignar, la empresa o sociedad respectiva podrá optar por pagar voluntariamente a título de impuesto de primera categoría, una suma equivalente a la que resulte de aplicar la tasa del referido tributo a una cantidad tal, que al restarle dicho impuesto, la cantidad resultante sea el monto neto del retiro, remesa o distribución. Este impuesto deberá ser declarado y pagado según lo establecido en los artículos 65, 69 y 72, y podrá ser imputado por el propietario, comunero, socio o accionista respectivo, en contra de los impuestos global complementario o adicional que grave a los retiros, remesas o distribuciones efectuados en el ejercicio, conforme a lo dispuesto en los artículos 56, número 3) y 63.

Efectuado el pago del impuesto señalado, la empresa o sociedad respectiva podrá deducir en la determinación de la renta líquida imponible correspondiente al año comercial en que se haya pagado el impuesto, y hasta el monto positivo que resulte de ésta, una suma equivalente a la cantidad sobre la cual se aplicó y pagó efectivamente la tasa del impuesto de primera categoría de acuerdo al párrafo anterior. Si de la deducción referida se determinare un excedente, ya sea por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente podrá deducirse en el ejercicio siguiente y en los subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho excedente se reajustará en el porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.

6.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría, sujetos a las disposiciones de esta letra A), deberán informar anualmente al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución:

a) El o los criterios sobre la base de los cuales se acordó o estableció llevar a cabo retiros, remesas o distribuciones de utilidades o cantidades, y que haya servido de base para efectuar la atribución de rentas o cantidades en el año comercial respectivo, con indicación del monto de la renta o cantidad generada por el mismo contribuyente o atribuida desde otras empresas, comunidades o sociedades, que a su vez se atribuya a los dueños, socios, comuneros o accionistas respectivos, de acuerdo a lo establecido en los números 2.- y 3.- anteriores. En caso que no se haya presentado la información a que se refiere esta letra, el Servicio podrá considerar como criterios y porcentajes de atribución, los informados por el contribuyente en el año inmediatamente anterior o la participación en las utilidades o en el capital, de acuerdo a las reglas generales. 

b)
 El monto de los retiros, remesas o distribuciones efectivas que se realicen en el año comercial respectivo, con indicación de los beneficiarios de dichas cantidades, la fecha en que se hayan efectuado, el registro al que resultaron imputados, y si se trata de rentas afectas a impuesto, exentas o no gravadas. 

c)
 El remanente proveniente del ejercicio anterior, aumentos o disminuciones del ejercicio, así como el saldo final que se determine, para los registros señalados en las letras a), b), c) y d) del número 4.- anterior, y las diferencias entre la depreciación acelerada y la normal que mantenga la empresa, determinada bien por bien.

Los contribuyentes también estarán obligados a informar y certificar a sus propietarios, comuneros, socios y accionistas, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto de las rentas o cantidades que se les atribuyan, retiren, les sean remesadas o les distribuyan, así como el crédito que establecen los artículos 56, número 3), y 63, y si el excedente que se determine luego de su imputación puede ser objeto de devolución o no a contribuyentes del impuesto global complementario, y el incremento señalado en los artículos 54, 58 y 62, conforme a lo dispuesto en este artículo. El Servicio, para facilitar el cumplimiento tributario, podrá poner a disposición de los contribuyentes la información de las rentas y créditos declarados por las empresas en que participa.

B) Contribuyentes obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa, sujetos al régimen de impuesto de primera categoría con deducción parcial de crédito en los impuestos finales.

Para aplicar los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, sobre las rentas o cantidades obtenidas por dichos contribuyentes, se aplicarán las siguientes reglas:

1.- Los empresarios individuales, contribuyentes del artículo 58, número 1), propietarios, socios, comuneros y accionistas de empresas que declaren renta efectiva según contabilidad completa de acuerdo a esta letra B), quedarán gravados con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, sobre todas las cantidades que a cualquier título retiren, les remesen, o les sean distribuidas desde la empresa, comunidad o sociedad respectiva, en conformidad a las reglas del presente artículo y lo dispuesto en los artículos 54, número 1; 58, números 1) y 2); 60 y 62 de la presente ley, salvo que se trate de ingresos no constitutivos de renta o de devoluciones de capital y sus reajustes efectuadas de acuerdo al número 7º del artículo 17.

2.- Los contribuyentes sujetos a las disposiciones de esta letra, deberán efectuar y mantener el registro de las siguientes cantidades:

a)
 Rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional. Deberán registrar anualmente las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia positiva que se determine al término del año comercial respectivo, entre:

i) El valor positivo del capital propio tributario, y 

ii) El saldo positivo de las cantidades que se mantengan en el registro señalado en la letra c) siguiente, sumado al valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores, reajustados éstos últimos de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes anterior al del término del año comercial. 

Las cantidades señaladas se considerarán según su valor al término del ejercicio respectivo, y el capital propio tributario se determinará de acuerdo al número 1º del artículo 41.

Para el cálculo de estas rentas, se sumarán al valor del capital propio tributario que se determine, los retiros, remesas o dividendos que se consideren como provisorios durante el ejercicio respectivo, los que se reajustarán para estos efectos, de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el retiro, remesa o distribución y el mes anterior al del término del año comercial.  

b)
 Diferencias entre la depreciación normal y la acelerada que establecen los números 5 y 5 bis, del artículo 31: Cuando se aplique el régimen de depreciación acelerada, sólo se considerará para los efectos de la primera categoría. Por tanto, la diferencia que resulte entre la depreciación normal y acelerada, se considerará para la imputación de retiros, remesas o distribuciones como una suma gravada con los impuestos global complementario o adicional.   

c)
 Rentas exentas e ingresos no constitutivos de renta. Deberán registrarse al término del año comercial las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional y los ingresos no constitutivos de renta obtenidos por el contribuyente, así como todas aquellas cantidades de la misma naturaleza que perciba a título de retiros o dividendos provenientes de otras empresas.

De este registro se rebajarán los costos, gastos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, según lo dispuesto en la letra e) del número 1 del artículo 33.

d)
 Saldo acumulado de crédito. La empresa mantendrá el control y registro del saldo acumulado de créditos por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56, número 3), y 63, a que tendrán derecho los propietarios, comuneros, socios o accionistas de estas empresas sobre los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, cuando corresponda conforme al número 3.- siguiente. Para estos efectos, deberá mantener el registro separado de los créditos que se indican, atendido que una parte de éstos podrá estar sujeta a la obligación de restitución a que se refieren los artículos 56, número 3), y 63.

También deberá controlarse de manera separada aquella parte de dichos créditos cuya devolución no sea procedente en caso de determinarse un excedente producto de su imputación en contra del impuesto global complementario que corresponda pagar al respectivo propietario, comunero, socio o accionista. 

El saldo acumulado de créditos corresponde a la suma de aquellos señalados en los numerales i) y ii) siguientes, sumados al remanente de éstos que provenga del ejercicio inmediatamente anterior. De dicho saldo deberán rebajarse aquellos créditos que se asignen a los retiros, remesas o distribuciones y las partidas del inciso segundo, del artículo 21, en la forma establecida en el número 3.- siguiente.

i) 
El saldo acumulado de crédito que no está sujeto a la obligación de restitución corresponderá a la suma del monto del impuesto de primera categoría que tiene dicha calidad y resulta asignado a los retiros, dividendos o participaciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, que perciba de otras empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra B) de este artículo, cuando éstas no resulten absorbidas por pérdidas. 

ii)
 El saldo acumulado de crédito sujeto a la obligación de restitución, corresponderá a la suma del monto del impuesto de primera categoría que haya afectado a la empresa o sociedad durante el año comercial respectivo, sobre la renta líquida imponible; y el monto del crédito por impuesto de primera categoría sujeto a restitución que corresponda sobre los retiros, dividendos o participaciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, que perciba de otras empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra B) de este artículo. De este registro, y como última imputación del año comercial, deberá rebajarse a todo evento el monto de crédito que se determine conforme al número 3.- siguiente sobre las partidas señaladas en el inciso segundo, del artículo 21 que correspondan a ese ejercicio, con excepción del propio impuesto de primera categoría. 

3.- Para la aplicación de los impuestos global complementario o adicional, los retiros, remesas o distribuciones se imputarán en primer término a las rentas o cantidades afectas a dichos tributos que mantenga la empresa anotadas en los registros señalados en las letras a) y b) del número 2.- anterior, y luego, a las rentas exentas y posteriormente a los ingresos no constitutivos de renta, anotadas estas dos últimas en el registro a que se refiere la letra c) del número 2.- precedente. Dicha imputación se efectuará en la oportunidad y en el orden cronológico en que los retiros, remesas o distribuciones se efectúen, considerando las sumas registradas según su saldo al término del ejercicio inmediatamente anterior. Para tal efecto, dichas cantidades se reajustarán de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes que precede al término del ejercicio anterior y el mes que precede a la fecha del retiro, remesa o distribución. 

El crédito a que tendrán derecho los retiros, remesas o distribuciones que resulten imputados a rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, o que no resulten imputados a ninguno de los registros señalados en el número 2.- anterior, corresponderá al que se determine aplicando sobre éstos la tasa de crédito calculada al inicio del ejercicio, con tope del saldo acumulado de crédito que se mantenga en el registro correspondiente. El crédito así calculado se imputará al saldo acumulado a que se refiere la letra d), del número 2.- precedente. 

Para estos efectos, el remanente de saldo acumulado de crédito se reajustará según la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes previo al de término del ejercicio anterior y el mes que precede al retiro, remesa o distribución.

Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten imputados a las cantidades señaladas en el registro establecido en la letra c) del número 2.- anterior, no se afectarán con impuesto alguno, considerándose en todo caso aquellos efectuados con cargo a las rentas exentas del impuesto global complementario, para efectos de la progresividad que establece el artículo 54.

Si de la imputación de retiros, remesas o distribuciones resultare una diferencia no imputada al remanente del ejercicio anterior de las cantidades señaladas, éstos se considerarán como provisorios, imputándose a las rentas o cantidades que se determinen al término del ejercicio respectivo. Esta imputación se efectuará en el orden establecido en el párrafo primero de este número. Los retiros, remesas o distribuciones que al término del ejercicio excedan de los registros y rentas señalados en las letras a), b) y c), del número 2.- anterior, determinadas a esa fecha, se considerarán como rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional, conforme a lo dispuesto en el número 1 anterior. Para los efectos anteriores, la diferencia de los retiros, remesas o distribuciones provisorios se reajustará de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al retiro, remesa o distribución y el mes que precede al término del año comercial respectivo. En este último caso, el crédito a que se refieren los artículos 56, número 3, y 63, será procedente cuando se determine un saldo acumulado de crédito al término del ejercicio, aplicándose de acuerdo a la tasa de crédito que se haya determinado al inicio del mismo. El crédito que corresponda asignar de acuerdo a estas reglas, se imputará a dicho saldo, con tope de los créditos acumulados en el registro. El remanente de crédito que se mantenga luego de las imputaciones referidas constituirá el saldo acumulado de crédito para el ejercicio siguiente.

La tasa de crédito a que se refiere este número, será la que resulte de dividir la tasa del impuesto de primera categoría vigente al inicio del ejercicio del retiro, remesa o distribución, según corresponda, por cien, menos la tasa del citado tributo, todo ello expresado en porcentaje.

Cuando corresponda imputar el crédito a los saldos acumulados, éste se imputará en primer término a aquellos registrados conforme al numeral i), de la letra d), del número 2.- precedente, no sujeto a restitución, y luego, una vez que se haya agotado éste, se imputará al saldo acumulado establecido en el numeral ii) de dicha letra y número, sujeto a la obligación de restitución, hasta agotarlo.

El remanente de crédito que se determine luego de aplicar las reglas de este número y el número 2.- anterior, reajustado por la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del último retiro, remesa o distribución y el mes que precede al término de ese ejercicio, se considerará como parte del saldo acumulado de crédito para el ejercicio siguiente y así sucesivamente.

En caso que al término del ejercicio respectivo se determine que los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional no tienen derecho al crédito establecido en los artículos 56, número 3), y 63, atendido que no existe un saldo acumulado de créditos que asignar a éstos, la empresa o sociedad respectiva podrá optar voluntariamente por pagar a título de impuesto de primera categoría, una suma equivalente a la que resulte de aplicar la tasa del referido tributo a una cantidad tal, que al restarle dicho impuesto, la cantidad resultante sea el monto neto del retiro, remesa o distribución. Este impuesto deberá ser declarado y pagado según lo establecido en los artículos 65, 69 y 72, y podrá ser imputado por los propietarios, comuneros, socios o accionistas en contra de los impuestos global complementario o adicional que grave a los retiros, remesas o distribuciones efectuados en el ejercicio conforme a lo dispuesto en el artículo 56, número 3), y 63.

Efectuado el pago del impuesto señalado, la empresa o sociedad respectiva podrá deducir en la determinación de la renta líquida imponible correspondiente al año comercial en que se haya pagado el impuesto, y hasta el monto positivo que resulte de ésta, una suma equivalente a la cantidad sobre la cual se aplicó y pagó efectivamente la tasa del impuesto de primera categoría de acuerdo al párrafo anterior. Si de la deducción referida se determinare un excedente, ya sea por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente podrá deducirse en el ejercicio siguiente y en los subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho excedente se reajustará en el porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.

4.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría, sujetos a las disposiciones de esta letra B), deberán informar anualmente al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución:

a)
 El monto de los retiros, remesas o distribuciones efectivas que se realicen en el año comercial respectivo, con indicación de los beneficiarios de dichas cantidades, la fecha en que se hayan efectuado y si se trata de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, rentas exentas, o ingresos no constitutivos de renta. También deberán informar la tasa de crédito que hayan determinado para el ejercicio, y el monto del mismo, de acuerdo a los artículos 56, número 3), y 63, con indicación de si corresponde a un crédito sujeto o no a la obligación de restitución, y en ambos casos si el excedente que se determine luego de su imputación puede o no ser objeto de devolución a contribuyentes del impuesto global complementario. 

b)
 El remanente proveniente del ejercicio anterior, aumentos o disminuciones del ejercicio, así como el saldo final que se determine para los registros señalados en las letras a), b), c) y d) del número 2.- precedente.

c) 
El detalle de la determinación del saldo anual de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional a que se refiere la letra a), del número 2.- anterior, identificando los valores que han servido para determinar el capital propio tributario y el capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y disminuciones posteriores, reajustados de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes anterior al del término del ejercicio.

d)
 El monto de las diferencias entre la depreciación acelerada y la normal que mantenga la empresa, determinada bien por bien, según corresponda.”.

iii. Modifícase la letra D) de la siguiente manera:

- Sustitúyese la letra a) del número 1.-, por la siguiente:

“a) Cuando los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A), opten por aplicar las disposiciones de la letra B), deberán mantener, a contar del primer día en que se encuentren sujetos a las nuevas disposiciones, el registro y control de las cantidades anotadas en los registros que mantenían al término del ejercicio inmediatamente anterior al cambio de régimen. De esta manera, las cantidades señaladas en las letras a) y c), del número 4.-, de la letra A), se anotarán como parte del saldo del registro establecido en la letra c), del número 2.-, de la letra B) anterior, mientras que el saldo de crédito establecido en la letra d), del número 4.- de la referida letra A), se incorporará al saldo acumulado de créditos a que se refiere el numeral i), de la letra d), del número 2.- de la letra B) anterior. Las cantidades anotadas en el registro establecido en la letra b), del número 4.- de la letra A), se considerarán formando parte del saldo del registro de la letra b), del número 2.- de la letra B) anterior.

El saldo inicial de las cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional a que se refiere la letra a), del número 2.-, de la letra B) anterior, corresponderá a la diferencia que resulte de restar al valor positivo del capital propio tributario; el monto positivo de las sumas anotadas en los registros establecidos en las letras a) y c), del número 4.- de la letra A) anterior y el valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores reajustados, según corresponda. Para estos efectos, se considerará el capital propio tributario, el capital y los saldos de los referidos registros, según sus valores al término del último ejercicio comercial en que el contribuyente ha estado sujeto a las disposiciones de la letra A) de este artículo.”.

- Modifícase la letra b) del número 1.-, en el siguiente sentido: 

• Sustitúyese la letra “f)”, que antecede a la expresión “, del número 4.-”, por la letra “d)”.

• Incorpórase a continuación de la letra “A)”, la segunda vez que aparece, la siguiente expresión: “, considerándose como una partida del inciso segundo del artículo 21”.

• Incorpórase el siguiente párrafo segundo, nuevo: 

“Los saldos que se mantengan acumulados en los registros establecidos en las letras b) y c), del número 2.-, de la letra B) anterior, al momento del cambio de régimen, se anotarán como parte de los saldos de los registros establecidos en las letras b) y c), del número 4.-, de la letra A) de este artículo, respectivamente.”.

- Incorpórase al número 1.-, la siguiente letra c), nueva:

“c) Las empresas individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades, sociedades de personas, contribuyentes del artículo 58 número 1) y sociedades por acciones sujetas a las disposiciones de la letra A), que dejen de cumplir el requisito establecido en el inciso segundo de este artículo, esto es, que correspondan al tipo de entidades allí señaladas, independientemente de los períodos comerciales en que se hayan mantenido en dicho régimen, quedarán sujetas al régimen establecido en la letra B) de este artículo, a contar del día 1 de enero del año comercial en que se produzca el incumplimiento, debiendo sujetarse a las reglas indicadas en la letra a) anterior y dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial siguiente. Por su parte, cuando tales empresas incumplan el requisito de estar conformadas exclusivamente por personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, en cualquier momento durante el año comercial respectivo, o en el caso de las sociedades por acciones cuando se estipule en contrario o se incumpla lo dispuesto en el inciso sexto de este artículo, también quedarán sujetas al régimen establecido en la letra B) de este artículo, pero lo harán a contar del día 1 de enero del año comercial siguiente en que ello ocurra, debiendo sujetarse a las reglas indicadas en la letra a) anterior y dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial en que se incorporan al nuevo régimen. Los propietarios, comuneros, socios o accionistas que no sean personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, cualquiera sea su calidad jurídica, se afectarán con el impuesto establecido en el inciso 1 del artículo 21, sobre los retiros o dividendos afectos al impuesto global complementario o adicional que perciban durante ese año comercial y sobre la renta que se les deba atribuir al término de éste. En contra de tal impuesto procederá el crédito establecido en los artículos 56 número 3) y 63, el que incrementará la base imponible respectiva tratándose de las sumas percibidas. Las cantidades líquidas correspondientes a los retiros o dividendos percibidos que se afecten con la tributación señalada, se considerarán como ingresos no constitutivos de renta en su posterior retiro, remesa o distribución, mientras que las rentas que se les atribuyan completarán su tributación de esta forma, sin que deban volver a atribuirse. Cuando tales propietarios, socios o accionistas enajenen los derechos o acciones respectivas, para determinar el mayor valor afecto a impuesto, sólo podrán deducir como costo para fines tributarios las cantidades señaladas en los números 8 o 9, del artículo 41, según corresponda.”.

- Modifícase el número 2.-, de la siguiente manera:

• Sustitúyese en el primer párrafo la palabra “En”, al comienzo del mismo, por la expresión “Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra c), del número 1.- anterior, en”.

• Sustitúyese, en el segundo párrafo, las letras “c)”, “d)” y “f)”, por las letras “b)”, “c)” y “d)”.

• Elimínase, en el segundo párrafo, la expresión “Por su parte, la sociedad que se divide deberá conservar el registro de las cantidades a que se refiere la letra e), del citado número 4.”.

• Sustitúyese, en el tercer párrafo, las letras “c)”, “d)” y “f)”, por las letras “b)”, “c)” y “d)”.

• Intercálase en el cuarto párrafo, entre las expresiones “El impuesto pagado” y “podrá imputarse”, la siguiente expresión: “se considerará como una partida de aquellas señaladas en el inciso segundo del artículo 21 y”.

• Sustitúyese, en el párrafo cuarto, la letra “f)” por la letra “d)”.

• Elimínase, en el quinto párrafo, la expresión “y 3.-,”.

- Modifícase el número 3.-, de la siguiente manera:

• Sustitúyese, en el segundo párrafo, la expresión “a) y b)”, por “a), b), c) y d),”.

• Elimínase, en el segundo párrafo, la expresión “ así como el saldo de la suma de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional”.

• Sustitúyese, en el tercer párrafo, la expresión “a) y b)” por “a), b), c) y d),”. 

• Elimínase, en el tercer párrafo, la expresión “así como el saldo de las suma de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional”.

• Sustitúyese en el cuarto párrafo la letra “a)”, la segunda vez que aparece, por la letra “c)”.

• Sustitúyese, en el cuarto párrafo, las letras “f)”, “b)” y “d)”, por las letras “d)”, “d)” y “b)”, respectivamente.

• Sustitúyase, en el cuarto párrafo, el numeral “ii)” por “i)”; 

• Sustitúyese, en el cuarto párrafo, la expresión “de la suma de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional que registre la empresa a esa fecha”, por “del registro de la letra b), del número 2.-, de la letra B)”. 

• Agrégase en el cuarto párrafo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente expresión: “Se incorporarán como parte del saldo del registro de la letra a), del número 2.-, de la letra B), las rentas afectas que determine la absorbida a la fecha de la fusión, aplicando las reglas que establece el párrafo segundo, de la letra a), del número 1, anterior.”.

- Sustitúyase, en el segundo párrafo de la letra a) del número 4.-, la expresión “a)” por “c)”.

iv. Sustitúyese, en la letra a), del número 1.- de la letra E), la expresión “califiquen como de baja o nula tributación”, por “que se consideren como un territorio o jurisdicción que tiene un régimen fiscal preferencial” y agrégase a continuación de la expresión “lo dispuesto en el artículo 21.”, la oración “Para los efectos de aplicar lo dispuesto precedentemente, el Servicio deberá citar previamente al contribuyente conforme al artículo 63 del Código Tributario, quien podrá desvirtuar la presunción acreditando fehacientemente que se han declarado y pagado los impuestos que correspondan sobre el total de las rentas provenientes de dichas inversiones o que tales inversiones no han producido rentas que deban gravarse en el país.”.

c. Modifícase el artículo 14 ter, sustituido por el numeral 6), de la siguiente manera:

i. Modifícase la letra A.-, en el siguiente sentido:

- Sustitúyese el primer párrafo, por el siguiente: 

“Los empresarios individuales, empresarios individuales de responsabilidad limitada, comunidades, sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, y las sociedades por acciones que cumplan con los requisitos del inciso sexto del artículo 14, que estén conformadas exclusivamente por personas naturales con domicilio o residencia en Chile, por contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile y/o por otras empresas sujetas al régimen de la letra A) del artículo 14, que tributen conforme a las reglas de la Primera Categoría, podrán acogerse al régimen simplificado que establece esta letra, siempre que den cumplimiento a las siguientes normas:”.

- Elimínase, en el párrafo segundo de la letra a) del número 1.-, la oración “Para estos efectos, se considerarán relacionados, cualquiera sea la naturaleza jurídica de las respectivas entidades, los que formen parte del mismo grupo empresarial, los controladores y las empresas relacionadas, conforme a lo dispuesto en los artículos 96 al 100 de la ley N° 18.045 sobre Mercado de Valores, salvo el cónyuge o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad de las personas señaladas en la letra c) de este último artículo.”. 

- Agrégase los siguientes párrafos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo a la letra a) del número 1:

“Para estos efectos, se considerarán relacionados con una empresa o sociedad, cualquiera sea su naturaleza jurídica:

i)
 El controlador y las controladas.

ii) 
Todas las entidades, empresas o sociedades que se encuentren bajo un controlador común.

iii)
 Las entidades, empresas o sociedades en las que es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee, directamente o a través de otras personas o entidades, más del 10% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos a voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas.

iv)
El gestor de un contrato de asociación u otro negocio de carácter fiduciario en que es partícipe en más del 10%.

v)
 Las entidades relacionadas con una persona natural de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), se considerarán relacionadas entre sí, debiendo en tal caso computar la proporción de los ingresos totales que corresponda a la relación que la persona natural respectiva mantiene con dicha entidad.

Se considerará como controlador, a toda persona o entidad, o grupo de ellos con acuerdo explícito de actuación conjunta que, directamente o a través de otras personas o entidades, es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee más del 50% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos de voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas de otra entidad, empresa o sociedad. Estas últimas se considerarán como controladas. Para estos efectos, no se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 98 de la ley N° 18.045.

Tratándose de los casos señalados en los numerales i) y ii) precedentes, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos el total de los ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas, sea que mantenga la relación directamente o a través de otra u otras empresas.

En el caso de las entidades relacionadas de acuerdo a los numerales iii), iv) y v) precedentes, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), computarán el porcentaje de ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas que le corresponda según su participación en el capital o las utilidades, ingresos o derechos a voto. Cuando el porcentaje de participación en el capital sea distinto al porcentaje que le corresponde en las utilidades, ingresos o derechos a voto, se deberá considerar el porcentaje de participación que sea mayor.

Las entidades relacionadas conforme a las reglas indicadas en los numerales i) al iv) precedentes, deberán informar anualmente a la empresa o sociedad respectiva, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto total de los ingresos de su giro percibidos o devengados en el ejercicio respectivo, los que se expresarán en unidades de fomento conforme a lo señalado.”.

- Agrégase la siguiente letra e), nueva, al número 1.-:

“e) Cuando las sociedades por acciones ejercieren la opción para acogerse al régimen de la letra A) de este artículo, cumpliendo los requisitos legales para tal efecto, la cesión de las acciones efectuada a una persona jurídica constituida en el país, salvo que se encuentre sujeta al régimen de la letra A) del artículo 14, o a otra entidad que no sea una persona natural con domicilio o residencia en Chile o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, deberá ser aprobada previamente en junta de accionistas por la unanimidad de éstos. En caso que se estipule en contrario, tal norma se incumpla, o bien, se enajenen las acciones a un tercero que no sea una persona natural con domicilio o residencia en el país o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile o una persona jurídica sujeta al régimen de la letra A) del artículo 14, la sociedad por acciones no podrá acogerse a este régimen, o bien, deberá abandonarlo en la forma señalada en la letra b), del número 6.-, de la letra A) de este artículo.”.

- Reemplázase las letras a) y b) en el número 2.-, por las siguientes: 

“a) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14, considerarán como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario, y las cantidades que se indican a continuación: 

i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al cambio de régimen. 

ii) Las cantidades anotadas en los registros que establecen las letras a) y c) del número 4 de la letra A) del artículo 14. 

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56, número 3) y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 4.-, de la letra A), del artículo 14. Tal crédito, podrá seguir siendo imputado al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de esta letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. 

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute.

b) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra B), del artículo 14, deberán considerar como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario, y las cantidades que se indican a continuación: 

i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el último mes del año anterior al cambio de régimen.

ii) Las cantidades anotadas en el registro que establece la letra c), del número 2.-, de la letra B) del artículo 14. 

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56, número 3) y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2.-, de la letra B), del artículo 14. Tal crédito, podrá seguir siendo imputado al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de esta letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. En todo caso, el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14, se imputará sólo hasta alcanzar un 65% de su monto.

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. 

El ingreso diferido a que se refieren las letras a) y b), no se considerará para los efectos del artículo 84.”.

- Modifícase el número 3.- de la siguiente forma: 

• 
Sustitúyese en el párrafo primero de la letra a), la frase “de las letras A), B) número 4, o al número 1.- de la letra C), ambas del artículo 14, o por contribuyentes acogidos a lo dispuesto en este artículo” por “del número 1.- de la letra C), del artículo 14”. 

• Intercálase en el numeral i) del segundo párrafo de la letra a), a continuación del guarismo 8., la siguiente oración: “Para determinar el monto de la renta proveniente del rescate o enajenación de las inversiones en capitales mobiliarios a que se refiere el número 2º del artículo 20, o de la enajenación o rescate de derechos sociales, acciones, o cuotas de fondos a que se refiere la letra c), del número 1.- anterior, o en general, en la enajenación de bienes que no pueden depreciarse conforme a esta ley, deberá rebajarse del total del ingreso percibido y en el mismo ejercicio en que esto ocurra, el valor de la inversión efectivamente realizada, la que se reajustará de acuerdo con la variación del Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes que antecede al de la inversión y el mes anterior al de su enajenación o rescate, según corresponda.”. 

• Intercálase, en el numeral i) del segundo párrafo de la letra a), a continuación de la oración “desde la fecha que el pago sea exigible.”, la expresión: “Los retiros, dividendos o participaciones percibidas se incorporarán en la base imponible afecta a los impuestos señalados, incrementándose previamente en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56 número 3) y 63. Dicho crédito se imputará en contra del impuesto de primera categoría que deba pagar la empresa en el mismo ejercicio, a continuación de los otros indicados en la letra c) de este número 3.-. Si en el ejercicio respectivo se determinare un excedente de este crédito, éste no dará derecho a devolución o a imputación a otros impuestos, pero podrá imputarse en el ejercicio siguiente, y subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación. En todo caso, el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14, se imputará sólo hasta alcanzar un 65% de su monto.”.

• Intercálase, en el numeral ii) del segundo párrafo de la letra a), a continuación de la oración “pagado durante el ejercicio correspondiente.”, la siguiente frase: “Tratándose de las inversiones en capitales mobiliarios a que se refiere el número 2° del artículo 20, o en derechos sociales, acciones, o cuotas de fondos a que se refiere la letra c), del número 1.- anterior, o en general, en bienes que no pueden depreciarse conforme a esta ley, el egreso respectivo, correspondiente al valor de la inversión efectivamente realizada reajustada de acuerdo con la variación del Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes que antecede al de la inversión y el mes anterior al de su enajenación o rescate, según corresponda, se deducirá en el ejercicio en que se perciba el valor de rescate o enajenación.”.

• Agrégase, en la letra a), el siguiente párrafo final:

“Los créditos incobrables que correspondan a ingresos devengados, castigados durante el año, se descontarán de los ingresos de dicho ejercicio para efectos del cómputo de los límites que establece la letra a), del número 1.- anterior.”.

• Intercálase, en la letra c), a continuación de la oración “salvo aquel señalado en el artículo 33 bis”, la siguiente: “, los créditos señalados en el número 2 precedente y en el numeral i), de la letra a) anterior”. 

• Sustitúyese, en la letra d), la expresión “los artículos 56 número 3) y 63” por “el artículo 56 número 3)”.

- Agrégase en el párrafo primero del número 4.-, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, lo siguiente:

“Cuando los contribuyentes emitan facturas electrónicas respecto de los ingresos de su giro, el Servicio podrá liberarlos mediante resoluciones generales o particulares de los libros o declaraciones juradas que se encuentra obligados a llevar o presentar, en los casos y cumpliendo los requisitos que establezca mediante resolución.”.

- Modifícase el número 5.- de la siguiente manera: 

• Reemplázase, en el primer párrafo, la expresión “5 años comerciales completos”, por “3 años comerciales consecutivos completos”.

• Incorpórase, en el primer párrafo, a continuación de la oración “a que se refiere el artículo 68 del Código Tributario.”, lo siguiente: “En este último caso, transcurrido el primer año calendario acogido a este régimen, podrán excepcionalmente optar por abandonarlo a contar del 1 de enero del año calendario siguiente, debiendo dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año en que se incorporan al régimen general que corresponda.”. 

• Sustitúyese, en el segundo párrafo, la expresión “en el número 1”, por la expresión “en el inciso 1°, o en el número 1, ambos de la letra A)”.

- Modifícase en el número 6.-, lo siguiente:

• Sustitúyese en la letra a), la oración “durante el mes de octubre del año anterior a aquél”, por “entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial”.

• Sustitúyese, en la letra a), la expresión “siguiente al”, por la expresión “comercial”.

• Agrégase, en la letra a), después de la oración “inciso cuarto de dicho artículo” la siguiente: “, siempre que cumplan los requisitos para ejercer dicha opción”.

• Intercálase, en la letra b), a continuación de la expresión “número 1”, la oración “, de la letra A)”.

• Sustitúyese, en la letra b), la frase “dentro del plazo para presentar la declaración anual de impuestos”, por “, siempre que cumplan los requisitos para ejercer dicha opción, dando el respectivo aviso al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año calendario en que se incorporan al régimen”.

• Agrégase en la letra b), a continuación de la expresión “la forma que establecen las normas referidas.”, lo siguiente: “Cuando se incumpla el requisito establecido en el inciso 1 de la letra A.- de este artículo, esto es, que correspondan al tipo de entidades allí indicadas, se considerará que han abandonado el régimen desde el 1 de enero del año comercial en que se produce el incumplimiento y que se han incorporado a partir de esa fecha al régimen establecido en la letra B), del artículo 14, debiendo dar aviso de tal circunstancia entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial siguiente. Por su parte, cuando tales empresas incumplan el requisito de estar conformadas exclusivamente por personas naturales con domicilio o residencia en el país, personas jurídicas sujetas al régimen de la letra A) del artículo 14 y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, en cualquier momento durante el año comercial respectivo, o en el caso de las sociedades por acciones cuando se estipule en contrario o se incumpla lo dispuesto en la letra e), del número 1.- anterior de este artículo, también quedarán sujetas al régimen establecido en la letra B) del artículo 14, pero lo harán a contar del día 1 de enero del año comercial siguiente en que ello ocurra, debiendo dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial en que se incorporan al nuevo régimen. Los propietarios, comuneros, socios o accionistas que no sean personas naturales con domicilio o residencia en el país, personas jurídicas sujetas al régimen de la letra A) del artículo 14 y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, cualquiera sea su calidad jurídica, se afectarán con el impuesto establecido en el inciso 1° del artículo 21, sobre la renta que se les deba atribuir al término de ese año comercial. En contra de tal impuesto procederá el crédito establecido en los artículos 56 número 3) y 63. Las rentas que se les atribuyan completarán su tributación de esta forma, sin que deban volver a atribuirse.”.

• Sustitúyese en el párrafo segundo de la letra d), la letra “a)”, por “c)”. 

ii.
 Modifícase la letra C.-, en el siguiente sentido:

- Modifícase en el primer párrafo lo siguiente:

• Sustitúyense las palabras “la letra” por, “las letras”.

• Sustitúyese los dos puntos (:) que se encuentran a continuación de las palabras “primera categoría”, por “hasta por un monto equivalente al 50% de la renta líquida imponible que se mantenga invertida en la empresa.”.

• Elimínanse las letras “a)” y “b)”.

- Elimínase, en el párrafo segundo, la frase “Con todo, en los casos señalados en la letra a) y b) precedentes,”; y reemplázase la palabra “la” por “La”. 

- Agrégase el siguiente párrafo final:

“Los contribuyentes sujetos al régimen de la letra B) del artículo 14, deberán considerar como parte de la renta líquida imponible del año siguiente o subsiguientes, según corresponda, para gravarse con el impuesto de primera categoría, una cantidad anual equivalente al 50% del monto total de los retiros, remesas o distribuciones afectos al impuesto global complementario o adicional efectuados desde la empresa durante el ejercicio, hasta completar la suma deducida de la renta líquida imponible por aplicación de esta norma en él o los ejercicios precedentes. Para tales efectos, el monto de la deducción que no se haya reversado por esta vía, se mantendrá pendiente de aquello, para lo cual se reajustará por la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al término del ejercicio en que se hubiere efectuado la deducción y el mes anterior al término del año en que se reverse totalmente el efecto. Respecto del impuesto de primera categoría que se determine sobre la parte de dichos retiros, remesas o distribuciones que se incluya en la renta líquida imponible, no procederá el derecho al crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63.”.

d. Modifícase el numeral 8) que introduce modificaciones al artículo 17, en el siguiente sentido:

i.
 Elimínase la letra b), que sustituía el número 5°.

ii.
 Elimínase la letra c), que suprimía el número 6°.

iii.
 Agrégase en la letra d), que sustituye el número 7°, a continuación de la expresión “y sus reajustes”, lo siguiente: “, sólo hasta concurrencia del monto aportado por el propietario, socio o accionista perceptor de esta devolución, incrementado o disminuido por los aportes, aumentos o disminuciones de capital que aquellos hayan efectuado, cantidades que se reajustarán según el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes que antecede a aquél en que ocurrieron y el mes anterior al de la devolución.

Cualquier retiro, remesa, distribución o devolución de cantidades que excedan de los conceptos señalados precedentemente se gravarán con los impuestos de esta ley, conforme a las reglas generales.”.

iv.
 Introdúcense las siguientes modificaciones en el número 8°, sustituido por la letra e):

- Modifícase la letra a) del primer párrafo de la siguiente forma:

• Elimínanse, en el numeral iii), las expresiones “Si entre la fecha de adquisición y enajenación de los bienes señalados ha transcurrido un plazo inferior a un año,” y “de primera categoría y”.

• Reemplázase, en el numeral iii),la palabra “el” por “El”.

• Elimínase, en el numeral iv), el primer párrafo, pasando el segundo a ser primero. 

• Elimínase, en el actual párrafo segundo que pasa a ser primero del numeral iv), la expresión “en este último caso,”.

• Elimínase, en el numeral v), la expresión “del mismo tipo”.

• Sustitúyese, en el primer párrafo del numeral vi), las expresión “mayores valores”, por la palabra “resultados”; y “se encuentren obligados a declarar su renta efectiva en la primera categoría”, por “determinen el impuesto de primera categoría sobre rentas efectivas”.

• Elimínase el párrafo segundo del numeral vi).

- Modifícase la letra b) en el siguiente sentido:

• Elimínase, en el encabezado, la expresión “con domicilio o residencia en Chile”.

• Reemplázase, en el párrafo cuarto, la expresión “el numeral iv)”, por la expresión “los numerales iii) y iv)”.

• Agrégase, en el párrafo cuarto, a continuación de la expresión “o bien,”, la frase “tratándose de personas naturales con domicilio o residencia en Chile”.

- Elimínase, en la letra d), la siguiente expresión: “, salvo lo establecido en su numeral iv)”. 

- Agrégase en la letra f), a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Tampoco constituye renta, la adjudicación de bienes que se efectúe en favor del propietario, comunero, socio o accionista con ocasión de la liquidación o disolución de una empresa o sociedad, en tanto, la suma de los valores tributarios del total de los bienes que se le adjudiquen, no exceda del capital que haya aportado a la empresa, determinado en conformidad al número 7º de este artículo, más las rentas o cantidades que le correspondan en la misma, al término de giro. El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se le adjudiquen, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la presente ley al término de giro de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 bis.”.

- Modifícase en el párrafo segundo, lo siguiente:

• Elimínase la expresión “dispuesta en el numeral iii), de la letra a) anterior,”.

• Intercálase entre la palabra “devengada” la primera vez que aparece, y la coma “,” que le sigue, la expresión “que corresponda”.

• Intercálase, a continuación de la expresión “intereses,”, la siguiente: “o con su cónyuge o sus parientes ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad”.

• Intercálase a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la frase “En estos casos, la renta no podrá considerarse devengada en más de un ejercicio, no pudiendo por tanto aplicarse las reglas del numeral iv), de la referida letra a).”. 

- Elimínase, en el párrafo quinto, la expresión “Se entenderá que tienen presencia bursátil aquellas acciones que cumplan con las normas para ser objeto de inversión de los fondos mutuos.”. 

- Intercálase, en el párrafo noveno, entre la palabra “operación” y el punto aparte, la expresión “, sin perjuicio que, tratándose de las operaciones de la letra b) anterior, se considerará la fecha de la inscripción respectiva”.

- Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:

“Para los efectos de esta ley, las crías o acciones liberadas únicamente incrementarán el número de acciones de propiedad del contribuyente, manteniéndose como valor de adquisición del conjunto de acciones sólo el valor de adquisición de las acciones madres. En caso de enajenación o cesión parcial de estas acciones, se considerará como valor de adquisición de cada acción la cantidad que resulte de dividir el valor de adquisición de las acciones madres por el número total de acciones de que sea dueño el contribuyente a la fecha de la enajenación o cesión.”.

e. Modifícase el artículo 21, sustituido por el numeral 11), en el siguiente sentido:

i.
 Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “único de este artículo” y “y el impuesto territorial”, la expresión “, el impuesto establecido en el número 2, del artículo 38 bis”.

ii. 
Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso tercero: 

- Modifícase el primer párrafo del numeral ii) en el siguiente sentido:

• Sustitúyese la palabra “de” que se encuentra a continuación de la palabra “encubierta”, por la expresión “, que resulte imputada a”.

• Intercálase, entre la palabra “impuestos” y el punto seguido que está a continuación, la expresión “cuando así corresponda de acuerdo a lo señalado en el artículo 14”. 

- Modifícase el párrafo segundo del numeral ii) en el siguiente sentido:

• Elimínase la expresión “como tales”.

• Sustitúyese la expresión “los números 2.- y 3.- de la letra B), del mismo artículo” por la siguiente: “el número 2.- de la letra B), de dicho artículo, en la misma forma que los retiros, remesas o distribuciones.”. 

- Sustitúyese, en el párrafo final del numeral iii), la expresión “los números 2.- y 3.-” por “el número 2.-”. 

- Sustitúyese, en el párrafo segundo del numeral iv), la expresión “los números 2.- y 3.- de la letra B), del mismo artículo”, por la siguiente: “el número 2.- de la letra B), de dicho artículo, en la misma forma que los retiros, remesas o distribuciones.”.

f. Modifícase el numeral 15), que modifica el artículo 31, en el siguiente sentido:

i.
 En su letra d), introdúcense las siguientes modificaciones:

- Sustitúyese el tercer párrafo del número 3° del inciso cuarto, por el siguiente:

“Las pérdidas deberán imputarse a las rentas o cantidades que perciban, a título de retiros o dividendos afectos a los impuestos global complementario o adicional, de otras empresas o sociedades, sumas que para estos efectos deberán previamente incrementarse en la forma señalada en el inciso final del número 1º del artículo 54 y en los artículos 58 número 2) y 62.”. 

- Elimínase, en el párrafo final del número 3° del inciso cuarto, la expresión “o atribuidas”.

- Intercálase, en el párrafo final del número 3° del inciso cuarto, a continuación de la palabra “utilidades”, la segunda vez que aparece, la palabra “incrementadas”.

ii.
 Suprímese la letra e).

g. Sustitúyese en el numeral 16), que modifica el artículo 33, el numeral 5°.- agregado por la letra c), por el siguiente: 

“5°.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del número 2°.- de este artículo, y en el número 1°.- del artículo 39, los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A) del artículo 14 deberán incorporar como parte de la renta líquida imponible las rentas o cantidades a que se refiere la letra c) del número 2.- de la letra A) del mismo artículo. Para dicha incorporación deberán previamente incrementarlas en la forma señalada en el inciso final del número 1º del artículo 54 y en los artículos 58 número 2) y 62. En contra del impuesto de primera categoría que deban pagar sobre las rentas o cantidades indicadas, procederá la deducción del crédito por impuesto de primera categoría que establece el artículo 56 número 3) y 63. Cuando corresponda aplicar el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2, de la letra B) del artículo 14, deberá descontarse aquella parte sujeta a restitución. En caso de determinarse una pérdida tributaria, se aplicará lo dispuesto en el número 3 del artículo 31.”.

h. Modifícase el artículo 38 bis, reemplazado por el numeral 21), en el siguiente sentido:

i.
Introdúcense las siguientes modificaciones a su número 1.-:

- Modifícase el primer párrafo en el siguiente sentido:

• Sustitúyese la expresión “al crédito establecido en el artículo”, por “al crédito establecido en los artículos”.

• Sustitúyese la expresión “la letra f)”, por “la letra d)”.

• Agrégase la palabra “positivo” a continuación de la expresión “valor”, la primera vez que aparece.

• Elimínase la expresión “según su valor”.

- Sustitúyese el párrafo final por el siguiente: 

“Cuando corresponda aplicar los créditos establecidos en los artículos 56, número 3) y 63, que se mantenga en el registro a que se refiere la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14, tratándose de las cantidades atribuidas al término de giro, se agregará en la base imponible del impuesto global complementario o adicional respectivo, un monto equivalente a dicho crédito para determinarla.”.

ii.
 Introdúcense las siguientes modificaciones a su número 2.-:

- Sustitúyese el primer párrafo por el siguiente: 

“2.- Los contribuyentes que declaren sobre la base de su renta efectiva según contabilidad completa sujetos a las disposiciones de la letra B) del artículo 14, deberán considerar retiradas, remesadas o distribuidas las rentas o cantidades acumuladas en la empresa indicadas en el inciso siguiente, incrementadas en una cantidad equivalente al 100% del crédito por impuesto de primera categoría y el crédito por impuestos finales incorporados ambos separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 2, de la letra B), del artículo 14, por parte de sus propietarios, contribuyentes del artículo 58, número 1), comuneros, socios o accionistas, en la proporción en que éstos participan en las utilidades de la empresa o en su defecto, en la proporción que hayan aportado efectivamente el capital, o éste haya sido suscrito cuando no se hubiere aportado siquiera una parte de éste, para afectarse con la tributación que a continuación se indica.”.

- Modifícase el párrafo segundo en el siguiente sentido:

• Agrégase la palabra “positivo” a continuación de la expresión “valor”, la primera vez que aparece.

• Elimínase la expresión “, según su valor”.

• Sustitúyese en el numeral i) la expresión “letra a)”, por “letra c)”.

- Sustitúyese el párrafo tercero por el siguiente: 

“Estos contribuyentes tributarán por esas rentas o cantidades con un impuesto del 35%. Contra este impuesto, podrá deducirse el saldo de crédito establecido en la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14, y el crédito contra impuestos finales a que se refieren los artículos 41 A y 41 C, que se mantenga separadamente en dicho registro. No obstante lo anterior, tratándose del saldo acumulado de crédito establecido en el numeral ii), de la letra d) recién señalada, el referido crédito se aplicará sólo hasta un 65% de su monto.”.

- Modifícase el párrafo cuarto en el siguiente sentido:

• Sustitúyese la expresión “letra f)”, por “letra d)”.

• Sustitúyese la expresión “y la letra b)”, por “y en el numeral i), de la letra d)”.

iii.
 Intercálase, en el numeral ii) del número 4.-, entre la expresión “número 2°” y el punto aparte, las expresión “, aplicando la depreciación normal”.

iv.
 Elimínase, en el número 5.-, la expresión “y practicar las retenciones que establece el número 4 del artículo 74 sobre aquellas rentas o cantidades que deban considerarse retiradas, remesadas o distribuidas en la forma allí reglada”. 

v.
 Intercálase, en el número 6.-, entre la expresión “a tal fecha” y el punto aparte, lo siguiente: “, cuestión que la empresa certificará, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, al adjudicatario respectivo. En dicha adjudicación no corresponde aplicar lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario, o en el inciso cuarto, del número 8, del artículo 17 de esta ley.”.

i. Elimínase en el número 1° del artículo 39, sustituido por la letra a) del numeral 22), la expresión “, y en el número 4.- de la letra B), ambas”.

j. Modifícase  los números 8° y 9° del artículo 41, sustituidos por la letra b) del numeral 24), en el siguiente sentido:

i.
 Suprímese en el número 8° el párrafo segundo.

ii. 
Introdúcense las siguientes modificaciones al número 9°:

- Suprímese, en el primer párrafo, la expresión “, considerando en el caso del ajuste que establece el párrafo segundo de dicho número, el capital suscrito y pagado por el socio en el total de éste”.

- Modifícase el segundo párrafo en el siguiente sentido:

• Sustitúyese la expresión “párrafo primero del referido número 8” por “número 8 precedente”.

• Elimínase la expresión “El valor de ajuste que establece el párrafo segundo del número 8, y que aplica también para este número, sólo podrá ser deducido del mayor valor que se determine con ocasión de la enajenación y hasta la concurrencia de éste, de la inversión en acciones o derechos en empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14, descontando previamente de dicho ajuste el valor de los retiros, remesas o distribuciones que el enajenante haya efectuado o percibido desde la sociedad, durante el mismo ejercicio en que se efectúa la enajenación y hasta antes de ésta. La parte de este ajuste que no pueda ser deducido en la forma señalada, se contabilizará con cargo a la cuenta “Revalorización del Capital Propio”.”, pasando el punto seguido a ser punto final.

k. Modifícase los artículos 41 A, 41 B, 41 C y 41 D, sustituidos por el numeral 25), en el siguiente sentido:

i.
 Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 41 A.- letra A.-:

- Modifícase el número 1.- en el siguiente sentido:

• Reemplázase, en el párrafo segundo, la oración “En caso que en el país fuente de los dividendos o de los retiros de utilidades sociales no exista impuesto de retención a la renta, o éste sea inferior al impuesto de primera categoría de Chile, podrá” por “Podrá”.

• Reemplázase, en el párrafo tercero, la expresión “En la misma situación anterior, también” por “También”.

• Agrégase en el párrafo tercero, a continuación del punto final que pasa a ser punto seguido, la siguiente expresión: “También se aplicará dicho crédito, cuando las sociedades subsidiarias referidas estén domiciliadas en un tercer país con el cual se encuentre vigente un convenio para evitar la doble tributación internacional u otro que permita el intercambio de información para fines tributarios, en el cual se hayan aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.

- Sustitúyese en el párrafo final del número 2.-, la expresión “con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiere un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores”, por “en la forma que se indica en los números siguientes”.

- Modifícase el número 3 de la siguiente manera:

• Suprímese, en el segundo párrafo de la letra b), la expresión “en que se determinen rentas de fuente extranjera afectas a dicho tributo”.

• Incorpórase en la letra b), el siguiente párrafo final: 

“Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que haya sido pagado con este crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.-, de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, que haya sido pagado con este crédito del exterior, se deducirá de los impuestos global complementario o adicional determinado, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de dicho crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.

• Sustitúyese el número 4.- por el siguiente:

“4.- Crédito contra los impuestos finales. La cantidad que resulte después de restar al crédito total disponible, el crédito de primera categoría determinado conforme a lo establecido en el número precedente, constituirá el saldo de crédito contra los impuestos finales, que podrá imputarse en contra de los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, en la forma que establecen los artículos 56 número 3) y 63, considerando las siguientes normas:

a) En el caso de que las rentas de fuente extranjera que dan derecho al crédito que trata este artículo hayan sido obtenidas por contribuyentes obligados a determinar su renta líquida imponible según contabilidad completa, se aplicarán las siguientes reglas:

i) Tratándose de empresas sujetas a lo dispuesto en la letra B), del artículo 14, el crédito contra los impuestos finales se anotará separadamente en el saldo acumulado de créditos a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B) del artículo 14.

El crédito registrado separadamente en el saldo acumulado de créditos, se ajustará en conformidad con la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al cierre del ejercicio en que se haya generado y el último día del mes anterior al cierre de cada ejercicio, o hasta el último día del mes anterior al del retiro, remesa o distribución, según corresponda.

El crédito contra impuestos finales registrado en la forma antedicha se considerará distribuido a los accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las distribuciones o retiros de utilidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, o asignado a las partidas señaladas en el inciso segundo del artículo 21, según corresponda. Para este efecto, la distribución del crédito se efectuará aplicando una tasa de crédito de 8% sobre una cantidad tal que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente al retiro, remesa, distribución o partidas señaladas, previamente incrementados en el monto del crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al saldo de crédito contra impuestos finales que se mantenga registrado.

En estos casos, cuando las rentas retiradas, remesadas o distribuidas tengan derecho al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, o cuando deba rebajarse el crédito correspondiente a las partidas del inciso 2°, del artículo 21, éste se calculará en la forma señalada en dichos artículos y en el número 3, de la letra B), del artículo 14, sobre el monto de los retiros, remesas, distribuciones o partidas señaladas, más el crédito contra los impuestos finales de que trata este numeral.

ii) Tratándose de empresas sujetas a lo dispuesto en la letra A), del artículo 14, el crédito contra impuestos finales se asignará en el mismo ejercicio en que se determine, de manera proporcional junto a la renta que deba atribuirse, para imputarse contra los impuestos global complementario o adicional, en la forma que disponen los artículos 56 número 3) y 63.

iii) Si en el año en que se genera el crédito contra impuestos finales el contribuyente presenta pérdidas, dicho crédito se extinguirá total o proporcionalmente según corresponda. Si las pérdidas absorben retiros o dividendos provenientes de otras empresas constituidas en el país que tengan derecho al crédito contra impuestos finales, éste también se extinguirá total o proporcionalmente según corresponda, sin derecho a devolución.

iv) Si los retiros o dividendos con derecho al crédito contra impuestos finales son percibidos por otros contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A) del artículo 14 de la LIR, se aplicará los dispuesto en los numerales ii) o iii) anteriores según corresponda. Si tales rentas son percibidas por contribuyentes sujetos a las normas de la letra B), del artículo 14, se aplicará lo dispuesto en el numeral iii) precedente, o bien, conforme a lo indicado en el numeral i) anterior, el crédito contra impuestos finales se anotará separadamente en el saldo acumulado de créditos a que se refiere la letra d), del número 2. de la referida letra B), según corresponda.

b) Cuando las rentas que dan derecho a este crédito sean distribuidas, retiradas o deban considerarse devengadas por contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, el crédito contra impuestos finales se agregará a la base de dichos tributos, debidamente reajustado. Tratándose del impuesto adicional, también se aplicará el reajuste que proceda por la variación del índice de precios al consumidor ocurrida entre el último día del mes anterior al de la retención y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio al que corresponda la declaración anual respectiva, y

c) Cuando las rentas que dan derecho a este crédito sean atribuidas a contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, el crédito contra impuestos finales se considerará formando parte de la renta atribuida, y por tanto, no se agregará suma alguna a la base de dichos tributos.

En los casos señalados en las letras b) y c) anteriores, el crédito contra impuestos finales referido se deducirá de los impuestos global complementario o adicional determinado, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.

ii.
 Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 41 A, letra B): 

- Agrégase, en el número 1.-, el siguiente párrafo final: 

“Cuando las rentas que deban reconocerse en Chile se hayan afectado con el impuesto adicional de esta ley por corresponder en su origen a rentas de fuente chilena obtenidas por el establecimiento permanente, el citado impuesto adicional podrá deducirse como crédito del impuesto que corresponda aplicar sobre tales rentas, conforme a este artículo.”.

- Modifícase el número 4.- en el siguiente sentido:

• Sustitúyense los primeros dos párrafos por los siguientes: 

“4.- El excedente del crédito definido en los números anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.

Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que haya sido cubierto con el crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.- de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, que haya sido cubierto con este crédito del exterior, se deducirá de los impuestos global complementario o adicional determinados, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.

• Reemplázase el numeral v) del párrafo tercero por el siguiente: 

“v)
 El excedente del crédito definido en los numerales anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.”.

• Agrégase, en el numeral vi) del párrafo tercero, a continuación de la palabra “artículo” y antes del punto aparte, la frase “y las demás reglas señaladas en el párrafo segundo de este número.”.

• Intercálase, en el numeral viii) del párrafo tercero, entre la expresión “artículo 41 C” y el punto final, lo siguiente: “, considerando para tal efecto las normas establecidas en la letra A), del artículo 41 A. En tal caso, el crédito total disponible se imputará contra el impuesto de primera categoría y global complementario o adicional, de acuerdo a las reglas señaladas. Para tales efectos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 41 C cuando exista un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente, con el país que haya aplicado los impuestos acreditables en Chile”.

iii.
 Sustitúyese, en el artículo 41 A, letra C), el número 4.- por el siguiente: 

“4.- El excedente del crédito definido en los números anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.

Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que haya sido cubierto con el crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.- de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, que haya sido cubierto con este crédito del exterior, se deducirá del impuesto global complementario o adicional determinado, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.

iv.
 Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 41 A, letra D): 

- Sustitúyese, en el primer párrafo del número 1.-, la expresión “, cuando sea procedente” por la siguiente: “en el caso de que sean obtenidas por contribuyentes que no estén obligados a aplicar las normas sobre corrección monetaria”.

- Sustitúyese, en el número 7.-, la oración: “Este impuesto tampoco podrá ser imputado como crédito contra el impuesto global complementario o adicional que se determine sobre rentas de fuente chilena. Para estos efectos, deberá distinguirse la parte del impuesto de primera categoría que haya sido cubierto con el referido crédito.”, por la siguiente: “Tampoco otorgará tal derecho, cualquier otro crédito al que se impute el crédito por impuestos de primera categoría que haya sido pagado con el crédito que establece este artículo y el artículo 41 C.”.

v. 
Agrégase en el número 4.- del artículo 41 B, a partir del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Para estos efectos se considerará que el impuesto de primera categoría aplicado sobre las rentas de fuente extranjera, es aquel que se determine sobre la renta líquida extranjera más el crédito por impuestos pagados en el exterior que en definitiva resulte aplicable.”.

vi. 
Agrégase en el párrafo segundo del número 2.- del artículo 41 C, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la frase “También se aplicará dicho crédito cuando las sociedades subsidiarias referidas estén domiciliadas en un tercer país con el cual se encuentre vigente un convenio para evitar la doble tributación internacional u otro que permita el intercambio de información para fines tributarios, en el cual se hayan aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.

vii.
 Suprímese la sustitución del artículo 41 D.

l. Modifícase el número 1° del artículo 54, sustituido por el numeral 34, de la siguiente manera:

i.
 Intercálase, en el cuarto párrafo, a continuación de la expresión “41 G,” la siguiente expresión: “ en ambos casos luego de haberse gravado previamente con el impuesto de primera categoría,”.

ii.
 Agrégase, en el octavo párrafo, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Se procederá en los mismos términos cuando en estos casos corresponda aplicar el crédito contra impuestos finales establecido en la letra A) del artículo 41 A y en el artículo 41 C.”.

m. Modifícase el número 3° del artículo 56, modificado por el numeral 37), en el siguiente sentido:

i.
 Incorpórase, en el primer párrafo sustituido en la letra a), a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “En los demás casos, procederá el crédito por el impuesto de primera categoría que hubiere gravado las demás rentas o cantidades incluidas en la renta bruta global. También procederá el crédito contra impuestos finales en la forma y casos que establece la letra A) del artículo 41 A y el artículo 41 C.”.

ii. 
Sustitúyense, en el párrafo final incorporado por la letra c), la palabra “imputen”, por la expresión “habiendo utilizado”; el numeral “i)”, por “ii)”; y la letra “b)”, por “d)”.

iii.
 Intercálase, en el párrafo final incorporado por la letra c), a continuación de la expresión  “14,”, la siguiente expresión: “sea que éste haya sido imputado contra los impuestos que deba declarar anualmente el contribuyente o que haya solicitado la devolución del excedente que determine,”.

n. Intercálase, en el número 2) del artículo 58, sustituido por la letra b) del numeral 39), a continuación del punto final del segundo párrafo, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Se procederá en los mismos términos cuando en estos casos corresponda aplicar el crédito contra impuestos finales establecido en los artículos 41 A y 41 C.”.

o. Modifícase los nuevos incisos séptimo y octavo del artículo 62, sustituidos por la letra d) del numeral 42), de la siguiente forma: 

i. 
Suprímese, en el nuevo inciso séptimo, las expresiones “rentas o cantidades percibidas de empresas o sociedades constituidas en el extranjero y aquellas que resulten de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 41 G, las”.

ii.
 Intercálase, en el nuevo inciso octavo, a continuación de la expresión “según corresponda” y antes del punto final, la siguiente: “, de acuerdo con las reglas establecidas en dicha norma. Se procederá en los mismos términos cuando en estos casos corresponda aplicar el crédito contra impuestos finales establecido en la letra A) del artículo 41 A y en el artículo 41 C.”.

p. Modifícase el artículo 63, modificado por el numeral 43), en el siguiente sentido:

i. 
Agrégase en el nuevo inciso segundo, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “En los demás casos, procederá el crédito por el impuesto de primera categoría que hubiere gravado las demás rentas o cantidades incluidas en la base imponible de este impuesto. También procederá el crédito contra impuestos finales en la forma y casos que establece la letra A) del artículo 41 A y en el artículo 41 C.”.

ii.
 Sustitúyese, en el nuevo inciso tercero, el numeral “i)” por “ii)”, y la letra “b)” por “d)”.

iii.
 Incorpórase en el nuevo inciso tercero, a continuación de la expresión “vigente,” la siguiente expresión: “y del cual sean beneficiarios respecto de la imposición de las rentas retiradas, remesadas o distribuidas indicadas;”.

q. Modifícase el número 4° del artículo 74, sustituido por el numeral 47), de la siguiente manera:

i. Sustitúyese el párrafo segundo, por el siguiente:

“Tratándose de empresas, comunidades y sociedades sujetas a las disposiciones de las letras A) y/o B), del artículo 14, la retención que deba efectuarse sobre los retiros, remesas o distribuciones afectas al impuesto adicional, se efectuará incrementando previamente la base en virtud de los artículos 58 y 62, con derecho al crédito establecido en los artículos 41 A, 41 C y 63, determinado conforme a lo dispuesto en el número 5 de la letra A), y en el número 3, de la letra B), ambas del artículo 14. En el caso de las empresas, comunidades y sociedades sujetas a las disposiciones de la referida letra A), la retención se efectuará al término del ejercicio, la que se declarará en conformidad a los artículos 65, número 1 y 69.”.

ii.
 Modifícase el tercer párrafo de la siguiente forma:

- Sustitúyense, el numeral “i)”, por “ii)”; y la letra “b)” por la letra “d)”.

- Incorpórase, a continuación de la expresión “vigente,” la siguiente: “ y del cual sean beneficiarios respecto de la imposición de las rentas retiradas, remesadas o distribuidas indicadas,”.

iii.
 Reemplázase el párrafo sexto, por el siguiente:

“Tratándose de las cantidades que deban atribuirse a contribuyentes del impuesto adicional, sea conforme a lo dispuesto en el artículo 38 bis, en las letras A) o C) del artículo 14, o determinadas de acuerdo al artículo 14 ter letra A), la retención se efectuará sobre la renta atribuida que corresponda con tasa del 35%, con deducción del crédito establecido en el artículo 63, cuando la empresa o sociedad respectiva se hubiere gravado con el impuesto de primera categoría. La retención en estos casos se declarará en conformidad a los artículos 65, número 1 y 69.”.

iv.
 Modifícase el séptimo párrafo de la siguiente forma:

- Reemplázase la frase “igual a la diferencia entre las tasas de los impuestos adicional y de primera categoría vigentes a la fecha de enajenación, cuando deban gravarse además con este último tributo,”, por “del 10%”.

- Intercálase, a continuación de la expresión “en Chile,”, la segunda vez que aparece, la expresión “sin deducción alguna,”.

v.
 Modifícase en el décimo párrafo de la siguiente forma:

- Agrégase, a continuación de la expresión “doble tributación internacional”, la frase “y sean beneficiarios de dicho convenio”; 

- Sustitúyese la frase “y sea, cuando el convenio así lo exija, el beneficiario efectivo de dichas rentas o cantidades, o tenga la calidad de residente calificado”, por “y que cumple con los requisitos para ser beneficiario de las disposiciones del convenio respecto de la imposición de las rentas o cantidades señaladas”.

2. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:

a. Sustitúyese, en el inciso tercero, la fórmula que establece luego de los dos puntos, por la siguiente:

“Tij =   CSCpci X Pobj 

     Donde: 

     Tij = Tasa del impuesto por tonelada del contaminante “i” emitido en la comuna “j” medido en US$/Ton

     CSCpci = Costo social de contaminación per cápita del contaminante “i”

     Pobj = Población de la comuna “j”.”.

b. Sustitúyese el inciso cuarto, incluida la tabla que contiene, por el siguiente inciso cuarto nuevo:

“Respecto de estos mismos contaminantes, si el establecimiento se encuentra dentro de una comuna que a su vez forme parte de una zona declarada como zona saturada o como zona latente por concentración de material particulado (MP), óxidos de nitrógeno (NOx) o dióxido de azufre (SO2) en el aire conforme a lo establecido en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, se aplicará a la tasa de impuesto por tonelada de contaminante un factor adicional consistente en el coeficiente de calidad del aire, resultando en la siguiente fórmula para su cálculo:

     Tij= CCAj×CSCpci×Pobj

     Dónde:

CCAj= Coeficiente de calidad del aire en la comuna “j”.”

c. Incorpóranse los siguientes incisos quinto y sexto, pasando el actual inciso quinto a ser séptimo, y así sucesivamente:

“El coeficiente de calidad del aire corresponderá a dos valores diferenciados dependiendo si la comuna “j” ha sido declarada zona saturada o zona latente: 

Coeficiente de

Calidad del Aire
Coeficiente

Zona Saturada
1.2

Zona Latente
1.1

Para efectos de la aplicación del coeficiente de calidad del aire, en caso que una zona saturada o zona latente incluya a una parte o fracción de una comuna, ésta será considerada en su totalidad como zona saturada o latente, respectivamente. Si una comuna es parte de distintas zonas, saturadas o latentes, primará el coeficiente aplicable a zona saturada.”.

d. Modifícase el inciso noveno, que pasa a ser undécimo, de la siguiente manera:

i.
 sustitúyese la expresión “determinará mediante decreto supremo”, por “publicará anualmente un listado de”.

ii.
 Incorpórase luego de la expresión “de este artículo” y antes del punto seguido, que pasa a ser punto aparte, las expresiones “y de las comunas que han sido declaradas como saturadas o latentes para efectos de este impuesto”.

iii.
Elimínase la frase “Dicho decreto deberá actualizarse anualmente.”.

e. Modifícase el inciso décimo, que pasa a ser duodécimo, de la siguiente manera:

i.
 Sustitúyense los vocablos “certificará” por “consolidará”; y “efectuadas” por “informadas”.

ii.
 Elimínase la siguiente oración, a continuación del punto seguido, que pasa a ser punto aparte: “La certificación podrá ser impugnada conforme lo dispuesto en el artículo 55 contenido en el artículo segundo de la Ley N° 20.417, suspendiéndose el giro del impuesto mientras el recurso no se encuentre totalmente resuelto.”.

f. Sustitúyese, en el inciso undécimo, que pasa a ser decimotercero, la frase “la metodología para determinar los factores de emisión-concentración por comuna, conforme a lo señalado en el inciso cuarto; asimismo,” por “las obligaciones y procedimientos relativos a la identificación de los contribuyentes afectos y”.

3. Intercálase, a contar de la fecha de vigencia del artículo 12, en la partida 00.36, incorporada por el ya citado artículo, y a continuación del punto seguido que se encuentra después de la palabra “análogos”, la siguiente oración: “También se acogerán a lo dispuesto en la presente partida las mercancías a que se refiere que hayan sido importadas por terceros para ser donadas a los Cuerpos de Bomberos o a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile referidos, y siempre que se lleve a cabo la donación en el plazo de tres meses contados desde la importación, de todo lo cual deberá dejarse constancia en el certificado respectivo.”.

4. Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:

a. Introdúcense las siguientes modificaciones a los artículos 81, 82 y 86 de la ley N° 20.712, sustituidos por el numeral 1):

i.
 Modifícase el artículo 81, que regla el tratamiento tributario para Fondos de Inversión y Fondos Mutuos, de la siguiente manera:

- Modifícase en el número 2), lo siguiente:

• Suprímese la expresión “A) o”.

• Sustitúyese las letras a) y b), por la siguiente letra a), pasando las actuales letras c) y d), a ser b) y c), respectivamente: 

“a) Rentas afectas a impuestos: Deberán registrar al término del año comercial respectivo, la suma de las rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional que mantenga el fondo. Dichas sumas corresponderán al monto que se determine anualmente, al término del año comercial que se trate, como la diferencia que resulte de restar a la suma de los beneficios netos percibidos según este concepto se define en el artículo 80 de esta ley, que se aplicará tanto a los Fondos Mutuos y Fondos de Inversión solo para fines tributarios, que se mantengan acumulados en el fondo y sea que se hayan capitalizado o no, el monto positivo de las sumas anotadas en el registro establecido en la letra b) siguiente. Las rentas de fuente extranjera incluidas en el registro de la letra d), se rebajarán de los beneficios netos únicamente cuando los fondos cumplan los requisitos establecidos en el numeral iii) de la letra B) del artículo 82 de esta ley.”.

• Agrégase, en la letra c), que pasa a ser b), a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “De este registro deberán rebajarse los gastos, costos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, según lo dispuesto en la letra e), del número 1, del artículo 33 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

• Sustitúyese, en el segundo párrafo de la letra d) que pasa a ser c), la expresión “letras A) y/o”, por la palabra “letra”. 

• Sustitúyese el tercer párrafo de la letra d) que pasa a ser c), por el siguiente: 

“El fondo deberá incorporar separadamente, como parte del saldo acumulado de crédito, el saldo de crédito contra impuestos finales por los impuestos pagados en el exterior determinados de acuerdo a lo establecido en los artículos 41 A y 41 C de la ley sobre Impuesto a la Renta, los que se asignarán en la forma allí señalada, sólo cuando correspondan a rentas que deban gravarse con impuesto, no así, en los casos establecidos en el numeral iii), de la letra B), del artículo 82. Para estos efectos, se considerará que el impuesto de primera categoría aplicado es aquel que hubiese correspondido a un contribuyente sujeto al régimen de la letra B, del artículo 14, de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

• Sustitúyese las letras e) y f), por la siguiente letra d): 

“d) Registro especial de rentas de fuente extranjera. Para efectos de lo dispuesto en el numeral iii) de la letra B) del artículo 82 de esta ley, los fondos que cumplan los requisitos establecidos en dicha norma, deberán llevar un registro para el control de las rentas o cantidades percibidas producto de las inversiones a que se refiere la citada norma. De este registro deberán rebajarse los gastos, costos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, aplicando la misma regla establecida en la letra e), del número 1, del artículo 33 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

- Sustitúyese, en el número 3), los párrafos primero y segundo, por el siguiente párrafo primero: 

“3) El reparto de toda suma proveniente de las utilidades generadas por el fondo, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota no imputada al capital, se gravará con los impuestos global complementario o adicional, salvo que correspondan a ingresos exentos, no constitutivos de renta, o la devolución del capital y sus reajustes. Dicho reparto se imputará a las cantidades que mantenga el fondo al término del ejercicio inmediatamente anterior, comenzando por aquellas cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional anotadas en el registro de la letra a), del número 2) anterior, y luego las anotadas en el registro señalado en la letra b), del mismo número, comenzando por las rentas exentas y luego los ingresos no constitutivos de renta. No obstante, las utilidades o beneficios distribuidos por los fondos que tengan inversiones en el exterior, conforme a lo dispuesto en el numeral iii) de la letra B) del artículo 82.-, se imputarán en primer lugar, a las rentas o cantidades anotadas en el registro establecido en la letra d) del número 2) anterior.”.

- Modifícase el número 10) de la siguiente manera: 

• Elimínase la letra a), pasando las letras b), c), d) y e), a ser a), b), c) y d), respectivamente.

• Sustitúyese en la letra d), que pasa a ser c), la expresión “el párrafo segundo del número 3)”, por “la letra a) del número 2)”.

• Sustitúyese en la letra e), que pasa a ser d), la expresión “se le atribuyan o”, por la palabra “le”.

ii. 
Modifícase el artículo 82 de la siguiente manera:

- Modifícase en la letra A), lo siguiente:

• Sustitúyense las letras a), b) y c), por la siguiente letra a), pasando la actual letra d) a ser b):

“a) Se afectarán con el impuesto de primera categoría o global complementario, sobre los beneficios o utilidades distribuidos por el fondo, con derecho a deducir el crédito establecido en el artículo 56 número 3), de acuerdo a lo dispuesto en los números 2) y 3) del artículo anterior, salvo que dichos beneficios o utilidades distribuidos por el fondo, resulten imputados a las cantidades anotadas en el registro a que se refiere la letra b) del número 2) del artículo anterior, en cuyo caso no se afectarán con impuesto alguno, considerándose en todo caso aquellos efectuados con cargo a las rentas exentas del impuesto global complementario, para efectos de la progresividad que establece el artículo 54 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

• Sustitúyese, en la letra d) que pasa a ser b), la expresión “sus rentas efectivas según contabilidad completa”, por “el impuesto de primera categoría sobre sus rentas efectivas”. 

- Modifícase en la letra B), lo siguiente:

• Sustitúyese el numeral i), por el siguiente:

“i) La remesa, distribución, pago, abono en cuenta o puesta disposición de las cantidades afectas al impuesto adicional proveniente de las inversiones de un fondo a estos contribuyentes, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital, estará afecta a un impuesto único a la renta del 10%, sin derecho a los créditos establecidos en el artículo 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, los que igualmente deberán rebajarse del registro establecido en la letra c) del número 2) del artículo anterior. No obstante, tratándose de la distribución de dividendos, cuando éstos correspondan a las partidas señaladas en el registro de la letra b) del número 2) del artículo anterior, quedarán liberados de la referida tributación, salvo que se trate de rentas exentas sólo del impuesto global complementario. Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo y sus reajustes, o su rescate con ocasión de la liquidación del fondo, no se afectarán con la referida tributación y dichas operaciones se sujetarán al orden de imputación establecido en el artículo 17 número 7º de la ley sobre Impuesto a la Renta, en relación con el artículo 14 letra B) de la misma ley. Para estos efectos, los fondos de inversión considerarán como utilidades de balance o financieras el saldo acumulado de aquellas rentas o cantidades señaladas en la letra a), del número 2, del artículo anterior, imputándose para efectos de la tributación que establece este artículo, con anterioridad al capital y sus reajustes.

En los casos del párrafo anterior, será obligación de la administradora determinar si los beneficios distribuidos corresponden a cantidades tributables o no tributables según corresponda, debiendo observar los órdenes de imputación señalados en el número 3) del artículo anterior, y, tratándose de la devolución de capital o rescate en su caso, poner a disposición de los aportantes los certificados que correspondan dentro de los plazos que permitan por parte de éstos el cumplimiento oportuno de sus obligaciones tributarias.”.

• En el tercer párrafo del numeral iii), sustitúyese la expresión “los registros b) y c)”, por “el registro de la letra b)”.

• En el tercer párrafo del numeral iii), agrégase, a continuación de la expresión “referida tributación”, la siguiente: “, salvo que se trate de rentas exentas sólo del impuesto global complementario”.

iii.
 Modifícase el artículo 86 de la siguiente manera:

- Suprímese el párrafo segundo de la letra A).

b. Elimínase el numeral 2). 

c. Agrégase en el numeral 4), a continuación de la expresión “14;”, lo siguiente: “14 ter;”.

d. Agrégase en el numeral 6), a continuación de la expresión “14;”, lo siguiente: “14 ter;”.

e. Agrégase, en el numeral 7), a continuación de la expresión “14;”, lo siguiente: “14 ter;”.

5. Modifícase el artículo tercero transitorio, a partir del 1 de enero de 2016, en el siguiente sentido:

a. Modifícase el numeral I.- del modo siguiente: 

i.
 Modifícase la letra a) del número 1.-, de la siguiente manera:

- Agrégase el siguiente párrafo segundo al numeral i): 

“No obstante lo anterior, determinarán a contar del 1 de enero de 2017, un saldo total de utilidades tributables que considerará la suma de todas las utilidades que se mantengan en el Fondo de Utilidades Tributables. También se determinará un saldo total de crédito e incremento por impuesto de primera categoría a que se refieren los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, que hubiere afectado a tales sumas, y separadamente un saldo de crédito total disponible contra los impuestos finales según disponen los artículos 41 A y 41 C de dicha ley, distinguiendo en todo caso si los créditos señalados dan derecho a devolución o no.”.

- Sustitúyese en el numeral iii) la conjunción “y”, que antecede a la expresión “las que se afectaron”, por “, incluyendo dentro de éstas,”.

- Sustitúyese el numeral vi), por el siguiente: 

“vi) El monto que se determine por la diferencia que resulte de restar al valor positivo del capital propio tributario; el monto positivo de las sumas que se determinen conforme a los numerales i) al iii) anteriores y el valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores, reajustados de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes de noviembre de 2016. Para estos efectos se considerará el valor del capital propio tributario determinado de acuerdo al número 1 del artículo 41 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

ii. 
Modifícase la letra b) del número 1.-, en el siguiente sentido:

- Sustitúyase, en el numeral i), la expresión “y iii)” por “al vi)” y agrégase, a continuación del guarismo “2016”, lo siguiente: “, y las normas que se indican en la presente ley.”.

- Sustitúyese el numeral ii), por los siguientes numerales ii) y iii):

“ii) Para determinar al término de cada año comercial las rentas o cantidades a que se refiere la letra a) del número 2.- de la letra B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 1 de enero de 2017, deberá descontarse del valor positivo del capital propio tributario determinado conforme al número 1 del artículo 41 de la ley sobre Impuesto a la Renta al cierre del ejercicio: 1) el saldo que se mantenga en el registro señalado en la letra c), del número 2.- de la letra B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta; 2) el valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores, reajustados de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes anterior al término del ejercicio respectivo; 3) el saldo de inversiones que se mantenga en el registro que establece el inciso segundo de la letra b), del número 3, de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto al 31 de diciembre de 2016, indicado en el numeral ii) de la letra a) precedente; y 4) el saldo que se mantenga en el Fondo de Utilidades No Tributables indicado en el numeral iii) de la letra a) anterior, y que para todos los efectos se considerará formando parte del registro señalado en la letra c), del número 2.- de la letra B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, conforme se indica en el numeral siguiente.

iii) La suma del saldo total de las utilidades tributables acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables a que se refiere el inciso segundo del numeral i) y las cantidades indicadas en el numeral vi), ambas de la letra a) anterior, se entenderán incorporadas a contar del 1 de enero de 2017 al registro establecido en la letra a), del número 2 de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, considerándose como un remanente proveniente del ejercicio anterior. En todo caso, estos contribuyentes, así como aquellos sujetos a las disposiciones de la letra A), del referido artículo 14, mantendrán igualmente el control separado del saldo total de las utilidades tributables acumuladas en dicho Fondo de Utilidades Tributables, para efectos de determinar la tasa de crédito a que se refieren los numerales i) y ii), de la letra c) siguiente. 

El saldo total de los créditos a que se refieren los artículos 56 número 3) y 63, y el saldo de crédito total disponible contra los impuestos finales establecido en el artículo 41 A y 41 C, todos de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, a que se refiere el inciso segundo del numeral i) de la letra a) anterior, se incorporarán separadamente cada uno de ellos, a contar del 1 de enero de 2017, en el saldo acumulado de créditos establecido en la letra d), del número 4., de la letra A), y en la letra d), del número 2. de la letra B), ambas del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta. Además, en todos los casos deberá distinguirse aquella parte de dichos créditos cuyo excedente da derecho a devolución o no.

Dichos saldos de utilidades tributables, créditos e incrementos por impuesto de primera categoría, así como el saldo de crédito total disponible contra los impuestos finales, se determinará, al término de cada año comercial, con las utilidades, créditos e incrementos provenientes del Fondo de Utilidades Tributables que deban mantener y controlar con motivo de una conversión, división o fusión de empresas o sociedades efectuadas a partir del 1 de enero de 2017, y en el caso de empresas sujetas al régimen de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, además, con las utilidades, créditos e incrementos provenientes del Fondo señalado que correspondan por retiros, dividendos o participaciones que se perciban desde otras empresas o sociedades a partir de la misma fecha.

Las cantidades indicadas en el numeral iii), de la letra a) anterior, se entenderán incorporadas a contar del 1 de enero de 2017, al registro establecido en la letra c), del número 4. de la letra A), o al registro de la letra c), del número 2. de la letra B), ambas del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, como rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional, o ingresos no constitutivos de renta, según corresponda, considerándose como un remanente proveniente del ejercicio anterior. Se incluirán como ingresos no constitutivos de renta, las cantidades que se afectaron con el impuesto de primera categoría en carácter de único.

Las cantidades indicadas en el numeral v) de la letra a) anterior, se entenderán incorporadas a contar del 1 de enero de 2017, al registro de la letra b), del número 4. de la letra A), o al registro de la letra b), del número 2. de la letra B), ambas del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, considerándose como un remanente proveniente del ejercicio anterior.”.

iii.
 Sustitúyese la letra c) del número 1.-, por la siguiente: 

“c) Los retiros, remesas o distribuciones que se efectúen a contar del 1 de enero de 2017, se imputarán en la forma establecida en las letras A) o B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, considerando además lo siguiente:

i) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, los retiros, remesas o distribuciones se imputarán al término del año comercial respectivo comenzando por aquellas cantidades que se mantengan en el registro de la letra a), del número 4. de la referida letra A). A continuación, el exceso se imputará a las cantidades que se mantengan en el registro de la letra b) del número 4. de la letra A) del artículo 14; y posteriormente a las cantidades anotadas en el registro de la letra c), de dicho número, comenzando por las rentas exentas y luego los ingresos no constitutivos de renta. Para los efectos referidos anteriormente, el saldo o remanente positivo o negativo de todas las cantidades señaladas, se reajustará de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes precedente al término del ejercicio anterior y el mes anterior al del término del ejercicio respectivo.

Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten afectos a los impuestos global complementario o adicional, sea porque resultan imputados a cantidades gravadas que se mantengan en el registro de la letra b) del número 4. de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, o bien, porque no resultan imputados a ninguno de los registros referidos, tendrán derecho al crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, que se mantengan en el saldo acumulado de créditos establecido en la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14. Se asignará en primer término, hasta agotarlo, el saldo de crédito que se genere sobre rentas gravadas a contar del 1 de enero de 2017, en la forma señalada en el número 5, de la letra A), del artículo 14, y luego el saldo de este crédito que se mantenga acumulado conforme a lo indicado en el inciso segundo, del numeral i), de la letra a) anterior y el numeral iii), de la letra b) precedente, el que se asignará con una tasa que se determinará anualmente al inicio del ejercicio respectivo, multiplicando por cien, el resultado de dividir el saldo total del crédito por impuesto de primera categoría acumulado al término del ejercicio inmediatamente anterior, por el saldo total de las utilidades tributables que se mantengan en el Fondo de Utilidades Tributables para este efecto a la misma fecha. Con todo, dicha tasa de crédito no podrá exceder de la que se determine conforme al número 5, de la letra A), del artículo 14. El crédito así determinado se rebajará del saldo acumulado de este crédito que se mantenga anotado separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, hasta agotarlo, comenzando por el crédito cuyo excedente da derecho a devolución y luego por aquel que no otorga tal derecho. Del saldo de utilidades tributables, se rebajará una cantidad equivalente al monto del retiro o distribución sobre el cual se hubiese otorgado este crédito, y se sumará el monto que deba incorporarse con motivo de reorganizaciones empresariales cuando provengan de otros Fondos de Utilidades Tributables, ello para los efectos de recalcular la tasa de crédito a que se refiere este párrafo aplicable para el ejercicio siguiente, y así sucesivamente.

El crédito contra impuestos finales que hubiera correspondido sobre las utilidades tributables acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables, se asignará conforme a lo dispuesto en los artículos 41 A letra A), 41 C, 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, esto es, se considerará distribuido a los comuneros, accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las distribuciones, remesas o retiros afectos a los impuestos global complementario o adicional. Para este efecto, la distribución del crédito se efectuará aplicando una tasa de crédito de 8% sobre una cantidad tal, que al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente al retiro o distribución previamente incrementado en el monto del crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63 determinado de la forma señalada en el párrafo anterior. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al saldo de crédito contra impuestos finales que se mantenga registrado separadamente en el saldo acumulado de créditos.

Cuando corresponda aplicar el crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados en los dos párrafos anteriores, tratándose de las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas, se agregará en la base imponible de los impuestos global complementario o adicional un monto equivalente a dichos créditos para determinarla. En estos casos, cuando las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas tengan derecho al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3) y 63, éste se calculará en la forma señalada, sobre el monto de los retiros, remesas o distribuciones, más el crédito contra los impuestos finales de que trata este numeral.

De la misma manera señalada anteriormente se procederá cuando conforme al número 4, del artículo 74 de la ley sobre Impuesto a la Renta deba practicarse la retención, declaración y pago del impuesto adicional sobre los retiros, remesas o distribuciones que resulten gravadas con dicho impuesto.

ii) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, los retiros, remesas o distribuciones se imputarán considerando el remanente proveniente del ejercicio inmediatamente anterior de las cantidades anotadas en los registros señalados en las letras a), b) y c), del número 2. de la letra B), de dicho artículo 14, y de acuerdo a las reglas que allí se establecen, considerándose como parte del remanente proveniente del ejercicio anterior de dichos registros las cantidades señaladas en la letra a) precedente, según corresponda.

Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten imputados a rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional, sea porque resultan imputados a cantidades gravadas que se mantengan en los registros de las letras a) o b), del número 2. de la letra B) del artículo 14, o bien, porque no resultan imputados a ninguno de los registros referidos, tendrán derecho al crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, todos de la ley sobre Impuesto a la Renta que se mantengan en el saldo acumulado de créditos establecido en la letra d), del número 2., de la letra B del artículo 14. Se asignará en primer término, hasta agotarlo, el saldo de crédito que se genere sobre rentas gravadas a contar del 1 de enero de 2017, en la forma señalada en el número 3, de la letra B), del artículo 14, y luego el saldo de este crédito que se mantenga acumulado conforme a lo indicado en el inciso segundo, del numeral i), de la letra a) anterior y el numeral iii), de la letra b) precedente, el que se asignará con una tasa que se determinará anualmente al inicio del ejercicio respectivo, multiplicando por cien, el resultado de dividir el saldo total del crédito por impuesto de primera categoría acumulado al término del ejercicio inmediatamente anterior, por el saldo total de las utilidades tributables que se mantengan en el Fondo de Utilidades Tributables para este efecto a la misma fecha. Con todo, dicha tasa de crédito no podrá exceder de la que se determine conforme al número 3, de la letra B), del artículo 14. El crédito así determinado se rebajará del saldo acumulado de este crédito que se mantenga anotado separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, hasta agotarlo, comenzando por el crédito cuyo excedente da derecho a devolución y luego por aquel que no otorga tal derecho. Del saldo de utilidades tributables, se rebajará una cantidad equivalente al monto del retiro o distribución sobre el cual se hubiese otorgado este crédito y se sumará el monto de los retiros o dividendos percibidos o demás cantidades que deban incorporarse con motivo de reorganizaciones empresariales, cuando provengan de otros Fondos de Utilidades Tributables, ello para los efectos de recalcular la tasa de crédito a que se refiere este párrafo aplicable para el ejercicio siguiente, y así sucesivamente.

El crédito contra impuestos finales que hubiera correspondido sobre las utilidades tributables acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables, se asignará conforme a lo dispuesto en los artículos 41 A, 41 C, 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, esto es, se considerará distribuido a los comuneros, accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las distribuciones, remesas o retiros de utilidades afectas a los impuestos global complementario o adicional. Para este efecto, la distribución del crédito se efectuará aplicando una tasa de 8% sobre una cantidad tal que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente al retiro o distribución previamente incrementado en el monto del crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63 determinado de la forma señalada en el párrafo anterior. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al saldo de crédito contra impuestos finales que se mantenga registrado separadamente en el saldo acumulado de créditos.

Cuando corresponda aplicar el crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados en los dos párrafos anteriores, tratándose de las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas, se agregará en la base imponible de los impuestos global complementario o adicional un monto equivalente a dicho crédito para determinar la renta del mismo ejercicio. En estos casos, cuando las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas tengan derecho al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3) y 63, éste se calculará en la forma señalada, sobre el monto de los retiros, remesas o distribuciones, más el crédito contra los impuestos finales de que trata este numeral. De la misma manera señalada anteriormente se procederá cuando conforme al número 4, del artículo 74 de la ley sobre Impuesto a la Renta deba practicarse la retención, declaración y pago del impuesto adicional sobre los retiros, remesas o distribuciones que resulten gravados con dicho impuesto.”.

iv.
 Incorpórase en el número 2.-, el siguiente párrafo final: 

“Para los efectos señalados, las devoluciones de capital que se efectúen a contar del 1 de enero de 2017, se sujetarán a lo dispuesto en el número 7, del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta vigente a contar de esa fecha, pero las sumas retiradas, remesadas o distribuidas por estos conceptos se imputarán en primer término a las cantidades que se mantengan anotadas como saldo en el registro señalado en el numeral ii), de la letra a) del número 1 anterior, el que se reajustará de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectuó el aporte o aumento de capital y el mes anterior a la devolución de capital, o al término del ejercicio respectivo, según corresponda.”.

v. 
Modifícase el número 4.- de la siguiente manera:

- Reemplázase el párrafo segundo, por el siguiente:

“Sobre los retiros que se mantengan en exceso al 31 de diciembre de 2016, los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, junto con aplicar las reglas precedentes, cuando corresponda, deberán mantener el registro y control de estas partidas así como de los propietarios o socios, o cesionarios en su caso, que efectuaron tales retiros, imputándose a continuación de los retiros, remesas o distribuciones efectuados durante el ejercicio, a las cantidades señaladas en las letras a), b) y c), del número 4.- de la letra A), del referido artículo 14, en ese mismo orden. Cuando resulten imputados a las cantidades que se mantengan en el registro de la referida letra b), se afectarán con los impuestos global complementario o adicional, con derecho al crédito y con el incremento que establecen los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, considerando además las reglas establecidas en el presente artículo. En caso que aún persista un exceso, éste se imputará en el ejercicio siguiente, o subsiguientes, y así sucesivamente, hasta agotar el saldo de dichos retiros en exceso.”.

- Reemplázase el párrafo tercero, por el siguiente:

“En el caso de los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, junto con aplicar las reglas del párrafo primero de este número, cuando corresponda, deberán mantener el registro y control de estas partidas, así como de los propietarios o socios que efectuaron dichos retiros, o sus cesionarios en su caso, imputándose a continuación de los retiros, remesas o distribuciones efectuados durante el ejercicio, a las rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional que se generen o perciban en el ejercicio respectivo, que se mantengan en el registro a que se refiere la letra a), del número 2., de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, afectándose por tanto con los referidos tributos, con derecho al crédito y con el incremento que establecen los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, considerando además las reglas establecidas en el presente artículo. En caso que aún persista un exceso, éste se imputará a las cantidades anotadas en el registro a que se refiere la letra b), del número 2.- de la letra B), del artículo 14 de la misma ley, en cuyo caso, también se gravarán en la forma indicada precedentemente con derecho a los créditos señalados, y luego a las de la letra c), del mismo número 2.-, y así sucesivamente, hasta agotar el saldo de dichos retiros en exceso.”.

- Agrégase en el párrafo quinto, a continuación de la palabra “subsiste” y antes del punto seguido, la siguiente expresión: “, siendo responsable por los mismos quién hubiere efectuado los retiros en exceso, o su cesionario, de acuerdo a las reglas precedentes. En caso que la continuadora o la que nace de la división resulte ser una sociedad anónima o una sociedad en comandita por acciones, por la participación que corresponda a los accionistas, dicha sociedad deberá pagar el impuesto del inciso primero del artículo 21 en el o en los ejercicios en que corresponda de acuerdo a las reglas anteriores, por los retiros en exceso que existan al momento de la conversión, división o fusión respectiva.”.

vi. 
Modifícase el número 9.- de la siguiente manera:

- Modifícase el párrafo primero de la letra a), como se señala a continuación:

• Sustitúyese la letra “f)” por la letra “d)”; 

• Incorpórase antes de la expresión “numeral i)”, la expresión “párrafo segundo del”.

• Agrégase, a continuación de la expresión “de la letra a),” la expresión “y el numeral iii), de la letra b), ambas”; y agrégase a continuación de la palabra “señaladas”, la expresión “y de acuerdo al numeral i), de la letra c), del número 1 anterior, según corresponda”.

- Modifícase el párrafo segundo de la letra a), como se señala a continuación:

• Suprímese la frase “la cantidad mayor que se determine entre el saldo acumulado de las utilidades tributables a que se refiere el numeral i), de la letra a), del número 1.- anterior, y”.

• Agrégase la palabra “positivo” a continuación de la expresión “valor”, la primera vez que aparece.

• Suprímese la expresión “, según su valor”. 

• Agrégase en el numeral i), a continuación del guarismo “14”, la expresión “, registro este último que incluye las cantidades a que se refiere el numeral iii), de la letra a), del número 1 anterior”.

• Agrégase en el numeral ii), a continuación de la palabra “giro”, la frase: “, incluidas dentro de ellas las rentas o cantidades que se mantengan de acuerdo al numeral ii), de la letra a), del número 1.- anterior, al término de giro”.

• Suprímese el numeral iii).

- Sustitúyese el párrafo tercero de la letra a), que comienza con “Tratándose de rentas atribuidas”, por el siguiente: 

“Los propietarios, comuneros, socios o accionistas respectivos, tendrán derecho al crédito establecido en los artículos 56 número 3) y 63, asignado sobre dichas sumas, en la forma establecida en la letra d), del número 4, y el número 5, ambos de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 1 de enero de 2017, y el crédito que se determine conforme a lo indicado en el numeral i), de la letra c), del número 1 anterior. Cuando corresponda aplicar el crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados anteriormente, ambos incorporados separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14, tratándose de las cantidades atribuidas al término de giro, se agregará en la base imponible de los impuestos global complementario o adicional respectivos, un monto equivalente a dicho crédito para determinar la renta del mismo ejercicio, o la sujeta a la reliquidación que permite el artículo 38 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

- Modifícase la letra b) de la siguiente manera:

• Sustitúyese el encabezado del párrafo segundo, por el siguiente: “Tales cantidades corresponden a las diferencias positivas que se determinen entre el valor positivo del capital propio tributario del contribuyente a la fecha de término de giro de acuerdo a lo dispuesto en el número 1 del artículo 41, más los retiros en exceso a que se refiere el numeral iv), de la letra a), del número 1.- anterior, que se mantengan a esa fecha, y las siguientes cantidades:”.

• Reemplázase, en el numeral i) del párrafo segundo, la letra “a)” por “c)”.

• Intercálase en el numeral i) del párrafo segundo, a continuación del número “14”, la siguiente frase: “, registro este último que incluye las cantidades a que se refiere el numeral iii), de la letra a), del número 1 anterior”.

• Intercálase en el numeral ii) del párrafo segundo, a continuación de la palabra “giro”, la siguiente frase: “, incluidas dentro de ellas las rentas o cantidades que se mantengan de acuerdo al numeral ii), de la letra a), del número 1.- anterior, al término de giro.”.

• Elimínase, en el numeral ii) del párrafo segundo, la expresión final “; y”.

• Suprímese el numeral iii) del párrafo segundo.

• Sustitúyese el párrafo tercero, por el siguiente: 

“Estos contribuyentes tributarán por esas rentas o cantidades incrementadas en una cantidad equivalente al crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados anteriormente, ambos incorporados separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, con un impuesto del 35%. Contra este impuesto, podrá deducirse el saldo de crédito establecido en la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14. No obstante lo anterior, tratándose del saldo acumulado de crédito establecido en el numeral ii), de dicha letra, el referido crédito se aplicará sólo hasta un 65% de su monto. También tendrán derecho al crédito a que se refiere el párrafo segundo del numeral i), de la letra a), y el numeral iii) de la letra b), ambas del número 1 anterior, asignado en la forma señalada en el numeral ii), de la letra c), del referido número 1.”.

• Sustitúyese, en el párrafo cuarto, las letras “f)” y “b)”, por las letras “d)” y “d)”, respectivamente.

• Agrégase, en el párrafo cuarto, a continuación de la expresión “letra A), y”, la expresión “el numeral ii), de”.

• Incorpórase en el párrafo cuarto, a continuación de la palabra “referido”, la expresión “, según corresponda”.

vii.
 Modifícase el número 10.- de la siguiente manera:

- Agrégase en el párrafo primero, a continuación del guarismo “2017”, la siguiente expresión: “, dentro de los meses de junio a diciembre de 2016, cumpliendo los requisitos señalados en las normas referidas”.

- Suprímese el párrafo segundo.

- Intercálase en el párrafo tercero, que pasa a ser segundo, a continuación de la expresión “Código Tributario”, las expresiones “y hasta el término del año comercial 2016 cuando esta última sea una fecha posterior”.

- Intercálase en el párrafo tercero, que pasa a ser segundo, a continuación de la palabra “correspondiente”, lo siguiente: “, o bien, en una declaración complementaria que deberán presentar para tal efecto”.

b. Modifícase el numeral III.- del artículo tercero transitorio:

i.
 Modifícase el número 2), en el siguiente sentido: 

- Reemplázase la oración “íntegramente retiradas, remesadas o distribuidas dichas cantidades al término del ejercicio anterior al ingreso al régimen simplificado, para afectarse con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, aplicándose al efecto las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto vigente a esa fecha”, por “dichas cantidades como parte del ingreso diferido a que se refiere el número 2, de la letra A), del artículo 14 ter”.

- Incorpórase los siguientes párrafos segundo, tercero y cuarto: 

“De esta manera, las empresas que se incorporan al régimen establecido en la letra A) del artículo 14 ter a partir del 1 de enero de 2017, considerarán como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario determinado a esa fecha más los retiros en exceso que mantengan conforme al numeral iv), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior, y las cantidades que se indican a continuación: 

i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al cambio de régimen. 

ii) Las cantidades anotadas en el Fondo de Utilidades No Tributables a que se refiere el numeral iii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. 

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3) y 63, que se mantenga en el saldo del Fondo de Utilidades Tributables a esa fecha, y el crédito que se mantenga en el registro de reinversiones de que trata el numeral ii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. Tales créditos, considerados como un saldo total, podrán seguir siendo imputados al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de la letra A) del artículo 14 ter. Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni se tendrá derecho a su devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. 

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. El señalado ingreso diferido no se considerará para los efectos de lo dispuesto en el artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

ii.
 Incorpórase, los siguientes números 5), 6), 7) y 8) nuevos:

“5) Para todos los efectos legales, se entenderá que los contribuyentes sujetos al régimen de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, han registrado al término del año comercial respectivo un capital propio tributario equivalente al monto de la base imponible que determinen en la misma oportunidad conforme al número 3, de la letra A), del referido artículo, o bien, a su elección, aquel que determinen de acuerdo al número 1, del artículo 41 de la ley sobre Impuesto a la Renta a la misma fecha, el que se acreditará fehacientemente según un balance practicado al efecto.

6) Los contribuyentes que se encuentren obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa, sujetos al régimen de las letras A) o B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, a contar del 1 de enero de 2017, que mantengan un saldo de utilidades no retiradas, ni remesadas o distribuidas pendientes de tributación con los impuestos global complementario o adicional, determinadas conforme a lo dispuesto en la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, y opten con posterioridad a la fecha señalada por acogerse a las disposiciones del artículo 14 ter letra A), deberán considerar dichas cantidades como parte del ingreso diferido a que se refiere el número 2, de la letra A), del artículo 14 ter.

a) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14, considerarán como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario determinado a esa fecha más los retiros en exceso que mantengan conforme al numeral iv), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior, y las cantidades que se indican a continuación: 

i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al cambio de régimen. 

ii) Las cantidades anotadas en los registros que establecen las letras a) y c) del número 4 de la letra A) del artículo 14, que incluyen las cantidades señaladas en el numeral iii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. 

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 4.-, de la letra A), del artículo 14 y el crédito que se mantenga en el registro de reinversiones de que trata el numeral ii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. Tales créditos, considerados como un saldo total, podrán seguir siendo imputados al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen del artículo 14 ter letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. 

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. 

b) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra B), del artículo 14, deberán considerar como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario determinado a esa fecha más los retiros en exceso que mantengan conforme al numeral iv), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior, y las cantidades que se indican a continuación: 

i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el último mes del año anterior al cambio de régimen.  

ii) Las cantidades anotadas en el registro que establece la letra c), del número 2.-, de la letra B) del artículo 14, que incluye las cantidades señaladas en el numeral iii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. 

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2.-, de la letra B), del artículo 14 y el crédito que se mantenga en el registro de reinversiones de que trata el numeral ii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. Tales créditos, considerados como un saldo total, podrán seguir siendo imputados al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen del artículo 14 ter letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. En todo caso, el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14, se imputará sólo hasta alcanzar un 65% de su monto.

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. 

En los casos señalados en las letras a) y b) de este número, el ingreso diferido no se considerará para los efectos de lo dispuesto en el artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.
 

7) Normas sobre término de giro aplicables durante el año comercial 2016.

Los contribuyentes acogidos a las disposiciones de la letra A), del artículo 14 ter, aplicarán las siguientes normas al término de giro que se efectúe durante el año comercial 2016, sea que se haya declarado por el contribuyente o cuando el Servicio por aplicación de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 69 del Código Tributario, pueda liquidar o girar los impuestos correspondientes.

Deberán practicar para los efectos de la ley sobre Impuesto a la Renta, un inventario final en el que registrarán los siguientes bienes:

i) Aquellos que formen parte de su activo realizable, valorados según costo de reposición.

ii) Los bienes físicos de su activo inmovilizado, a su valor actualizado al término de giro, ello conforme a los artículos 31, número 5º, y 41, número 2º, aplicando la depreciación normal.

La diferencia de valor que se determine entre la suma de las partidas señaladas en los numerales i) y ii) precedentes y el monto de las pérdidas determinadas conforme a la ley sobre Impuesto a la Renta al término de giro, se considerará retirada, remesada o distribuida a los propietarios, comuneros, socios o accionistas de dichas empresas, para afectarse con el impuestos global complementario o adicional, según corresponda, en la proporción en que participen en las utilidades de la empresa, sin derecho al crédito de los artículos 56, número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta. 

El empresario, comunero, socio o accionista podrá optar por declarar las rentas o cantidades que le correspondan a la fecha de término de giro, como afectas al impuesto global complementario del año del término de giro, aplicando una tasa de impuesto global complementario equivalente al promedio de las tasas más altas de dicho impuesto que hayan afectado al contribuyente en los 6 ejercicios anteriores al término de giro. Si la empresa hubiera existido sólo durante el ejercicio en el que se le pone término de giro, entonces las rentas o cantidades indicadas tributarán como rentas del ejercicio según las reglas generales. 

El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se adjudiquen los dueños, comuneros, socios o accionistas de las empresas de que trata este número, en la disolución o liquidación de las mismas a la fecha de término de giro, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta a tal fecha, cuestión que la empresa certificará en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución al adjudicatario respectivo. En dicha adjudicación no corresponde la aplicación de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario y en el inciso cuarto, del número 8, del artículo 17, de la ley sobre Impuesto a la Renta.

No constituirá renta durante el año comercial 2016, la adjudicación de bienes que se efectúe en favor del propietario, comunero, socio o accionista con ocasión de la liquidación o disolución de una empresa o sociedad, en tanto, la suma de los valores tributarios del total de los bienes que se le adjudiquen, no exceda del capital que haya aportado a la empresa, determinado en conformidad al número 7 del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta, más las rentas o cantidades que le correspondan en la misma, al término de giro. El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se le adjudiquen, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la presente ley al término de giro de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 bis, de la misma ley. 

8) Opciones de tributación sobre el saldo de utilidades tributables acumuladas al término del año comercial anterior a aquel en que se incorporan al régimen simplificado.

Las empresas que se hubieren acogido al régimen simplificado de tributación, establecido en la letra A) del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, a contar del 1 de enero de 2015, o bien, se acojan a dicho régimen a partir del 1 de enero del año 2016, podrán optar por aplicar en reemplazo de lo establecido en la letra a), del número 2.-, de la letra A), del artículo 14 ter de acuerdo a su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, una de las siguientes alternativas:

a) Podrán considerar como un ingreso diferido las rentas o cantidades que se mantengan pendientes de tributación y se determinen conforme a lo dispuesto en el número 2, de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, respectivamente, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016.

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute.

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, a que tienen derecho las utilidades acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables y en el Fondo de Utilidades Reinvertidas. Tal crédito podrá seguir siendo imputado al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de la letra A) del artículo 14 ter. Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni se tendrá derecho a su devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. El ingreso diferido no se considerará para los efectos de lo dispuesto en el artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

b) Podrán optar por aplicar lo dispuesto en el número 11, del numeral I.-, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, con las siguientes modificaciones:

i) El referido tributo se podrá declarar y/o pagar, según corresponda, hasta el 30 de abril de 2016, sobre el saldo de las utilidades tributables no retiradas o distribuidas al término del año comercial 2014 o 2015 que se mantengan pendientes de tributación en el Fondo de Utilidades Tributables y en el Fondo de Utilidades Reinvertidas, a que se refieren las letras a) y b) inciso segundo, ambas del número 3, de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, conforme sea el caso, reajustadas de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior a aquel en que se declare y pague el impuesto respectivo.

ii) No se aplicará la limitación que establecía la letra b), del número 1., referido número 11, respecto de las utilidades que pueden sujetarse al pago de este impuesto especial. Por tanto, no se considerará para estos efectos el monto promedio anual total de los retiros, remesas o distribuciones que hayan efectuado los propietarios, comuneros, socios o accionistas de la empresa.

iii) Las empresas, comunidades y sociedades que desde el 1 de enero de 2015 se encuentren conformadas exclusivamente por personas naturales contribuyentes del impuesto global complementario, que hayan iniciado actividades con anterioridad al 1 de enero de 2014, podrán aplicar la tasa que establece el número 3.-, del referido número 11. 

El impuesto, en este caso, se aplicará con una tasa equivalente al promedio ponderado, de acuerdo a la participación que cada socio, comunero o accionista mantenga en la empresa al 31 de diciembre de 2014 o de 2015, según corresponda, de las tasas más altas del impuesto global complementario que les haya afectado en los últimos 3 años tributarios, según sea el caso.

Con todo, sólo podrá aplicarse la tasa de 32% que establece el número 11, del numeral I.-, de este artículo, cuando se hubieren cedido los derechos, cuotas o acciones respectivas, a contar del 1 de diciembre de 2015.

c) La opción de que trata este número deberá ser manifestada de manera expresa por los contribuyentes referidos, en la forma que establezca el Servicio mediante resolución. Si se hubieren incorporado al régimen de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta a contar del 1 de enero de 2015, podrán ejercer retroactivamente la opción referida hasta el 30 de abril de 2016. Quiénes se acojan a contar del 1 de enero de 2016, podrán ejercer la opción hasta el 30 de abril de 2016.

En caso que se ejerciere expresamente una de las opciones referidas, ésta resultará obligatoria a partir de dicho ejercicio. Si no se ejerciere ninguna de las opciones, vencido el plazo para hacerlo, se entenderán aplicables las normas del número 2, de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016. 

Cuando ejercieren expresamente la opción de que trata la letra a) anterior, o bien, cuando declaren y paguen el impuesto sustitutivo referido en la letra b) precedente, en la forma y oportunidad señalada, los propietarios, comuneros, socios o accionistas de empresas que se hubieren acogido al régimen a contar del 1 de enero de 2015, y que hubieren considerado retiradas, remesadas o distribuidas dichas utilidades conforme a lo dispuesto en la letra a), del número 2.-, de la letra A), del artículo 14 ter, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, deberán rectificar su respectiva declaración de impuestos anuales a la renta correspondiente al año tributario 2015, excluyendo de ésta, total o parcialmente, según  el caso, tanto las rentas referidas como los créditos e incrementos que procedan sobre las mismas conforme a los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta. Efectuada dicha rectificación, deberán reintegrar las cantidades que hubieren percibido en exceso por tal motivo, reajustadas en la forma establecida en el inciso 6°, del artículo 97 de la referida ley. Cuando el propietario, comunero, socio o accionista respectivo no rectifique y reintegre las cantidades señaladas hasta dentro del mes de abril 2016, el Servicio podrá girar dichas cantidades sin más trámite, considerándose para todos los efectos legales como impuestos sujetos a retención. En estos casos, los intereses y multas que correspondan, se aplicarán a contar del mes de mayo de 2016. En caso que no deban reintegrar cantidad alguna, podrán solicitar en la forma y plazo establecida en el número 2, del artículo 126 del Código Tributario, la devolución de los impuestos que hubieren pagado en exceso por el motivo señalado, o de las sumas que le hubiera correspondido obtener conforme a la ley, en caso de no haber incluido dichas rentas y créditos. Aquellos propietarios, comuneros, socios o accionistas que no hubieren considerado las rentas como retiradas, remesadas o distribuidas en sus respectivas declaraciones de impuesto a la renta correspondiente al año tributario 2015, se liberarán de tal obligación con el ejercicio de la opción efectuada por la empresa, en la forma y plazo señalado, o sobre la proporción de las rentas acumuladas respecto de las cuales se declare y pague el impuesto sustitutivo, según corresponda.”.

c. Modifícase el numeral IV.- de la siguiente manera:

i. 
Agrégase, en el numeral 4), el siguiente párrafo final: 

“Con todo, los contribuyentes que al 31 de diciembre de 2015 se hubieren encontrado acogidos al régimen de tributación sobre renta presunta que establecen los artículos 20, número 1, letra b); 34 y 34 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a esa fecha, y en la misma oportunidad hubieren cumplido con todos los requisitos que establecían tales normas para mantenerse en el régimen, podrán continuar en él durante el año comercial 2016. Si al término del año comercial 2016, tales contribuyentes no cumplieren con uno o más de los requisitos establecidos en el artículo 34 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2016, deberán declarar sus impuestos correspondientes al año comercial 2016, sobre rentas efectivas sujetas al régimen de contabilidad completa, o bien, sujetos al régimen simplificado de la letra A), del artículo 14 ter, cuando cumplan los requisitos para tal efecto. Para ello, deberán dar aviso al Servicio de Impuestos Internos del régimen por el que opten entre el 1 de enero y el 30 de abril de 2017. Para estos efectos, se entenderá que los contribuyentes cumplen con el requisito establecido en el inciso cuarto, del número 1, del artículo 34 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2016, cuando a lo menos, lo cumplan a contar del 31 de diciembre de 2016.”.

ii.
 Incorpórase, en el número 4.- del numeral 6), a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “En estos casos, la tasación del valor comercial a que se refiere la letra d), del número 1.- anterior, se podrá efectuar hasta el 31 de diciembre de 2017, de acuerdo a su valor al 31 de diciembre de 2016.”.

d. Sustitúyase el párrafo primero del numeral V.-, por el siguiente: 

“Los contribuyentes que al 1 de enero de 2017 mantengan remanentes de créditos contra el impuesto de primera categoría por impuestos pagados en el extranjero, conforme a lo dispuesto en los artículos 41 A y 41 C de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, podrán deducirlo del impuesto de primera categoría que se determine por las utilidades obtenidas a partir del año comercial 2017 y siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación. Los contribuyentes deberán, en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del impuesto de primera categoría cubierto con el crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.-, de la letra D.- del artículo 41 A.”.

e. Sustitúyase el número 2 del numeral XIII por el siguiente:

“2) Las distribuciones que efectúe el Fondo a partir del 1º de enero de 2017, y en la medida que mantengan cantidades anotadas en los registros señalados en los numerales i), ii) y iii) del número 1 anterior, al 31 de diciembre de 2016, se imputarán a continuación de las cantidades anotadas en los registros a que se refieren las letras a) y b) del número 2 del artículo 81 de la ley N° 20.712, según su texto vigente a contar de esa fecha, o en su caso, de las cantidades señaladas en la letra d), del número y artículo referido, cuando corresponda. Una vez que las distribuciones hayan agotado el saldo de los registros señalados, se imputarán a los saldos de utilidades acumuladas al 31 de diciembre de 2016, de acuerdo al orden de imputación que establece el artículo 7° transitorio de la ley N° 20.712. Para determinar el saldo de las cantidades a que se refiere la letra a) del número 2 del artículo 81 de la ley N° 20.712, deberán rebajarse también de los beneficios netos percibidos acumulados en el Fondo, aquellos que correspondan a las cantidades anotadas en los registros señalados en los numerales i), ii) y iii), del número 1 anterior.”.

f. Modifícase el numeral XVI.- de la siguiente manera:

i.
 Elimínase, en el primer párrafo, la expresión “con domicilio o residencia en Chile”.

ii.
 Reemplázase, en el numeral iii) del primer párrafo, la expresión “hasta el 31 de diciembre de 2015”, por “hasta el 30 de junio de 2016”.

g. Modifícase el numeral XVIII.- de la siguiente manera:

i.
 Incorpórase el siguiente párrafo segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero: 

“La norma de control establecida en el artículo 41 F de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2015, no se aplicará cuando el deudor haya sido calificado como entidad financiera por el Ministerio de Hacienda hasta el 31 de diciembre de 2014, conforme a lo dispuesto en el artículo 59 número 1 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a la fecha señalada, y siempre que al término de cada año comercial se determine que al menos durante 330 días continuos o discontinuos, el 90% o más del total de los activos de dicha entidad corresponden a créditos otorgados o a bienes entregados en arrendamiento con opción de compra a personas o entidades no relacionadas. Para estos efectos, se considerarán los activos a su valor tributario de acuerdo a las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta, y se entenderá que existe relación cuando se cumplan las condiciones de los numerales iii), iv), v) o vi) del número 6 del referido artículo 41 F. No procederá la calificación referida, cuando la entidad sea considerada como filial, coligada, agencia u otro tipo de establecimiento permanente o como parte de un mismo grupo empresarial de personas o entidades constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida en al menos dos de los supuestos que establece el artículo 41 H. Con todo, el endeudamiento con entidades relacionadas e independientes no podrá durante el año comercial ser superior al 120 por ciento de los créditos otorgados o bienes entregados en arrendamiento con opción de compra. En caso de producirse un exceso que no se corrija en el plazo de 90 días contados desde su ocurrencia, se aplicará lo dispuesto en los incisos precedentes. Para estos efectos, la entidad que haya sido calificada de carácter financiero deberá informar al Servicio, en la forma y plazo que establezca mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos que establece este párrafo.”.

ii.
 Reemplázase el actual párrafo segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:

“Por su parte, las disposiciones del artículo 41 G de la ley sobre Impuesto a la Renta se aplicarán respecto de las rentas pasivas que deban computarse en el país, que hayan sido percibidas o devengadas por las respectivas entidades controladas a partir del 1 de enero de 2016. Los contribuyentes deberán aplicar además las siguientes normas para determinar el crédito imputable al respectivo impuesto de primera categoría durante el año comercial 2016:

i) El crédito corresponderá a los impuestos extranjeros pagados o adeudados, cuando corresponda, sobre tales utilidades o cantidades. 

ii) Los impuestos extranjeros pagados, adeudados o retenidos se convertirán a moneda nacional al cierre del ejercicio y de acuerdo al número 4 de la letra D) del artículo 41 G. 

iii) El monto consolidado de las rentas pasivas estará conformado por todas las utilidades y cantidades que correspondan de acuerdo al número 2 de la letra D) del artículo 41 G. Se deducirán todos los gastos directos o proporcionales que se consideren necesarios para producir la renta de acuerdo al artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta y en la forma que señala el referido artículo 41 G.

iv) El crédito así determinado se agregará a la renta líquida imponible de la empresa y se deducirá del impuesto de primera categoría respectivo. 

v) El excedente del crédito definido en los numerales anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el último día del mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.

vi) Al impuesto de primera categoría pagado con el crédito referido anteriormente se le aplicarán las normas del número 7 de la letra D) del artículo 41 A de la ley sobre Impuesto a la Renta, y se aplicarán las demás reglas señaladas en el párrafo segundo del número 4, de la letra B, del citado artículo 41 A.

vii) Las rentas pasivas consolidadas sujetas al artículo 41 G no formarán parte del límite establecido en el número 6 de la letra D) del referido artículo 41 A.

viii) Sin perjuicio de lo anterior, cuando corresponda deberá aplicarse lo dispuesto en el artículo 41 C, considerando para tal efecto las normas establecidas en la letra A), del artículo 41 A, ambos de la ley sobre Impuesto a la Renta. En tal caso, el crédito total disponible se imputará contra el impuesto de primera categoría y global complementario o adicional, de acuerdo a las reglas señaladas. Para tales efectos, se aplicará lo dispuesto en el citado artículo 41 C cuando exista un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente, con el país que haya aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.

6. Agrégase, al artículo quinto transitorio, los siguientes incisos segundo y tercero:

“Los contribuyentes que se acojan al artículo 14 ter letra A) de la ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho al beneficio de postergación de pago desde que inicien sus actividades en el régimen de tributación simplificada, sin perjuicio de la excepción contenida en el artículo 64 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.

Tratándose de contribuyentes que opten por este beneficio en el ejercicio en que inicien sus actividades, su capital efectivo no podrá ser superior a 60.000 unidades de fomento, según el valor de ésta al primer día del mes de inicio de las actividades.”.

7. Sustitúyese, en el artículo sexto transitorio, la expresión “a las transferencias de inmuebles que se efectúen en virtud de un contrato de arrendamiento con opción de compra celebrado con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia señalada,” por la siguiente: “a las cuotas de un contrato de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, ni a las transferencias de inmuebles que se efectúen en virtud de dichos contratos en la medida que hayan sido celebrados con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia señalada y”.

8. Agrégase en el artículo séptimo transitorio, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente expresión: “Estarán también exentas del impuesto al valor agregado, en el caso de bienes corporales inmuebles nuevos que cuenten con el permiso de construcción a la fecha señalada, la venta u otras transferencias de dominio, incluido el contrato de arriendo con opción de compra, que se graven como consecuencia de estas modificaciones siempre que respecto de tales bienes se haya ingresado, al 1 de enero de 2017, la solicitud de recepción definitiva de la obra ante la Dirección de Obras Municipales correspondiente conforme lo establece el artículo 144 de la ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

9. Modifícase el inciso primero del artículo octavo transitorio en el siguiente sentido:

a. Sustitúyese la expresión “tendrán derecho a”, por “podrán hacer uso del”.

b. Sustitúyase la expresión “de los plazos de prescripción establecidos en el artículo 200 del Código Tributario”, por la siguiente: “del plazo de tres años”.

c. Incorpórase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, las siguientes expresiones: “Los contribuyentes que en definitiva hagan uso del derecho al crédito fiscal en la forma señalada, deberán deducir del costo del activo correspondiente, en el mismo período tributario en que se utilice el crédito fiscal, una cantidad equivalente a dicho crédito, en la medida que éste haya formado parte, para efectos tributarios, del valor del activo en la empresa respectiva.”.

10. Intercálase, en el artículo duodécimo transitorio, antes del punto final y a continuación de la expresión “2.000 unidades de fomento”, la siguiente oración: “o de 2.200 unidades de fomento, en caso de viviendas financiadas en todo o parte con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo”.

Artículo 9°.- Agrégase, a contar del 1 de enero de 2017, el siguiente inciso segundo nuevo al artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1969, pasando el actual a ser inciso tercero:

“Las personas o entidades sin domicilio o residencia en el país que posean uno o más establecimientos permanentes en Chile, y éstos, deberán enrolarse separadamente. Los contribuyentes a que se refiere este artículo, que deban enrolarse separadamente, deberán hacerlo asignando el rol vigente a aquel establecimiento permanente en Chile que realiza las principales actividades según el volumen de ingresos o patrimonio. Los demás establecimientos permanentes y el titular de los mismos deberán enrolarse en la forma que señale el Servicio, para cuyo efecto se deberá efectuar una solicitud de roles para todos ellos hasta el 31 de diciembre de 2016. A petición del interesado, el Servicio certificará los nuevos roles autorizados y su relación con aquel rol del establecimiento permanente indicado en primer término.”.

Artículo 10.- Modifícase, a contar del 1 de enero de 2016, el inciso primero del artículo 48 del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, eliminado las expresiones: “Para estos efectos, no se considerarán como parte del capital propio los ajustes que ordenan efectuar los números 8° y 9° el artículo 41 de la referida ley, por disposición del inciso segundo del referido número 8°.”.

Artículo 11.- Las disposiciones contenidas en esta ley, que no tengan una regla especial de vigencia, regirán a contar de su publicación.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- 
A partir del 1 de enero de 2016, los contribuyentes sujetos al impuesto de primera categoría sobre la base de un balance general según contabilidad completa, que hayan iniciado actividades con anterioridad al 1 de diciembre de 2015, y que al término de los años comerciales 2015 o 2016, según corresponda, mantengan un saldo de utilidades no retiradas, remesadas o distribuidas pendientes de tributación con los impuestos global complementario o adicional, determinadas conforme a lo dispuesto en la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a esa fecha, podrán optar por pagar a título de impuesto de esa ley, un tributo sustitutivo de los impuestos finales, sobre una parte o el total de dichos saldos de utilidades, aplicando al efecto lo dispuesto en el número 11, del numeral I.-, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, con las siguientes modificaciones:

a) El referido tributo se podrá declarar y/o pagar durante el año 2016 y/o hasta el 30 de abril de 2017, sobre aquella parte del saldo de las utilidades tributables no retiradas o distribuidas al término del año comercial 2015 y/o 2016 respectivamente, según corresponda. 

b) No se aplicará la limitación que establecía la letra b), del número 1., del referido número 11, respecto de las utilidades que pueden sujetarse al pago de este impuesto especial. Por tanto, no se considerará para estos efectos el monto promedio anual total de los retiros, remesas o distribuciones que hayan efectuado los propietarios, comuneros, socios o accionistas de la empresa.

c) Con la declaración y pago del impuesto sustitutivo, las cantidades acumuladas que hayan completado su tributación se anotarán en el registro que establece el inciso primero, de la letra b), del número 3, de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, y éstas podrán ser retiradas, remesadas o distribuidas en la oportunidad que se estime conveniente, con preferencia a cualquier otra suma y sin considerar las reglas de imputación que establezca la ley sobre Impuesto a la Renta vigente a la fecha del retiro, remesa o distribución. Los contribuyentes que paguen, remesen al exterior, abonen en cuenta o pongan a disposición estas cantidades, no deberán efectuar la retención de impuesto que establece el número 4, del artículo 74 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

d) No se aplicará lo dispuesto en la letra i), del número 1.-, del número 11, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780.

e) Las empresas, comunidades y sociedades que desde el 1 de diciembre de 2015, a lo menos, se encuentren conformadas exclusivamente por personas naturales contribuyentes del impuesto global complementario, podrán aplicar la tasa que establece el número 3.-, del referido número 11.

El impuesto, en este caso, se aplicará con una tasa equivalente al promedio ponderado, de acuerdo a la participación que cada socio, comunero o accionista mantenga en la empresa al 31 de diciembre de 2015 o 2016, según corresponda, de las tasas más altas del impuesto global complementario que les haya afectado en los 3 últimos años tributarios respectivamente.

Con todo, sólo podrá aplicarse la tasa de 32% que establece el número 11, del numeral I.-, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, cuando se hubieren cedido los derechos, cuotas o acciones respectivas, a contar del 1 de diciembre de 2015.

Los contribuyentes que hubieren declarado y pagado el impuesto sustitutivo establecido en el número 11, del numeral I, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, durante el año comercial 2015, anotarán las cantidades acumuladas que hayan completado su tributación por esa vía en el registro que establece el inciso primero, de la letra b), del número 3, de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, y éstas podrán ser retiradas, remesadas o distribuidas en la oportunidad que se estime conveniente, con preferencia a cualquier otra suma y sin considerar las reglas de imputación que establezca la ley sobre Impuesto a la Renta vigente a la fecha del retiro, remesa o distribución y no les aplicará lo dispuesto en la letra i), del número 1.-, del número 11, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780.

Artículo segundo.- Los contribuyentes sujetos a la letra A, del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre del 2016, aplicarán además, respecto de los años comerciales 2015 y 2016, las siguientes normas:

a) Para determinar la base imponible afecta a los impuestos de primera categoría, global complementario y adicional de las empresas sujetas a las disposiciones de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente durante los años comerciales 2015 y 2016, deberá entenderse que el monto de la renta proveniente del rescate o enajenación de las inversiones en capitales mobiliarios a que se refiere el número 2 del artículo 20, o de la enajenación o rescate de derechos sociales, acciones, o cuotas de fondos a que se refiere la letra c), del número 1.-, de la letra A), del citado artículo 14 ter, o en general, en la enajenación de bienes que no pueden depreciarse conforme a la ley referida, deberá rebajarse del total del ingreso percibido y en el mismo ejercicio en que esto ocurra, el valor la inversión efectivamente realizada, la que se reajustará de acuerdo con la variación del índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes que antecede al de la inversión y el mes anterior al de su enajenación o rescate, según corresponda. De esta forma, en el ejercicio en que ocurra el rescate o enajenación, se considerará como egreso el valor de la inversión efectuada, la que se reajustará en la forma señalada precedentemente. 

b) Los retiros, dividendos o participaciones percibidas se incorporarán en la base imponible afecta a los impuestos señalados, incrementándose previamente en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta. Dicho crédito se imputará en contra del impuesto de primera categoría que deba pagar la empresa en el mismo ejercicio, a continuación de aquellos indicados en la letra c) del número 3, de la letra A), del referido artículo 14 ter. Si en el ejercicio respectivo se determinare un excedente de este crédito, éste no dará derecho a devolución o a imputación a otros impuestos, pero podrá imputarse en el ejercicio siguiente, y subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación. 

c) Los contribuyentes que se mantengan acogidos al régimen simplificado durante los años comerciales 2015 y/o 2016, considerarán que la base imponible de los impuestos global complementario o adicional será aquella parte de la base imponible del impuesto de primera categoría que corresponda a cada dueño, socio o accionista, en la proporción en que participan en las utilidades de la empresa, o en su defecto, en la proporción que hayan aportado efectivamente el capital, o éste haya sido suscrito cuando no hubiere aportado siquiera una parte de éste. En el caso de los comuneros, la determinación de la base imponible que les corresponda, se efectuará en proporción a sus respectivas cuotas en el bien de que se trate.

d) Para determinar los límites establecidos en el número 1.-, de la letra A, del artículo 14 ter el contribuyente deberá sumar a sus ingresos aquellos obtenidos por sus entidades relacionadas de acuerdo a las siguientes reglas:

Para estos efectos, se considerarán relacionados con una empresa o sociedad, cualquiera sea su naturaleza jurídica:

i) El controlador y las controladas.

ii) Todas las entidades, empresas o sociedades que se encuentren bajo un controlador común.

iii) Las entidades, empresas o sociedades en las que es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee, directamente o a través de otras personas o entidades, más del 10% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos a voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas.

iv) El gestor de un contrato de asociación u otro negocio de carácter fiduciario en que es partícipe en más del 10%. 

v) Las entidades relacionadas con una persona natural de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), se considerarán relacionadas entre sí, debiendo en tal caso computar la proporción de los ingresos totales que corresponda a la relación que la persona natural respectiva mantiene con dicha entidad. 

Se considerará como controlador, a toda persona o entidad, o grupo de ellos con acuerdo explícito de actuación conjunta que, directamente o a través de otras personas o entidades, es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee más del 50% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos de voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas de otra entidad, empresa o sociedad. Estas últimas se considerarán como controladas. Para estos efectos, no se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 98 de la ley N° 18.045. 

Tratándose de los casos señalados en los numerales i) y ii) precedentes, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos el total de los ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas, sea que mantenga la relación directamente o a través de otra u otras empresas. 

En el caso de las entidades relacionadas de acuerdo a los numerales iii), iv) y v) precedentes, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), computarán el porcentaje de ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas que le corresponda según su participación en el capital o las utilidades, ingresos o derechos a voto. Cuando el porcentaje de participación en el capital sea distinto al porcentaje que le corresponde en las utilidades, ingresos o derechos a voto, se deberá considerar el porcentaje de participación que sea mayor.

Las entidades relacionadas conforme a las reglas indicadas en los numerales i) al iv) precedentes, deberán informar anualmente a la empresa o sociedad respectiva, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto total de los ingresos de su giro percibidos o devengados en el ejercicio respectivo, los que se expresarán en unidades de fomento conforme a lo señalado.

e) Los créditos incobrables que correspondan a ingresos devengados, castigados durante el año, se descontarán de los ingresos de dicho ejercicio para efectos del cómputo de los límites que establece la letra a), del número 1.-, de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta.

Artículo tercero.- 
Para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 38 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente durante el año comercial 2016, el valor de costo para fines tributarios de los bienes que se adjudiquen los dueños, comuneros, socios o accionistas de las empresas que determinen su renta efectiva según contabilidad completa, en la disolución o liquidación de las mismas a la fecha de término de giro, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta a tal fecha, cuestión que la empresa certificará, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, al adjudicatario respectivo. En dicha adjudicación no corresponde la aplicación de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario y en el inciso cuarto, del número 8, del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta. 

No constituirá renta durante el año comercial 2016, la adjudicación de bienes que se efectúe en favor del propietario, comunero, socio o accionista con ocasión de la liquidación o disolución de una empresa o sociedad, en tanto, la suma de los valores tributarios del total de los bienes que se le adjudiquen, no exceda del capital que haya aportado a la empresa, determinado en conformidad al número 7 del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta, más las rentas o cantidades que le correspondan en la misma, al término de giro. El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se le adjudiquen, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la citada ley al término de giro de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 bis de dicho texto legal.

Artículo cuarto.- 
A partir del 1 de enero de 2017, no se aplicará la obligación de restitución que establece el artículo 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta a los contribuyentes del Impuesto Adicional, residentes en países con los cuales Chile haya suscrito con anterioridad al 1 de enero de 2017 un convenio para evitar la doble tributación, aun cuando no se encuentre vigente, en el que se haya acordado la aplicación del Impuesto Adicional, siempre que el Impuesto de Primera Categoría sea deducible de dicho tributo o se contemple otra cláusula que produzca el mismo efecto. Lo dispuesto en este artículo regirá hasta el 31 de diciembre de 2019.

Artículo quinto.- 
La modificación al párrafo 1, del número 2) del inciso cuarto del artículo 59 de la ley sobre Impuesto a la Renta, regirá respecto de las cantidades pagadas o abonadas en cuenta a que se refiere dicha disposición legal a partir del 1 de enero de 2015. Por otra parte, los contribuyentes que respecto de las mismas cantidades señaladas, pagadas o abonadas en cuenta durante los años comerciales, 2010, 2011, 2012, 2013 y 2014, no hayan informado oportunamente al Servicio de Impuestos Internos sobre las operaciones y sus condiciones, podrán invocar la exención respectiva, siempre que, cumpliendo con los demás requisitos que dicha disposición legal establece, hayan ya presentado dicha información al citado Servicio o la presenten hasta el 30 de junio de 2016, ello en la forma y oportunidad que establezca el Servicio señalado mediante resolución.

Artículo sexto.- 
Sin perjuicio de las modificaciones introducidas en el inciso segundo del artículo 55 del decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, en el caso de contribuyentes que, con anterioridad a la publicación de la presente ley, hayan debido soportar el impuesto al valor agregado devengado en la suscripción de promesas de venta de bienes corporales inmuebles, la factura definitiva por la venta de los bienes corporales inmuebles deberá emitirse en la fecha de la entrega real o simbólica del bien o de la suscripción de la escritura de venta correspondiente, considerando únicamente el saldo por pagar.

Artículo séptimo.-
 Dentro del plazo de 180 días contados desde la publicación de esta ley, deberá dictarse el reglamento a que se refiere el artículo 60 quinquies del Código Tributario para implementar el sistema de trazabilidad indicado en el artículo 13 bis del decreto ley Nº 828, de 1974.

Artículo octavo.- Para los efectos de lo dispuesto en el inciso 2° del artículo decimoquinto transitorio de la ley 20.780, se entenderá que los hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos, a que se refieren los artículos 4° bis, 4° ter, 4° quáter, 4° quinquies, 100 bis, 119 y 160 bis del Código Tributario, se han realizado o concluido con anterioridad al 30 de septiembre de 2015, cuando sus características o elementos que determinan sus consecuencias jurídicas para la legislación tributaria, hayan sido estipulados con anterioridad a esa fecha, aun cuando sigan produciendo efectos a partir del 30 de septiembre de 2015. De acuerdo a lo anterior, el Servicio de Impuestos Internos no podrá aplicar tales disposiciones respecto de los efectos producidos con anterioridad al 30 de septiembre de 2015. Respecto de los efectos que se produzcan a contar de esta última fecha, provenientes de hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos realizados o concluidos con anterioridad a ella, tampoco se aplicarán tales disposiciones, salvo cuando a partir de la citada fecha se hayan modificado las características o elementos que determinan sus consecuencias jurídicas para la legislación tributaria de los referidos hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos, en cuyo caso se aplicarán sólo respecto de los efectos posteriores que surjan a consecuencia de tal modificación, en cuanto esta última y sus referidos efectos, conforme a las disposiciones legales citadas, sean considerados como constitutivos de abuso o simulación.

Artículo noveno.- Las modificaciones introducidas por el artículo 2° en el decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios a contar del 1 de enero de 2016, no se aplicarán a las cuotas de contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, ni a las transferencias de inmuebles que se efectúen en virtud de dichos contratos, en la medida que hayan sido celebrados por escritura pública o instrumento privado protocolizado con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia señalada, rigiéndose por las disposiciones de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios vigentes con anterioridad a la fecha señalada.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 18, 19, 20, 21 y 25 de enero de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 26 de enero de 2016.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario De La Comisión.
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OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE COMUNICA QUE HA APROBADO, CON LA EXCEPCIÓN QUE SEÑALA, LAS ENMIENDAS INTRODUCIDAS POR EL SENADO AL PROYECTO DE LEY SOBRE FORTALECIMIENTO Y TRANSPARENCIA DE LA DEMOCRACIA, Y PROPONE LA NÓMINA DE DIPUTADOS QUE INTEGRARÁN LA COMISIÓN MIXTA QUE DEBE FORMARSE AL EFECTO 

(9.790-07)

Oficio Nº 12.340

VALPARAÍSO, 26 de enero de 2016.
La Cámara de Diputados, en sesión realizada el día de hoy, ha aprobado las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, correspondiente al boletín N°9790-07, con excepción de la que reemplaza la letra a) del numeral 2) del artículo 1°, que ha pasado a ser numeral 3) en el texto del H. Senado; las modificaciones introducidas en el numeral 7) del artículo 1°, que ha pasado a ser 8) en el texto del H. Senado, y las enmiendas introducidas por el Senado en el numeral 9) del artículo 2°, que ha pasado a ser  11). 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a las señoras y señores diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:

- don Arturo Squella Ovalle

- don Fuad Chahin Valenzuela                    

- don Cristián Monckeberg Bruner

- don Leonardo Soto Ferrada

- don Pepe Auth Stewart

Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº18/SEC/16, de 19 de enero de 2016.

Devuelvo los antecedentes respectivos.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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